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Resumen

Jonathan Israel ha realzado la importancia de la teoría política del barón d’Hol-
bach —hasta ahora poco estudiada y valorada— en el contexto de sus tesis sobre la 
aportación de la «Ilustración radical» a la concepción contemporánea de la democra-
cia, la igualdad y los derechos cívicos. Este artículo sostiene, sin embargo, que la pro-
puesta política de d’Holbach no es en sí misma especialmente audaz o innovadora 
para su época, ni desarrolla un diseño institucional preciso. Apoya una monarquía 
ilustrada moderada por una asamblea representativa de propietarios, guiada por el 
criterio de utilidad como base natural del orden social. Su posición es más revolucio-
naria en el nivel de los presupuestos teóricos de esa propuesta: su crítica atea de la reli-
gión, su ontología materialista y su ética utilitarista contribuyen a socavar la 
representación y los valores característicos del orden social y político tradicional, y a 
despejar el camino hacia la nueva sociedad burguesa.

Palabras clave

D’Holbach; Ilustración radical; representación política; democracia; utilita-
rismo; materialismo.
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Abstract

Jonathan Israel has highlighted the importance of baron d’Holbach’s 
political theory – not too much studied and valued – in the context of his the-
sis about the contribution of the «Radical Enlightenment» to the contempo-
rary understanding of democracy, equality and civil rights. This paper defends, 
nevertheless, that d’Holbach’s proposal is, in itself, neither especially bold nor 
innovative for his time, nor does it develops a precise institutional design. It 
supports an enlightened monarchy, tempered by a representative assembly of 
owners, which is guided by the criterion of utility as a natural ground of social 
order. His position is more revolutionary at the level of the theoretical presu-
ppositions of his proposal: his atheistic criticism to religion, his materialistic 
ontology and his utilitarian ethics help to undermine the representation and 
characteristic values of the traditional social and political order, and to clear 
the way towards the new bourgeois society.

Keywords

D’Holbach; Radical Enlightenment; Political representation; Democracy; 
Utilitarianism; Materialism.
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Aunque d’Holbach tiene cierto renombre entre los pensadores ilustra-
dos, en buena medida por su papel de promotor y huésped de reuniones filo-
sóficas, de «maître d’hotel» de la filosofía ilustrada, así como por su 
materialismo, su declarado ateísmo y su crítica de la religión, se ha prestado 
poca atención a su pensamiento político1. Podrían aducirse para explicarlo 
motivos externos, como el hecho de que permaneciera oculta la autoría de sus 
obras hasta después de su muerte (en 1789), o que la figura de su amigo Dide-
rot eclipsase, en este como en otros campos, la suya. Cabría pensar también 
que su filosofía política tiene un interés menor al lado de la de Rousseau o 
incluso la de miembros de la generación siguiente como Sieyès, Paine o Con-
dorcet.

Sin embargo, los estudios de Jonathan Israel sobre la «Ilustración radical» 
han puesto al barón d’Holbach en primer plano como filósofo político. El his-
toriador británico sostiene que la Ilustración radical ha proporcionado la 
matriz intelectual de nuestra concepción actual de la democracia, la igualdad 
y los derechos y libertades ciudadanas2; y destaca especialmente la contribu-
ción del pensador francés en la expresión de las ideas políticas radicales.

Las tesis de Israel y sus insistentes referencias a d’Holbach son indudable-
mente un acicate para leer los escritos políticos del filósofo ilustrado francés, no 
solo a fin de valorar la justeza del juicio del historiador británico, sino sobre todo 
para conocer y apreciar apropiadamente una concepción política representativa 

1	 Las ediciones y traducciones modernas de las obras políticas del barón son escasas. En 
España, solo se ha traducido hasta ahora Etocracia. Así mismo, la bibliografía sobre el 
pensamiento político de d’Holbach es comparativamente escasa.

2	 «La Ilustración radical es un conjunto de principios básicos que pueden resumirse 
concisamente en: democracia; igualdad racial y social; libertad individual de estilo de 
vida; plena libertad de pensamiento, expresión y prensa; eliminación de la autoridad 
religiosa del proceso legislativo y de la educación; y plena separación de Iglesia y 
Estado» (Israel, 2010: VIII). 
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en cualquier caso del clima intelectual y el debate político europeo del siglo xviii. 
Pero lo cierto es que se aparta de la interpretación más habitual entre los estu-
diosos de d’Holbach. Por ejemplo, en su relevante estudio sobre el pensamiento 
del filósofo, Naville sostuvo que no era republicano, ni socialista, ni demócrata. 
No era, en conclusión, un revolucionario, sino un reformista (Naville, 1967: 
372-373). En un trabajo anterior, otro estudioso del filósofo afirmaba:

[…] en su crítica política y social fue liberal, allí donde Helvétius y Rousseau 
eran radicales, igual que en religión era radical, mientras aquellos se quedaban 
en liberales. Por eso sus escritos políticos no llamaron la atención tanto como 
sus ataques contra la religión3.

Atendiendo a estos y otros juicios semejantes, cabe sospechar que la ima-
gen de un d´Holbach demócrata, así como la tesis de una conexión insepara-
ble entre Ilustración radical y democracia, han de ser cuando menos matizadas4. 
Pero probablemente sea un error juzgar la importancia de la filosofía política 
de d’Holbach comparándola con nuestra concepción actual de la democracia 
representativa y sus instituciones; la propuesta política del barón no es radical 
ni ofrece tampoco un programa desarrollado de instituciones o medidas de 
gobierno. Seguramente vale más que atendamos a los principios básicos sub-
yacentes a su concepción de la buena sociedad y de la política, retrotrayéndo-
nos a la ontología materialista y a la ética naturalista de d’Holbach, y situemos 
a su vez esos principios y esa teoría política en el marco del proyecto ilustrado 
de transformación de la sociedad y la cultura del Antiguo Régimen, y de las 
resistencias que le oponen los privilegiados. Quizá así podremos entender 
mejor cómo el barón puede ser considerado portavoz de un programa teórico 
radical cuyos efectos revolucionarios se dejan sentir a un nivel más profundo 
que sus figuras superficiales en la organización política.

I.	 D’HOLBACH EN SU CONTEXTO: ALGUNOS APUNTES

D’Holbach aparece ante el lector actual como una figura típica de la Ilus-
tración. Está firmemente convencido de que el conocimiento es la clave de la 

3	 W. H. Wickwar, Baron d’Holbach. A Prelude to the French Revolution, Londres, George 
Allen & Unwin, 1935: 9 (citado en Naville, 1967: 127). 

4	 Pueden verse al respecto, entre otras, las contribuciones al volumen colectivo sobre las 
tesis de Israel, con respuesta del historiador, editado por Marta García Alonso, de 
Devellennes (2017), Laursen y Mannies (2017) y Peña (2017).
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salud moral de los hombres y de las sociedades, impedida hasta ahora por 
creencias ilusorias que les infunden temor y les apartan de la felicidad a la que 
están naturalmente destinados. Ese temor es alimentado por los clérigos de las 
diversas religiones, que se sirven de él para revestir de autoridad natural al 
poder político despótico, arbitrario, y a las jerarquías sociales y privilegios que 
le acompañan, manteniendo a los súbditos en una situación de ignorante y 
sumisa servidumbre. La tarea del intelectual ilustrado será, por consiguiente, 
denunciar críticamente la ilusión religiosa y los engaños e impostura de los 
clérigos que sustentan en ella su influencia, y sustituir esas falsas creencias por 
el conocimiento racional y científico del mundo. Sobre esa base podrá desa-
rrollarse una moral acorde con los deseos y facultades naturales del hombre y 
orientada a su felicidad, así como un programa de reformas sociales y políticas 
que hagan realidad sus principios5.

Esta confianza en la fuerza de la razón preside sin duda alguna el trabajo 
de la Enciclopedia, que representa quizá mejor que ninguna otra prueba la 
voluntad ilustrada de difundir para un amplio público el conocimiento libe-
rador6. A esa tarea de presentar una visión científica del mundo contribuye 
notablemente d’Holbach, no solo redactando centenares de entradas de dicha 
obra7, cuyo tema va desde la geología y la mineralogía a la política, sino tam-
bién proporcionando apoyo financiero y moral a Diderot ante la reacción 
antienciclopedista de finales de la década de 1750.

Además, el filósofo lleva a cabo una infatigable tarea de traducción y 
difusión clandestina de escritos ateos y materialistas por toda Europa. Él 
mismo redacta anónimamente (o atribuyéndolos a algún difunto) un buen 
número de escritos en los que organiza y expone su crítica de la religión, su 
filosofía materialista y su teoría moral y política8. Sus fuentes filosóficas son 

5	 «Que no se deje el filósofo descorazonar por tantos obstáculos juntos, los cuales parece 
que hayan de excluir para siempre la verdad de sus dominios; la razón, del espíritu de 
los hombres; la Naturaleza, de sus derechos […]. A pesar de los grandes cuidados que 
se toman para alejar la verdad, la razón y la ciencia del dominio de los mortales, el 
tiempo, ayudado con la luz progresiva de los siglos, puede un día llegar a iluminar a 
estos príncipes que hoy vemos tan contrarios a la verdad, tan enemigos de la justicia y 
de la libertad de los hombres» (D’Holbach, 1982: 594 [II, 13]). 

6	 Israel considera que caracteriza a la Ilustración «radical», a diferencia de la «moderada», 
esa interpretación no elitista de su misión pedagógica (Israel, 2010: 32-33).

7	 Véase al respecto Sandrier (2010). 
8	 Onfray considera que la producción holbachiana constituye «el programa más vasto 

posible de una filosofía de las Luces», en el que distingue tres momentos teóricos: «la 
deconstrucción del cristianismo, la elaboración de un materialismo sensualista y ateo 
y la propuesta de una política eudemonista y utilitarista» (2010: 223).
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también radicales: frente a la influencia dominante de Locke y Shaftesbury en 
su entorno, d’Holbach reivindica a Hobbes; y aunque por precaución no lo 
reconozca, la presencia de Spinoza en su pensamiento se deja ver con claridad, 
como ha mostrado convincentemente Israel.

Destaca entre sus obras Système de la Nature (1770), un libro extraordi-
nariamente difundido en su tiempo (y objeto también de muchas críticas, 
entre otras las de Federico II de Prusia y Voltaire), que es una síntesis de su 
pensamiento en la que conecta sistemáticamente ontología, antropología, 
ética y filosofía política: una visión rigurosamente materialista del universo y 
del hombre, un compendio de las críticas pasadas y presentes de la religión y 
el despotismo, y un esbozo de una ética naturalista y utilitarista. Los estudio-
sos coinciden en considerarlo como uno de los libros más influyentes de esa 
época (junto con De l’esprit, de Helvecio). D’Holbach no destaca por su ori-
ginalidad y su estilo literario resulta pesado y reiterativo —según Voltaire— 
en una época que aprecia los epigramas y la brillantez de ingenio; pero resulta 
eficaz en la difusión del conocimiento y en la crítica de la cultura tradicional.

Sin embargo, fue mucho más conocida entonces la labor que desempeñó 
d’Holbach como mecenas en su famoso salón parisino de la calle Saint-Roch 
(cuya prolongación estival es la propiedad rural de su esposa en Grandval). Ese 
salón es mucho más que un lugar de conversación mundana. Es, por una 
parte, un espacio de debate libre y abierto, donde es posible comunicar y con-
trastar ideas y opiniones9. Por allí pasa, en las veladas de jueves y domingos, 
no solamente buena parte de la intelectualidad francesa —Condorcet, d’Alem-
bert, Turgot, Morellet…—, sino lo más selecto de la Ilustración europea, de 
Beccaria a Hume, de Grimm a Priestley. Pero es además la sede social, por así 
decirlo, de un grupo comprometido en la tarea de crear y difundir un pensa-
miento innovador, enfrentado radicalmente a la cosmovisión del Antiguo 
Régimen.

Pues hay que distinguir entre los asistentes ocasionales a las cenas de 
Saint-Roch y un núcleo de asiduos que se benefician de la extraordinaria 

9	 Así describe Diderot el ambiente del salón: «Allí se reúnen todas las personas capaces 
y honestas que contiene la capital. Para encontrar abierta esta puerta no basta con 
tener títulos o ser erudito. Es necesario además ser bueno. Allí el comercio [de ideas, 
JP] es seguro: allí se habla de historia, de política, de finanzas, de literatura, de filosofía; 
allí se aprecian lo suficiente para llevarse la contraria; allí se encuentra al verdadero 
cosmopolita, el hombre que sabe usar de su fortuna, el buen padre, el buen amigo, el 
buen esposo; allí es adonde todo extranjero de algún renombre y algún mérito quiere 
tener acceso, y puede contar con la acogida más amable y más cortés», Correspondance 
de Diderot, t. 5. Citado de Chaussinand-Nogaret, 2009: 192-193 (NB: Las 
traducciones de los textos no publicados en castellano son del autor del artículo).
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biblioteca del barón y de su gabinete de historia natural, y a los que d’Holbach 
pone en relación. Diderot en primer lugar, unido al barón por la afinidad 
ideológica y personal, y conocedor, crítico y colaborador —¿incluso coau-
tor?— en todos sus trabajos; pero también Grimm, Helvétius, Rousseau (hasta 
su posterior abandono de la que en sus Confesiones denominará la «camarilla» 
—coterie— de d’Holbach), Galiani, Suard, Boulanger, Marmontel, Raynard, 
etc. Israel presenta a este grupo como una «red de subversión radical» (2012: 
810-811) especialmente activa en la década de 1780 y centrada en concluir la 
Enciclopedia y difundir la literatura radical clandestina, destacando su influen-
cia en las décadas anteriores a la Revolución.

Con todo, no se trata de un grupo de conspiradores contra el Antiguo 
Régimen, pese a lo que afirmaran aquellos que veían en estas ideas disolventes 
una amenaza, no solo para las creencias religiosas sino para la estabilidad del 
orden social. Son apacibles razonadores que disfrutan de un espacio de debate 
libre asegurado por su misma discreción, y que no tienen el propósito de sub-
vertir el orden social vigente, sino en todo caso de contribuir a introducir 
reformas acordes con el conocimiento de la naturaleza y de la sociedad a través 
de empresas como la Enciclopedia. Por otra parte, si bien los debates sobre la 
religión son centrales en el círculo holbachiano, no todos ellos son ateos, sino 
que participan en los debates tanto agnósticos como deístas. Eso sí, todos ellos 
están convencidos de la necesidad de llevar a cabo una tarea de ilustración 
frente a dogmas y prejuicios.

Así pues, «lo que reúne a estos hombres de ideas filosóficas diferentes es 
a la vez el acuerdo sobre principios comunes, la tolerancia, la idea de progreso, 
y el desacuerdo sobre las interpretaciones de fondo, la metafísica o el compro-
miso»; no tanto la coherencia filosófica como «el reconocimiento de una sen-
sibilidad colectiva» (Roche, 1978: 723). En este conjunto el papel destacado 
de d’Holbach, al parecer indiferente al reconocimiento público, se disuelve en 
el trabajo colectivo, actuando como impulsor, protector e incluso encubridor.

Por otra parte, hay que tener en cuenta el contexto político francés del 
momento a la hora de valorar el papel y los propósitos de d’Holbach y del 
resto del grupo en materia social y política. Es preciso evitar el error de atri-
buir a los ilustrados radicales el propósito de preparar la Revolución francesa: 
a lo sumo sospechan que la agudización de la crisis social y política puede pro-
ducir una conmoción radical del orden vigente, pero en general lo que preten-
den es proponer reformas impulsadas por una monarquía ilustrada y moderada 
por algunas medidas «constitucionales» (De Cock, 2010: 108-109), orientada 
a la integración de todos los estratos y grupos sociales, en especial los más pro-
ductivos y creadores de riqueza, en interés del conjunto. La mirada está puesta 
en la modernización de una sociedad fundada aún en una jerarquía social pre-
sidida por las clases parásitas privilegiadas. Obviamente, su posición no podía 
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ser la misma que la de los integrantes de la «generación de la Revolución» (los 
Paine, Sieyès, Condorcet, etc.): no es fácil saltar más allá del propio tiempo.

Su audacia intelectual podía por tanto ser tolerada hasta cierto punto 
(más aún en tanto pertenecían a fin de cuentas al estrato social de los privile-
giados). Incluso podía la monarquía servirse de ellos en ocasiones para resistir 
a las presiones y pretensiones de control político e ideológico de la Iglesia 
católica y los parlamentos.

Eso no obsta para que la labor de d’Holbach y el resto de los integrantes 
de la llamada «Ilustración radical» tenga un alcance revolucionario; pero no ya 
por el carácter rupturista de su expresión directamente política, sino porque 
su crítica filosófica horada los fundamentos de la cosmovisión tradicional, y 
pone con ello las bases para una concepción de la vida social y política autó-
noma, secular y libre de la dependencia teológica, así como por su concepción 
utilitarista de las relaciones sociales, que propone medir a los individuos por 
su contribución productiva a la sociedad, y no por su estatus o linaje.

II.	 LOS PRESUPUESTOS MATERIALISTAS DE LA FILOSOFÍA MORAL 
Y POLÍTICA

 El proyecto filosófico de d’Holbach está presidido por la idea de que la 
infelicidad y la esclavitud humana a manos de poderes despóticos se deben a 
una representación falsa del mundo y del hombre. La base de una moral razo-
nable y de una organización de la sociedad que proporcione a los ciudadanos 
la felicidad que persiguen es el conocimiento de la auténtica naturaleza del 
universo y del hombre dentro de él. Ontología y antropología proporcionan 
los presupuestos de una ética y política naturalistas, como revela el compendio 
que es Sistema de la Naturaleza.

Por haber vuelto la espalda a la experiencia y a la razón los hombres han 
vivido en una larga infancia. Al ignorar cuál es su verdadera naturaleza, han ima-
ginado que su existencia dependía de poderes desconocidos que les han hecho 
vivir bajo el temor, alimentado por las religiones que han dado forma y organi-
zación a estas ilusiones10.

10	 «Es por desconocer su propia naturaleza, sus propias tendencias, sus necesidades y sus 
derechos, por lo que el hombre social ha caído de la libertad en la esclavitud. Ha 
desconocido o se ha creído obligado a sofocar los deseos de su corazón y a sacrificar su 
bienestar por los caprichos de sus jefes. Ha ignorado la finalidad de la asociación y del 
gobierno, se ha sometido confiadamente a hombres iguales a él, a los que sus prejuicios 
le hicieron considerar como seres de un orden superior, como dioses sobre la tierra. 
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Creer asimismo que dependen de poderes sobrenaturales les ha llevado a 
vivir engañados respecto al verdadero fundamento de la moral, que no con-
siste en obedecer normas contrarias a las propias tendencias y deseos naturales, 
sino en ajustar racionalmente la conducta humana, naturalmente social, a la 
realización de los propios intereses en convivencia con los demás. El hombre 
no debe buscar su felicidad fuera del mundo, sino en el conocimiento del fun-
cionamiento y las leyes naturales del universo.

El punto de partida de esta comprensión racional de la realidad es mate-
rialista y determinista: el hombre es un ser físico, y por tanto parte de la Natu-
raleza e ineludiblemente sometido a sus leyes. El universo es una cadena 
ininterrumpida de causas y efectos, y está constituido únicamente de materia 
y movimiento. Este movimiento es intrínseco a las propiedades de la materia, 
se sigue de su esencia.

En el inmenso conjunto de movimientos que forman el universo no hay 
finalidad alguna. La idea de un orden de la naturaleza es en realidad una repre-
sentación del mundo que el hombre, que no puede dejar de verse a sí mismo 
como el centro del universo, se hace al considerarlo en relación con sus pro-
pios fines. Del mismo modo, imagina una inteligencia autora de ese orden:

El hombre se considera siempre como el centro del universo; relaciona todo lo 
que ve consigo mismo. En cuanto le parece entrever un modo de actuar que 
tiene algunos puntos de contacto con el suyo, o algunos fenómenos que le inte-
resan, los atribuye de inmediato a una causa que se le parece, que actúa como él 
y tiene sus mismas facultades, sus mismos intereses, proyectos y tendencias; en 
una palabra, se toma como modelo (D’Holbach, 1982: 158 [I, 5])11.

D’Holbach descarta también radicalmente el dualismo antropológico. 
La idea del alma es una invención que se explica por la dificultad de conocer 
las causas internas de nuestros movimientos, lo que nos hace pensar en un 
motor de naturaleza totalmente diferente que impulsa la máquina corporal. 
Pero el movimiento es una propiedad de la materia, y es impensable cómo una 
fuerza espiritual podría producir efectos físicos. Puede ser difícil conocer cómo 

Estos aprovecharon su error para esclavizarlo, corromperlo, volverlo vicioso y 
miserable». (D’Holbach, 1982: 120-121 [I, 5]).

11	 Se perciben aquí ecos del Apéndice de la Parte I de la Ética de Spinoza, aunque Voltaire 
sostuviera, en carta a Grimm, que d’Holbach había ido en este punto más lejos que el 
filósofo neerlandés: «Es mucho más elocuente que Spinoza, pero Spinoza tiene una 
gran ventaja sobre él, ya que admite una inteligencia en la Naturaleza, siguiendo el 
ejemplo de toda la Antigüedad», citado de Chaussinand-Nogaret, 2009: 226.
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se organiza la materia para constituir el pensamiento, pero no es algo absurdo. 
El hombre debe aceptar su condición de ser material, que le muestra la expe-
riencia, y buscar como tal su bienestar en el único mundo real12.

Si todos los movimientos del universo se inscriben en una compleja red de 
causas y efectos, que siguen leyes constantes y necesarias, también las acciones y 
pensamientos del hombre obedecen a un mecanismo natural. Los hombres, 
como cualquier otra realidad física, experimentan impulsos de atracción y aver-
sión que están relacionados con el objetivo último de todos los seres naturales, 
que es la propia conservación. El hombre «no tiende en cada instante de su vida 
más que a procurarse lo que le gusta, o lo que está conforme con su ser, y se 
esfuerza por apartar de sí todo lo que le puede dañar» (D’Holbach, 1982: 147 
[I, 4]). Todos sus afectos y deseos están sujetos a las mismas leyes necesarias que 
el resto de los cuerpos de la Naturaleza13. Busca necesariamente lo que es o le 
parece ser útil para su bienestar o felicidad; y al hacerlo sigue la tendencia propia 
de su naturaleza, reaccionando a los diversos factores externos o internos en el 
sentido que siente o juzga apropiado. Por eso, la hipótesis de una voluntad libre 
que se enfrenta a las pasiones no tiene sentido. No es otra cosa que «una modi-
ficación de nuestro cerebro» que lo dispone a mover los órganos corporales con-
forme a su conveniencia con nuestro modo de ser, conforme a los estímulos 
provenientes de los objetos que afectan a nuestros sentidos (ibid.: I, 8).

Tampoco hay lugar para el libre albedrío en el universo determinista del 
Sistema de la Naturaleza. D’Holbach admite que el reconocimiento de la liber-
tad parece hacer indispensable creer que tenemos una capacidad de decidir 
independiente de las causas que actúan sobre nosotros; pero lo cierto es que 
nuestra voluntad está determinada por la fuerza de los motivos que nos llevan 
a decidir en una u otra dirección: «los actos de los insensatos son tan necesarios 
como los de las personas más prudentes» (D’Holbach, 1982: 235 [I, 11]). El 
libre albedrío requeriría obrar sin motivos, o que los motivos no afectasen a la 
voluntad. En realidad, el hombre se guía por las ventajas, reales o ficticias, que 
atribuye a los objetos que excitan sus pasiones. No es que sea un cuerpo inerte: 
«contiene en sí mismo causas inherentes a su ser, es movido por un órgano inte-
rior que tiene sus propias leyes y que es determinado necesariamente por ideas, 
percepciones y sensaciones que recibe de objetos exteriores» (D’Holbach, 1982: 

12	 «Trabajemos para lo físico del hombre, hagamos que sea agradable para él, y pronto 
veremos que su moral mejora y llega a ser más afortunada, su alma se pacifica y es más 
serena, su voluntad tiende a la virtud por los motivos naturales y palpables que se le 
presenten» (D’Holbach, 1982: 178 [SN I, 7]).

13	 Como observa Israel (2010: 192), también en esto se aprecia claramente la influencia 
de Spinoza.
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244 [I, 11]). Pero la complejidad de las reglas de asociación en el mecanismo 
cerebral no obsta para mantener la tesis determinista. La libertad, concluye 
d’Holbach, es «la necesidad contenida en su interior» (ibid.).

Nuestras acciones están determinadas en parte por nuestra conforma-
ción psíquica; pero sobre todo por la experiencia cotidiana, por la educación, 
los ejemplos y las costumbres sociales, por las ideas recibidas y las opiniones 
comunes (1982: 241 [I, 11]). Por consiguiente, es principalmente en la socie-
dad donde está en juego la felicidad del hombre, y el conocimiento de su ver-
dadera naturaleza hará posible comprender adecuadamente el vínculo social y 
hacer una propuesta razonable para el bienestar social.

III.	 UNA MORAL SOCIAL UTILITARISTA

D’Holbach aspira a sentar sobre estos presupuestos ontológicos y antro-
pológicos materialistas las bases de una nueva ética, racional, natural y cientí-
fica —en tanto que conforme al conocimiento experimental que tenemos de 
la Naturaleza y del hombre—. Una ética que no separe las normas que esta-
blecen cómo debe comportarse el hombre en sociedad de lo que el hombre es, 
de sus afectos, pasiones y tendencias naturales, sino que los encauce adecuada-
mente en provecho de su objetivo último, la felicidad.

Por eso ha de ser una ética independiente de las creencias religiosas y de 
la teología. D’Holbach ha de hacer frente a la vinculación habitual de la moral 
a la religión como fundamento necesario, si no de su verdad, al menos sí de su 
solidez —todavía defiende Voltaire la utilidad de la religión como instru-
mento de tranquilidad social, garantía de las reglas morales que aseguran la 
coexistencia social ordenada y la obediencia a las leyes—, y a la correspon-
diente asociación del ateísmo a la inmoralidad. El filósofo materialista habrá 
de esforzarse en su Sistema de la naturaleza en probar que es posible que un 
ateo viva tan virtuosamente al menos como un creyente14.

Por el contrario, d’Holbach está convencido de que son las religiones las 
que alimentan el fanatismo, el odio teológico, la tolerancia ante los crímenes 

14	 «Un ateo que, en posesión de una excelente teoría fundada en la Naturaleza, la experiencia 
y la razón, se libra a unos excesos peligrosos para él y perjudiciales para la sociedad es, sin 
duda, un hombre inconsecuente. Pero no es más de temer que un hombre religioso y 
lleno de celo que, creyendo en un Dios bueno, justo, perfecto, no deja de cometer en su 
nombre los más terribles excesos. Un tirano ateo no sería de temer más que un tirano 
fanático. Un filósofo incrédulo no es más peligroso que un sacerdote fanático que alienta 
la discordia entre sus conciudadanos» (D’Holbach, 1982: 569 [II, 12]).
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con pretextos teológicos, al tiempo que favorecen la tiranía de los príncipes, a 
los que sugieren que todo les está permitido como lugartenientes de la divini-
dad, mientras fomentan la pasividad de los súbditos ante la servidumbre y la 
opresión, presentada como algo permitido o querido por los dioses. Defiende 
no solo que la moral puede prescindir de la religión, sino que desprenderse de 
las ilusiones religiosas es condición necesaria para reformularla de manera que, 
por estar fundada en la naturaleza real del hombre y ser acorde con la razón, 
pueda servir a su felicidad y al bienestar real de la sociedad, en vez de hacerle 
vivir bajo los preceptos de un ascetismo antinatural y los mandatos arbitrarios 
de una divinidad incomprensible.

La base psicológica de la moralidad es el propio interés. El único motivo 
de nuestras acciones es la búsqueda de aquello que consideramos conveniente 
para nuestra conservación y felicidad —que puede ser definida como «el placer 
continuado» (1969: I, 6)—. Al mismo tiempo, es un hecho que para conser-
varse y ser feliz cada hombre ha de convivir con otros que tienen análogos 
deseos y aversiones. Como la diversidad de facultades y capacidades los hace 
interdependientes, el logro de los objetivos vitales de cada uno está sujeto a la 
vida en sociedad y al cumplimiento de ciertas reglas comunes; es decir, la moral 
es social desde su origen.

De modo que el presupuesto objetivo de la moral es la conexión exis-
tente entre la propia felicidad y la de aquellos con los que uno vive. «La moral 
le mostrará que para hacerse feliz a sí mismo, tiene que ocuparse de la felicidad 
de aquellos de quienes necesita para lograr su propia felicidad» (1969: 59 [I, 
6]). Y su tarea no es otra que mostrarnos cuáles son los medios necesarios para 
alcanzar ese objetivo irrenunciable. Por consiguiente, los conceptos de deber y 
virtud —y su complementario, el vicio— han de ser redefinidos como impe-
rativos hipotéticos que conectan dicho objetivo con los medios apropiados 
para alcanzarlo. «Los deberes del hombre son los medios que está forzado a 
adoptar, por la necesidad de las cosas, para obtener el bienestar hacia el que 
tiende sin cesar» (ibid.). La obligación moral no puede separarse del interés. 
Del mismo modo, la virtud no es algo separado de, y menos aún opuesto a su 
bienestar, sino «la disposición a hacer lo que es necesario para su bienestar» 
(ibid.).

Esta conexión entre fines y medios se traduce en deberes sociales que nos 
obligan a contribuir a la felicidad ajena como medio para asegurar la propia; y a 
su vez, la conducta virtuosa es, en otras palabras, «una disposición habitual 
a hacer aquello que contribuye a la felicidad de los seres de nuestra especie, y a 
abstenerse de lo que puede perjudicarles» (1969: 76 [I, 8]). No se trata de 
altruismo desinteresado, sino de buscar razonablemente el propio interés. Al tra-
bajar en favor del bien de la sociedad, al cumplir con nuestros deberes para con 
los conciudadanos, estamos trabajando por nosotros mismos. No es preciso 
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apelar a una motivación desinteresada; basta con considerar nuestra posición en 
la sociedad desde la perspectiva del interés ilustrado. «Unir el interés al deber: he 
ahí el gran arte de la moral y de la legislación» (1969: 65 [I, 6]).

D´Holbach rechaza por tanto la fundamentación de la moral en un «sen-
tido moral» innato o un sentimiento de benevolencia, como sostienen algunos 
filósofos de la Ilustración escocesa: aparte de que no tenemos una idea de lo 
bueno o lo malo anterior a la experiencia, esta muestra la ausencia de senti-
miento moral en muchos hombres (1969, I, 5). Él mismo sitúa su ética en la 
senda de la tradición epicúrea, y enfrente del estoicismo. Mientras este se 
orienta a la desnaturalización del hombre, la supresión de las pasiones y la 
insensibilidad, el epicureísmo acepta las pasiones y trata de que sirvan a la feli-
cidad (1969: 86 [I, 8]).

Nos encontramos por tanto ante una ética que hace de la utilidad el cri-
terio del bien moral, y que por tanto bien puede ser calificada de utilitarista, 
aun siendo anterior a la formulación típica de Bentham. Devellennes observa 
al respecto que d’Holbach no es ni el primero ni el único en apelar a argumen-
tos utilitaristas15; el propio Bentham se refirió a Beccaria y Helvétius, asiduos 
visitantes del salón de d’Holbach, como precedentes suyos. Y podemos encon-
trar repetidamente en sus páginas la referencia típicamente utilitarista al bien 
del mayor número16. Sin embargo, Devellennes hace notar que el plantea-
miento holbachiano no se vincula tanto al cálculo racional de intereses como 
al hecho de la sociabilidad humana: puesto que somos seres sociales que nece-
sitamos de los demás, nuestra propia felicidad está vinculada a la de ellos, ya 
que no podemos satisfacer nuestros propios deseos si al mismo tiempo no son 
satisfechos los suyos, en parte gracias a nuestra contribución. D’Holbach pre-
fiere la ataraxia de Epicuro al cálculo estricto, y prefiere hablar de intereses más 
que de placeres. A juicio de este intérprete, «la felicidad eudemonista no es 
favorecida por la búsqueda de placeres, y nuestros intereses residen en una 
prudencia más próxima a la frónesis de Aristóteles que al utilitarismo de Ben-
tham» (Devellennes, 2017: 334). Cabe replicar, sin embargo, que tampoco el 
utilitarismo clásico puede ser reducido a un cálculo de utilidades, sino que se 
funda en el reconocimiento del interés propio como motivo de la acción 
humana y la valoración de normas e instituciones en función de ese interés.

Por otra parte, hay que tener en cuenta que «la ética utilitarista no es en 
esta época una moral de tenderos satisfechos, es un arma de lucha» (Naville, 
1967: 369). Frente a la reivindicación de derechos y privilegios supuestamente 

15	 Cf. Devellennes (2014 y 2017).
16	 Por ejemplo, 1998: 251 [II, 5, 28]: «[…] una sociedad solo está bien gobernada 

cuando la mayor parte de sus miembros es feliz». 
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procedentes de la naturaleza humana o de la costumbre inmemorial para jus-
tificar el orden social existente, el utilitarismo apela a la contribución efectiva 
a la satisfacción de los intereses de la sociedad como criterio de valoración de 
personas e instituciones, independientemente de las posiciones heredadas. Por 
eso una ética utilitarista podía resultar progresista frente a la defensa tradicio-
nalista del estatus, y servir de guía para un programa de reforma social.

Eso sí, la ética utilitarista de d’Holbach supone la posibilidad de que se 
armonicen espontáneamente intereses individuales e intereses sociales, así 
como los de diversos sectores o clases entre sí, pese a reconocer la diversidad 
de condiciones sociales, facultades y fortunas. Parece confiar en que de la con-
jugación de esfuerzos individuales resultará un interés social que beneficie a 
todos (o al menos a la mayoría), pasando por alto que tales objetivos e intere-
ses son a menudo conflictivos, particularmente cuando los agentes se encuen-
tran situados en posiciones material y socialmente asimétricas. Como más 
adelante se dirá, d’Holbach descree del ideal rousseauniano de igualdad, e 
insiste en cambio en la utilidad social de la desigualdad (siempre que no sea 
extremada) como incentivo al esfuerzo individual.

Además, el filósofo considera que moral y política deben estar estrecha-
mente unidas: «[...] no pueden separar sus intereses sin peligro, ni cesar de 
darse la mano. La moral carece de fuerza, si no la apoya la política; la política 
es inestable y se pierde, si no es sostenida y ayudada por la virtud» (1969: 7-8). 
El sentido de su propuesta bien podría resumirse en el término «etocracia»: se 
trata de que la política esté guiada por la moral y de que la moral se realice por 
medio de la política.

Moral y política tienen el mismo objetivo, la felicidad de los hombres. 
Para alcanzarlo es necesaria, por una parte, la moralización de la política. 
Hasta ahora la política ha sido despótica, corrupta y gravosa para los goberna-
dos, porque se ha basado en el despotismo arbitrario de los príncipes, los 
mitos y falsedades de las religiones empleados por los clérigos para consolidar 
el orden existente, la exacción de la riqueza nacional en beneficio de los privi-
legiados. Sin embargo, «la verdadera política siempre es conforme a la moral, 
y no puede apartarse nunca de sus principios» (1969: 82 [II, 7]); hay que 
reformar la sociedad conforme a normas morales racionales, fundadas en el 
conocimiento de la naturaleza, la experiencia y la utilidad general.

Pero es igualmente necesaria la politización de la moral, en el sentido de 
que el programa de reforma social que demanda la moral solo es posible por 
mediación de la política17. D’Holbach define la política como «el arte de 

17	 Boulad-Ayoub (1991: 126): «Moral y política están por consiguiente ligadas por una 
relación recíproca, según la cual la moral da a los hombres los medios especulativos 
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gobernar a los hombres o de hacerlos concurrir a la conservación y al bienestar 
de la sociedad» (1998: 313 [II, 7,1]). No es solo que hayan de coordinarse las 
acciones; la política es necesaria para que los individuos cooperen en la realiza-
ción de tareas y objetivos públicos que a menudo contrarían sus intereses y ten-
dencias particulares. Gobernar es aplicar medidas necesarias para mantener el 
orden y lograr el bienestar social, aun contra la voluntad de quienes no sean 
capaces de apreciar la relación entre el interés general y su interés particular. Es 
necesaria la capacidad coactiva de la política para concertar pasiones e intereses 
muy diversos y a menudo encontrados. (Lo cual, adviértase, pone en cuestión 
la espontánea armonización de intereses que presume el programa utilitarista.)

No obstante, el planteamiento holbachiano considera que la adecuación 
de las pasiones particulares a la utilidad general se logra no tanto a través de la 
legislación represiva como de la puesta en práctica de reformas institucionales 
y políticas públicas; y por encima de todo, de la educación. La conducta anti-
social de los individuos se debe en buena medida a la ignorancia: las auténticas 
fuentes del mal moral son «la ignorancia, el error, el prejuicio, la falta de expe-
riencia, de reflexión y de previsión. Los hombres no se perjudican a sí mismos 
y no se hieren entre sí, sino porque no tienen idea de cuáles son sus verdaderos 
intereses» (1969: 1 [II, 1]). Con una educación adecuada (a través de la ins-
trucción, de las costumbres sociales, de los ejemplos cívicos, de las institucio-
nes públicas) desarrollarían una conducta virtuosa, porque serían conscientes 
de que el cumplimiento de sus deberes sociales es condición indispensable 
para el logro de su felicidad. La clave de la transformación social ha de espe-
rarse, pese a todas las dificultades, de un programa de ilustración.

IV.	 UN PACTO SOCIAL UTILITARISTA

Conforme a los presupuestos antropológicos y éticos expuestos, una 
sociedad es un conjunto de individuos movidos por su propio interés, y sin 
embargo interdependientes, que se han agrupado para mejor satisfacer sus 
necesidades y obtener los beneficios que se siguen del auxilio mutuo, asegu-
rando socialmente su utilidad. En otras palabras, es un sistema de cooperación 
cuyo fin es la conservación y bienestar de sus miembros18.

para descubrir esta interacción entre lo útil […] y lo virtuoso […], mientras que la 
política se dedica a establecer los medios (leyes, coerción, estimulación por medio de 
los honores u otros beneficios) de su práctica efectiva en la vida social». 

18	 «La sociedad es una congregación de hombres, reunidos por sus necesidades, para 
trabajar concertadamente en su conservación y en su felicidad común» (1969: 4 [II, 1]).
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Para explicar cómo se mantiene este sistema de cooperación, d’Holbach 
recurre a la noción del pacto o contrato social. Ahora bien, su concepción pre-
senta notables diferencias respecto a la doctrina contractualista típica (la de 
Hobbes, Locke o Rousseau, entre otros)19, diferencias que son reveladoras res-
pecto al núcleo de su concepción de la política, y ayudan a entender mejor su 
posición respecto a diversos temas e instituciones.

El pacto social aparece tanto en el Système de la Nature como en las obras 
políticas posteriores, Système social y La politique naturelle. Al vivir en socie-
dad, los hombres han firmado tácitamente un pacto con ella, en los términos 
siguientes:

La sociedad […] tiene derechos legítimos sobre sus miembros por las ventajas 
que les procura: cada ciudadano hace con ella un pacto tácito que no por no 
haber sido redactado por escrito o abiertamente enunciado es menos real. Para 
ejercer derechos sobre sus miembros, la sociedad les debe la justicia, la protec-
ción de las leyes que aseguran su persona, su libertad, sus bienes: se compromete 
a asegurarlos frente a toda injusticia o violencia, a defenderlos contra sus pasio-
nes recíprocas, a ponerlos en condiciones de trabajar sin obstáculos para su 
bienestar sin perjuicio del de los demás […] El ciudadano, para su propia feli-
cidad, se obliga a someterse a ella y a depender de aquellos a los que ha hecho 
depositarios de sus derechos e intérpretes de sus voluntades (1969: 4 [II, 1])20.

Este pacto se renueva continuamente: cada individuo hace balance de las 
ventajas y desventajas de la vida en sociedad. Es al fin y al cabo un cálculo de 
utilidad el que le mantiene unido a la sociedad por los beneficios que esta le 
ofrece (protección y seguridad, a cambio de obediencia y cooperación) para 
satisfacer sus propios intereses, que son, recordémoslo, su único motivo en 
cualquier circunstancia; y es la utilidad la que determina el diseño del esquema 
de cooperación social. Es verdad que d´Holbach afirma que la sociabilidad es 
un sentimiento natural del hombre, y tacha de quimérica la hipótesis del estado 
de naturaleza (1998, I, 1,2), pero no debemos engañarnos, su posición nada 
tiene que ver con la aristotélica: los hombres no se asocian gratuitamente, 

19	 Véase al respecto Devellennes (2013).
20	 En Política natural, el planteamiento utilitario del pacto se hace aún más palpable:
	 «Si el hombre está ligado a la sociedad, ésta a su vez adquiere compromisos con él. 

Cada individuo contrata con ella aproximadamente en estos términos: ‘‘Ayúdame’’, le 
dice, y yo te ayudaré con mis fuerzas; préstame tu auxilio, y podrás contar con el mío, 
trabaja para mi felicidad, si quieres que yo me ocupe de la tuya (…). Procúrame 
ventajas suficientemente grandes para que yo me comprometa a sacrificarte una parte 
de las que poseo» (1998: 19 [I, 1,6]).
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movidos por su naturaleza social o por un sentimiento de simpatía, sino por 
interés (1998: I, 1,4), por el amor a sí mismos ilustrado por el cálculo racional. 
Son egoístas racionales.

Pero como no todos, ni siempre, tienen la inteligencia precisa para com-
prender la conveniencia de ajustar sus conductas al interés social, y sus pasiones 
les inclinan a buscar las ventajas sin atender a los deberes de la asociación, el 
pacto social requiere instrumentos adicionales que mantengan el acuerdo entre 
los intereses particulares y los del conjunto de la sociedad. Necesita leyes, nor-
mas que regulen la conducta de los individuos orientándola a los fines del con-
junto. A su vez, puesto que es imposible reunir en una asamblea permanente a 
todos los miembros de la sociedad, los ciudadanos se ven obligados a confiar en 
algunos de ellos como intérpretes de sus voluntades y depositarios del poder 
necesario para hacer que se cumplan las leyes. Aparece por tanto la autoridad 
política, el soberano, presentada en el Système social como fruto de un segundo 
pacto tácito entre la sociedad y el gobernante (el cual, obviamente, actúa tam-
bién por su propio interés): a cambio de velar por la seguridad, el bienestar y la 
libertad de los súbditos, los ciudadanos se comprometen a obedecer al gober-
nante, a honrarle y a trabajar por su seguridad y bienestar (1969: 6 [II, 1])21.

La legitimidad del poder político depende, por consiguiente, del consen-
timiento de los súbditos, a su vez ligado a la conformidad de los mandatos y 
medidas del gobernante con el bienestar o interés general de la sociedad, es 
decir «asegurar al mayor número de ciudadanos las beneficios en vista de los 
cuales se han asociado» (1982: 204-205 [I, 9]). Esta equiparación del interés 
general con el de la mayoría revela un rasgo característico del utilitarismo: la 
consideración de la sociedad como un todo cuya utilidad ha de medirse como 
conclusión de un cómputo general, compatible con la desigualdad en la dis-
tribución de beneficios, y en el que los intereses particulares se consideran 
equiparables y complementarios.

Hay tres bienes en los que puede resumirse la utilidad que los individuos 
obtienen de la sociedad, y que a su vez Holbach considera derechos naturales, 
en el sentido de que son inherentes a la naturaleza misma del pacto social: la 
libertad, la propiedad y la seguridad. La utilidad social puede cifrarse en estos 
tres términos, que designan los objetivos propios del programa reformista de 
la burguesía ilustrada, y se diferencian significativamente respecto a la tríada 
emblemática de la Revolución francesa22.

21	 En términos menos explícitos se apunta lo mismo en 1998: I, 3,1. El pactum 
subiectionis, si podemos denominarlo así, es aún más tácito que el pactum societatis.

22	 En Sistema de la Naturaleza las define así: «La libertad es la facultad de hacer, para 
conseguir la propia felicidad, todo lo que no perjudica la felicidad de los asociados; al 
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Si consideramos las características del pacto social holbachiano adverti-
remos la ausencia de dos elementos básicos en las teorías clásicas del pacto 
social, la independencia (o autonomía) y la igualdad. Los teóricos del contrato 
social no postulan un estado de naturaleza porque crean que hubo histórica-
mente individuos sin sociedad, sino porque la ficción hipotética les sirve para 
explicar cómo se constituyen las sociedades políticas y cómo se justifican el 
poder y la obligación política partiendo del presupuesto de individuos libres 
(en el sentido de no sometidos a una autoridad superior) e iguales. En Rous-
seau, particularmente, el contrato social legítimo debería tener como resul-
tado una comunidad en la que los individuos siguieran sin estar subordinados 
después del pacto a una autoridad ajena y en una condición igual para todos 
como ciudadanos (Rousseau, 1998: 39 [I, 6]).

D’Holbach, en cambio, se opone decididamente a fundar las relaciones 
sociales y políticas sobre el principio de igualdad, tal como manifiesta repetida-
mente en sus obras. Sostiene que la desigualdad es el resultado natural de la 
diversidad de talentos y acciones, mientras que la igualdad es irreal, quimérica. 
Pensando sin duda en el Discurso sobre la desigualdad rousseauniano, advierte: 
«Dejemos, pues, de suponer una pretendida igualdad que según se cree se dio 
originalmente entre los hombres. No clamemos contra esa desigualdad que fue 
siempre necesaria» (1998: 25 [I, 1,10]). Pues no solo la defensa de la igualdad 
peca a su juicio de falta de realismo, sino que la desigualdad es provechosa para 
el bienestar de la sociedad en su conjunto, en la medida en que vincula a los 
individuos al hacer que se necesiten mutuamente, hace que se complementen 
sus cualidades, refleja los distintos méritos y proporciona un criterio objetivo 
para atribuir posiciones de autoridad y propiedad a aquellos que pueden hacer 
uso de ellas en beneficio del conjunto. El objetivo político justo no es la distri-
bución igual de beneficios y cargas sociales, sino la producción de una riqueza 
social que redunde en beneficio de la mayoría de la sociedad, distribuida entre 
los individuos de forma proporcionada a los intereses sociales.

D’Holbach afirma que la justificación natural de las distinciones y rangos 
entre los miembros de la sociedad reside en su mayor o menor contribución 
(utilidad) al bienestar social. Es justa y legítima la subordinación de aquellos 

asociarse, cada individuo ha renunciado al ejercicio de la parte de su libertad natural 
que podría perjudicar a la de los demás. El ejercicio socialmente perjudicial de la 
libertad se llama licencia. La propiedad es la facultad de gozar de los beneficios que el 
trabajo y la labor han procurado a cada miembro de la sociedad. La seguridad es la 
certidumbre que debe tener cada miembro de poder gozar de su persona y de sus 
bienes bajo la protección de las leyes, mientras mantenga fielmente sus compromisos 
con la sociedad» (1982: 205 [I, 9]). 
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para los cuales resulta beneficiosa23. A su vez, la superioridad en la jerarquía 
social está legitimada por el mérito. Lo que no se justifica son las posiciones de 
autoridad y privilegios debidas al nacimiento o la herencia: en la base de la filo-
sofía social utilitarista de d’Holbach está la oposición radical a los privilegios 
injustificados de una nobleza ociosa que mantiene sus posesiones improductivas 
a costa de la explotación del pueblo llano. Las diferencias de posición solo pue-
den justificarse en tanto redunden en provecho del bienestar social, ya sea en el 
plano económico, social o político.

Por eso se opone también al igualitarismo democrático, que liga la liber-
tad de los ciudadanos a la igualdad: es «una quimera, adorada en los Estados 
democráticos, pero totalmente incompatible con nuestra naturaleza, que nos 
hace desiguales en facultades, sean físicas o mentales» (1969: 41 [II, 3]). El 
bien de la sociedad requiere que obtengan mayor poder y reconocimiento 
quienes destacan en conocimiento y prudencia, porque le son más útiles.

Lo mismo que ha de ser desigual la propiedad, puesto que la naturaleza 
misma ha hecho a los hombres desiguales en fuerza y en talento, y el fruto que 
obtienen depende de su trabajo. Por tanto, no tiene justificación la propiedad 
común24.

Así queda justificada una concepción paternalista de la jerarquía social, 
que se justifica por el bien de los inferiores. En una sociedad bien constituida, 
tiene que haber una élite a la que corresponde dirigir a aquellos cuya función 
es trabajar, en beneficio de unos y otros:

El pueblo, obligado a trabajar para su subsistencia, se ocupa de las tareas más 
penosas, del cultivo de la tierra, del comercio, de las artes […]; trabaja para 
aquellos que se comprometen a gobernarlo, a velar por su seguridad, a meditar 
por él, a ocuparse de sus necesidades, a mantener la tranquilidad necesaria para 
sus trabajos, a poner fin a sus disputas (1998: 162 [I, 4,11]).

No obstante, la desigualdad material es compatible, a juicio de d’Hol-
bach, con la igual sumisión de todos a la ley, que restaura hasta cierto punto 
el nexo entre libertad e igualdad. Si bien en una sociedad libre cada cual dis-
fruta de las ventajas que su talento, su trabajo o el azar le han granjeado, eso 
no le autoriza a prevalerse de su superioridad sobre quienes no tienen las 

23	 «Esos son los fundamentos naturales de la autoridad de los mayores sobre los menores, 
de los ricos sobre los pobres, de los padres sobre sus hijos, de los maridos sobre las 
mujeres, de los señores sobre los siervos» (1969: 142 [I, 12]).

24	 Cf. 1998: 44 [I, 1,27]. El pasaje parece referirse de nuevo al Discours sur l’inégalité, de 
Rousseau.
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mismas capacidades (1998: II, 6,10). Las leyes (justas) «protegen igualmente 
al rico y al pobre, a grandes y pequeños, a los soberanos y a los súbditos» 
(1969: 42 [II, 3]). Esta es la igualdad real y legítima. Rousseau había afirmado 
que la libertad no puede subsistir sin igualdad material, de modo que «ningún 
ciudadano sea lo bastante opulento para poder comprar a otro, y ninguno lo 
bastante pobre para ser constreñido a venderse» (1998: 76 [II, 11]), porque 
entendía la libertad en el sentido clásico de autosuficiencia. D’Holbach, en 
cambio, da prioridad a la ausencia de interferencia en la iniciativa individual.

Esto no implica que el filósofo se desentienda de la desigualdad social 
existente. Por una parte, por razones de moral social. Así como está justificada 
la superioridad de unos sobre otros, quienes son superiores están obligados a 
velar por los inferiores, en provecho de la felicidad social, atendiendo a su 
compromiso por la sociedad: el rico debe socorrer al pobre, como el ilustrado 
guiar al simple (1998: 23 [I, 1,12]). Es un deber de justicia, primera de las vir-
tudes sociales y fundamento de todas. La justicia es para él sinónimo de equi-
dad, «porque remedia la desigualdad que la naturaleza ha puesto entre los 
hombres» (1969: 106 [I, 10]); pero no implica una distribución igualitaria, 
sino el esfuerzo por mantener una sociedad en la que todos puedan vivir libres 
y seguros, y disfrutar de sus bienes.

Sin embargo, conviene también desde una perspectiva política que las 
diferencias entre los individuos no sean excesivas, y que todos puedan satisfa-
cer sus necesidades y no considerarse excluidos de la sociedad. «El interés de la 
sociedad requiere que la mayoría de sus miembros disfrute de alguna cosa» 
(1998: 353 [II, 7,30]) porque, como reitera d’Holbach en sus escritos, es la 
propiedad lo que vincula a los hombres a la sociedad, y no se pueden esperar 
patriotismo o virtudes sociales de quienes poco o nada obtienen de su perte-
nencia a la misma. La desigualdad excesiva es dañina para la cohesión social: 
si hay un gran número de indigentes, aumentarán los crímenes y los disturbios 
sociales, y serán más probables motines y revueltas.

V.	 GOBIERNO Y REPRESENTACIÓN: UNA PROPUESTA REFORMISTA

En suma, el criterio básico de ordenación social es la utilidad, que tiene 
prioridad sobre la justicia y le da sentido. Es también la utilidad la que deter-
mina el alcance y límites de la propuesta holbachiana respecto a la forma de 
gobierno y las instituciones políticas que requiere una sociedad organizada 
conforme a los principios de la moral.

D’Holbach responde a la pregunta clásica sobre la mejor forma de 
gobierno aseverando que es indiferente cuál sea, con tal de que las leyes impi-
dan el abuso de poder de los gobernantes y el abuso de libertad de los súbditos. 
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«Toda forma de gobierno es ventajosa, con tal de que deje todo el poder a la 
ley» (1969: 25 [II, 2]). En realidad, cualquier forma de gobierno presenta 
inconvenientes y riesgo de degeneración. Todas son susceptibles de crítica. 
D’Holbach critica a la monarquía con los argumentos típicos del republica-
nismo25; critica a la aristocracia —donde el monarca es sustituido por un grupo 
de notables enfrentados entre sí por la ambición de poder (1998: I, 2,15)—. 
Pero sobre todo critica a la democracia.

La democracia es aquel régimen en el que la soberanía reside en la sociedad 
entera, y esta se da a sí misma las leyes26. Aparentemente, esto permite salvaguar-
dar la independencia de los individuos, sometidos solo a las leyes que se dan a sí 
mismos, y mantener la igualdad entre ellos, por estar sujetos a las mismas nor-
mas27. En la práctica, sin embargo, este régimen es el peor de todos. Excita las 
ambiciones y deseos de cambio entre los ciudadanos irracionales, presa de los 
demagogos, y con ello los tumultos, la inestabilidad, las facciones, las discordias, 
el debilitamiento de la autoridad, el desenfreno de las pasiones de cada ciuda-
dano. «En una palabra —concluye d’Holbach—, donde quiera que el pueblo 
está en posesión del poder, el Estado lleva consigo el principio de su destrucción. 
Allí la libertad degenera en licencia, y es seguida por la anarquía» (1998: 431 [II, 
9,6]). La democracia es el régimen de la igualdad, pero el proyecto fantasioso de 
establecer la igualdad es en realidad fruto de la envidia (1998: I, 2,18).

La conclusión es que, no siendo ninguna forma de gobierno perfecta, «la 
más perfecta es aquella que asegura la felicidad del mayor número y la pone al 
abrigo de las pasiones de la minoría» (1998: 76 [I, 2,21]). Lo que importa no 
es quién gobierne, sino que el Gobierno garantice los grandes objetivos socia-
les: libertad, propiedad y seguridad, así como la vinculación entre el interés 
particular y el interés de todos, a través de leyes justas y razonables.

25	 Cf. 1969: II, 2. Un hombre solo no puede tener las capacidades necesarias para 
gobernar, por lo que en realidad la monarquía es una aristocracia encubierta, y el 
gobierno queda en manos de los validos; el rey está sometido a las mismas pasiones 
que los demás, agravadas por su posición, la riqueza pública es sacrificada a la codicia 
del rey; la herencia depende del azar, etc.

26	 «Cuando la sociedad en conjunto, tomando posesión de su poder, se da a sí misma las 
leyes, su gobierno se llama democracia. La soberanía reside en toda la sociedad» (1998: 
65 [I, 2,13]). Véase Montesquieu, L’Esprit des Lois, II, 2.

27	 «Bajo el gobierno democrático cada individuo permanece, por así decirlo, 
independiente: su libertad no es limitada más que por las leyes que ha considerado 
imponerse a sí mismo. Sin duda, se creyó que reglas hechas para obligar por igual a 
todos los ciudadanos serían los medios más apropiados para remediar la desigualdad 
que la Naturaleza ha puesto entre los hombres» (1998: 65-66 [I, 2,14]). Nótese la 
velada referencia a las condiciones del contrato social propuestas por Rousseau.
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Este planteamiento permite a d’Holbach esquivar en cierto modo el pro-
blema de la soberanía. Como acabamos de ver, queda descartada la soberanía 
popular —principio básico de la democracia, sea cual fuere su traducción insti-
tucional—. Ciertamente, no hay poder legítimo sin consentimiento de la socie-
dad: el filósofo lo reitera hasta la saciedad. Más aún, llega a afirmar que la Nación, 
que es su equivalente, es la «fuente única y verdadera de toda autoridad legíti-
ma»28 y que «es la única que tiene derecho a conferir el poder supremo» (1998: 
112 [I, 3,19]). Pero lo hace en el contexto de una justificación del derecho de 
resistencia; la nación tiene, por así decirlo, una soberanía originaria latente, que, 
sin embargo, no puede actualizarse sino excepcionalmente: se entiende que ordi-
nariamente la desempeñará un tercero, el soberano propiamente dicho. Solo ante 
la alternativa entre la patria y la tiranía —un poder no solo arbitrario, sino 
injusto—, está justificada la desobediencia del ciudadano, si bien «solo la socie-
dad reunida o representada tiene derecho a resistir» (1998: 160 [I, 4,9]). Un 
planteamiento que recuerda al de Locke, e incluso las posiciones de los monarcó-
macos franceses o los escolásticos hispanos, como Mariana o Suárez.

Por otra parte, el barón no es en absoluto partidario de la ruptura vio-
lenta con el poder vigente. En varias ocasiones recuerda la ejecución de Carlos 
I de Inglaterra, un acontecimiento que mostraría cómo la violencia empleada 
frente a la tiranía condujo a la postre a otra tiranía. A fin de cuentas, lo que 
d’Holbach defiende es una reforma prudente de la institución monárquica, 
guiada por la razón, la experiencia y la paciencia, siempre preferible a la revo-
lución. Incluso llega a conceder en su última obra política, Éthocratie, que «el 
poder absoluto […] se convierte, en manos de un soberano equitativo, en un 
arma necesaria para destruir los esfuerzos y complots de la iniquidad» (2012: 
13). En la práctica, cuando en sus obras políticas habla del soberano, está refi-
riéndose prácticamente siempre a un monarca. Después de todo, no es tan 
indiferente como en principio parece frente a las fórmulas de gobierno: con 
talante pragmático, opta por una monarquía «atemperada» (1998: I, 4,17) 
como marco posible de su programa reformista.

Al fin, la clave para evitar el despotismo monárquico, el poder arbitrario 
no sometido a límites, pero también la manifestación desordenada y tumul-
tuosa de las demandas de los súbditos, es, como había apuntado Montes-
quieu, una instancia mediadora entre el soberano y el pueblo: la representación. 
Es importante ver cómo la concibe d’Holbach, y cómo propone instituciona-
lizarla, para valorar adecuadamente en qué medida su planteamiento perma-
nece ligado al orden existente o anticipa el futuro.

28	 1969: 57 [II, 5]. D’Holbach afirma que la nación es «la mayoría de los individuos que 
componen una sociedad» (1998: 109 [I, 3,17]).
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El representante es concebido por d’Holbach como un intermediario 
relacionado a la vez con el pueblo del que procede y con el soberano cuyo 
poder se trata de atemperar. Su función primordial es hacer oír la voz del pue-
blo, las necesidades y aspiraciones de las diversas clases de la nación, exponién-
dolas de forma reflexiva, ordenada y prudente. «Es preciso que la Nación sea 
representada por algún cuerpo que haga conocer al soberano las justas deman-
das de sus súbditos, y que, sin gozar de la autoridad suprema, dirija sus movi-
mientos, atempere sus efectos, e incluso la detenga, cuando se convierte en 
nociva» (1998: 132 [I, 3,29]).

La cuestión es saber qué alcance tiene esta representación: qué poder ten-
drían, según esta propuesta, los representantes y cuál sería su lugar en relación 
con el monarca y con los ciudadanos.

Israel habla de una «monarquía mixta democratizante», vista como alter-
nativa a la democracia directa rousseauniana (2010: 62-63). Y es verdad que 
algún pasaje, tomado aisladamente, podría hacernos pensar a primera vista en 
un Gobierno representativo:

Nada más seguro que repartir entre los diferentes órdenes de la sociedad un poder 
que, puesto en las manos de un solo hombre o de un solo cuerpo, le pondría en 
condiciones de oprimir. Este plan no es quimérico: que el poder del monarca quede 
siempre subordinado al de los representantes del pueblo, y que estos representantes 
dependan continuamente de la voluntad de sus constituyentes, de los que proceden 
todos sus derechos, de los cuales son intérpretes, no amos (1998: 73 [I, 2,20]).

Ahora bien, el mismo d’Holbach apunta perspicazmente que el poder 
legislativo es la «esencia de la soberanía» (1998: I, 3,3). ¿Tienen los represen-
tantes capacidad legislativa? En los escasos pasajes en los que se extiende sobre 
la representación, el filósofo no se expresa con claridad. Se limita a señalar que 
para que las leyes sean justas, por hacerse cargo de las necesidades y aspiracio-
nes populares, conviene que la nación tome parte en la legislación (1998: I, 
3,29), pero no concreta de qué modo se materializaría esa participación. En 
Éthocratie se habla de un consejo de representantes de la nación en cuyo seno 
«se deben hacer, discutir, corregir o aprobar todas las leyes» (2012: 102), pero 
no dice nada acerca de qué facultades y papel tendría el monarca respecto a la 
legislación, o cuál sería su relación con el cuerpo legislativo, ni sobre la capa-
cidad de decisión que tendría este consejo29. El contexto sugiere más bien el 

29	 Por ejemplo, d’Holbach afirma que el impuesto «no es justo más que cuando la nación 
consiente someterse a él» (1998: 121 [I, 3,24]). Pero no dice cómo se articula ese 
consentimiento.
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propósito de sustituir la voz de los cortesanos por la intervención de miem-
bros selectos de la sociedad civil, establecida en las leyes fundamentales del 
Estado. Por eso, los estudiosos se inclinan a pensar que estamos ante un órgano 
de carácter consultivo (Ladd, 1962: 229; Naville, 1967: 388).

Cabría preguntarse hasta qué punto la posición de d´Holbach en sus 
obras políticas de la década de 1770 se distancia de la expuesta en el artículo 
«Représentants» de la Enciclopedia30.

La figura de los representantes, reconoce d’Holbach, no es una novedad; 
tiene sus orígenes en las monarquías tradicionales, donde constituyen un con-
trapeso al poder del soberano, expresan los intereses de la sociedad y presentan 
reclamaciones frente a los abusos que creen sufrir (1986: 179-181; 1969: II, 
4). De hecho, el barón sigue hablando de «órdenes», y propone un estricto 
control de los representantes por los representados, más cercano al mandato 
imperativo que a la moderna representación. Parece que trata de mejorar y 
actualizar esta figura, evitando que la representación quede reservada a algu-
nos cuerpos o estamentos, como la nobleza y el clero, extendiéndola a todos 
los ciudadanos propietarios y estableciendo un equilibrio entre clases (1998: 
I, 4,16) que garantice la expresión de la pluralidad de intereses de la socie-
dad31. Se aprecia un claro avance hacia la concepción de una ciudadanía abs-
tracta y homogénea; pero estamos aún lejos de una representación con 
auténtico poder legislativo y de control del Gobierno.

Los representantes, electos por escrutinio, podrán reunirse sin convoca-
toria expresa. Recibirán un salario, estarán sujetos a revocación, y sus cargos 
serán temporales y no hereditarios32. Además, d’Holbach prevé que haya 
tanto representantes generales (nacionales) como provinciales (1969: II, 4). 
Nada dice, sin embargo, sobre la periodicidad de sus reuniones, distritos 
electorales, etc.

Idealmente, los representantes habrían de ser personas caracterizadas por 
su talento, sus luces, su probidad y su vínculo de interés con la nación. Esto 
último implica que deberían ser propietarios de tierras, porque es la tierra lo 
que asegura que se sientan vinculados al Estado. Aunque con ello se trate de 

30	 Véase sobre este punto el artículo de G. Benrekassa (1990) que sostiene que el artículo 
«continúa estando ligado a problemáticas arcaicas», aunque a partir de ellas surgen 
nuevas cuestiones.

31	 D’Holbach sostiene en algún pasaje (1998: II, 7,20) la utilidad de las facciones, con 
un argumento de resonancias maquiavelianas: la pugna entre las facciones mantiene 
en actividad a las fuerzas sociales y con ello asegura la libertad común.

32	 En Etocracia se excluye expresamente del cuerpo de representantes a quienes estén a 
sueldo del monarca (2012: 25).
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garantizar que sean ciudadanos ilustrados y virtuosos33, el propio Israel parece 
reconocer que este elitismo es el «talón de Aquiles» del programa radical 
(Israel, 2010: 66).

Es interesante observar, a propósito de esta vinculación del espíritu cívico 
a la propiedad agraria, cómo la crítica del filósofo al tan alabado modelo bri-
tánico, que a primera vista proporcionaría un modelo de monarquía mode-
rada por medio de la representación, se centra en la corrupción del sistema, 
propiciada por el papel del comercio y las finanzas en el país vecino. D’Hol-
bach cree que la Cámara de los Lores actúa en connivencia con el monarca, 
puesto que los intereses de los nobles se confunden con los suyos, y a los obis-
pos los ha nombrado él mismo. En cuanto a los Comunes, no siendo respon-
sables ante el electorado una vez elegidos, sus voluntades pueden ser fácilmente 
vendidas al monarca, que les procura recursos para que compren a su vez a sus 
electores34. En realidad, el sistema británico no es un modelo a imitar, sino 
que viene a reunir los vicios de monarquía, aristocracia y democracia (1998: 
I, 2,19).

La condición de elector queda reservada así mismo a los propietarios de 
tierras, que son los verdaderos ciudadanos. D’Holbach reitera que es el suelo 
lo que hace al auténtico ciudadano, excluyendo de la ciudadanía (o al menos 
de la ciudadanía activa) no solo a los pobres, sino a comerciantes e industria-
les, en tanto no sean propietarios de inmuebles (1969: II, 4). No obstante, ese 
elitismo político es moderado con la insistencia de d’Holbach en que se debe 
evitar el desequilibrio en la distribución de la riqueza; una vez más, apelando 
a un argumento utilitarista35. Como ya se ha dicho, el hombre que no posee 
nada carece de vínculos con la sociedad, no se siente comprometido con ella, 
y esto es nocivo para la paz social. (En Etocracia se sugieren algunas medidas, 
como asignar los terrenos incultos a las tierras comunales, liberar las posesio-
nes de servidumbres, etc.).

Por tanto, la buena sociedad es para el filósofo una comunidad de pro-
pietarios agrícolas, ligados permanentemente por la tierra a su país, ya que su 
propia suerte va ligada a la del solar que habitan; a diferencia de comerciantes, 

33	 1998: I, 4,15. Recuérdese que la tradición republicana liga la independencia de juicio 
y la austeridad de costumbres a la condición del propietario rural. 

34	 «Estos representantes son elegidos por un populacho compuesto en gran parte de 
ciudadanos indigentes, a quienes su miseria les dispone a dar sus sufragios a los 
candidatos que quieran pagarlos» 1998: 69 [II, 6]. 

35	 «La enorme desproporción que las riquezas introducen entre los hombres es la fuente de 
los mayores males de la sociedad y merece, en consecuencia, toda la atención de los 
gobernantes […]; la legislación debería también impedir cuidadosamente que las 
riquezas y las propiedades de la nación se acumularan en unas pocas manos» (2012: 88). 
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rentistas y especuladores, que bien pueden desvincularse de la empresa común, 
ya que «no tienen otra patria que sus cofres» (1969: 74 [III, 7]). No es que se 
oponga al comercio —considera que el Estado debe protegerlo, sin interferir 
en la actividad mercantil (1998: II, 7,26)— , pero trata de evitar sus conse-
cuencias negativas: la importación de artículos de lujo y el deseo inmoderado 
de riquezas. Si el comercio se convierte en el eje de la economía impulsa una 
espiral de gastos que lleva a la emisión de deuda pública36, cuya expansión aso-
cia el filósofo a la codicia y corrupción que, a su juicio, corroen en su tiempo 
a la sociedad inglesa37.

En realidad, las riquezas «traen como consecuencia el lujo, la venalidad, 
la esclavitud, la lasitud y toda la cohorte de vicios que disuelven los Estados» 
(1969: 73 [III, 7]). El lujo es visto por el barón como una «enfermedad cruel 
de las sociedades opulentas» (1969: III, 8), resultado de las necesidades imagi-
nadas una vez satisfechas las naturales, más propio de las monarquías que de 
las repúblicas: la crítica holbachiana resuena a veces con ecos rousseaunianos. 
El bien de la nación no reside en que una minoría goce de riqueza y lujo. La 
verdadera prosperidad está ligada a la economía productiva, y particularmente 
al suelo, «base de la felicidad nacional» (2012: 102).

D´Holbach se refiere con aprobación al fisiócrata Quesnay, pero parece 
ajeno a la nueva economía política, y enfoca los asuntos económicos desde 
una perspectiva predominantemente moral: la utilidad social no puede redu-
cirse a la acumulación de riqueza, y el objetivo de una sociedad basada en el 
trabajo y las virtudes sociales, en la que se eviten el privilegio y la desigualdad 
extremada, tiene prioridad sobre cualquier otra consideración.

Así, por ejemplo, son razones morales las que exigen que los impuestos 
sean universales, determinados y proporcionales. El impuesto no debe ser 
arbitrario, sino justificado por la utilidad pública. No obstante, d’Holbach 
atiende también a razones económicas: los impuestos sobre el consumo deben 
aplicarse solo a los artículos superfluos, las tasas sobre los productos agrícolas 
se recaudarán en especie, deben aplicarse con precaución al comerciante (que 
se irá a otra parte si son elevadas), y no se deben gravar los productos destina-
dos a la exportación (1998: II, 7,23).

36	 «[El crédito nacional] sólo es útil y práctico para la ambición de los príncipes y 
ministros a los que su temperamento inquieto impulsa a guerras continuas y a gastos 
que exceden las rentas de una nación y sus fuerzas reales» (1969: 77 [III, 7]). 

37	 D’Holbach cree que las potencias europeas desencadenan guerras por el comercio, un 
medio de adquirir el dinero que creen que proporciona poder y prosperidad (1969: 74 
[III, 7]). Critica también a los comerciantes europeos que han tratado a los pobladores 
autóctonos de las colonias «como bestias a las que se podía engañar, despojar, degollar 
sin escrúpulos» (1998: 349 [II, 7,26]). 
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La posición de d’Holbach puede entenderse como una propuesta alter-
nativa a la sociedad desequilibrada, excluyente e improductiva del Antiguo 
Régimen. El Estado debe integrar todas las capacidades, hacer posible que 
todos subsistan mediante el trabajo, y obligar a todos a trabajar. Podría decirse 
incluso que en los escritos del barón apunta una biopolítica:

[…] el Gobierno debe preocuparse del cuidado de los pobres; debe emplear 
útilmente a los que están sanos, y atender a los incapacitados y enfermos (2012: 
104).

Podríamos destacar muchos otros aspectos de la propuesta de d’Holbach. 
Por ejemplo, su posición en materia de tolerancia: el Estado debe tolerar todas 
las religiones, actuando como árbitro de la libertad y prohibiendo que nin-
guna de ellas oprima a las demás (1998: II, 6,15). También su reivindicación 
de las libertades de pensamiento e imprenta (1998: II, 6,16-17)38. O su 
demanda de sacar la educación de manos de los clérigos para establecer un ver-
dadero programa estatal general de instrucción pública, que incluye una edu-
cación cívica y moral (1969: III, 12; 1998: I, 4,2039; II, 7, 13-15]). Igualmente, 
su propuesta de una milicia nacional (1998: I, 4,24), sus propuestas relativas 
a una administración de justicia sujeta a la ley o sus reparos frente a la pena de 
muerte.

Pero lo expuesto puede bastar para dar idea de la orientación básica del 
pensamiento político de d’Holbach, seguramente más interesado en una 
reforma intelectual y social que en la innovación política radical. No parece 
desencaminada la interpretación que Marx y Engels proponen en La ideología 
alemana, al afirmar que expresa la posición de la burguesía ascendente, audaz 
y profanadora respecto a la sociedad del Antiguo Régimen, que asocia su inte-
rés de explotación a una reivindicación generalizada de libertad en las relacio-
nes sociales40. Pero no lo explica todo. La del barón es una posición rupturista 
en el plano de la ideología, más que en el propiamente político; sin embargo, 
la tarea de ilustración en la que tan esforzada y destacadamente colaboró 

38	 «Hay que responder a un libro con un libro, y no con prisiones y suplicios, 
que destruyen al hombre sin destruir sus razones» (1998: 294 [II, 6,18]). 

39	 «La instrucción de los pueblos debería ser el objetivo más esencial de todo gobierno» 
(1998: 176).

40	 «La teoría de d’Holbach no es, pues, otra cosa que la ilusión filosófica, históricamente 
legítima, acerca de la burguesía que en aquel momento comenzaba a ascender en 
Francia y cuyo afán de explotación podía interpretarse todavía como el afán de los 
individuos por desarrollarse plenamente en un intercambio libre ya de las viejas trabas 
feudales» (Marx y Engels, 1970: 490).
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d’Holbach contribuyó eficazmente a socavar la cosmovisión tradicional y con 
ello a poner las bases de un nuevo orden social y político.
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Resumen

La autoridad es uno de los conceptos más importantes y también más contro-
vertidos en teoría política. El objetivo de este artículo es abordar los dos principales 
problemas, conceptual y normativo, planteados por la noción de autoridad. En pri-
mer lugar, la indagación conceptual acerca de qué es la autoridad y cómo debería 
distinguirse de otros fenómenos como el poder, la coacción o la persuasión con 
los que a menudo se confunde. En segundo lugar, autores como Arendt hablan de 
la crisis de la autoridad y señalan que ha caído en descrédito en nuestros días. 
El ejercicio de la autoridad plantea un problema moral: cómo puede ser que un 
agente tenga la obligación de someterse a la voluntad y el juicio de otro acerca de 
lo que hacer. ¿Es la autoridad incompatible con la racionalidad y autonomía de la 
persona que se guía por ella? Esta es la objeción del anarquista filosófico y cualquier 
intento de justificar la autoridad tiene que responder a ella. Para responder al pri-
mer problema examinamos primero el análisis que hace H. L. A. Hart de los man-
datos de la autoridad como razones para la acción. A continuación se aborda la 
concepción de la autoridad como servicio que ofrece Joseph Raz. La explicación de 
Raz es seguramente la más sofisticada e influyente concepción disponible hoy sobre 
la autoridad, pues aborda los dos problemas planteados y responde expresamente a 
la objeción del anarquista.

1	 Este trabajo forma parte del Proyecto de Investigación I+D «Civic Constellation II: 
Debating Democracy and Rights» (FFI2014-52703-P).
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Abstract

Authority is one of the most central and disputed concepts in political theory. 
The purpose of this article is to address the two main problems, conceptual and nor-
mative, posed by the notion of authority. First, conceptual issues concern the defini-
tion of authority and how it should be distinguished from other phenomena, such as 
power, coercion or persuasion, with which it is often confused. Second, authors like 
Arendt talk about the crisis of authority and point out that it has fallen into disre-
pute. The exercise of authority raises a moral problem: how can an agent have the 
obligation to submit to the will and judgment of another person about what to do? 
Is such authority incompatible with the rationality and autonomy of the person who 
is guided by it? This is the objection of the philosophical anarchist and any attempt 
to justify authority has to respond to this challenge. In order to answer the first prob-
lem, I first examine H. L. Hart’s analysis of authority’s commands in terms of reasons 
for action. I then examine the service conception of authority elaborated by Joseph 
Raz. His explanation is surely the most sophisticated and influential contemporary 
conception of authority, since it addresses the two problems posed and responds 
expressly to the anarchist’s objection.
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La autoridad es uno de las grandes cuestiones o, al decir de algunos, el 
tema de la filosofía política. Por ello es fácil centrar la atención en la autoridad 
política y pensar en la autoridad en relación con los gobernantes, las leyes o los 
Estados según los casos. El objetivo de este trabajo es más amplio, pues me 
gustaría discutir sobre la autoridad en general y no solo de la política. Junto a 
la autoridad de leyes y gobiernos, hablamos también de la autoridad de los 
padres o de los profesores. Es difícil entender la relación entre profesor y 
alumno si no es en términos de autoridad. La autoridad del profesor se ha 
convertido en un tema recurrente en las discusiones en educación y hace unos 
años hubo un debate público sobre las medidas necesarias, algunas legislativas, 
para reforzar la autoridad de los profesores. Francisco J. Laporta, por ejemplo, 
alertaba en un artículo en prensa de hace unos años acerca del deterioro del 
papel del profesor y no dudaba en hablar de «crisis de autoridad», contem-
plándola como un síntoma de tendencias indeseables en nuestra sociedad 
(Laporta, 2009).

Aparte de profesores o padres, atribuimos también autoridad a otras per-
sonas en determinadas circunstancias. En el mundo académico se puede oír 
que alguien «es una autoridad en su materia» y no hace falta que se use expre-
samente el término para que el concepto de autoridad se presuponga en la 
conversación: como cuando nos preguntamos a quién consultar sobre una 
difícil cuestión teórica o decimos «X es quien sabe de esto». La autoridad de 
expertos y profesionales es de este tipo. Y eso explica que acudamos a un abo-
gado para que nos asesore sobre un problema legal, a un médico para que 
diagnostique una dolencia o que un experto comparezca en un juicio como 
perito en cierta materia.

Es habitual en la literatura distinguir entre autoridades teóricas y prácti-
cas. Lo que dice una autoridad teórica nos da razones para pensar de una 
determinada manera o creer en la verdad de una proposición; en cambio, 
seguir a una autoridad práctica ofrece razones acerca de cómo actuar, lo que 
los filósofos llaman «razones para la acción». Las autoridades políticas perte-
necen, como es obvio, a la segunda categoría. Aunque prestaremos atención a 
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la autoridad práctica, siempre es provechoso tener la autoridad teórica a la 
vista para tener una mejor comprensión de la naturaleza de la autoridad y lo 
que representa una relación de autoridad.

¿Por qué sería necesario analizar y poner en claro el concepto de autori-
dad? No cabe duda de que se trata de uno de los conceptos centrales de la filo-
sofía política y legal, pero también de los más controvertidos. Es crucial en 
filosofía política porque concierne a la relación que tenemos con nuestros 
gobernantes o con la ley: quién tiene derecho o está en posición de imponer-
nos obligaciones (o darnos permiso) y hasta qué punto estamos obligados a 
seguir sus mandatos e instrucciones. Al mismos tiempo se trata de un con-
cepto controvertido, que se presta a malentendidos que pasan por alto sus 
aspectos característicos o distorsionan la comprensión del ejercicio de la auto-
ridad, de modo que termina por confundirse con cosas que deberían mante-
nerse separadas analíticamente como el poder o la coacción, por ejemplo. Al 
tratarse de un concepto central en nuestro vocabulario social y político, tales 
errores y confusiones pueden tener importantes consecuencias acerca de cómo 
entendemos la autoridad legítima y cómo se relaciona con la autoridad de 
facto o con el simple ejercicio del poder.

Entre las voces que más rotundamente han denunciado esta sistemática 
distorsión de la noción de autoridad en el pensamiento contemporáneo des-
taca Hannah Arendt. En su ensayo «¿Qué es la autoridad?» (Arendt, 1977) 
sostiene que la confusión en torno a la autoridad responde a que esta sufre una 
profunda crisis, si no se ha desvanecido en la sociedad moderna («because 
authority has vanished from the modern world»). La crisis de la autoridad en 
la educación, a la que se refería Laporta, es precisamente uno de los síntomas 
que Arendt señala como evidencia de esta quiebra. No voy a examinar su diag-
nóstico del descrédito, cuyo origen político ve en la bancarrota de las autori-
dades tradicionales en la sociedad moderna, ni la reflexión histórica que 
emprende, todo lo cual nos llevaría lejos de lo que pretende ser ante todo una 
indagación conceptual. Pero en las observaciones preliminares de Arendt hay 
dos pistas valiosas que me gustaría seguir. La primera tiene que ver con la 
necesidad de prestar atención al propio concepto:

No obstante, en vista de la presente confusión, parece que esta aproximación 
limitada y tentativa debe venir precedida por algunas observaciones sobre lo que 
la autoridad nunca ha sido, con objeto de evitar los equívocos más corrientes y 
asegurarnos de que consideramos el mismo fenómeno y no un cierto número de 
cuestiones conectadas o desconectadas (Arendt, 1977: 92).

Algunas de esas observaciones trazan el hilo del que nos ocuparemos 
aquí. Como explica Arendt, el hecho de que la autoridad requiere obediencia 
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ha llevado a muchos a confundirla con el poder, la coacción o hasta el 
empleo de la violencia, oscureciendo fatalmente su sentido. Pero, por otro 
lado, tampoco tiene que ver con la persuasión que supone un proceso de 
argumentación, de dar y pedir razones, y cierta simetría entre los participan-
tes. En consecuencia, nos da una segunda pista acerca de cómo esclarecer el 
concepto:

Si la autoridad ha de ser definida, entonces debe ser por contraposición con 
ambas cosas, tanto con respecto a la coerción que se ejerce por medio de la 
fuerza como de la persuasión a través de argumentos (Arendt, 1977: 93).

Mi propósito en este trabajo será trabajar sobre esa clave que ofrece 
Arendt, sirviéndome para ello de dos destacados filósofos del derecho aunque 
quizá sea una etiqueta restrictiva para ambos: H. L. A. Hart y Joseph Raz. 
Ambos han realizado un fino análisis de la relación de autoridad y Raz además 
ha elaborado una sofisticada e influyente concepción de la autoridad en la filo-
sofía práctica contemporánea.

Antes de presentar sus respectivas contribuciones, habría también que 
preguntarse por qué la autoridad se contempla con recelo o ha caído en des-
crédito en la sociedad moderna. Es una forma de introducir lo que pode-
mos denominar el problema normativo de la autoridad: cómo podemos 
justificarla. Tres observaciones quiero hacer sobre la noción de justificación. 
Primero, cuando nos preguntamos si una acción, práctica o institución está 
justificada la respuesta debe mostrar que es racional o moralmente acepta-
ble. Segundo, la justificación es típicamente un concepto «defensivo», como 
observa Simmons, pues la tarea de justificación de una creencia o conducta 
se emprende cuando hay presuntamente objeciones serias contra ella. La 
justificación, por tanto, tendrá éxito en la medida en que responda a tales 
objeciones y muestre que están mal concebidas o nos dé razones para recha-
zarlas (Simmons, 2001: 123-124). Y, tercero, voy a entender en lo que 
sigue que preguntarnos si la autoridad está justificada es lo mismo que pre-
guntarnos si es legítima, tomando legitimidad como equivalente a justifica-
ción moral.

Tenemos así dos problemas filosóficos, estrechamente relacionados con 
la autoridad. Por una parte, la cuestión conceptual acerca de su naturaleza y 
cómo se distingue de otros fenómenos, como el poder o la persuasión. Y por 
otra, la cuestión normativa de cómo puede justificarse el ejercicio de la auto-
ridad de un individuo sobre otro, lo que entraña cuál es su alcance y límites 
permitidos. Como veremos, mientras el planteamiento de Hart aborda el pro-
blema conceptual, Raz ofrece una concepción de la autoridad como servicio 
que pretende dar respuesta también a la cuestión normativa.
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I.	 DOS PROBLEMAS FILOSÓFICOS SOBRE LA AUTORIDAD

Podemos presentar los dos problemas mencionados con algo más de cui-
dado, aunque sea brevemente. Para formularlos mejor podemos considerar la 
situación más simple de una relación entre dos personas: aquella en que un 
individuo A tiene o ejerce autoridad sobre otro individuo B, al que da órdenes 
o instrucciones; lo que implica correlativamente que B obedece, sigue o está 
sujeto a las directivas de A. Así planteado, estamos hablando de A como una 
autoridad práctica, no teórica, puesto que sus instrucciones son tomadas por 
B como una razón para actuar en el sentido indicado por A. Supongamos una 
instrucción sencilla como «haz X», que A le dice a B con la intención de que 
B tome sus palabras como una razón para hacer X; por su parte, B reconoce la 
intención de A al decirlo, toma su orden como una razón para hacer X y hace 
X en definitiva.

Nos referiremos a instrucciones como «haz X» dirigidas a otros como 
mandatos, órdenes o directivas. La cuestión crucial en el análisis, como vere-
mos, estará en entender qué clase de razones representan esas directivas o 
mandatos de la autoridad y cómo han de ser tomadas por B.

La interpretación dominante o más habitual es que la autoridad debe ser 
entendida como un derecho a ordenar, a dar mandatos o directivas a otro. 
Aquí hay una dificultad importante, pues el concepto de derecho es especial-
mente complicado y desde luego ambiguo. Como filósofos y juristas han sos-
tenido, por «derecho» cabe entender diferentes relaciones normativas, o 
combinaciones variables de ellas, entre dos agentes. De ellas dos nos interesan 
especialmente aquí. Recurriendo a la influyente terminología de Hohfeld 
(1919), para entender ese derecho a mandar necesitamos tanto la idea de un 
derecho-exigencia (claim-right) como la de potestad o competencia normativa 
(power)2. Es bastante habitual fijarse solo en el primer sentido de derecho: si A 
tiene derecho a mandar o dar instrucciones a B, este tiene la obligación corre-
lativa de obedecerle o cumplir con esas directivas. Pero eso nos daría una 
visión parcial si no subrayamos que la autoridad, como derecho a mandar y 

2	 «Poder» aquí se presta a equívoco si no reparamos en que tiene un sentido preciso en el 
análisis de Hohfeld sin relación con otros usos en el lenguaje ordinario que se refieren a 
la capacidad de realizar cierto tipo de acción o de influir sobre la conducta de los demás 
por medio de incentivos selectivos. En sentido hohfeldiano, un poder es la capacidad de 
un agente para efectuar intencionalmente un cambio en la relación normativa entre él y 
otra persona, alterando sus derechos y obligaciones (Shapiro, 2002: 395). Estrictamente, 
se trata de una relación normativa de segundo orden en la que una de las partes tiene la 
facultad para alterar otras relaciones normativas. Una presentación breve del análisis 
hohfeldiano de los derechos en Toscano (2014: 225-231).
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dar instrucciones, supone en primer lugar la capacidad normativa para crear o 
imponer esa obligación sobre otro, alterando su situación normativa (Raz, 
1975: 100-101). Como veremos más adelante, si A no tuviera la competencia 
normativa (normative power) para dar ordenes o instrucciones, sus directivas 
no serían vinculantes para B y este no tendría obligación de obedecer.

Por supuesto, eso no quiere decir que las autoridades de diferente tipo no 
hagan otras cosas (como dar permisos, atribuir derechos, garantizar inmuni-
dades, conferir potestades o facultades normativas, por ejemplo), pero muchas 
de esas cosas dependen del derecho a imponer obligaciones (Raz, 2006: 1012). 
Voy a seguir esa línea, predominante en la literatura, de centrar la atención 
sobre el derecho a imponer obligaciones a otros como el aspecto central de la 
autoridad (práctica). A lo que habría que añadir una precisión más. Aunque 
hablamos del derecho a mandar o dar órdenes, tales expresiones se quedan 
cortas cuando pensamos en parlamentos, gobiernos o en las autoridades polí-
ticas en general, pues normalmente la imposición de obligaciones consiste en 
hacer leyes y normas de diferente rango, así como en aplicarlas en casos con-
cretos y decretar las consecuencias normativas pertinentes. Por ello el derecho 
a mandar debe ser considerado en un sentido más amplio como un derecho a 
gobernar (right to rule) (Raz, 1990: 2), aunque recurramos al ejemplo simple 
de una persona que ordena a otra. Pero vamos a ver los dos problemas con algo 
más de atención.

El problema conceptual. Ahora podemos reformular mejor nuestro pri-
mer problema, analítico o conceptual. Una forma de plantearlo es volver sobre 
las palabras de Arendt que cité anteriormente:

Si la autoridad ha de ser definida, entonces debe ser por contraposición con 
ambas cosas, tanto con respecto a la coerción que se ejerce por medio de la 
fuerza como de la persuasión a través de argumentos (Arendt, 1977: 93).

Visto así, nuestro problema está en deslindar la autoridad de otros fenó-
menos como el poder, la coacción, de un lado, y la persuasión, por otro. Y no 
es fácil, porque si subrayamos el carácter obligatorio de las directivas de la 
autoridad se asemeja entonces al poder y la coacción. Y si no lo hacemos, 
la relación de autoridad se diluye o vuelve demasiado débil. Veamos las dos 
opciones.

Por una parte, si entendemos la autoridad como el derecho a mandar 
sobre otros, ¿en qué se diferencia del poder? Si el ejercicio de la autoridad con-
siste en imponer obligaciones a otros, ¿no presenta un carácter esencialmente 
coercitivo? ¿Acaso las obligaciones no llevan usualmente sanciones aparejadas 
en caso de incumplimiento o infracción, por lo que tienen necesariamente 
carácter coactivo? Si recordamos que en nuestro ejemplo sencillo A no da 
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simplemente órdenes a B, sino que tiene derecho a hacerlo, entonces cabría 
argumentar que la autoridad viene a ser el ejercicio legítimo del poder o la 
coerción justificada. La autoridad no sería otra cosa que poder con un título 
de legitimidad o justificación.

Por otra parte, en lugar de hablar de las directivas de A como obligatorias 
para B, podríamos tomarlas como una razón para actuar sin el carácter peren-
torio o apremiante que tiene la obligación. De seguir esa línea, cuando A le 
dice a B «haz X», simplemente le presenta una razón para hacer X que B aña-
dirá a su deliberación sobre si debe o no hacer X en las presentes circunstan-
cias. Podría terminar haciendo X simplemente porque tiene otras razones para 
hacerlo en su situación y el hecho de que A se lo haya dicho es una razón más 
a tener en cuenta; o podría darse el caso contrario, B no hace X porque tiene 
razones en contra de mayor peso que la instrucción de A. ¿Podríamos seguir 
hablando en tal caso de la autoridad de A? Si lo que A ofrece a B son razones, 
que B podrá tener en cuenta y que no son concluyentes para decidir si B hace 
o no X, ¿hasta qué punto podemos seguir hablando de la autoridad de A sobre 
B? Si se trata de dar razones para que el otro las tome en cuenta, de acuerdo 
con su propio juicio sobre lo que hace al caso, parece que estamos más cerca 
del consejo que del ejercicio de la autoridad.

Como se ve, la cuestión clave está en cómo entender la clase de razón que 
las directivas de A representan para B y, por tanto, en el modo en que B debe-
ría tomarlas cuando provienen de una autoridad. Debemos preguntarnos por 
la naturaleza de las directivas de A, si están dotadas de autoridad3.

El problema normativo. Es hora de abordar lo que hemos llamado la cues-
tión normativa acerca de la autoridad. En cierto modo, va implícita en la pre-
gunta anterior de cómo puede un agente A crear o imponer una obligación a 
otro. Solo que ahora adquiere un nuevo sentido: ¿es moralmente permisible 
que un agente dé instrucciones a otro acerca de lo que debe hacer, de tal modo 
que B esté sujeto a la obligación de cumplirlas? La cuestión ahora es si resulta 

3	 Hay otra cuestión filosófica envuelta en este asunto que no me gustaría dejar de 
mencionar. Planteada sin preámbulos: ¿cómo puede alguien crear razones para que 
otro actúe? Si se trata de directivas o mandatos obligatorios, el asunto aún llama más 
la atención: ¿cómo puede A diciendo «haz X» generar una obligación en B? ¿Cómo 
puede ser que lo que diga una persona se convierta en una obligación para otra? Pero 
este no es un problema exclusivo de las directivas de la autoridad, pues tiene un 
alcance más general. Pensemos en las promesas, por ejemplo. También cuando 
promete hacer X el agente crea intencionalmente una obligación (la de hacer X), solo 
que en este caso para él mismo y no para otros, como sucede en el caso de la autoridad. 
Prometer, o contraer obligaciones voluntariamente, junto con la autoridad, son dos 
formas de ejercer una potestad normativa fuera del ámbito legal. 
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moralmente aceptable que A tenga autoridad sobre B y cómo podemos justi-
ficarlo. Joseph Raz presenta el problema moral acerca de la autoridad en estos 
términos:

El problema moral es cómo puede ser que uno tenga una obligación de sujetar 
su propia voluntad y su juicio a los de otra persona (Raz, 2006: 1012).

El interés de las palabras de Raz está en que introduce lo que constituye 
el tema principal en la discusión moral sobre la autoridad: el problema del 
sometimiento del propio juicio y la renuncia a decidir por uno mismo. Recor-
demos: si A tiene autoridad sobre B y le ordena «haz X», B tiene la obligación 
de obedecer, con independencia de lo que él piense sobre lo apropiado o con-
veniente de hacer X. Esto equivale a que B toma la voluntad de A como si 
fuera la suya propia y se guía por lo que A le ordena en lugar de examinar el 
caso por sí mismo. Toma el juicio de otro sobre lo que él debe hacer como 
guía de su conducta en vez de juzgar las cosas por sí mismo. Así entendido, 
someterse a la autoridad de otro significa, ni más ni menos, renunciar al pro-
pio juicio y a pensar por uno mismo. Obedecer a la autoridad representa 
actuar al dictado de otro en vez de decidir por uno mismo y dirigir la propia 
conducta.

Esta es una objeción moral significativa al fenómeno de la autoridad. Es 
una objeción de gran calado y de linaje claramente ilustrado, que explica en 
parte el descrédito de la idea de autoridad en la sociedad moderna. Me gusta-
ría recordar el pasaje célebre con el que Kant abre su opúsculo sobre qué es la 
Ilustración:

La Ilustración es la salida del hombre de su autoculpable minoría de edad. La 
minoría de edad significa la incapacidad de servirse de su propio entendimiento, 
sin la guía de otro. Uno mismo es culpable de esta minoría de edad cuando la 
causa de ella no reside en la carencia de entendimiento, sino en la falta de deci-
sión y valor para servirse por sí mismo de él sin la guía de otro. ¡Sapere aude! 
¡Ten valor de servirte de tu propio entendimiento! He aquí el lema de la Ilustra-
ción (Kant, 1988: 9).

El pasaje no deja lugar a dudas: la Ilustración se identifica con el lema 
sapere aude, con pensar por uno mismo y guiarse por el propio juicio a la hora 
de dirigir nuestra vida. Si la relación de autoridad significa ponerse bajo la 
tutela o la dirección de otro, entonces implica renunciar a la propia autono-
mía racional. En palabras de Kant, significa que aquel que se somete a la auto-
ridad de otro permanece en esa situación de minoría de edad, que el filósofo 
no vacila en calificar de «culpable».
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Esta objeción de la renuncia al propio juicio desempeña un papel desta-
cado en la discusión contemporánea sobre la autoridad. Ha sido esgrimida 
con especial vigor en contra de la autoridad política por los más señeros por-
tavoces del anarquismo filosófico como Robert Paul Wolff. En su conocido 
libro, In Defense of Anarchism (1970, 1ª ed.), reconoce expresamente la 
influencia de Kant en su filosofía política y defiende la incompatibilidad entre 
la autoridad política y la autonomía moral del individuo.

De hecho, esta incompatibilidad entre autoridad y autonomía individual 
es el argumento fundamental que esgrime para rechazar la autoridad supues-
tamente legítima del Estado. Si tomamos en serio la autonomía de las perso-
nas, que sean capaces de pensar por sí mismas y asumir la responsabilidad por 
sus propias decisiones, hay que rechazar en consecuencia la pretensión del 
Estado de tener autoridad sobre nosotros. A la pregunta de cuándo se puede 
justificar la autoridad del Estado sobre cada uno de nosotros, la respuesta de 
Wolff es rotundamente negativa: no hay justificación posible, lo que le lleva al 
anarquismo filosófico como la única posición defendible en filosofía política. 
Su rechazo a la autoridad política se basa según Wolff en que el anarquismo 
sería la única doctrina política consistente con el reconocimiento del valor de 
la autonomía moral de los individuos (Wolff, 1998: 18).

II.	 HART SOBRE LOS MANDATOS DE LA AUTORIDAD

Tras plantear los dos problemas filosóficos que plantea la autoridad, 
podemos abordar el primero de ello, la cuestión analítica o conceptual. Para 
ello acudiremos a un importante trabajo de H. L. A. Hart, «Commands and 
Authoritative Legal Reasons»4, recogido en sus ensayos sobre Bentham 
(1982). En este trabajo, Hart procede a analizar con detalle en qué consiste 
un mandato y lo hace, como otras veces, por medio de la discusión de las 
ideas de Jeremy Bentham al respecto. Para contextualizar brevemente esa 
discusión, a Hart le interesa la idea de mandato como parte de su sostenida 
crítica a la concepción imperativa del derecho que sostuvieron Bentham y 
John Austin. Para esta concepción imperativa, el derecho o las leyes no son 
más que las órdenes del soberano, respaldadas por la amenaza de castigo o 
sanción en caso de incumplimiento. En The Concept of Law (1961), proba-
blemente el libro más influyente de filosofía del derecho en el siglo xx, Hart 
realizó una crítica contundente de esta concepción del derecho como man-
datos del soberano.

4	 Hay traducción al español de José Luis Pérez Triviño con el título «Mandatos y razones 
jurídicas dotadas de autoridad», en Isonomía, 6 (abril 1997): 83-105. 
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Vamos a la noción de mandato. Imaginemos, por ejemplo, que A le dice 
a B «sal de la sala». Un mandato es obviamente un acto de habla con el que A 
comunica a B su voluntad de que B abandone la sala. Pero quizá es recomen-
dable ver cómo opera esa comunicación y cómo se distingue de otras formas 
de conseguir que B salga de la sala, por ejemplo por la fuerza. Con ese man-
dato o directiva, A no solo habla con la intención de que B le haga caso y salga 
de la sala, sino que quiere que B reconozca que esa es su intención como 
hablante y que el reconocimiento de su intención funcione como (al menos 
parte de) la razón de B para salir de la sala.

En realidad, podría bastar un gesto para comunicar esa intención. Lo que 
importa, a juicio de Hart, es que quien hace el gesto o dice «sal de la sala» no 
solo expresa que quiere que B salga de la sala, sino que pretende conseguirlo 
de una forma específica. Quiere que B actúe como él quiere, pero que lo haga 
reconociendo su intención, infiriéndola de sus palabras o de su gesto, y tome 
esa intención como una razón para abandonar la sala. Hart plantea así lo que 
señalábamos al principio como cuestión decisiva: qué clase de razón para la 
acción representa la directiva o el mandato de una autoridad. Como observa:

[…] En el caso de un mandato hay algo bastante distintivo en la forma en que 
la expresión de intención pretende constituir una razón para la acción (Hart, 
1982: 252).

La pista decisiva para comprender esa clase de razón para la acción la 
encontró Hart en una sugerencia de Hobbes, concretamente en el capítulo 
XXV del Leviatán5. De acuerdo con Hobbes, si A da un mandato a B para que 
haga X (salir de la sala), A quiere que B tome la voluntad de A como guía de 
conducta en lugar de la suya propia, es decir, en lugar de que B delibere acerca 
de si debería hacer o no X. La expresión de la voluntad de A de que B salga de 
la sala no ofrece a B una razón más para salir de la sala, entre otras posibles a 
favor o en contra que B deberá sopesar antes de salir. Eso supondría una deli-
beración independiente por parte de B acerca de si salir o no. Y, según Hart, 
el mandato de A funciona precisamente si excluye esa deliberación indepen-
diente por parte de B. Por eso, cabe decir que el mandato exige o requiere la 
acción de forma perentoria (Hart, 1982: 253).

Hart propone entender la clase de razón para la acción que supone un 
mandato atendiendo a dos rasgos definitorios. El primero, como acabamos 
de ver, es que constituye una «razón perentoria» para actuar. Hart usa la 

5	 El pasaje de Hobbes es el siguiente: «Command is when a man saith do this or do not 
do this yet without expecting any other reason that the will of him that saith it» 
(Hobbes, 1991: 176).
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vieja expresión «peremptory», proveniente del derecho romano, para desig-
nar esta cualidad de cerrar definitivamente la deliberación sobre el caso. 
Quien manda no aconseja al otro sobre cuáles son sus razones para actuar; 
por el contrario, pretende que el otro tome su mandato como una razón 
para actuar que desplaza o sustituye a la propia deliberación sobre las razo-
nes que se aplican al caso.

En cuanto al segundo rasgo, Hart explica que un mandato es siempre 
una «razón independiente del contenido». Por ello entiende que la expresión 
de su voluntad ha de funcionar como una razón para actuar independiente-
mente de la naturaleza del acto en cuestión o sus méritos. Quien manda 
podría ordenar una cosa o la contraria (salir de la sala o quedarse en ella) y el 
mandato sería una razón para la acción simplemente porque él lo manda. 
Usualmente nuestras razones para la acción son «dependientes del contenido» 
puesto que hacen relación a los rasgos o aspectos valiosos de una acción o sus 
consecuencias. El mandato de A de que B salga de la sala no es una razón de 
esta clase. Si A pretende que B tome la expresión de su voluntad como razón 
(perentoria) para salir, entonces lo que pretende es que B acepte esa razón por 
su origen o procedencia, por el hecho de que la da A y no por los supuestos 
méritos de la acción en sí misma.

Estos dos rasgos definen la clase de razones para actuar que son los man-
datos: perentorias e independientes del contenido. Por supuesto, un mandato 
puede fracasar y no ser atendido. Lo interesante es preguntarse de qué forma 
un mandato podría ser desobedecido. La forma más obvia de desobediencia es 
que A le diga a B que salga de la sala y B no salga. Pero hay otras posibilidades: 
por ejemplo, que B salga de la sala, pero no lo haga porque A se lo ha dicho, 
sino porque después de considerar la situación cree que es lo mejor. En tal 
caso, B realiza la acción que le mandan, pero no toma el mandato como razón 
perentoria para hacerlo.

Y hay un tercer caso aún más interesante para nuestra indagación: si B 
sale de la sala, por miedo a posibles castigos, tras sopesar los pros y contras. 
Frecuentemente, quien manda dispone sanciones y respalda sus directivas con 
la amenaza de castigar, o imponer consecuencias perjudiciales, a quien no 
cumpla lo mandado. Las amenazas de castigo añaden una segunda línea de 
razones de carácter disuasorio y constituyen un último recurso, por así decir. 
Pero deberíamos fijarnos en que solo funcionan si el mandato no es tomado 
como debería. Como señala Hart, concentrar la atención sobre las amenazas 
de sanción que típicamente pueden acompañar a los mandatos oscurece o 
nubla una comprensión clara de estos. La amenaza solo funciona como razón 
cuando el mandato no es aceptado por aquel al que se dirige como una razón 
perentoria para la acción, que sustituye o excluye la propia deliberación sobre 
lo que hacer, independientemente de la clase de acción que sea.
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¿Por qué este caso de cumplimiento por miedo a las amenazas resulta 
ilustrativo? Establece un interesante contraste con el caso en que el mandato 
es tomado como el que manda pretende que sea tomado: como una razón 
perentoria e independiente del contenido para la acción. Solo en este último 
caso, sostiene Hart, encontramos la actitud normativa específica que consti-
tuye el núcleo de la noción de autoridad. Nos proporciona la definición que 
buscábamos de autoridad: en nuestro ejemplo esquemático, si B reconoce 
generalmente que lo que A le dice que haga constituye una razón perentoria e 
independiente del contenido para hacerlo, entonces A tiene autoridad para B 
o es reconocido por este como tal. Según explica:

Tener autoridad es que la expresión de nuestra intención con respecto a las 
acciones de otro sea aceptada como una razón para la acción perentoria e inde-
pendiente del contenido (Hart, 1982: 258).

Esa disposición a tomar las instrucciones de otro como razones para 
actuar con esas características es lo que constituye el sentido mismo del fenó-
meno de la autoridad y establece la distinción necesaria con el ejercicio del 
poder o de la coacción. Cabe entender el poder como una forma distinta de 
conseguir que los demás actúen como queremos, que opera básicamente cam-
biando los incentivos de la otra persona. De este modo, A ejerce poder sobre 
B para que B haga lo que él (A) quiere ofreciéndole una recompensa por 
hacerlo, amenazándolo con represalias si no lo hace, o por medio de una com-
binación de ambas cosas (Taylor, 1982: 11-19). La coacción es un subcon-
junto del poder, puesto que consiste en influir sobre la conducta de otro a 
través de amenazas. A través de amenazas de castigos y ofertas de recompensa 
podemos lograr que el otro haga lo que digamos, como en el célebre ejemplo 
de Hart del asaltante que nos pide la cartera mientras nos amenaza con un 
arma. Pero sería absurdo pensar que el delincuente tiene autoridad sobre noso-
tros por el hecho de que le obedezcamos bajo coacción. Falta sencillamente el 
reconocimiento normativo que define la actitud distintiva hacia quien tiene 
autoridad.

El planteamiento de Hart tiene indudables méritos, empezando por su 
claridad analítica. Entre ellos está en que es susceptible de dos extensiones 
necesarias. La primera, que desarrolla en su trabajo, es la ampliación necesaria 
de la idea de autoridad desde el caso extremadamente simple de un individuo 
que manda a otro a fenómenos sociales complejos como la legislación, los tri-
bunales o el derecho, que es en definitiva su objetivo.

Y, en segundo lugar, hasta aquí hemos hablado de autoridad práctica, 
pero el análisis de Hart puede extenderse también a la autoridad en materia de 
creencias. Según sugiere, algo similar a las razones perentorias e independientes 
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del contenido, pero referido a las razones para creer, podría servir para dar con 
una explicación de la noción de autoridad teórica. El hecho de que un experto 
o autoridad en una materia sostenga la tesis P nos da una razón para creer que 
P es el caso. Tal razón no se suma simplemente a otras razones a favor de creer 
en P, sino que es tomada como una razón perentoria e independiente del con-
tenido para creer en la verdad de P. Como explica Hart:

Para ser una autoridad en alguna materia un hombre debe realmente poseer 
algún conocimiento superior, inteligencia o sabiduría que haga razonable creer 
que lo que dice sobre tal materia es probablemente más cierto que el resultado 
alcanzado por otros a través de investigaciones independientes; por tanto, es 
razonable para ellos aceptar sus declaraciones dotadas de autoridad sin tales 
investigaciones independientes o evaluación de su razonamiento (1982: 262).

III.	 LA CONCEPCIÓN DE LA AUTORIDAD COMO SERVICIO DE RAZ

Con independencia de sus méritos en el análisis del concepto, la pro-
puesta de Hart no responde al problema moral sobre la autoridad6. En reali-
dad, podríamos decir que su análisis lo exacerba o lo revela en toda su agudeza. 
Recordemos que la objeción moral presentaba el ejercicio de la autoridad 
como incompatible con la autonomía racional y moral de las personas. Nada 
de lo dicho por Hart disipa esa impresión; por el contrario, la refuerza.

Si el reconocimiento de la autoridad de A pasa para B por tomar sus 
mandatos como razones perentorias e independientes del contenido, es inevi-
table invocar la imagen de la renuncia al propio juicio. La fuerza perentoria 
consiste precisamente en eso: tomar la directiva de otro como razón que des-
carta mi propio juicio sobre los méritos relativos de hacer o no X. Representa 
seguir lo que otro me dice que haga con independencia de mi propia delibe-
ración al respecto. O peor, hacerlo sin deliberar sobre el asunto, lo que nos 
lleva a preguntarnos si no se pide una obediencia ciega. Y la conclusión parece 
clara: quien obra así parece renunciar a su autonomía para adoptar la direc-
ción y guía de otra persona. La segunda característica que veíamos refuerza 
aún más, si cabe, esa impresión. En lugar de atender a los méritos relativos 

6	 Esta afirmación debe matizarse. Para Hart, el derecho y la moral, aunque usan el 
mismo lenguaje normativo, representan diferentes usos de ese lenguaje. Los mandatos 
de una autoridad legal determinan lo que el agente debe legalmente hacer, pero no 
implican la obligación moral de hacerlo. Por tanto, esos mandatos legales no excluirían 
stricto sensu la autonomía moral del agente (Raz, 1990: 17-18). 
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de la acción y sus consecuencias, a sus aspectos valiosos, tomo el mandato 
como una razón independiente del contenido. Asumo la directiva de otro como 
razón concluyente para actuar por el hecho de venir de quien viene, es decir, 
en razón de la autoridad que le otorgo.

El reto del anarquista filosófico, como Wolff, sigue en pie. En efecto, la 
autoridad parece poner en cuestión la autonomía racional y no solo moral, si 
es que cabe distinguirlas, de las personas. Si ponemos el énfasis sobre la racio-
nalidad del agente, cabe plantear el siguiente dilema. Por una parte, si consi-
dero que la directiva de la autoridad está equivocada, ¿no debería seguir mejor 
mi propio juicio en lugar de obedecerla? Por otro, si considero la directiva 
apropiada o correcta, ¿no resulta entonces redundante, puesto que ya tengo 
razones para actuar en el sentido indicado? (Vega, 2015: 1182). De acuerdo 
con el dilema, la autoridad resulta o bien nociva, por ser incompatible con la 
racionalidad y la autonomía de las personas, o bien superflua, si solo sirve para 
indicarles lo que ya tienen razones para hacer.

El interés de Joseph Raz por la autoridad viene de sus primeros libros 
(1975, 1979) y responde a unos de los temas centrales de su pensamiento 
como filósofo del derecho: la ley tiene siempre una pretensión de autoridad, 
que se atribuyen quienes hablan en su nombre. Los trabajos de Raz son impor-
tantes porque no solo mejoran el análisis conceptual de Hart en algún punto 
significativo, sino que expresamente se propone responder al reto que supone 
la objeción moral sobre la rendición del propio juicio. Para ello elabora una 
concepción de la autoridad como servicio (the service conception), que es cier-
tamente sofisticada y, aunque no exenta naturalmente de controversia, ha 
tenido gran influencia (1986, 1995, 2006). Como veremos, esta concepción 
raziana puede presentarse en unas pocas tesis (tres con el añadido reciente de 
una cuarta), y con ellas trata de dar respuesta al dilema planteado por el anar-
quista filosófico.

Voy a centrarme en cómo Raz afronta el problema moral, aunque antes 
querría señalar algunos puntos generales sobre el modo en que aborda la 
noción de autoridad. Podríamos empezar por preguntarnos si el análisis de 
Hart no exagera indebidamente la supuesta renuncia al propio juicio cuando 
explica el carácter perentorio del mandato. ¿Realmente a la autoridad que nos 
manda salir de la sala le importa si deliberamos sobre el asunto y nos forma-
mos un juicio al respecto? Parece que lo que de verdad le importa es si cum-
plimos el mandato que nos ha dado, no si deliberamos o nos formamos un 
juicio propio al respecto. Sería mejor decir que quien nos manda salir de la 
sala quiere que obedezcamos y salgamos de la sala, con independencia de si lo 
juzgamos mejor o peor. En otras palabras, pretende que nuestra obediencia 
no sea condicional con respecto a nuestro propio juicio sobre las razones 
que hacen al caso. Si solo obedecemos cuando la directiva coincide con lo que 
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consideramos mejor o apropiado, no hay propiamente obediencia. Siendo eso 
correcto, de ahí no se sigue que no podamos deliberar o juzgar las cosas por 
nuestra cuenta. Lo único que se requiere es que no actuemos siguiendo nues-
tro juicio y obremos según el mandato dado.

Cabe decir que esto representa un simple matiz que en poco cambia la 
cuestión sustancial: nos formemos o no un juicio personal sobre lo que debe-
ríamos hacer, lo cierto es que lo dejamos de lado para hacer lo que nos dice la 
autoridad. La clave de la respuesta para Raz está en que, si bien dejo de lado 
mi propia deliberación o mi juicio personal sobre lo que hacer cuando obe-
dezco a la autoridad, puedo tener razones suficientes para proceder así y acep-
tar la autoridad de otro. Por paradójico que suene, eso supone que una persona 
puede tener justificación para seguir las directivas de otro en ciertos asuntos en 
lugar de actuar de acuerdo con su propio juicio sobre las razones que hacen al 
caso. Naturalmente, si tiene buenas razones para ello, entonces no sería irra-
cional seguir las directivas de otro.

La idea de justificación remite a la cuestión de la legitimidad de la auto-
ridad. Una autoridad es legítima si está justificado seguir sus directivas o man-
datos con independencia del propio balance de razones (Raz, 1986: 40). Para 
Raz la autoridad legítima tiene derecho a dar directivas e imponer obligacio-
nes a otros. Un mandato, o una norma decretada, solo es vinculante si procede 
de quien tiene la autoridad para ello; es decir, de quien posee el derecho o la 
potestad normativa (normative power) para mandar o hacer normas para otros. 
En otras palabras, una directiva es vinculante solo si aquellos a quienes se 
dirige tienen razones para tomarla como una razón válida para guiarse por ella 
(Raz, 1975: 100). Aquí encontramos los dos problemas que nos interesan: 
por un lado, en qué consiste la autoridad, que nos remite a la pregunta de 
qué clase de razones válidas son las directivas de una autoridad; y, por otro, qué 
justifica que sigamos esas directivas, es decir, que las tomemos como razones 
válidas para actuar.

Pero hablar de autoridad legítima supone naturalmente que hay autori-
dades no legítimas; es decir, autoridades efectivas o de facto que mandan sobre 
otros, pero carecen de justificación para hacerlo. Convendría prevenir de 
entrada un error bastante común en torno a la relación entre autoridad legí-
tima y autoridad de facto. Podría pensarse que para entender qué sea la auto-
ridad legítima hay que entender primero en qué consiste la autoridad de hecho 
y considerar después cuándo esa autoridad exhibe un derecho o justificación 
para su ejercicio. Raz ha insistido desde sus primeros trabajos en que el orden 
de explicación funciona al revés: no podemos entender la autoridad de facto 
sin atender a lo que es la autoridad legítima, pues es la primera la que presu-
pone a la segunda y no al contrario. Por eso su concepción de la autoridad es 
una explicación de la autoridad legítima (Raz, 1979: 5-9).
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Conviene que nos detengamos un momento en esta relación entre poder, 
autoridad de facto y autoridad legítima, que tantas confusiones genera. ¿Qué 
es una autoridad de facto? Simplemente aquella que pretende ser legítima y se 
presenta como tal, o es tomada por otros como legítima, sin serlo. Pongamos 
el caso de una autoridad teórica, como un experto o un investigador acadé-
mico, para verlo más claro. Para tener autoridad debe acreditar un conoci-
miento superior en su materia, entre otros requisitos y ser reconocido por lo 
demás como alguien que posee las cualificaciones, el saber o la experiencia 
requeridos. Pero alguien puede presentarse como un experto sin tener la for-
mación, los conocimientos o los títulos necesarios; y ser aceptado como tal 
por los demás como tal autoridad equivocadamente. No es cosa que no se vea 
con alguna frecuencia en los medios de comunicación. Lo mismo puede suce-
der en el caso de las autoridades prácticas: pueden pretender una legitimidad 
de la que carecen y ser reconocidas como si la tuvieran por otros. Así, pues, 
toda autoridad de facto se presenta como si fuera legítima sin tener justifica-
ción para ello. Por tanto, la autoridad de facto puede mandar efectivamente 
sobre otros, que creen en su pretensión de legitimidad y la toman por justifi-
cada. En la medida en que aspira a ser reconocida como autoridad legítima, la 
autoridad de facto solo se comprende por relación a la primera como un caso 
fallido o desviado.

La distinción es aún más sencilla en lo que se refiere al simple poder, 
como veíamos antes. Recordemos el caso del asaltante que nos amenaza con 
un arma en el ejemplo de Hart. Si consigue que le demos nuestro dinero, 
habrá tenido éxito. Nos obliga a dárselo, pero nadie pensaría que tenemos la 
obligación de entregárselo porque ni pretende tener derecho o justificación 
para mandarnos e imponernos obligaciones, ni estaríamos dispuestos a reco-
nocérselo. Nos vemos simplemente forzados por miedo a sus amenazas a ceder 
a sus demandas, pero no hay la más remota sombra de autoridad legítima. Y 
la cuestión no radica en que el poder o la coacción estén o no justificados. 
Supongamos que puedo a mi vez amenazarlo para evitar el robo o emplear la 
fuerza para defenderme de la agresión del asaltante. Seguramente el recurso a 
la coacción o a la fuerza estaría justificado en casos así, pero no por ello cae 
bajo el concepto de autoridad.

Recapitulando, es importante entender, en primer lugar, que el plantea-
miento de Raz propone una explicación de la autoridad legítima, puesto que la 
autoridad justificada constituye el caso central o paradigmático, por relación al 
cual se comprenden los casos desviados o fallidos. Y, segundo, para ello Raz 
tiene que dar cuenta del carácter perentorio u obligatorio de las directivas de la 
autoridad, señalado por Hart, al tiempo que mostrar las condiciones en las que 
estaría justificado aceptar el carácter vinculante de esas directivas de la autori-
dad (Raz, 1995: 212). En último término, la justificación de la autoridad sería 



60	 MANUEL TOSCANO

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 43-67

la forma de responder a la objeción del anarquista sobre la «renuncia al propio 
juicio», pues mostraría que en determinadas condiciones está justificado seguir 
las directivas de otro en lugar de actuar de acuerdo con el propio juicio. Si está 
justificado obedecer a la autoridad en ciertas condiciones, entonces no sería-
mos irracionales obedeciendo cuando se dan esas condiciones. El plantea-
miento de Raz, como vamos a ver, consiste en combinar una concepción 
puramente instrumental de la autoridad, justificada como servicio a aquellos 
sobre los que se ejerce, con una comprensión más compleja de la racionalidad 
práctica del agente.

Empecemos por la racionalidad del agente, dado que para comprender la 
autoridad hemos visto que debemos entender qué clase de razones representan 
sus directivas. Y, además, la respuesta al problema moral que representa obe-
decer a la autoridad pasa por considerar si en determinadas circunstancias 
puede haber razones para no actuar de acuerdo con nuestro juicio sobre las 
razones que hacen al caso. En ambos casos la clave está en la idea de razones 
excluyentes (exclusionary reasons), que es una de las aportaciones capitales de 
Raz a la comprensión del razonamiento práctico.

Tomando el caso de un agente que debe resolver si hacer X o no hacerlo, 
solemos entender el razonamiento práctico del modo siguiente: el agente 
deberá sopesar sus razones para hacer X y sus razones para no hacerlo, y 
deberá obrar de acuerdo con lo que tiene más razones, o razones de más peso, 
para hacer; esto es, deberá hacer aquello que, todas las cosas consideradas, le 
señala el balance de razones. Las razones en conflicto que pondera el agente 
son razones de primer orden, razones a favor o en contra de hacer X. Pero Raz 
señaló la necesidad de introducir otra clase de razones, razones (de segundo 
orden) para no actuar por otras razones, con objeto de dar cuenta de ciertos 
conflictos y modos de razonamiento práctico. Por ejemplo, aquellas situacio-
nes en las que el agente no se fía de su juicio debido al cansancio, al estrés 
emocional, o a fuertes presiones de otro tipo, etc., y podemos decir que tiene 
una razón para no actuar de acuerdo con su balance de razones. Pero su inte-
rés se extiende más allá de estos casos y Raz considera que la idea de razones 
excluyentes nos ayuda a desentrañar otros conceptos prácticos importantes 
como las decisiones, las normas obligatorias o, para el caso que nos interesa, 
la autoridad (Raz, 1975).

Imaginemos a un empleado C al que su superior jerárquico le manda 
hacer Y en una gestión complicada; supongamos igualmente que C piensa 
que, considerándolo todo bien, sería mejor no hacer Y. Según Raz, el mandato 
funciona a la vez como una razón de primer orden y de segundo orden exclu-
yente, por lo que su fuerza como razón se mide en ambas dimensiones. Es 
obviamente una razón para que C haga Y, pero al mismo tiempo es una razón 
para que C no actúe de acuerdo con su apreciación personal de los méritos del 
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caso. Si toma esa orden como válida, eso implica que descarta actuar por las 
razones (de más peso) que le llevarían a no hacer Y. Estamos muy cerca de 
las razones perentorias de Hart: si C ve el mandato de su jefe como orden 
válida, no solo lo toma como razón para hacer Y, sino que entiende que no le 
corresponde a él actuar de acuerdo con su juicio personal sobre los pros y con-
tras de hacer Y7.

Con ello tenemos una idea precisa de lo que es tener autoridad (prác-
tica). Alguien tiene autoridad, digamos el superior de C, si sus órdenes y direc-
tivas son aceptadas por otros no solo como razones para actuar, sino también 
como razones excluyentes (Raz, 1975: 63). Esta combinación de una razón de 
primer orden para hacer Y, en nuestro ejemplo, y de una razón excluyente para 
no actuar por razones contrarias a Y es lo que da a un mandato su carácter 
obligatorio. Pues una obligación es exactamente eso en el lenguaje de las razo-
nes: una razón de primer orden, protegida por una razón excluyente contra 
la competencia de otras razones en conflicto8. Y es lo que permite hablar de la 
autoridad como una potestad (power) normativa, pues lo característico de 
tales poderes normativos es la capacidad para alterar las razones excluyentes 
que se aplican al propio agente o a otros (ibid.: 101), esto es, para imponerse 
obligaciones a uno mismo o imponérselas a otros. Si en el caso de las promesas 
esas razones excluyentes se aplican al que promete, en el caso de la autoridad 
se refieren a otros. El que manda a otro tiene autoridad sobre él solo si tiene 
un poder normativo para dar órdenes vinculantes, esto es, si sus órdenes han 
de ser tomadas por otros como razones excluyentes para guiar su conducta.

¿Qué puede justificar que las palabras de un agente sean tomadas por 
otros como obligatorias? Obviamente, autoridades prácticas hay de diferen-
tes tipos y el alcance de sus directivas, instrucciones y reglas son de lo más 
variado. Una explicación general de la autoridad legítima no puede entrar en 
los detalles de quién tiene autoridad sobre quién, con respecto a qué asuntos 
y en qué circunstancias. Pero sí puede establecer una línea general o condi-
ciones generales de justificación. Y la respuesta de Raz es clara: las autorida-
des se justifican en términos de la tarea que cumplen o del servicio que 
prestan. El derecho a mandar o a gobernar a otros solo se justifica si sirve a 

7	 La fuerza excluyente de una razón varía según el tipo de razones de primer orden que 
excluye. Es importante señalarlo, pues de lo contrario cabría pensar que la obediencia 
de C ha de ser ciega. C puede pensar que, en situaciones normales, tiene una razón 
para seguir las instrucciones de su superior, en vez de obrar de acuerdo con su 
apreciación de los méritos del caso; pero no si su jefe le ordenara hacer algo ilícito.

8	 Estrictamente, una obligación no se define solo por ser una razón protegida, sino 
también por su carácter categórico, esto es, por ser independiente de los deseos e 
intereses del agente (Gardner y Macklem, 2002: 465).
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los intereses y necesidades de aquellos a los que se gobierna, aunque Raz 
matiza esta afirmación. Así, la autoridad de los padres, por ejemplo, se justi-
fica en la medida en que vela por los intereses de los hijos. En consecuencia, 
si estamos obligados a obedecer a una autoridad es porque de ese modo con-
tribuiremos a servir mejor a las necesidades e intereses de aquellos a los que 
las autoridades tienen que servir; puesto que seguir las directivas de la auto-
ridad es mejor modo de hacerlo que juzgar cada uno por su cuenta lo que 
tendría que hacer (Raz, 1990: 5).

De acuerdo con lo cual, hay dos formas obvias de justificar la autori-
dad: por un lado, cuando la autoridad práctica está basada en el conoci-
miento o la experiencia, como ocurre, por ejemplo, en las regulaciones 
públicas de los medicamentos puestos a disposición del público o las condi-
ciones sanitarias de productos en venta; por otro, cuando la autoridad res-
ponde a la necesidad de coordinar la acción de múltiples agentes y facilitar 
la cooperación social, que es seguramente la justificación más simple del 
papel que cumplen las autoridades políticas. Ese papel de las autoridades en 
relación con la coordinación social debería entenderse en sentido amplio, no 
solo como solución a los problemas recurrentes de coordinación estudiados 
por Thomas Schelling, sino que abarca otras situaciones estratégicas del tipo 
del dilema del prisionero. Por supuesto, no son las únicas justificaciones 
posibles y caben otras. En trabajos posteriores donde da forma definitiva a 
la concepción de la autoridad como servicio, Raz ofrece una condición gene-
ral de justificación, a la que añadió posteriormente otra, a modo de esquema 
general (1986, 1995, 2006).

Veamos esas condiciones en el marco de las cuatro tesis que definen la 
concepción de la autoridad como servicio, utilizando para ello el ejemplo que 
utiliza Raz reiteradamente. Se trata del caso en que las dos partes en una dis-
puta acuerdan someterse a un arbitraje independiente para resolver el litigio. 
Eso significa que confieren al árbitro la autoridad para zanjar la disputa dic-
tando un laudo o resolución que ambas partes están obligadas a cumplir. Hay 
dos aspectos reseñables en esa labor de arbitraje.

En primer lugar, para ser justo el árbitro tendrá que atender a las diferen-
tes razones de las partes, sopesarlas y dictar una resolución que refleje lo mejor 
posible el balance de razones. Puede equivocarse, naturalmente, pero su deci-
sión pretende ser la conclusión correcta tras considerar todas las razones que 
afectan al caso. Como la decisión vinculante del árbitro está basada en las 
razones de las partes y resulta (o pretende ser el resultado) de ponderarlas ade-
cuadamente, Raz habla de «razones dependientes» (Raz, 1986: 41). Y consi-
dera que este aspecto es generalizable a las directivas de cualquier autoridad 
práctica, que deberían estar basadas en las razones que se aplican quienes están 
sujetos a ellas. De ahí la primera de sus tesis:
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1.  Tesis de la dependencia: las directivas de la autoridad deberían basarse, 
entre otras cosas, en las razones que se aplican a quienes están sujetos a esas 
directivas y son relevantes en las circunstancias cubiertas por dichas directivas 
(Raz, 1986: 47; 1995: 214).

Segundo, al someterse al arbitraje las partes acuerdan seguir el juicio del 
árbitro sobre lo que deberían hacer en lugar del suyo propio. Deben tomar la 
resolución como una razón que reemplaza a las razones de las que depende (y 
cuya ponderación pretende reflejar), de modo que ya no cabe apelar a estas 
una vez que la resolución ha sido dictada. El balance de razones resulta cerrado, 
res judicata en terminología jurídica, y las razones pertinentes que contaban en 
él son desplazadas o reemplazadas por la conclusión a la que llega el árbitro 
sobre lo que hay que hacer. Este segundo aspecto destacable del arbitraje 
recoge lo que señalaba Hart sobre la fuerza perentoria. Y también a lo que Raz 
expresaba como razón excluyente, aunque ahora habla de «pre-emptive rea-
son» para referirse a esta razón que desplaza y reemplaza a las otras en las que 
se basa, o al menos algunas de ellas. Igual que el dictamen o la resolución del 
árbitro vincula a las partes, las directivas de la autoridad necesariamente des-
cartan que las partes hagan su balance de razones y reemplazan a las razones 
de las que dependían. De ahí la segunda tesis raziana que recoge la fuerza 
excluyente de las directivas de autoridad.

2.  Tesis del reemplazo (the pre-emption thesis): el hecho de que una auto-
ridad exija llevar a cabo una acción es una razón para realizar esa acción, pero 
esa razón no se agrega a las razones relevantes a la hora de determinar lo que 
hacer, pues la directiva excluye y reemplaza a algunas de esas razones relevan-
tes (Raz, 1986: 46; 1995: 214).

Como se ve por el ejemplo del arbitraje, los dos aspectos están relaciona-
dos: dado que el árbitro tiene que decidir basándose en las razones que se apli-
can al caso y son relevantes para las partes, estas no pueden volver sobre ellas 
después y están obligados a actuar conforme a la resolución. Es una forma de 
decir que al someterse a su arbitraje le cedieron la tarea de evaluar y sopesar las 
razones relevantes. Con las dos primeras tesis, Raz generaliza estos dos aspec-
tos del caso del arbitraje para entender el papel de la autoridad.

Hay, sin embargo, otro aspecto significativo en ese caso que no cabe 
generalizar, pues en el arbitraje las dos partes litigantes acuerdan someterse al 
veredicto de un árbitro imparcial y aceptar su decisión final. Toda la autoridad 
del árbitro descansa sobre el acuerdo voluntario de los litigantes y esta situa-
ción es más bien excepcional cuando consideramos otras autoridades prácti-
cas. El asunto es pertinente porque la legitimidad del árbitro reposa sobre ese 
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acuerdo y desaparecería sin él. En su lugar, Raz propone la «forma normal» en 
que cabe justificar a la autoridad práctica, es decir, la condición que ha de 
cumplir una autoridad para ser considerada legítima.

3.  Tesis de la justificación normal: la manera normal de justificar que un 
agente tiene autoridad sobre otro consiste en demostrar que el segundo pro-
bablemente cumplirá mejor con las razones que se le aplican si acepta las 
directivas del primero como vinculantes, y las sigue, que si no lo hace y trata 
de seguir esas razones por su cuenta (Raz, 1986: 53; 1995: 214).

Raz admite que puede haber otras justificaciones de la autoridad según 
las circunstancias, pero su tesis establece el caso central de justificación de la 
autoridad; por eso, cuando concurren otras razones para aceptar una autori-
dad esas justificaciones suelen ser auxiliares o complementarias de la justifica-
ción normal, según la cual los mandatos de la autoridad nos permiten cumplir 
con las razones relevantes, en relación a las circunstancias cubiertas por la 
directiva, probablemente mejor que si actuamos por nuestra cuenta. Como es 
obvio, es una tesis normativa que establece la condición de legitimidad de la 
autoridad y con ello la razón para aceptar sus directivas o normas como obli-
gatorias.

La explicación raziana de la autoridad se resume en estas tres tesis, por lo 
que convendría fijarnos en cómo se articulan. Se podría pensar que las dos pri-
meras nos dicen en qué consiste la autoridad y que la tesis de la justificación 
normal añade la condición de legitimidad. Pero sería un error porque la tesis 
de la dependencia ya es una tesis moral acerca de cómo deberían proceder las 
autoridades: no dice que siempre actúen basándose en razones dependientes, 
sino que deberían hacerlo así. Por supuesto, hay una estrecha relación entre 
dependencia y reemplazo, puesto que la segunda presupone la primera, como 
hemos visto. La tesis del reemplazo caracteriza la fuerza perentoria u obligato-
ria de las directivas de la autoridad, el modo en que operan como razones para 
la acción. Pero ese carácter vinculante vale solo para las directivas de una auto-
ridad legítima, esto es, la que actúa conforme a la tesis de la dependencia, de 
modo que sus directivas se basan en y reflejan las razones relevantes para quie-
nes están sujetos a ellas, y por ello cumple con la condición establecida en la 
tesis de la justificación.

Así, el núcleo de la concepción raziana de la autoridad viene dado por las 
tesis de la dependencia y de la justificación normal, pues conjuntamente pre-
sentan «una visión completa de la naturaleza y el papel de la autoridad legí-
tima» (Raz, 1986: 55). Si consideramos conjuntamente las dos tesis, resulta 
claro que la autoridad es contemplada como un servicio hacia quienes están 
sujetos a ella. Y como la tesis de la dependencia deja abierta la posibilidad de 
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que la autoridad tenga que tener en cuenta otras consideraciones aparte de las 
razones dependientes, pensemos en ciertos requisitos burocráticos en el caso de 
autoridades públicas, la tercera tesis deja claro que una autoridad solo se justi-
fica en tanto que presta tal servicio. Ahora podemos concretar de qué clase de 
servicio se trata y matizar la idea de que la autoridad sirve a los intereses y nece-
sidades de quienes se someten a ellas9. Específicamente, el papel de la autoridad 
consiste en mediar entre las personas que están sujetas a sus directivas y las 
razones que se les aplican, facilitándoles por medio de sus directivas y manda-
tos que hagan lo que tienen razones para hacer. Es el desempeño de esa labor 
de mediación lo que permite a alguien erigirse en autoridad para otros.

Cabe preguntarse si la tesis de la justificación normal no establece una 
condición de justificación muy estricta, que restringe severamente el ejercicio 
de la autoridad. Pues en último término su justificación responde a que sus 
directivas reflejen adecuadamente las razones dependientes en aquellas situa-
ciones donde la autoridad está mejor colocada para hacerlo que los propios 
sujetos a los que se aplican las razones. La pregunta tiene la virtud de poner de 
relieve uno de los méritos de la concepción de Raz, de acuerdo con la cual la 
autoridad está necesariamente limitada si es legítima. En efecto, la tesis de la 
dependencia señala el modo en que la autoridad debe ejercer sus poderes para 
cumplir con la función de mediación a la que debe atenerse según la tesis de 
la justificación normal.

Esos límites están, por así decir, fijados en la propia explicación del con-
cepto. Con posterioridad, Raz ha añadido una condición más para reforzar 
esos límites, a la que ha llamado «condición de independencia». Esta con
dición señala una importante salvedad que afecta a la aplicación de la condi-
ción establecida en la tesis de la justificación normal, pues hay asuntos en la 
vida con respecto a los cuales es más importante actuar independientemente 
que cumplir del mejor modo con las razones que se nos aplican (Raz, 1990: 
13). En otras palabras, esta cláusula garantiza que el servicio que ofrece la 
autoridad se limita a aquellas cuestiones acerca de las cuales es mejor que el 
agente cumpla mejor con las razones que tiene a que decida por su cuenta y 
riesgo, pues hay aspectos importantes de la vida en las que no es así (Raz, 
2006: 1014). Esta condición de independencia, que pone límites a la aplica-
ción de la tesis de la justificación normal, refuerza el sentido de los límites del 
ejercicio de la autoridad. Y tiene un indudable sabor liberal al recordarnos la 
importancia moral de la autonomía individual como ingrediente capital en  

9	 Si nuestras razones para actuar tuvieran que ver exclusivamente con nuestros intereses y 
bienestar, no habría necesidad de matización; como Raz no lo cree así, su planteamiento 
es compatible con otras clases de razones. 
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la doctrina del gobierno limitado. Precisamente Raz desarrolla esa concep-
ción del liberalismo, basada en el ideal de autonomía personal, en The Mora-
lity of Freedom.

La concepción de la autoridad como servicio de Raz da respuesta a los dos 
problemas filosóficos acerca de la autoridad. Responde al problema conceptual, 
por una parte, puesto que deslinda en qué consiste la autoridad y para ello 
explica qué clase de razones son sus directivas. Por otra, está pensada para ofre-
cer una respuesta convincente al problema moral y más concretamente a la 
objeción del anarquista filosófico. Como hemos visto, esta respuesta consiste 
en las tres tesis expuestas, junto con la condición de independencia, que fijan 
las condiciones para que la autoridad esté justificada. Básicamente, esa res-
puesta está montada sobre una visión más sofisticada de la racionalidad prác-
tica del agente y una concepción puramente instrumental del papel de la 
autoridad. Si ser racional consiste en responder a las razones relevantes, las 
directivas de la autoridad no serían más que un método, dentro de ciertos lími-
tes, para cumplir mejor con esas razones. Por ello, la explicación de Raz solo 
puede serlo de la autoridad legítima y en su explicación, como sucede con 
muchos de nuestros conceptos prácticos, van inextricablemente unidos los 
aspectos analíticos y normativos.
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Resumen

El acuerdo entre los principales líderes cristianos libaneses, Samir Geagea y 
Michel Aoun, ha conducido al inicio de una colaboración entre dos actores radical-
mente enfrentados hasta ahora. El objetivo de este artículo consiste en valorar la 
posibilidad de que el mismo implique un cambio notable en favor de la comunidad 
cristiana del equilibrio político existente en el país desde el final de la guerra civil. 
Para ello, se ha realizado un análisis de los distintos escenarios posibles y de sus 
implicaciones para el sistema institucional libanés. Las conclusiones extraídas apun-
tan a que existen una serie de circunstancias (la polarización de la política libanesa, 
la rivalidad entre Arabia Saudí e Irán, la guerra civil siria…) que han favorecido el 
reforzamiento de la influencia política cristiana dentro de las coaliciones electorales 
existentes, pero que el tradicional fraccionamiento de las élites cristianas hace impro-
bable el surgimiento de un auténtico polo cristiano o de una tercera vía. Sin embargo, 
sus efectos han sido positivos para solucionar el bloqueo institucional existente. 
También ha contribuido a alcanzar un consenso con respecto a la ley electoral, ya 

1	 Este artículo se inscribe en el marco del proyecto de investigación dirigido por la Laura 
Feliú Martínez y Ferrán Izquierdo Brichs, «Dinámicas y actores transnacionales en 
Oriente Medio y Norte de África (MENA): una genealogía histórica de élites y 
movimientos sociales entre lo local y lo global» (Ministerio de Economía y Competitividad, 
Agencia Estatal de Investigación y Fondo Europeo de Desarrollo Regional) (HAR2016-
77876-P).
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que los partidos tradicionales están interesados en evitar el surgimiento de nuevos 
actores políticos.

Palabras clave

Líbano; cristianos; sectarismo; consociacionalismo; liderazgo político; patro-
nazgo; comunidades religiosas; partidos políticos.

Abstract

An agreement between the principal Lebanese Christian leaders, Samir Geagea 
and Michel Aoun, has begun a collaboration between two previously radically antag-
onistic actors. The objective of this article is to assess the possibility that this implies 
a remarkable shift in the post-civil war political balance, in favour of the Christian 
community. In order to achieve this objective, the paper analyses a number of differ-
ent possible political scenarios and their implications for the Lebanese institutional 
system. The conclusions suggest that several circumstances, including the polarisa-
tion of Lebanese politics, the Saudi-Iranian rivalry, and the Syrian civil war, have con-
tributed to the enhancement of Christian political influence within the current 
electoral coalitions. However, traditional divisions among the Christian elites renders 
unlikely the emergence of either a true Christian pole or a ‘third way’. Regardless, the 
effects of the agreement have been positive in relation to solving the existing institu-
tional blockade. It has also contributed to attaining a consensus concerning the new 
electoral law, as traditional parties are interested in preventing the emergence of new 
political actors.

Keywords

Lebanon; Christians; sectarianism; political leadership; patronage; religious 
communities; political parties.
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DO AOUN-GEAGEA: 1. Maniobra táctica. 2. Polo cristiano. 3. Tercera vía. 
VI. CONCLUSIONES. Bibliografía.

I.	 INTRODUCCIÓN

El final de la guerra civil (1975-1990) marcó un fuerte declive de la 
influencia política de la comunidad cristiana libanesa, momento a partir del 
cual Siria asumió un papel hegemónico, actuando como mediador entre los 
diferentes partidos, mantenidos en una situación de debilidad de manera que 
ninguno de ellos pudiera desafiar el statu quo. Además, los cambios constitu-
cionales redujeron el papel de la principal institución en manos cristianas, la 
Presidencia de la República, mientras los más destacados líderes de esa comu-
nidad quedaron marginados.

La llamada Revolución del Cedro (2005) fue percibida entre los cristia-
nos como una oportunidad para cambiar la situación, por lo que muchos de 
ellos mostraron un gran activismo en las calles contra la presencia siria. Sin 
embargo, la rentabilidad política de esta revuelta fue a parar fundamental-
mente a manos del suní Movimiento de Futuro de la familia Hariri. Por su 
parte, las disputas entre partidos cristianos les condujeron a situarse en dis-
tintas posiciones del espectro político, una fractura confirmada en las dife-
rentes elecciones que han tenido lugar desde entonces. Así, mientras los 
suníes y los chiíes han respaldado de forma mayoritaria a las coaliciones 14 
de Marzo y 8 de Marzo respectivamente, el electorado cristiano ha dividido 
su voto entre ambas.

La gran polarización electoral en torno a esas agrupaciones ha originado 
una auténtica parálisis del sistema político debido tanto a la propia arquitec-
tura institucional del país, que fomenta la adopción de decisiones amplia-
mente respaldadas, como a la ausencia de un mínimo entendimiento en torno 
a las medidas a tomar. Un reflejo de ello se dio tras la finalización del mandato 
del presidente Michel Suleiman en mayo de 2014, ante la falta de acuerdo 
sobre un candidato para reemplazarlo. Igualmente, el mandato del Parla-
mento fue prorrogado debido a las disputas sobre la ley electoral. Esta crisis ha 
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sido también reforzada por la conflictiva situación a nivel regional, donde la 
rivalidad entre Arabia Saudí e Irán se ha filtrado en el escenario político de 
otros países, como se ve reflejado en la guerra civil siria. De hecho, este último 
acontecimiento ha tenido también un impacto desestabilizador en el Líbano, 
ya que las divisiones allí existentes han traspasado la frontera común.

El acuerdo alcanzado (18 de enero de 2016) entre los dos principales 
políticos cristianos (y tradicionales enemigos), Michel Aoun y Samir Geagea, 
genera dudas sobre sus implicaciones para el equilibrio de poder en el sistema 
político libanés. En un contexto de profunda división interna en dos bloques 
antagónicos, este compromiso ha abierto nuevas posibilidades, reflejadas en la 
posterior elección de Aoun como nuevo presidente del país y en la formación 
de un nuevo Gobierno, por lo que resulta necesario analizar su posible impacto 
en la política nacional, tratando de evaluar si las circunstancias actuales permi-
ten que la élite política cristiana pueda reconquistar parte del poder político 
perdido, si podrá superar sus tradicionales divisiones internas y si ello contri-
buirá a aliviar la enorme fractura existente en el país.

La estructura de este artículo comienza con un repaso de las principales 
interpretaciones académicas sobre el carácter peculiar del sistema político liba-
nés. En segundo lugar, se aporta una visión global del papel de la comunidad 
cristiana en la política nacional. En el siguiente apartado, se trata el bloqueo 
del sistema político tras la Revolución del Cedro y el impacto de la guerra civil 
siria. Posteriormente, se examinan las características del acuerdo Aoun-Gea-
gea y su reflejo en la estabilidad política, además de evaluar sus posibles efectos 
en la política del país. Por último, se extraen algunas conclusiones sobre un 
hipotético incremento del poder político de la comunidad cristiana.

II.	 ¿CÓMO ENTENDER EL SISTEMA CONFESIONAL LIBANÉS?

El modelo político vigente en el Líbano desde su independencia ha sido 
objeto de numerosos estudios debido a sus peculiares características en una 
zona del mundo dominada por regímenes autoritarios. Este modelo fue en el 
pasado considerado como un ejemplo de lo que Arend Lijphart denominó 
democracia consociacional, entendiendo por tal «democracies with subcultu-
ral cleavages and with tendencies towards immobilism and instability which 
are deliberately turned into more stable systems by the leaders of the major 
subcultures» (Lijphart, 1968: 20). La elevada fragmentación de la cultura 
política libanesa vendría derivada del cleavage religioso, el cual tendió a ser 
fuertemente politizado tanto al final del período otomano como durante el 
Mandato francés, desembocando con la independencia en la aparición de un 
modelo consociacional corporativo, caracterizado por el hecho de realizarse 
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un reparto previo de los escaños parlamentarios y de las magistraturas públicas 
entre las distintas confesiones religiosas (Salamey, 2009). En este entorno, el 
protagonismo quedó en manos de los zu’ama, líderes locales que controlaban 
tanto el poder político como el económico, que pasaba de padres a hijos (Mer-
mier y Mervin, 2012: 10-11). Este modelo implicaría por parte de la élite 
política la decisión de compartir el poder en el seno de una gran coalición en 
la que los distintos grupos mantendrían entre sí una capacidad de veto mutuo, 
al tiempo que generarían un consenso entre comunidades, desviando el con-
flicto hacia la dimensión intracomunitaria. Estos factores aportaron durante 
un tiempo una notable estabilidad, pero condujeron a problemas como el 
clientelismo o la fuerte rivalidad entre los zu’ama, que desembocaron de forma 
periódica en el bloqueo de las instituciones y en el estallido de crisis en las que 
el factor confesional sirvió como un importante elemento de movilización 
(Fakhoury-Mühlbacher, 2009: 86-102).

Según algunos autores, el Líbano constituiría un caso extremo de lo que 
Carl Brown denominó «Estados penetrados», caracterizados por el hecho de 
que las disputas entre las distintas facciones y grupos dentro de un Estado aca-
ban teniendo una dimensión regional debido tanto a la tendencia de los países 
vecinos a ejercer su influencia directa sobre esos actores como a la propensión 
de estos a solicitar la ayuda de sus aliados exteriores. En tales condiciones, un 
Estado carece de la capacidad para articular una política nacional dotada de 
cierta autonomía, ya que la misma se ve fuertemente condicionada por las 
divisiones internas y por la influencia exterior (Brown, 1984; Ehteshami y 
Hinnebusch, 2002: 9-12). En este contexto, el poder del Estado se halla ame-
nazado tanto por la existencia de factores culturales transnacionales que gene-
ran solidaridades más allá de las fronteras (panarabismo, panislamismo…) 
como por grupos subnacionales con fuerte cohesión interna que pasan a con-
vertirse en actores con capacidad de veto sobre la acción estatal (confesiones 
religiosas, tribus, milicias), o bien una mezcla de ambos (Ehteshami y Hinne-
busch, 2002: 13-15).

Las causas de este fenómeno son diversas. Hay autores (Lewis, 1988; 
Ayubi, 1995) que han puesto el acento en que la cultura del Oriente Medio 
(o, en concreto, la cultura islámica) no sería propicia para el desarrollo del 
Estado, un concepto que resultaría ajeno a la región. Por el contrario, este artí-
culo se basa en el llamado estructuralismo histórico, una tendencia acuñada 
por Adham Saouli, quien en su trabajo sobre la supervivencia de los Estados 
del Oriente Medio otorgó un papel central a un factor como el tardío surgi-
miento de los mismos (teniendo que actuar en un sistema de Estados ya cons-
tituido) y al hecho de que se encuentren hoy en día en su fase inicial de 
desarrollo. A partir de un determinado marco cultural y material, en los nue-
vos Estados de Oriente Medio habría surgido un campo político en el cual 
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«social powers… interact in cycles of domination and resistance in attempts 
to stablish hierarchical power (a ruling regime) as the first phase of late state 
formation» (Saouli, 2012: 5). Tales grupos se convertirían en los conformado-
res de ideologías y en agentes movilizadores en el terreno político. Las institu-
ciones surgirían dentro de este campo político, regulando las relaciones entre 
esos actores y reflejando el equilibrio de poder existente en un momento dado.

En cuanto al caso específico del Líbano, hay quienes consideran que la for-
taleza del confesionalismo político libanés constituiría el legado de una poderosa 
tradición que pondría en evidencia la debilidad del proceso de modernización 
que tuvo lugar en el país (Hudson, 1985). Por el contrario, Ussama Makdisi 
subraya que el confesionalismo maronita y druso procedería de una fase de 
modernización desarrollada durante el siglo xix en la que el intento de reforma 
del Imperio otomano coincidió con un fuerte impacto de la acción europea en 
la zona, lo que habría conducido a la politización de las diferencias religiosas 
(Makdisi, 2000). Por su parte, otras comunidades (chiíes, suníes, alauíes…) 
habrían experimentado ese proceso en la época del Mandato francés, en los años 
veinte y treinta (Shaery-Eisenlohr, 2008: 23; Weiss, 2010: 19-21). La fortaleza 
de las líneas de fractura confesionales se explicaría, por tanto, en virtud de la 
resistencia de ciertas formas de división tradicional y del impacto asimétrico de 
la modernización entre las distintas comunidades (Khalaf, 2002: 3).

La tendencia existente en el Líbano a que las rivalidades políticas entre 
partidos confesionales se diriman de forma violenta ha sido explicada mediante 
el recurso a la teoría del «dilema de seguridad», de acuerdo con la cual en con-
diciones de anarquía (cuando el Gobierno no garantiza la seguridad pública) 
cualquier incremento de poder de un actor rival es percibido por cada comuni-
dad como una amenaza existencial, pudiendo conducir a un estallido violento. 
En el caso de actores subestatales, la propia cercanía entre ellos hace más agudo 
este dilema (Posen, 1993). Sin embargo, la Historia del Líbano combina fases 
de tensión violenta con otras de paz entre las confesiones. Por otra parte, 
durante la guerra civil se produjo un número más elevado de bajas en enfren-
tamientos entre las milicias de una misma confesión que en las luchas intercon-
fesionales (Khalaf, 2002: 46-47). De hecho, existe una marcada tendencia 
entre los dirigentes libaneses a manipular en su favor las divisiones confesiona-
les, politizando estas para reforzar su control sobre sus respectivas comunidades 
y para garantizar su autonomía frente al Estado (Kingston y Zahar, 2004).

III.	 EL LÍBANO CRISTIANO: DE LA HEGEMONÍA A LA DERROTA

Los cristianos libaneses agrupan a un conjunto de confesiones con una larga 
presencia en distintas zonas del país, ostentando en el pasado un predominio 
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basado en razones demográficas, económicas, culturales y políticas. Desde una 
perspectiva demográfica, su crecimiento fue notable en los siglos xviii y xix, 
dando origen a fuertes procesos migratorios que estimularon la economía, ya que 
la aparición de vínculos entre comerciantes cristianos beirutíes y Occidente 
mejoró enormemente el estatus económico de la comunidad y permitió el surgi-
miento de grandes líderes empresariales (Verdeil et al., 2007: 34-36). Los cristia-
nos suponían el 58 % de la población en el último censo realizado en el país, el 
del año 1932. No obstante, la relación de las minorías cristianas entre sí ha sido 
compleja a lo largo de la historia, con grupos como los armenios o los ortodoxos 
y católicos griegos tratando de evitar que su personalidad cultural se diluyera 
dentro de una mayoría maronita, para lo cual han utilizado su notable influencia 
tanto económica como social, especialmente destacada en la ciudad de Beirut 
(Corm, 2006: 60-63).

La hegemonía política de los cristianos libaneses tuvo sus orígenes en el 
declive del Imperio otomano y en la creciente influencia francesa en el Oriente 
Medio a comienzos del siglo xx, que condujo al establecimiento de un Man-
dato tras el final de la Primera Guerra Mundial. El florecimiento del naciona-
lismo en el Próximo Oriente desde finales del siglo xix ayudó a la creación en 
instituciones educativas cristianas del llamado «fenicismo», una corriente cul-
tural que subrayaba la idea de que el pueblo libanés compartía una herencia 
histórica (procedente de los antiguos fenicios) que le separaría del mundo 
árabe. Esta visión desembocó más adelante en la creación de un verdadero 
movimiento nacionalista promovido tanto por intelectuales como por hom-
bres de negocios, el cual consideraba el Líbano como el refugio de aquellos 
que eran perseguidos en otros lugares, una idea en la que se basó la demanda 
cristiana de hegemonía política como garantía frente a la opresión musul-
mana. Esto cristalizó en la ideología del «libanismo», de acuerdo con la cual la 
independencia del país constituía el principal objetivo que permitiría asegurar 
la especificidad libanesa (Kaufmann, 2001; Salibi, 1988: 25-35).

Con el Mandato francés, los cristianos acapararon la mayoría de los pues-
tos en la Administración. Además, Francia aceptó la visión dominante entre 
las élites cristianas, según la cual el Mandato debía incluir las áreas adyacentes 
al Monte Líbano, tales como las ciudades costeras (Beirut, Trípoli, Sidón), el 
Djebel Amil y el valle de la Bekaa, zonas de población predominantemente 
musulmana. De hecho, la presencia suní era dominante en las ciudades coste-
ras, con una poderosa burguesía comercial, aunque también vivían en regio-
nes como el Líbano septentrional o la Bekaa occidental, caracterizadas por un 
gran atraso económico. Por su parte, los chiíes eran un grupo numeroso en el 
Djebel Amil y en la Bekaa, en donde sus condiciones de vida eran muy preca-
rias. Los líderes políticos musulmanes reaccionaron de forma negativa ante el 
nuevo Gran Líbano, especialmente los suníes, que preferían vincularse 
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políticamente a Siria y que simpatizaban con el panarabismo. Por otra parte, 
tanto el libanismo como el panarabismo predominaban en el medio urbano, 
mientras que en el ámbito rural la política se centraba en las habituales rivali-
dades entre líderes tradicionales pertenecientes a las distintas confesiones y 
clanes, que intentaban garantizar su influencia dentro del nuevo sistema polí-
tico (Zamir, 1985; Salibi, 1988: 179-182; Picadou, 1992: 47-76).

Finalmente, el líder cristiano Bishara al-Khoury alcanzó un acuerdo con 
el dirigente suní Riad al-Solh, reflejado en el llamado Pacto Nacional (1943), 
que implicó otorgar una interpretación confesional a la Constitución, dando 
lugar a un contexto en el que la hegemonía maronita se vio favorecida por la 
tendencia de muchos musulmanes a desentenderse de la política. Por otro 
lado, el poder cristiano se matizaba mediante la formación de coaliciones de 
Gobierno multiconfesionales2.

El sistema electoral adoptado fue de carácter mayoritario. El país se divi-
dió en muhafazas o departamentos, subdivididas a su vez en qadaas o canto-
nes, convertidos en circunscripciones electorales plurinominales. El total de 
escaños del país adjudicados según las comunidades confesionales eran distri-
buidos entre los diversos qadaas. Pero todos los habitantes participaban en la 
elección de cada parlamentario, recurriéndose a la fórmula de voto en bloque 
(agrupando a candidatos de distintos partidos y a independientes), de modo 
que la lista ganadora obtenía todos los escaños en disputa3. Este sistema otor-
gaba por un lado un enorme poder a los zu’ama, ya que el fuerte clientelismo 
y la práctica de la compra de votos se convirtieron en rasgos sistémicos. Por 
otro lado, las alianzas entre distintos grupos y notables resultaron claves para 
asegurarse el triunfo electoral, de modo que fue necesario superar la barrera 
confesional, al tiempo que muchas de ellas no se basaban en una coherencia 
ideológica, sino que eran una respuesta pragmática destinada a evitar el triunfo 
de un rival común (Ekmekji, 2012: 7).

Sin embargo, con el paso del tiempo el control maronita experimentó una 
mayor contestación debido a una combinación de factores. Por un lado, las éli-
tes musulmanas se implicaron crecientemente en la política nacional. Además, 
dada la evolución demográfica en los años cincuenta y sesenta en favor de los 

2	 El pacto implicaba, por ejemplo, que la representación parlamentaria de cristianos y 
musulmanes siguiera una proporción de 6 a 5, mientras que determinados cargos 
públicos recaían de forma sistemática en miembros de ciertas comunidades. Así, 
mientras la Presidencia del país o la Jefatura de las Fuerzas Armadas quedaban siempre 
en manos maronitas, el puesto de primer ministro iba a parar a un suní.

3	 El Parlamento era unicameral, compuesto por 99 miembros: 54 cristianos y 45 
musulmanes.
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musulmanes, estos comenzaron a exigir una revisión de las condiciones del 
Pacto Nacional. Al mismo tiempo, las élites cristianas estaban muy divididas en 
razón de las ambiciones políticas de sus líderes. De hecho, el surgimiento de un 
partido como el Kataeb o Falange (dirigido por Pierre Gemayel), de carácter 
populista y nacionalista, supuso un desafío para las élites tradicionales y su 
política de notables. A partir de entonces, se registró una tendencia a buscar 
líderes más carismáticos y con una influencia geográfica más extendida, ya que 
los recursos de la Administración eran fundamentales para mantener su apoyo 
electoral. De igual modo, los partidos políticos pasaron a adquirir un mayor 
protagonismo, pero no lograron convertirse en auténticamente nacionales. Los 
partidos de la derecha cristiana mantuvieron su carácter confesional, aprove-
chando la solidez de sus bases clientelistas, mientras que nuevos partidos como 
Amal y el Partido Socialista Popular descansaban en el apoyo de chiíes y drusos 
respectivamente. Por su parte, algunos partidos de izquierda tuvieron un carác-
ter verdaderamente interconfesional, pero fracasaron a la hora de crear grandes 
organizaciones con un fuerte apoyo popular (Aulas, 1985: 16-19; Mermier y 
Mervin, 2012: 14; Hamzeh, 2001: 171-174).

Desde finales de los años sesenta, el sistema político experimentó un pro-
gresivo deterioro debido tanto a los cambios socioeconómicos internos como 
al impacto de factores internacionales (el conflicto árabe-israelí y la llegada de 
numerosos refugiados palestinos; las rivalidades existentes entre los Estados 
árabes; y las tensiones de la Guerra Fría). Las divisiones internas libanesas, 
basadas en agravios económicos y políticos, condujeron al inicio de la guerra 
civil (1975-1990), cuando los partidos maronitas rechazaron una reforma ins-
titucional que implicara un nuevo reparto del poder. Para ellos, su hegemonía 
constituía una garantía irrenunciable que evitaba las discriminaciones existen-
tes en otros países árabes (Gilmour, 1983: 97-105). Por su parte, las fuerzas 
izquierdistas y panarabistas pensaban que los maronitas usaban ese argumento 
solo para mantener el statu quo (que les era claramente favorable), por lo que 
demandaban la secularización del Estado, aboliendo las cuotas confesionales 
en las instituciones. Mientras tanto, los cristianos no maronitas (especial-
mente los griegos ortodoxos) aportaron un notable número de militantes a los 
partidos izquierdistas, alcanzando a menudo posiciones de liderazgo (Salibi, 
1988: 194-197; Picadou, 1992: 113-130)4.

La Falange y las Fuerzas Libanesas trataron de obtener la victoria a través 
de una alianza con Israel (que invadió el país en 1982), pero esta posibilidad 
fracasó con el asesinato de su nuevo líder, Beshir Gemayel, y la progresiva 

4	 Por ejemplo, el Partido Comunista Libanés poseíauna composición muy variada en lo 
relativo a los orígenes confesionales de sus militantes.
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retirada israelí hacia el sur5. Tras este revés, su política se centró en asegurar su 
control sobre el llamado «Enclave maronita» (que abarcaba esencialmente el 
Monte Líbano y Beirut Este), llegándose a promover por algunas corrientes la 
idea de aplicar a la comunidad cristiana el principio de autodeterminación, el 
cual podría cristalizar en un régimen federal o incluso en la independencia 
(Phares, 1995: 124-131). Este viraje suscitó grandes dudas en el patriarca 
maronita Antoine Khoreish, quien siempre creyó en la posibilidad de alcanzar 
una conciliación con las otras confesiones a través de un nuevo reparto de 
poder. Pero dentro de las órdenes monásticas se dio una fuerte radicalización, 
que les llevó a una participación muy activa en la creación de algunas milicias 
y a respaldar la idea de un Estado cristiano (Henley, 2008: 356-358).

El general maronita Michel Aoun, tras ser designado primer ministro en 
1988, trató de unificar a todas las facciones cristianas con vistas a hacer frente al 
intento sirio de extender su hegemonía al conjunto del país6. Pero encontró la 
férrea oposición del líder de las Fuerzas Libanesas, Samir Geagea, que deseaba a 
toda costa conservar su independencia de acción, lo que desató algunos comba-
tes entre la milicia de Geagea y el Ejército, a las órdenes de Aoun. El Acuerdo de 
Paz de Ta’if (1989), promovido por Siria y otros países árabes, fue otro motivo 
de controversia, ya que Aoun lo rechazó, al considerar que el mismo implicaba 
la hegemonía de Damasco, mientras que Geagea lo apoyó, respaldado por el 
nuevo patriarca maronita Nasrallah Sfeir. Esta división desembocó en una nueva 
ronda de combates entre ambos bandos, que concluyó con la conquista a cargo 
de las tropas sirias (ayudadas por los milicianos de las Fuerzas Libanesas) del 
enclave cristiano bajo control de Aoun, quien optó por el exilio en Francia. Por 
otra parte, la gran mayoría de la comunidad internacional respaldó la idea de 
pacificación bajo hegemonía siria, por lo que Hafez el-Asad se convirtió en el 
auténtico árbitro de la política libanesa (Corm, 2006; Abirached, 2012: 39-40).

La reforma institucional acordada en Ta’if implicaba en teoría la supera-
ción del modelo confesional existente hasta entonces, lo que fue recogido en 
una reforma de la Constitución, de tal modo que en el futuro se deberían eli-
minar las referencias legales al reparto confesional de las magistraturas, eligién-
dose una Cámara Baja del Parlamento de carácter no confesional, acompañada 
por un Senado en el que estarían representadas las comunidades religiosas. 

5	 Las Fuerzas Libanesas constituyeron inicialmente una milicia unificada de distintos 
partidos cristianos, pero controlada por la Falange, si bien en 1985 se convirtieron en 
un partido diferenciado, al considerar la política falangista demasiado moderada 
(Aubin-Boltanski, 2012: 65-66).

6	 Siria había enviado sus tropas al Líbano en 1976, controlando sobre todo el valle de 
la Bekaa.
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Mientras tanto, se mantendría de forma provisional la división confesional de 
las magistraturas, de manera que el Parlamento elevaba el número de diputados 
a 128, que se repartirían a partes iguales entre cristianos y musulmanes, siendo 
los escaños asignados a las distintas confesiones y distribuidos según su peso 
demográfico. Por su parte, los distritos electorales pasaron a ser en principio las 
muhafazas o departamentos, que al tener un mayor tamaño implicaban un 
mayor pluralismo confesional. Además, los poderes del presidente quedarían 
limitados, en tanto que se reforzaban los del primer ministro y los del presi-
dente del Parlamento, configurándose así una «troika» que pasaría a liderar de 
forma casi colegiada los destinos del país7. En definitiva, los artículos adopta-
dos en Ta’if que estaban destinados a superar el confesionalismo quedaron sin 
aplicar, con lo que dicho modelo sobrevivió gracias a que en el fondo era res-
paldado por la gran mayoría de las élites políticas del país. Por otro lado, estos 
acuerdos estipularon el desarme de las milicias, que fue llevado a cabo en los 
años siguientes, si bien de forma claramente incompleta. La milicia de Hezbo-
llah mantuvo (e incluso incrementó) su capacidad militar, en tanto que el resto 
de las milicias fueron privadas de su armamento pesado y quedaron oficial-
mente disueltas. En la práctica, cada partido mantuvo cierto número de com-
batientes capaces de tomar las armas en caso necesario. De igual forma, los 
líderes de estas milicias se convirtieron a menudo en los protagonistas de la vida 
política de la II República, conservando además su gran influencia económica 
y social adquirida durante el conflicto civil. En definitiva, Ta’if no rompió con 
la tradición clientelista y confesional de la política libanesa, pero alteró los 
equilibrios de poder existentes en detrimento de los líderes maronitas 
(Fakhoury-Mühlbacher, 2009: 164-176; Kingston y Zahar, 2004).

La explicación de este desarrollo hay que buscarla en la estrategia de 
Hafez el-Asad, que se basó en la idea de «divide y vencerás». Desde este punto 
de vista, el poder maronita proyectaba una amenaza que debía ser neutralizada 
a través de una reforma institucional que reforzara el papel de las comunida-
des suní y chií, la primera de las cuales garantizaba recursos económicos a tra-
vés del millonario Rafik Hariri y de Arabia Saudí, mientras que la segunda 
proporcionaba una fuerza de resistencia esencial para evitar que Israel conso-
lidara su presencia en el Golán y en el Líbano meridional, con su llamada 
«zona de seguridad»8. Los principales partidos cristianos experimentaron un 

7	 El presidente de la República perdía el poder ejecutivo (que pasaba al Consejo de 
Ministros) y el de iniciativa legislativa.

8	 La «zona de seguridad» era un espacio en el Líbano meridional, ocupado por el Ejército 
israelí y su milicia aliada denominada «Ejército del Sur del Líbano». La zona fue mantenida 
hasta el año 2000, cuando los ataques de Hezbollah aconsejaron su desmantelamiento.
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evidente declive, siendo sus líderes marginados y reemplazados por otros más 
manejables. Las Fuerzas Armadas Libanesas (FAL) fueron reformadas, conso-
lidando el papel de una nueva generación de oficiales cristianos, tales como su 
nuevo comandante en jefe, Émile Lahoud, quien colaboró estrechamente con 
los asesores sirios en todo el proceso de reestructuración. Esta reforma implicó 
que las FAL se rigieran a partir de entonces por una «doctrina del consenso», 
según la cual su actuación estaría condicionada a la existencia de un acuerdo 
previo entre los principales grupos del país (Salloukh et al., 2015: 20-28 y 
127-131).

Por su parte, líderes tradicionales como Amin Gemayel, Samir Geagea, 
Raymond Eddé o Michel Aoun promovieron un boicot a las nuevas institucio-
nes, por lo que sus partidos quedaron marginados. Posteriormente, trataron de 
corregir su error y buscaron su retorno a las instituciones, pero Asad intentó 
evitarlo mediante el recurso a la ingeniería electoral, de manera que el gerry-
mandering se convirtió en una práctica extendida, escogiéndose el tamaño de 
los distritos electorales de acuerdo con las necesidades de los aliados de Siria. 
Por otra parte, la distribución de los nuevos escaños entre las distintas confesio-
nes en cada distrito no seguía una lógica demográfica, sino que los partidos 
cristianos se quejaban de que sus representantes debían ser a veces elegidos en 
distritos en los que su comunidad tenía un escaso peso demográfico. Al propio 
tiempo, la mediación de Asad resultaba clave en la formación de coaliciones 
electorales y en la de los Gobiernos. En consecuencia, los líderes cristianos 
opuestos a Damasco solo obtuvieron una modesta representación institucio-
nal, al tiempo que sus propias disputas internas impedían su cooperación y 
favorecían las políticas del líder sirio. Estas circunstancias determinaron que las 
principales preocupaciones de la minoría cristiana (oposición a la nacionaliza-
ción de los refugiados palestinos, descentralización política, una nueva ley elec-
toral, mayor fortalecimiento de las instituciones en manos cristianas…) 
quedaran olvidadas (Zahar, 2005: 233-4; Salloukh et al., 2015: 89-96).

Este sentimiento de marginación quedó reforzado por la situación de ais-
lamiento internacional. Los años noventa se caracterizaron por un compro-
miso entre Washington, Riad y Damasco por el cual Asad logró imponer su 
hegemonía en el país vecino, a cambio de reconocer los intereses saudíes (repre-
sentados por el nuevo primer ministro, Rafik Hariri) y de colaborar con Esta-
dos Unidos en aspectos como las sanciones contra Irak o el proceso de paz en 
Oriente Medio. Por su parte, Irán logró que el mantenimiento de las armas 
en manos de Hezbollah le sirviera como instrumento de influencia en el esce-
nario del conflicto árabe-israelí, otorgando a la milicia chií un papel de líder de 
la resistencia. A su vez, Francia e Israel se desentendieron de la política libanesa. 
En otras palabras, los partidos cristianos se vieron privados de sus tradicionales 
aliados exteriores, lo que no hizo sino debilitar su propia posición interna.
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Finalmente, la comunidad cristiana experimentó una crisis demográfica 
continua. La emigración ha sido una opción muy habitual entre los libaneses 
como medio de mejorar sus condiciones de vida. Los cristianos han preferido 
en general emigrar hacia países occidentales, donde se han asentado de forma 
más permanente y donde sus lazos con su país de origen se han visto bastante 
debilitados. Esto ha reforzado su declive demográfico, al tiempo que ha 
dañado su poder político y económico con respecto a otras confesiones. A ello 
se añade el que no se haya hecho realidad el retorno a sus hogares de muchos 
cristianos desplazados durante la guerra civil (Verdeil et al., 2007: 64-90). Por 
otra parte, la gran mayoría de los cristianos rechaza tanto el asentamiento per-
manente como la nacionalización de los refugiados palestinos que habitan en 
el país, ya que ello les colocaría en una posición demográfica completamente 
marginal (un sentimiento compartido en general por toda la población liba-
nesa, salvo los suníes)9.

IV.	 EL BLOQUEO DEL SISTEMA POLÍTICO

Tras la muerte de Hafez al-Asad (2000) y su sustitución por su hijo Bas-
har, el contexto regional resultó crecientemente desfavorable para el nuevo 
líder. La posición de Washington viró notablemente, especialmente tras 
la invasión de Irak (2003), comenzando a exigir a Asad su cooperación en la 
lucha contra la insurgencia en ese país y su ruptura con Hezbollah y Hamas. 
En vista de la insatisfactoria respuesta de Damasco, Washington presionó en 
suelo libanés a través de la adopción de sanciones. Esta política fue apoyada 
por Arabia Saudí debido a las dificultades en la relación entre Bashar el-Asad 
y Rafik Hariri. En este contexto, algunos partidos libaneses percibieron la oca-
sión de liberarse de la tutela siria apoyándose en la nueva coalición internacio-
nal. Aquellos grupos cristianos que habían quedado hasta entonces marginados 
pasaron a movilizar a sus partidarios y se acercaron a algunos de sus tradicio-
nales rivales, como Walid Jumblatt, para articular una plataforma anti-Asad 
(Baroudi y Salamey, 2011; Corm, 2006: 323-348).

El asesinato de Rafik Hariri (febrero de 2005) generó un clima de indig-
nación que desembocó en el fin de la hegemonía siria. Las movilizaciones de 
masas dentro de la llamada Revolución del Cedro estuvieron principalmente 
compuestas por manifestantes cristianos y suníes, destacando el papel jugado 

9	 El principal veto al retorno cristiano ha procedido del Partido Socialista Popular druso 
(PSP), ya que la llegada masiva de cristianos al Chouf debilitaría su control político de 
la zona.
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por los jóvenes simpatizantes del Movimiento Patriótico Libre (MPL) de 
Michel Aoun. En ese escenario, Asad optó por retirar sus tropas del país 
vecino, pero al mismo tiempo sus aliados libaneses (especialmente Hezbollah 
y Amal) pasaron a mostrar una destacada presencia en las calles, de modo que 
las manifestaciones a favor y en contra de Siria se convirtieron en multitudi-
narias, demostrando la fractura social existente (Chemaly, 2009: 27-41).

Pero la cooperación entre los partidos cristianos no sobrevivió a la salida 
de las tropas sirias. La fuerte presencia de los seguidores del MPL en las calles 
hizo temer a los líderes de la Falange (Amin Gemayel), de las Fuerzas Libane-
sas (Samir Geagea) y del Partido Nacional Liberal (Dory Chamoun) que 
Aoun podría convertirse en el líder indiscutible de la comunidad cristiana. 
Esto les condujo a pactar con el Movimiento de Futuro de la familia Hariri la 
creación de una coalición (el 14 de Marzo) que dejara fuera al MPL. Curiosa-
mente, el 14 de Marzo llegó a acuerdos en algunos distritos con Hezbollah y 
Amal con vistas a derrotar a los candidatos de Aoun, quien por su parte trató 
de evitar ese resultado aliándose con políticos cristianos tradicionalmente pro-
sirios, tales como el Movimiento Marada de la familia Frangieh. Los resulta-
dos finales señalaron que el MPL era claramente el partido cristiano más 
votado, pero las alianzas postelectorales lo dejaron fuera del Gobierno. Por 
otra parte, mientras el voto chií se concentraba en Amal y Hezbollah y el voto 
suní respaldaba al Movimiento de Futuro, las preferencias cristianas se halla-
ban mucho más fraccionadas (Abirached, 2012: 45-49; International Crisis 
Group, 2008: 6-7).

En ese contexto, el MPL optó por establecer una alianza con Hezbollah, 
con lo que el país quedó fracturado en dos bloques. Por un lado, la Coalición 
14 de Marzo, que contaba con un enorme respaldo de la comunidad suní, gra-
cias a la cooperación entre la familia Hariri y grupos islamistas. Además, sus 
apoyos entre los cristianos eran apreciables (sobre todo, entre los maronitas), 
gracias a la presencia de las Fuerzas Libanesas y de la Falange. La mayoría del 
voto druso era aportada por Walid Jumblatt, mientras que su punto débil era 
el escaso apoyo entre los chiíes. Por otro lado, la Coalición 8 de Marzo era fuer-
temente respaldada entre la comunidad chií gracias a la alianza entre Hezbollah 
y Amal, al tiempo que contaba con la presencia del principal partido cristiano 
(el MPL), además del Marada. Sin embargo, sus apoyos entre drusos y suníes 
resultaban bastante débiles. La composición de estas coaliciones mostraba una 
de las tendencias de la política libanesa en los últimos años, de acuerdo con la 
cual la creciente rivalidad confesional entre chiíes y suníes ha quedado equili-
brada por la división de la comunidad cristiana (véase la tabla 1).

El acuerdo con Hezbollah fue justificado por Aoun como un intento de 
acercamiento a la comunidad chií, previendo una posición crecientemente 
hegemónica por parte de esta última en los próximos años, de modo que el 
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objetivo residiría en asegurar un puesto de relevancia para los cristianos en el 
Líbano del futuro. Por otra parte, el apoyo del 8 de Marzo resultaba esencial 
para las aspiraciones presidenciales de Aoun (Nir, 2014: 58-59). Pero en rea-
lidad este acuerdo fue netamente defensivo, ya que permitió que Aoun evitara 
quedar marginado frente a los partidos cristianos integrados en el 14 de 
Marzo, mientras que a Hezbollah le sirvió para bloquear los intentos de la 
familia Hariri de imponer su liderazgo en el país. De hecho, el sistema insti-
tucional ha tendido a quedar paralizado a raíz de una completa falta de enten-
dimiento entre las dos grandes coaliciones sobre las reformas a llevar a cabo. 
Las discrepancias no han girado sobre diferentes visiones socioeconómicas, 
sino que se han centrado en el reparto de poder entre los distintos actores y en 
los vínculos internacionales del país (Selloukh et al., 2015: 28-29; Internatio-
nal Crisis Group, 2009: 9).

Este bloqueo se puso en evidencia en 2008, cuando el final del mandato 
del presidente Émile Lahoud dio paso a fuertes tensiones que condujeron a 
combates entre milicias rivales en el mes de mayo, saldadas con la victoria par-
cial del 8 de Marzo. La posterior negociación con respaldo internacional dio 
como resultado los Acuerdos de Doha, que implicaron la elección de un presi-
dente independiente (el hasta entonces comandante en jefe de las FAL, general 
Michel Suleiman), así como la formación de un Gobierno en el que los minis-
tros del 8 de Marzo tendrían garantizada una minoría de bloqueo (un tercio del 
total del Gabinete). Además, la presión cristiana aseguró una reforma electoral, 
reemplazando los amplios distritos electorales existentes hasta entonces, en los 
cuales la composición religiosa era más variada, por otros más pequeños en 
los que se garantizaba que un electorado mayoritariamente cristiano elegía a los 
parlamentarios cristianos (Ekmekji, 2012: 7; Salamey, 2009: 97).

Tras las elecciones de 2009 surgió un nuevo Gobierno de concentración 
bajo la dirección de Saad Hariri, compuesto por los principales partidos del 
país. Pero lejos de darse una colaboración entre ellos, las tensiones entre las 
dos coaliciones convirtieron al ejecutivo en inoperante. El abandono por parte 
de Walid Jumblatt de su alianza con Hariri en 2011 provocó la caída de este 
último, siendo reemplazado por Najib Mikati en un Gobierno dominado por 
el 8 de Marzo, lo que suscitó un agravamiento de las tensiones internas, a lo 
que también contribuyeron los efectos de la guerra civil siria. El comporta-
miento de los partidos cristianos con respecto a la guerra vecina fue fiel a sus 
compromisos dentro de sus respectivas coaliciones, con Samir Geagea apo-
yando a la insurgencia y criticando la intervención armada de Hezbollah, y 
Michel Aoun aceptando esta última como contribución a la defensa frente al 
yihadismo salafista, principal amenaza para todos los cristianos del Próximo 
Oriente. En zonas como Trípoli, Akkar o Sidón, grupos armados suníes 
emplearon la violencia (especialmente contra miembros de las minorías alauí 
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y chií) como forma de protesta frente a lo que percibían como una margina-
ción de su comunidad. Por su parte, Hezbollah exigía a las FAL una interven-
ción más decidida en la lucha contra el yihadismo salafista. Esto condujo a un 
bloqueo político reflejado en la prolongación del mandato del Parlamento y 
en la dimisión de Mikati (marzo de 2013), abriéndose una larga negociación 
que desembocó en la formación de un Gobierno de unidad nacional, presi-
dido por Tammam Salam, cuya actividad fue bastante reducida ante la falta de 
acuerdo sobre los aspectos más relevantes. Sin embargo, su lucha contra el 
yihadismo salafista fue más decidida, habida cuenta de que este objetivo cua-
draba con los intereses tanto de Hezbollah como del Movimiento de Futuro 
(Lion Bustillo, 2014: 218-224)10.

El final del mandato de Michel Suleiman en mayo de 2014 desató una 
nueva fase de bloqueo institucional, algo previsible en un momento en el que 
las profundas rivalidades entre el 8 y el 14 de Marzo se vieron agudizadas ante 
los acontecimientos de la guerra civil siria. Según la Constitución libanesa, el 
presidente de la República es elegido por el Parlamento, requiriéndose una 
mayoría de dos tercios en la primera vuelta y una mayoría simple en las siguien-
tes, siempre que haya quorum suficiente. Dado el fraccionamiento entre ambas 
coaliciones, los líderes libaneses tenían ante sí dos opciones: por un lado, 
podían ponerse de acuerdo sobre un presidente surgido de entre los principales 
políticos maronitas o, por otro, cabía la posibilidad de escoger un candidato 
con un perfil más independiente proveniente probablemente de las Fuerzas 
Armadas o de la Administración civil. Por lo que se refiere a la primera opción, 
los principales líderes cristianos, Michel Aoun y Samir Geagea, suscitaban gran 
animosidad en distintos sectores. Aoun era visto por muchos suníes como un 
firme partidario de una alianza cristiano-chií que estaba marginando a su con-
fesión y promoviendo la cooperación con el régimen de Damasco. Por otra 
parte, para un buen número de libaneses, Geagea era el responsable de algunas 
de las peores atrocidades de la guerra civil, además de impulsar una política 
exterior volcada hacia Estados Unidos y Arabia Saudí. Finalmente, la enorme 
hostilidad existente entre ambos candidatos hacía probable un veto mutuo que 
dificultaba la elección de cualquiera de ellos. La figura independiente que podía 
concitar un mayor grado de consenso era la del general Jean Kahwagi, coman-
dante en jefe de las FAL, repitiendo el recurso ya empleado en otras ocasiones, 

10	 Si para Hezbollah era imprescindible proteger a la comunidad chií de los ataques 
salafistas, para el Movimiento de Futuro resultaba necesario frenar el auge de aquellos 
grupos que le pueden disputar el liderazgo de la comunidad suní. De ahí que acepte 
reprimirlos en la medida en que sea necesario para controlarlos, pero evitando su 
completa eliminación.
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gracias al prestigio que esa institución posee. No obstante, el activo papel de 
Kahwagi en la lucha contra el yihadismo salafí en los últimos años generaba 
cierta controversia entre sectores de la comunidad suní que podían percibirle 
como demasiado inclinado a la colaboración con Damasco. Pero sus principa-
les enemigos eran los propios Aoun y Geagea, deseosos de asegurarse la Presi-
dencia11. El 14 de Marzo propuso formalmente la candidatura de Geagea, si 
bien el grado de apoyo conseguido fue insuficiente. De este modo, se desem-
bocó en un callejón sin salida, sin que ninguna de las dos coaliciones pareciera 
realizar movimientos significativos para superar el bloqueo (Shabb, 2014).

Sin embargo, en noviembre de 2014 el Movimiento de Futuro propuso 
la candidatura de Suleiman Frangieh, provocando una sorpresa general dados 
los estrechos vínculos tanto políticos como personales que Frangieh y su fami-
lia poseen con Bashar el-Asad. Su partido, el Marada, es un pequeño grupo 
maronita que tiene su base en la zona septentrional del país, en la ciudad de 
Zghorta, encontrándose integrado en el 8 de Marzo. Por todo ello, su nom-
bramiento complacería lógicamente al régimen de Damasco, muy necesitado 
de garantizar la colaboración de su vecino en la lucha contra los grupos yiha-
distas establecidos en el espacio fronterizo entre ambos países. Su relación con 
Aoun ha sido de colaboración, si bien más por interés común que por afinidad 
personal. Por su parte, la relación de Frangieh con Geagea es muy complicada 
en razón de la matanza de varios miembros de su familia a cargo de las Fuerzas 
Libanesas durante la guerra civil12.

Los motivos de Saad Hariri para proponer a Frangieh fueron muy sutiles, 
estando condicionados por los delicados equilibrios que caracterizan la polí-
tica del país. Así, en lugar de un candidato de perfil independiente, la opción 
de escoger a un dirigente de la coalición rival pudo tener dos motivaciones: 
dividir al 8 de Marzo o promover un acuerdo más amplio en el que se inclu-
yera también el nombramiento de Hariri como nuevo primer ministro. Por lo 
que se refiere a la primera posibilidad, esta generaba un grave problema para 
Hezbollah, ya que si aceptaba la oferta de Hariri ello implicaba marginar a 
Aoun, quien no se resignaría, provocando una probable crisis interna en la 
Coalición 8 de Marzo y su hipotética ruptura.

11	 Para muchos suníes, las FAL son muy estrictas en su lucha contra el yihadismo 
salafista, mientras que ignoran deliberadamente el armamento de Hezbollah.

12	 Suleiman Frangieh es nieto del expresidente de la República del mismo nombre, 
quien se mostró como el político maronita más cercano a Asad. El padre del actual 
candidato era Tony Frangieh, asesinado en junio de 1978 por las Fuerzas Libanesas. 
Sus hijos se refugiaron en Siria bajo la protección de Hafez el-Asad (Aubin-Boltanski, 
2012: 63-64).
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Igualmente, cabe la hipótesis de que Hariri aspirara a incluir la elección 
presidencial dentro de un paquete de acuerdos que abarcara otras cuestiones 
políticas. En primer término, el fin del mandato de Jean Kahwagi como 
comandante en jefe de las FAL abría una compleja negociación de gran rele-
vancia, dada la enorme responsabilidad de quien ostenta esa posición en un 
contexto de importantes brotes de violencia en algunas zonas del país, 
debiendo frenar el yihadismo salafista. Entre los principales candidatos a suce-
derle se encontraba la figura de Chamel Roukouz, yerno de Michel Aoun, 
cuya elección habría reforzado enormemente la posición política del MPL13. 
Por el contrario, si Hariri aceptaba a un presidente integrado en el 8 de Marzo 
(como es el caso de Frangieh), podía en compensación demandar que el 
comandante de las FAL fuera alguien cercano al 14 de Marzo, logrando así 
una mayor influencia en esa institución. Otros cargos de relevancia que podían 
ser incluidos en este paquete eran los del jefe de la Inteligencia Militar 
(Edmond Fadel), el de las Fuerzas de Seguridad Interior (Ibrahim Basbous) o 
el jefe del Estado Mayor del Ejército (Walid Salman), cuyos mandatos habían 
sido prorrogados por el ministro de Defensa empleando una normativa de 
excepción ante la falta de acuerdo gubernamental para elegir sustitutos (Gha-
nem, 2015).

Pero el principal aspecto susceptible de negociación era el retorno del 
propio Hariri al puesto de primer ministro. En los últimos años, la red clien-
telista del Movimiento de Futuro entre la comunidad suní se ha visto debili-
tada en un momento en el que la guerra civil en Siria ha reforzado el yihadismo 
en toda la región. Algunos libaneses se unieron a la insurgencia siria, pero la 
ayuda prestada a la misma por el Movimiento de Futuro no surtió un gran 
efecto, en contraste con la eficaz intervención de Hezbollah en apoyo de Asad. 
A ello hay que añadir que grupos insurgentes han utilizado el espacio fronte-
rizo entre ambos países para actividades logísticas y para lanzar ataques contra 
las fuerzas de Asad, e incluso llevan a cabo acciones violentas en el propio 
Líbano, dirigiéndolas contra las FAL, Hezbollah o la comunidad chií en gene-
ral. En este entorno, la respuesta de las FAL y Hezbollah ha consistido en des-
mantelar las redes yihadistas, pero esto ha generado una elevada contestación 
entre los suníes, al tiempo que el Movimiento de Futuro se veía entre la espada 
y la pared, ya que su control de los ministerios de seguridad en el Gobierno de 

13	 El general Roukouz ha estado al frente de las Fuerzas Especiales libanesas durante 
varios años, siendo el responsable directo de acciones contra combatientes salafistas en 
escenarios como Nahr el-Bared, Sidón o Arsal, lo que le ha granjeado grandes apoyos 
entre muchos libaneses (especialmente cristianos y chiíes), mientras que entre los 
suníes han surgido críticas notables contra él (De Taisne, 2015: 1-2). 
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Tammam Salam le empujaba a luchar contra el yihadismo, mientras que una 
parte de sus electores simpatizaba con este último. El problema para el Movi-
miento de Futuro reside en que los radicales suníes han jugado en el pasado 
un papel esencial en la consecución de algunos de sus triunfos electorales en 
zonas como Trípoli, donde sus propias bases sociales son menos firmes y nece-
sita el apoyo de distintos clérigos salafistas. En esos ambientes, Hariri es per-
cibido como un líder débil y escasamente comprometido con los asuntos del 
país (Ghanem, 2016; Nir, 2014: 65-69).

Por ello, Hariri necesitaba retornar a la Jefatura del Gobierno para refor-
zar su posición dentro de su comunidad, algo imposible de lograr ante el veto 
de Hezbollah (Salamey, 2015: 10). Sin embargo, un acuerdo global con el 8 
de Marzo sobre las principales magistraturas podría permitir que dicho veto 
resultara levantado. En cualquier caso, parece probable que las intenciones de 
Hariri tuvieran un doble carácter. De salir adelante el acuerdo global, él podría 
ser de nuevo primer ministro, al tiempo que la elección de Frangieh debilitaría 
la relación entre Hezbollah y Aoun. En el caso de que Hezbollah rechazara la 
propuesta, entonces el agraviado sería Frangieh, quien probablemente se dis-
tanciaría del 8 de Marzo.

También se debe tener en cuenta la influencia que otros países ejercen 
en la elección presidencial, lo que constituye una de las características tradi-
cionales de la política libanesa. El procedimiento habitual consiste en una 
negociación en la que participan tanto los partidos como sus aliados extran-
jeros, siendo capaces de establecer complicadas alianzas que reflejan el equi-
librio de poder existente en cada momento. En el caso del presidente 
Suleiman, tanto Washington como Damasco, Teherán y Riad le otorgaron 
su visto bueno, convenciendo además a sus respectivos aliados libaneses de su 
idoneidad. El problema es que la actual tensión entre algunas de esas poten-
cias resulta especialmente inapropiada para alcanzar el consenso necesario. La 
relación entre Irán y Arabia Saudí se ha vuelto aún más difícil, con ambos 
países asumiendo un gran protagonismo en la región, lo que está generando 
una rivalidad entre chiíes y suníes. El juego de politizar las diferencias religio-
sas posee una enorme capacidad para inflamar las tensiones sociales y dañar 
la convivencia multicultural, algo especialmente amenazador para un país 
como el Líbano. Por su parte, Obama llevó a cabo un acercamiento a Irán, 
creando un cierto espacio de colaboración, algo favorecido por la amenaza de 
un enemigo común, el yihadismo salafista transnacional. Pero esa evolución 
ha generado tensiones entre Washington y Riad, cuyas políticas no siempre 
son coincidentes, si bien Donald Trump parece tratar de recomponer los 
lazos con Arabia Saudí. Finalmente, la guerra civil siria hace que el tradicio-
nal papel de Damasco en la elección de un presidente libanés tenga un perfil 
más bajo. En otras palabras, en ausencia de una potencia hegemónica en el 
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Líbano que pueda imponer un candidato, la clave reside en alcanzar un con-
senso aceptable para todos (Einav, 2014: 2-3).

En ese sentido, parece existir una voluntad generalizada de aislar al 
Líbano de las tensiones regionales, pero no podemos olvidar que cualquier 
compromiso es susceptible de alterar los equilibrios de poder existentes. De 
hecho, Irán parece ahora mismo satisfecho con el grado de influencia que ha 
obtenido en la política libanesa a través de sus aliados. Al propio tiempo, la 
evolución de los acontecimientos en Siria resulta favorable para sus intereses, 
puesto que la posición de Asad se ha visto reforzada. No obstante, los recursos 
de Hezbollah se hallan sometidos a una fuerte presión, por lo que un Líbano 
en paz evita que los mismos se dispersen en exceso. Por el contrario, Arabia 
Saudí recela de la actual evolución de los acontecimientos, ya que su apoyo a 
la oposición siria no ha dado aún los resultados esperados, mientras que las 
esperanzas depositadas en la Coalición 14 de Marzo con vistas a dominar la 
política libanesa han quedado defraudadas. Este malestar se ha visto reflejado 
en algunas decisiones, como la de cortar su ayuda militar para el reforza-
miento de las FAL o sus ácidas críticas contra la diplomacia de Beirut, la cual 
se ha negado a apoyar a Arabia Saudí frente a Irán en ámbitos como la Liga 
Árabe (Salamey, 2015; Ghanem, 2016). Por otra parte, la creciente presencia 
de organizaciones yihadistas de tipo transnacional (Estado Islámico, Jabhat 
al-Nusra) se está dejando sentir crecientemente, lo que se ha reflejado en un 
aumento de la violencia política. Esto ha atemorizado no solo a las minorías 
alauí y chií, sino también a la cristiana, que ve con suspicacia la política saudí 
en la zona y que en ocasiones ha manejado un acercamiento a Hezbollah y a 
Irán como posibles aliados frente a un sunismo cada vez más radicalizado. 
Estas circunstancias han permitido a Aoun negociar la cuestión presidencial 
desde una cierta posición de fuerza sobre sus adversarios (Salloukh et al., 
2015: 167-169).

Todo lo anterior indica que un compromiso sobre un candidato a la Pre-
sidencia requería que el mismo garantizara a la vez un mantenimiento del 
statu quo, en el sentido de que el elegido no desafiara la posición especial de 
Hezbollah en el sistema libanés, pero que igualmente permitiera al Movi-
miento de Futuro recobrar parte de la influencia perdida entre los suníes. Por 
otra parte, la gran rivalidad entre Irán y Arabia Saudí otorgaba a los cristianos 
una notable relevancia en la negociación, ya que ambas potencias necesitan de 
la minoría cristiana para legitimar su imagen de moderación y para inclinar el 
equilibrio de fuerzas en su favor en la arena libanesa. De ahí que los principa-
les líderes cristianos tuvieran en este escenario una mayor capacidad para pro-
yectar sus aspiraciones a la Presidencia de la República, en contraste con otros 
momentos en los que las potencias extranjeras pudieron imponer candidatos 
de perfil bajo.
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V.	 EL CAMINO DEL COMPROMISO: EL ACUERDO AOUN-GEAGEA

La posibilidad de un acuerdo entre el Movimiento de Futuro y Hezbollah 
para otorgar la Presidencia a Suleiman Frangieh provocó una airada reacción 
por parte de Aoun y Geagea, quienes compartían el deseo de alcanzar el Palacio 
de Baabda14, una aspiración que había quedado bloqueada anteriormente, entre 
otras razones, por su veto mutuo. Tras la iniciativa de Saad Hariri nuevamente 
se corría el riesgo de que un pacto entre musulmanes dejara decidida la elección 
presidencial sin que los principales líderes cristianos jugaran un papel relevante. 
Para evitar este resultado, la reunión que Aoun y Geagea mantuvieron en julio 
de 2015 (la primera desde la guerra civil) les permitió alcanzar un acuerdo sobre 
una serie de puntos relativos al futuro del país. Entre ellos, cabe destacar: la 
voluntad de lograr entre ambos un consenso sobre los diferentes temas políticos 
(punto 1º); compromiso con Ta’if, pero logrando su completa aplicación, lo que 
incluiría una representación adecuada para todos y una nueva ley electoral (pun-
tos 4º, 5º y 14º); elección de un presidente «fuerte» (punto 6º); apoyo total a las 
FAL y compromiso de extender su control a todo el territorio nacional (punto 
8º); política exterior de amistad con todos los países (especialmente los árabes), 
si bien se considera a Israel como un enemigo, reconociéndose el derecho de 
retorno de los palestinos, pero rechazando su posible nacionalización en el 
Líbano (punto 9º); un elevado nivel de seguridad en las fronteras, garantizando 
que los terroristas no puedan llegar desde Siria y que se corte el envío de armas 
a ese país (punto 10º); solución al problema de los refugiados sirios (punto 13º); 
y descentralización institucional (punto 15º). Como podemos ver, este acuerdo 
recoge las principales demandas tradicionales de la comunidad cristiana desde 
los años noventa. Si se valoran las concesiones de ambas partes, Geagea consi-
guió el apoyo de Aoun para la extensión de la autoridad de las FAL a todo el 
territorio, lo que hacía una sutil referencia al desarme de Hezbollah. Sin 
embargo, esta cuestión quedaba matizada por el hecho de que Aoun lograra 
la calificación de Israel como enemigo, lo que le permite aducir que mientras la 
debilidad de las FAL se mantenga, la Resistencia (es decir, la estructura armada 
de Hezbollah) debe ser preservada. Por otro lado, los peligros derivados de la 
guerra civil siria tienen un lugar destacado, ya que tanto la amenaza yihadista 
como la llegada masiva de refugiados (mayoritariamente suníes) son vistos 
como retos que cuestionan tanto el papel político de los cristianos libaneses como 
incluso su propia continuidad en el país. En enero de 2016, ambos partidos 
reforzaron su acuerdo mediante el nombramiento de Aoun como candidato 
común a la Presidencia de la República (Saddi, 2015).

14	 Sede de la Presidencia de la República.
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Ante el compromiso entre Aoun y Geagea, la clave se encontraba en la 
posición del Movimiento de Futuro y de Hezbollah. Inicialmente, a pesar de 
la labor de mediación francesa, Saad Hariri rechazó la candidatura de Aoun, 
quien respondió con una movilización de sus partidarios, dándose algunos 
choques con el Ejército que sirvieron para desactivar las aspiraciones presiden-
ciales de Kahwagi (Dagher, 2015). Mientras tanto, Hezbollah estaba obligado 
a apoyar la candidatura de Aoun si no quería ver rota su alianza con el líder 
cristiano y si deseaba apaciguar la situación libanesa en un momento en el que 
su intervención en Siria ponía a prueba sus recursos. Por ello, se mostró dis-
puesto a un compromiso en la negociación de los principales temas nacionales 
(ley electoral, nombramientos de cargos públicos), lo que implicaba alcanzar 
un «Doha 2», de manera que se acordara un paquete global de decisiones, 
entre las que se incluía el retorno de Saad Hariri a la Jefatura del Gobierno 
(Antonios, 2016). Por su parte, este era consciente de que su popularidad 
entre la comunidad suní estaba menguando de forma acelerada, por lo que la 
única forma de conseguir el visto bueno de Hezbollah para su retorno al 
puesto de primer ministro radicaba en aceptar la candidatura de Aoun a la 
Presidencia, optando por dar finalmente ese paso (Noujeim, 2016).

Así, Aoun garantizó su elección en octubre de 2016 con el voto favorable 
de los dos principales partidos cristianos y de los dos principales partidos 
musulmanes. Sin embargo, pronto se vio que este compromiso entre los gran-
des partidos generaba reacciones especialmente hostiles entre aquellos actores 
acostumbrados a utilizar su posición intermedia para reforzar su influencia. 
Este fue el caso del líder druso Walid Jumblatt, que temía que un reforza-
miento cristiano le privara de su papel de fiel de la balanza en la política nacio-
nal, o el del presidente del Parlamento, Nabih Berri, quien suele beneficiarse 
de su actividad como intermediario entre Hezbollah y los políticos del 14 de 
Marzo. Por ello, ambos mantuvieron su apoyo a Frangieh. También la Falange 
se mostró hostil hacia el acuerdo Aoun-Geagea ante el temor de quedar mar-
ginada por la nueva mayoría cristiana (Naharnet Newsdesk, 2016).

Tras el compromiso por la Presidencia, la negociación se centró en el 
retorno de Saad Hariri al puesto de primer ministro y en quién formaría parte 
de su Gabinete. A pesar de las dificultades, el clima de incertidumbre existente 
por las amenazas de la guerra en Siria condujo a los partidos a una mayor 
moderación, aceptando un Gobierno de concentración que llenara el vacío de 
poder existente mientras se negociaba una nueva ley electoral (Dakroub, 
2017). Por otra parte, las elecciones municipales pudieron celebrarse con nor-
malidad, proporcionando unos resultados en los que destacaba el voto de cas-
tigo a los grandes partidos, demostrando el creciente descontento por el 
bloqueo institucional existente, que dificultaba afrontar los problemas exis-
tentes (Salloukh et al., 2015: 69). Precisamente, el temor al surgimiento de 
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nuevas fuerzas políticas que desafiaran su control empujó a las principales 
fuerzas a mostrarse más flexibles en la negociación de una nueva ley electoral, 
destacando la moderación de las Fuerzas Libanesas, deseosas sin duda de mos-
trar a Hezbollah que Geagea puede ser un futuro presidente aceptable para el 
partido chií. En primer lugar, hubo un acuerdo amplio en junio de 2017 para 
reemplazar el sistema mayoritario por uno proporcional, si bien sus efectos 
sobre la proporcionalidad en la distribución de escaños quedan matizados por 
la reducida magnitud de muchos de los 15 distritos electorales y por la exis-
tencia de una barrera electoral del 10 % de los sufragios emitidos. Las princi-
pales voces críticas han venido tanto de los pequeños partidos (Marada, 
Falange) como de las formaciones emergentes, que consideran que la reforma 
se ha quedado corta, a pesar de lo cual votaron a favor de la misma. Además, se 
decidió prorrogar el mandato del Parlamento hasta las próximas elecciones 
generales, fijadas para la primavera de 2018. Con ello, se ha puesto fin por el 
momento a la larga situación de interinidad en que han vivido las principales 
instituciones del país. Sin embargo, queda por saber hasta qué punto este 
compromiso inaugura una nueva fase de entendimiento, o si simplemente se 
trata de una tregua provisional entre los principales partidos que han reaccio-
nado ante su pérdida de popularidad en los últimos años debido a su intran-
sigencia a la hora de buscar los compromisos que garanticen el bienestar del 
país (Haddad, 2017).

En este contexto, resulta clave evaluar qué influencia puede tener el 
pacto Aoun-Geagea en la futura política libanesa, abriéndose tres escenarios 
posibles:

1.	 MANIOBRA TÁCTICA

La larga hostilidad entre Aoun y Geagea ha tenido por efecto un debili-
tamiento de la posición de los partidos cristianos en la arena política libanesa, 
como se demostró en la elección presidencial de Michel Suleiman en 2008. 
En 2014 era probable que se repitiera ese resultado con la elección de un can-
didato de consenso. Esto se ha evitado, permitiendo así un reforzamiento de 
la posición de ambos partidos cristianos dentro de sus respectivas coaliciones, 
dando un toque de atención a Hezbollah y al Movimiento de Futuro para 
tener más en cuenta los intereses de sus aliados (Wood, 2016).

2.	 POLO CRISTIANO

El contexto actual de auge del islamismo a nivel regional puede conducir 
a una colaboración más estrecha entre los partidos cristianos, los cuales ten-
drían la opción de alcanzar una unidad de acción que se podría plasmar en 
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listas conjuntas a las elecciones generales en algunos o en todos los distritos, 
en unidad de voto parlamentario ante ciertos temas o en acuerdos previos para 
apoyar a candidatos comunes a algunas magistraturas. El mayor grado de cola-
boración lo constituiría la formación de una coalición política estable entre los 
principales partidos cristianos. Pero el principal obstáculo para ello radica en 
la tendencia a la fragmentación y el enfrentamiento dentro de la élite política 
cristiana, no tanto por diferencias ideológicas como por rivalidades persona-
les. Así, las últimas elecciones municipales (mayo de 2016) han puesto de 
manifiesto que las candidaturas conjuntas del MPL y las Fuerzas Libanesas 
han sufrido una fuerte oposición por parte de otros partidos (Falange, Marada) 
que temen que ambas formaciones monopolicen la representación de su 
comunidad (Fayad, 2016).

De confirmarse el surgimiento de un polo cristiano, su efecto inmediato 
radicaría en la transformación del actual sistema de partidos, basado en dos 
coaliciones multiconfesionales enfrentadas, para pasar a otro en el que tres 
fuerzas de carácter predominantemente confesional (un 8 de Marzo chií, un 
14 de Marzo suní y el nuevo polo cristiano) se disputarían entre sí el control 
de las instituciones. Una ventaja del nuevo modelo radicaría en que encajaría 
con el sistema institucional de troika vigente desde Ta’if, por el cual las nego-
ciaciones entre el presidente de la República, el primer ministro y el presidente 
del Parlamento son las que otorgan el impulso político necesario para el fun-
cionamiento de las instituciones (Kingston y Zahar, 2004). Si cada una de 
estas magistraturas quedara en manos de los principales líderes políticos de las 
respectivas comunidades, las decisiones de las instituciones tendrían al menos 
la ventaja de contar con un elevado consenso. Por otra parte, cabría la posibi-
lidad de que entre esos tres grupos confesionales se estableciera (tal como ha 
sido sugerido) un sistema rotatorio en las distintas magistraturas, contribu-
yendo así a reducir agravios.

Pero este giro no dejaría de esconder serios riesgos. Al quedar la represen-
tación política en manos de tres bloques numéricamente bastante equilibra-
dos y fuertemente confesionales en su carácter, existiría la tentación por parte 
de los líderes de cada uno de ellos de mantener posturas maximalistas en 
defensa de los intereses de su propia comunidad, no necesitando mejorar su 
imagen entre las otras minorías del país. En ese sentido, el actual modelo de 
dos coaliciones transversales multiconfesionales al menos proporciona la ven-
taja de dicho estímulo, debiendo los líderes justificar su acción en términos de 
interés nacional. De hecho, un polo cristiano haría que el sistema se volviera 
aún más confesional (Salamey, 2009: 97). Asimismo, resultaría probable una 
pérdida de calidad democrática, ya que se reforzaría el liderazgo dentro de su 
comunidad de los actuales partidos mayoritarios, configurando un auténtico 
cartel cerrado. Por otra parte, cuando los líderes de dos comunidades pactaran 
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entre sí determinados acuerdos, esto generaría fuertes tensiones debido a que 
la tercera albergaría una sensación de marginación, dando paso a un auténtico 
dilema de seguridad y exacerbando las tensiones. Finalmente, el estableci-
miento de un sistema de partidos con tres integrantes tendría por resultado un 
modelo político en el que los cristianos poseerían un tercio de la representa-
ción parlamentaria, algo que ha tratado de ser evitado a toda costa por sus 
líderes, que desean garantizar el 50 % establecido en Taif.

3.	 TERCERA VÍA

Una última posibilidad radicaría en que el acuerdo Aoun-Geagea consti-
tuyera el punto de partida para un debilitamiento del 8 y del 14 de Marzo que 
diera paso al surgimiento no de un polo cristiano, sino de una tercera vía, 
la cual agruparía a fuerzas de distintas confesiones decididas a romper con la 
actual división política del país. Precisamente, el elemento aglutinante de esa 
tendencia sería el deseo de alcanzar una normalización en el funcionamiento 
de las instituciones mediante el recurso a una política moderada que margi-
nara la visión de enfrentamiento confesional. El surgimiento de terceras vías 
como instrumento para superar crisis de convivencia ha sido un recurso ya 
empleado en la historia libanesa, siendo capaz de alcanzar unos resultados 
notables15.

Esta alternativa requeriría para su éxito eliminar cualquier imagen de 
confesionalidad, de modo que los partidos cristianos deberían realizar una 
apelación al conjunto del pueblo libanés, incorporando a partidos y notables 
de otras comunidades. Además, su programa precisaría de un contenido 
nacional, por lo que las demandas tradicionales cristianas deberían quedar 
matizadas y adaptadas a los intereses generales. Por otra parte, el objetivo prin-
cipal de tal iniciativa debería consistir en romper la situación de estancamiento 
en la que se halla inmersa la política libanesa desde 2005, presentándose como 
una alternativa abierta al cambio político y socioeconómico. Un impulso con 
estos rasgos nacionales supondría un nuevo entorno que presionaría a los 
principales partidos actuales (Hezbollah y el Movimiento de Futuro) a tener 
que moderar sus posiciones y adaptarse a un contexto no de enfrentamiento, 
sino de diálogo y cooperación.

Las implicaciones de un movimiento de este tipo para los partidos cristia-
nos serían enormes, ya que en lugar de buscar un importante grado de autono-
mía para su comunidad, pasarían a desempeñar un papel de integración nacional. 

15	 Un ejemplo claro fue la crisis de 1958 y la opción de una tercera vía personificada en 
la elección presidencial del general Fouad Chehab.
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Sin embargo, ello comportaría que tendrían que aceptar una progresiva elimina-
ción del confesionalismo estatal, si bien compatibilizándolo con el estableci-
miento de ciertas garantías para la posición de las distintas minorías.

VI.	 CONCLUSIONES

El papel político de la comunidad cristiana se ha visto reforzado en un 
contexto de crisis a nivel regional y nacional entre las comunidades chií y suní, 
por lo que las características del sistema de Ta’if han quedado claramente 
modificadas. Esto ha sido el resultado de diversos factores: la rivalidad entre el 
Movimiento de Futuro y Hezbollah; la guerra civil siria y su impacto en terri-
torio libanés; y el enfrentamiento regional entre Irán y Arabia Saudí. Por ello, 
ha crecido la relevancia de los partidos cristianos en la conformación de coali-
ciones de Gobierno y en el nombramiento de cargos institucionales, además 
de servir para legitimar en términos de interés nacional las acciones de Hezbo-
llah o del Movimiento de Futuro.

El pacto entre Michel Aoun y Samir Geagea es susceptible de conducir 
a ciertos cambios en los equilibrios internos de poder dentro de las dos gran-
des coaliciones en las que se ha fragmentado en los últimos años el espectro 
político libanés. Pero resulta poco probable que ello desemboque en la for-
mación de un polo cristiano que agrupe el voto de la gran mayoría de los 
electores de esa confesión, dada la larga tendencia a su fragmentación. Lo que 
sí hace este acuerdo es obligar a los aliados musulmanes de ambos partidos a 
tener crecientemente en cuenta los intereses de los líderes cristianos en sus 
decisiones. Sin embargo, es difícil que el pacto Aoun-Geagea genere una ter-
cera vía, puesto que en las élites cristianas y en el conjunto de la élite política 
del país prevalece el interés por conservar su posición de liderazgo dentro de 
sus respectivas comunidades. Por otra parte, la aparición de movimientos 
políticos alternativos que han debilitado el liderazgo de los grandes partidos 
ha ayudado a que entre estos últimos hayan surgido un interés común en pre-
servar su poder. De ahí que se hayan mostrado más flexibles a la hora de 
alcanzar una solución temporal al callejón sin salida institucional en el que se 
hallaba sumido el país, con el objetivo de bloquear el surgimiento de nuevas 
alternativas políticas. Ello ha ayudado a calmar las tensiones político-sociales 
y a evitar la posibilidad de un desbordamiento de la crisis siria que pudiera 
afectar al país, pero queda por ver si servirá para mejorar la calidad democrá-
tica del sistema.

En cualquier caso, esta situación hace surgir tres interrogantes. El pri-
mero de ellos se centra en saber si el actual contexto favorable será aprove-
chado por los partidos cristianos para reforzar esa creciente influencia política 
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de su comunidad, o si sus disputas internas lo impedirán. De hecho, la rivali-
dad entre Samir Geagea y Suleiman Frangieh sobre su posible acceso a la Pre-
sidencia en 2022 se halla ya presente en el debate actual. El segundo aspecto a 
destacar es si los partidos cristianos desarrollarán un genuino compromiso con 
la gobernabilidad nacional o si simplemente se implicarán en ella para garan-
tizar la autonomía de su comunidad, tal como han venido haciendo en las 
últimas décadas. Finalmente, queda por ver si el reforzamiento cristiano ser-
virá en el futuro para favorecer un clima de entendimiento en el país o si aún 
ahondará más la fractura social ya existente, haciendo difícil un futuro de paz 
y convivencia.
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Resumen

Cuando ha transcurrido más de un lustro desde que las primaveras árabes 
estallaron, comienza a evidenciarse la tendencia a colocar en su verdadera perspec-
tiva aquellos procesos políticos y jurídico-constituyentes. No cabe negar, sin 
embargo, que todavía una buena dosis de provisionalidad se cierne en algunos 
casos de esa pretendida nueva ola democratizadora, como la primavera tunecina, 
dado que la nueva Constitución solo ha comenzado a regir a partir de enero de 
2014, mientras que en otros casos abiertamente se puede hablar de «otoñización» 
de la primavera, expresión que pretende dar cuenta de la degeneración autorita-
ria de procesos como el egipcio. No ocurre lo mismo en el caso marroquí, que, de 
todos los procesos constituyentes abiertos, fue el que antes se cerró y el que parece 
haber llegado a un punto más maduro, tras varios años de desarrollo del nuevo 
texto constitucional. Este estudio se centra en el desarrollo constitucional introdu-
cido por la nueva legislación orgánica en relación a las instituciones representati-
vas, el Gobierno, el Poder Judicial, la jurisdicción constitucional, la regionalización 
avanzada y los nuevos mecanismos de participación.
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Constitución marroquí; primaveras árabes; constitucionalismo maghrebí; leyes 
orgánicas.
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Abstract

A half decade since the Arab Spring erupted, efforts to put these political and 
constitutional processes into proper prospective are becoming more prevalent. It can-
not be denied, however, that this alleged new democratising wave remains provisional 
in many ways. While the new Constitution emerging from the Tunisian spring only 
began to take effect from January 2014, in others countries we can openly speak of 
the ‘autumn season’ of the Arab Spring, an expression that seeks to capture the degen-
eration into authoritarianism – such as in the Egyptian case. The same cannot be said 
in the case of Morocco which, among all the constitutional processes opened, was the 
first to be concluded and to have reached a mature level, following several years of 
development of the new constitutional text. This essay focuses on the constitutional 
development introduced by the new organic legislation, including regarding repre-
sentative institutions, the government, the judiciary, the jurisdiction of the constitu-
tion, advanced regionalisation, and new mechanisms of participation.

Keywords

Moroccan constitution; Arab Springs; Maghreb constitutionalism; organic 
laws.
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I.	 INTRODUCCIÓN: LAS LEYES ORGÁNICAS COMO NORMA 
INTERSTICIAL EN EL DESARROLLO NORMATIVO DE LA 
CONSTITUCIÓN

Cuando se cumple un lustro desde que las primaveras árabes se desenca-
denaran, comienza a evidenciarse la tendencia a colocar en su verdadera pers-
pectiva aquellos procesos políticos y jurídico-constituyentes. No cabe negar, 
sin embargo, que todavía una buena dosis de provisionalidad se cierne en algu-
nos casos de esa pretendida nueva ola democratizadora, como la primavera 
tunecina, dado que la nueva Constitución solo ha comenzado a regir a partir 
de enero de 2014, mientras que en otros casos abiertamente se puede hablar de 
«otoñización» de la primavera, expresión que pretende dar cuenta de la degene-
ración autoritaria de procesos como el egipcio (López García, 2014: 18).

En Marruecos desde un primer momento la cuestión del desarrollo legis-
lativo de la Constitución de 2011 se reveló como la piedra de toque más inme-
diata para atestiguar la «sinceridad» de los cambios introducidos (Parejo y Feliú, 
2012), puesta en duda por algunos por falta de celeridad (Biagi, 2014: 68).

Manteniendo su fidelidad a los esquemas del constitucionalismo francó-
fono1, la remisión a las leyes orgánicas constituye el instrumento sobre el que el 

1	 Sobre la presencia de juristas franceses como funcionarios o como redactores de 
códigos véanse las interesantes aportaciones de Ben Achour (2010: 98).
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nuevo texto constitucional ha hecho pivotar el desarrollo normativo de las 
opciones constitucionales consideradas el núcleo del nuevo esquema institu-
cional. En sintonía con el modelo francés, la ley orgánica en la nueva Consti-
tución reproduce esencialmente sus rasgos fundamentales: el lapso de tiempo 
desde el registro del proyecto hasta que da comienzo su tramitación (de 10 días 
según el art. 85 CM), la mayoría absoluta en la Cámara Baja y su sometimiento 
de oficio al control previo de constitucionalidad antes de su promulgación2. En 
esa misma línea de recepción del modelo francés se inscribe también el tradi-
cional carácter intersticial que cabe atribuir a este tipo de leyes, cuya primera y 
principal diferencia respecto a las leyes ordinarias radica en su función de 
estricta aplicación de las disposiciones constitucionales, razón por la cual ade-
más de una reserva material delimitada para este tipo de leyes, las disposiciones 
constitucionales prefiguran su contenido a modo de directrices. En este sentido 
las leyes orgánicas en Marruecos tendrían asignada la misión de completar o 
aplicar la Constitución, de modo que, a diferencia de otros ordenamientos, no 
cumplirían la función de diferir al legislador la falta de compromisos del cons-
tituyente en torno a determinados asuntos. Junto a este elemento diferencial de 
carácter sustantivo, la ley orgánica viene definida por el procedimiento para su 
aprobación, para la que se exige mayoría absoluta de los diputados en la Cámara 
Baja, salvo en la aprobación de las leyes sobre colectividades territoriales o las 
que afecten a la Cámara de Consejeros, en las que se exige también la aproba-
ción por mayoría absoluta de miembros de esta cámara (art. 85 CM).

Sin embargo, bajo el ropaje de su carácter de normas de desarrollo o de 
aplicación del texto constitucional se pueden cobijar otros fenómenos que 
pueden desvirtuar la fuerza normativa de los enunciados constitucionales, si se 
tiene en cuenta que la legislación orgánica puede, por un lado, operar una des-
constitucionalización mientras que, en otros casos, las leyes orgánicas pueden 
ser excusa para proceder a una suerte de reescritura o reformulación del arti-
culado constitucional. Este último sería el caso de la trayectoria que han 
tenido las leyes orgánicas en Marruecos, trayectoria que no parece haber sido 
abandonada del todo en la adopción de las leyes orgánicas exigidas por la 
Constitución de 2011 (Madani, 2014: 94).

Ahora bien, son otros los rasgos de la ley orgánica en la Constitución de 
2011 sobre los que deseamos atraer la atención, porque de un lado puede que 
pase desapercibido que el control previo obligatorio de constitucionalidad hace 
que en el control de constitucionalidad de estas leyes no exista un proceso con-
tradictorio, a imagen de lo que ocurre con el modelo de referencia. En segundo 

2	 En esta materia, Fassi Fihri observa que la doctrina jurisprudencial del Consejo 
Constitucional ha sido errática y aleatoria (2014: 154).
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lugar, precisamente en el desarrollo mediante ley orgánica de la cuestión de 
inconstitucionalidad finalmente aprobada por la Cámara de Representantes en 
segunda lectura el 6 de febrero de 2018 (por tanto ya en la II Legislatura), se 
excluye a los justiciables la posibilidad de plantear una cuestión de inconstitu-
cionalidad contra disposiciones legales que se hayan beneficiado de una decla-
ración de constitucionalidad previa, salvo que se hubiera producido un cambio 
en las circunstancias que fundamentaron la misma (art. 5 de la Ley Orgánica 
86-15 sobre la cuestión de inconstitucionalidad).

Para evitar situaciones como la de la ley de huelga, sin aprobar a pesar de 
exigirlo la anterior Constitución (art. 14) (Tlemsani, 2014: 140), el art. 86 del 
nuevo texto constitucional impone que todas las leyes orgánicas habrán de ser 
sometidas para su aprobación al Parlamento antes de finalizar la primera legis-
latura, lo que ha sido interpretado como una obligación de iniciar su tramita-
ción, pero no la de adoptarlas mediante su aprobación (Pinelli, 2012: 6). Sin 
embargo, los términos no dejan de ser imprecisos, pues aunque se elude el tér-
mino aprobación, el registro de un proyecto tampoco es someter a votación, 
sino más bien someter a tramitación. Comoquiera que sea, lo cierto es que el 
art. 86 CM devuelve a las leyes orgánicas su sentido originario con el que 
nacieron en 1830 en Francia, al ser un tipo de leyes de actuación de la Cons-
titución cuya naturaleza es la de ser dictadas a la más breve dilación3.

Así las cosas, los primeros pasos dados por el legislador tras la entrada en 
vigor de la Constitución estuvieron dirigidos a dar cumplimiento a lo precep-
tuado en el art. 86 CM, sometiendo a votación de las cámaras el texto de las 19 
leyes orgánicas previstas antes de que finalizara la primera legislatura4.

3	 La Carta de 1830 imponía dictar las leyes esenciales para el funcionamiento de las 
instituciones en el más breve plazo (Verpeaux, 1992: 275).

4	 La Constitución reenvía expresamente a este tipo de ley en el art.  5 CM (dos leyes 
orgánicas: sobre la lengua amazigh y del Consejo Nacional de Lenguas y de Cultura 
marroquí), en el art. 7 CM (la Ley Orgánica sobre partidos políticos), en el art. 14 CM 
(Ley Orgánica sobre iniciativa legislativa popular), en el art. 15 CM (Ley Orgánica sobre 
el derecho de petición), en el art. 29 CM (Ley Orgánica sobre derecho de huelga), en el 
art. 44 CM (Ley Orgánica sobre el Consejo de la Regencia), en el art. 49 CM (Ley 
Orgánica sobre nombramiento de altos cargos), en el art. 62 CM (Ley Orgánica sobre 
la Cámara de Representantes), en el art. 63 CM (Ley Orgánica sobre la Cámara de 
Consejeros), en el art. 67 CM (Ley Orgánica sobre el funcionamiento de las comisiones 
de investigación), en el art. 75 CM (Ley Orgánica sobre las Leyes de Presupuestos), en 
el art. 87 CM (Ley Orgánica sobre organización y funcionamiento del Gobierno), en el 
art. 112 CM (Ley Orgánica sobre el estatuto de los magistrados), en el art. 116 CM (Ley 
Orgánica sobre el Consejo Superior del Poder Judicial), el art. 131 CM (Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional), en el art. 133 CM (Ley Orgánica sobre las condiciones y 
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El cómputo final al término de la primera legislatura arroja que de la 
totalidad de 19 leyes orgánicas previstas en la Constitución, 15 se encontra-
ban en aplicación o han sido aprobadas por las cámaras en el momento de 
afrontar el último año de la Legislatura, es decir 20165, quedando otras 4 sin 
estar aprobadas, si bien alguna de ellas al término de la Legislatura se encon-
traba registrada para su tramitación en la Cámara Baja6. La lentitud ha inci-
dido más en la adopción de ocho leyes orgánicas que exige ex novo la 
Constitución (entre las que están esas cuatro no aprobadas finalmente)7. Cabe, 

modalidades de ejercicio de la cuestión de inconstitucionalidad), en el art. 146 CM (Ley 
Orgánica sobre la Regionalización) y en el art. 153 CM (Ley Orgánica del Consejo 
Económico, Social y Ambiental).

5	 Se trataba, en concreto, de la Ley Orgánica 27-11 de la Cámara de Representantes 
(reformada por la Ley Orgánica 20-16, de 10 de agosto de 2016, que permite las 
coaliciones electorales y las listas comunes de candidatos), la Ley Orgánica 28-11 sobre 
la Cámara de Consejeros (reformada por la Ley Orgánica 32-15), la Ley Orgánica 29-11 
sobre partidos políticos (reformada por la Ley Orgánica 33-15), la Ley Orgánica 2-12 
sobre nombramientos de los altos cargos, la Ley Orgánica 66-13 del Tribunal 
Constitucional, la Ley Orgánica 85-13 sobre modalidades de funcionamiento de las 
comisiones de investigación parlamentarias, la Ley Orgánica 128-12 del Consejo 
Económico, Social y Ambiental, la Ley Orgánica 65-13 sobre organización y gestión de 
trabajos del Gobierno y estatuto jurídico de sus miembros, la Ley Orgánica 111-14 
sobre las Regiones (también se han aprobado la Ley Orgánica 112-14 sobre Prefecturas 
y Provincias y la Ley Orgánica 113-14 sobre municipios, no exigidas por el art. 86 CM), 
la Ley Orgánica 130-13 sobre las leyes de Presupuestos, la Ley Orgánica 44-14 sobre el 
derecho de petición a los poderes públicos, la Ley Orgánica 64-14 de iniciativa legislativa 
popular, la Ley Orgánica 100-13 del Consejo Superior del Poder Judicial, la Ley 
Orgánica 106-13 sobre el Estatuto de los Magistrados y la Ley Orgánica 90-15 sobre el 
Consejo de la Regencia, órgano de la regencia durante la minoría de edad del Rey y los 
dos años siguientes, es decir, hasta los 20 años.

6	 Así ha ocurrido con la Ley Orgánica 86-15 sobre las condiciones y modalidades de 
ejercicio de la cuestión de inconstitucionalidad, enviada el 12 de julio de 2016 a la 
Comisión de Justicia y Legislación de la Cámara de Representantes, si bien la 
Legislatura expiró el 25 de agosto de 2016. Las leyes orgánicas que ni siquiera se han 
podido registrar en la Cámara Baja han sido la Ley Orgánica sobre la lengua amazigh, 
la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Lenguas y de la Cultura marroquí, y la Ley 
Orgánica sobre el derecho de huelga.

7	 Esas 8 leyes son: las 2 leyes del art. 5 CM sobre la lengua amazigh y sobre el Consejo 
Nacional de Lenguas y de Cultura marroquí), del art. 14 CM (Ley Orgánica sobre 
iniciativa legislativa popular), del art. 15 CM (Ley Orgánica sobre el derecho de 
petición), del art. 49 CM (Ley Orgánica sobre nombramiento de altos cargos), del 
art.  87 CM (Ley Orgánica sobre organización y funcionamiento del Gobierno), 
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en efecto, entre la legislación orgánica que la propia Constitución exige, dife-
renciar los textos que solo han exigido enmiendas de leyes orgánicas ya exis-
tentes de aquel otro grupo de materias en las que previamente no existía 
legislación por tratarse de nuevos órganos o nuevos derechos.

En lo que sigue se intenta abordar qué novedades ha aportado respecto a la 
anterior legislación el desarrollo constitucional introducido por las nuevas leyes 
orgánicas en relación a las instituciones representativas (Estado, regiones y legis-
lación de partidos) (II), el Gobierno (III), el Poder Judicial (IV), la jurisdicción 
constitucional (V), la regionalización avanzada (VI) y los nuevos mecanismos 
de participación (VII). En un segundo momento, se formula un juicio crítico de 
parte de esta legislación de desarrollo, haciendo hincapié en algunos aspectos 
de dudosa constitucionalidad o de cuestionables planteamientos restrictivos.

II.	 LEGISLACIÓN ELECTORAL Y DE ÓRGANOS REPRESENTATIVOS

1.	 LA LEY ORGÁNICA DE ELECCIÓN DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Y LA LEY SOBRE LISTAS ELECTORALES Y DE VOTO EN REFERÉNDUM

Las principales novedades de la Ley Orgánica 27-11, que termina con la 
tradición de tener un texto unificado de código electoral, son de alcance bien 
modesto a nuestro entender, pues han consistido en un aumento de escaños 
(395 por los 325 anteriores) que no deriva de ninguna previsión constitucional, 
pues el art. 62 CM remite a una ley orgánica; una escasa ampliación de la cuota 
de representación femenina a través de la asignación de un número de escaños 
que ya viene existiendo con anterioridad a la nueva Constitución (entonces 
todavía sin un reconocimiento legal expreso); la reducción de la edad legal a la 
mayoría de edad de 18 años para ser elegible (frente a los 23 de la ley anterior); 
la creación de una cuota similar a jóvenes varones menores de 40 años, en el 
refuerzo del control judicial en el ámbito del contencioso electoral, la adopción 
del carnet de identidad como único documento válido para poder ejercer el 
voto, el establecimiento de la presidencia de las juntas electorales por parte de 
un juez y el reconocimiento del voto por procuración a los residentes en el 
extranjero. Otra de las principales innovaciones de esta Ley Orgánica tiene 
repercusiones en el estatuto del Gobierno, pues su art. 114 dispone la incompa-
tibilidad de la función ministerial con la de miembro de la Cámara de 

art. 116 CM (Ley Orgánica sobre el Consejo Superior del Poder Judicial) y del art. 133 
CM (Ley Orgánica sobre las condiciones y modalidades de ejercicio de la cuestión de 
inconstitucionalidad).
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Representantes, introduciendo así un cambio sustancial no derivado directa-
mente de la Constitución, que remite a la Ley Orgánica para la regulación de 
incompatibilidades parlamentarias (art. 62 CM) (El Messaoudi, 2015: 311).

Por otra parte, la adopción de esta nueva ley de 2011 brindaba una buena 
oportunidad para haber llevado a cabo el découpage de circunscripciones, que, 
sin embargo, se ha mantenido como competencia del Ministerio del Interior 
mediante el correspondiente decreto, lo que coloca en manos del poder ejecu-
tivo un formidable instrumento de «gerrymandering» con el que modular a 
voluntad la orientación política del proceso electoral. En la nueva ley se debían 
de adaptar además las circunscripciones a la reducción de las regiones que 
pasan de las 16 existentes hasta 2011 a 12 en la actualidad.

La cuota de representación femenina ha sido interpretada por el Consejo 
Constitucional (en funciones, en aplicación del art. 176 CM hasta en tanto no se 
ha instituido el Tribunal Constitucional) en su Decisión 817/2011 como una 
medida de discriminación positiva que establece la Constitución con alcance 
transitorio. Antes de su reconocimiento en la Ley de 2011 ya se venía practi-
cando dicha cuota8, dado que la circunscripción nacional se concibió para reser-
varla a una lista solo de candidatas por la ley de 20029, a modo de cuota femenina, 
si bien este texto normativo se mantenía neutro respecto al carácter femenino de 
la circunscripción, debido al convencimiento de todos los partidos de que era 
inconstitucional por vulnerar el art. 8 de la Constitución de 199610, por lo que la 
circunscripción nacional funcionaba como cuota femenina únicamente en vir-
tud del acuerdo político de todos los partidos (Bernoussi, 2006: 342).

La novedad en la nueva ley tras la nueva Constitución es que a la cuota 
femenina de escaños en la Cámara de Representantes, establecida en 60 
escaños por el art. 23 de la ley, se añade ahora la cuota de representación de 
jóvenes varones (menores de 40 años) igualmente en las listas de la circuns-
cripción nacional11, de manera que se reservaba una cuota de 30 escaños a 

8	 Sobre la experiencia en la década 2002-2012 de la cuota femenina, Darhour y 
Dahlerup (2013).

9	 La ley electoral de la Cámara de Representantes reservaba a las mujeres tan solo un 
10 % del total de la cámara, 30 escaños en aquel momento. Sobre la posición de los 
partidos de entonces, Alami M’chichi (2002: 112-117).

10	 Este convencimiento estuvo sin duda influenciado por la antigua jurisprudencia del 
Consejo Constitucional francés que desde 1982, antes por tanto de la reforma 
constitucional de 1999, había venido sosteniendo que la reserva de escaños a categorías 
de ciudadanos era inconstitucional por romper el universalismo abstracto que impone 
la igualdad (Vairel, 2009: 139).

11	 Este tipo de cuota para jóvenes, además de en Marruecos, solo existe en tres Estados, 
todos ellos africanos (Kenia, Ruanda y Uganda).
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esos jóvenes varones en las mismas listas que deben de respetar la cuota 
femenina. Las listas de candidatas y candidatos que se eligen por la circuns-
cripción nacional se han convertido de este modo en listas de paridad rela-
tiva, puesto que se refieren a una sola circunscripción y porque no son listas 
de alternancia paritaria, sino que estaban perfectamente divididas en dos 
partes: la femenina con la lista de las 60 candidatas y la masculina-juvenil 
con la lista de 30 candidatos. Esa fórmula final no satisfizo a todos los movi-
mientos asociativos consultados en la preparación de la ley12. Así, frente a 
algunas organizaciones de mujeres como «Femmes pour femmes», que pro-
ponían la supresión de la cuota de jóvenes en la lista nacional, el «Movi-
miento de la juventud marroquí por una representatividad política» (que 
comprende 29 organizaciones juveniles y 17 asociaciones de la sociedad 
civil) reivindicaba una lista nacional exclusivamente para jóvenes con pari-
dad de sexos. Finalmente la propuesta del Ministerio recogida en el proyecto 
de ley 27-11 era además la de reservar 45 escaños para mujeres, y solo la 
intervención de la segunda cámara hizo que el texto final de la ley lo haya 
aumentado hasta 60 sobre los 90 totales. Los jóvenes varones por tanto 
tenían reservado el resto de escaños, es decir, 30 en la circunscripción nacio-
nal. Ahora bien, ante las numerosas críticas recibidas por asociaciones de 
mujeres y por parte de la doctrina13, para las segundas elecciones postcons-
titucionales se ha corregido esta desigualdad de dudosa constitucionalidad14 
mediante la Ley Orgánica 20-16 de 10 de agosto de 2016, especificando que 

12	 Se debe tener en cuenta además que la cuota femenina en la circunscripción nacional 
había tenido en sus inicios un efecto contraproducente en casi todos los partidos, 
como fue el desalojo de las mujeres candidatas en las listas de las circunscripciones 
locales (Alami M’chichi, 2010: 113).

13	 La reserva de un número tan limitado de escaños a la mujer ha sido criticada por su 
carácter de premio de consolación, dada la enorme distancia con una verdadera 
paridad. No solo es limitado sino que además, como ha observado Nadia Bernoussi, 
emplea una técnica distorsionadora, al hacer compartir la cuota femenina de la 
circunscripción nacional con una cuota reservada solo a varones de menos de 40 años, 
lo que supone instaurar una discriminación positiva masculina dentro de una medida 
de discriminación positiva de la mujer, algo realmente desconocido en el ámbito 
comparado (Bernoussi, 2011).

14	 Resultaba en efecto de dudosa constitucionalidad que el art. 23 de la Ley Orgánica 
20-11 reservara una cuota a varones menores de 40 años puesto que no se trata 
estrictamente de una cuota de edad sino de una cuota de un grupo desaventajado de 
población que genera a su vez una discriminación indirecta respecto a las mujeres 
menores de 40 años, pues a diferencia de los varones, tienen que competir con las de 
mayor edad dentro de la cuota femenina de la lista nacional.
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los 30 escaños se reservan a jóvenes (hasta 40 años cumplidos) de ambos 
sexos. Esta misma Ley Orgánica ha prohibido las candidaturas de indepen-
dientes (art. 1).

La Ley Orgánica sobre la Cámara de Representantes de 2011 sí ha corre-
gido en cambio una desigualdad preexistente que se refería a la aplicación de 
una misma barrera electoral a los escaños elegidos tanto en la circunscripción 
nacional como en la local (6 % de los votos en las respectivas circunscripciones 
frente al 3 % exigido anteriormente en la ley de 2002) introducida a prisa en 
diciembre de 2006 con vistas a las elecciones de 2007 (mediante la Ley 22-06). 
Aplicar esa barrera del 6 % indistintamente a ambos tipos de circunscripcio-
nes producía, en efecto, una discriminación a las —por acuerdo político— 
candidatas de la circunscripción nacional y ello debido al distinto juego de la 
barrera electoral del 6 % en la circunscripción local en la que las mujeres no 
tenían —ni siguen teniendo— reservados escaños, ya que para los candidatos 
masculinos resultaba entonces más fácil obtener un escaño en las circunscrip-
ciones locales con cien veces menos votos. Finalmente, en agosto de 2016 y de 
cara a las elecciones legislativas de 7 de octubre de 2016, la Ley Orgánica 
20-16, de 20 de agosto de 2016, ha equiparado ambas barreras electorales, la 
de la circunscripción nacional y la local, situándolas en el 3 % (art. 1) dando 
una nueva redacción al art. 84.2 de la Ley Orgánica de la Cámara de Repre-
sentantes.

La cuota reservada a las mujeres por esta ley plantea otras dudas sobre su 
constitucionalidad, ya que la cuota de representación se ha aplicado única y 
exclusivamente a las listas de la circunscripción nacional sin que la ley esta-
blezca cuota alguna en las listas de las circunscripciones locales. Queda ade-
más muy lejos la cuota femenina del compromiso asumido por Marruecos en 
virtud de los Objetivos del Milenio, entre los que figura alcanzar un tercio de 
representación femenina en los órganos electivos.

El escrutinio de lista se ha mantenido, consolidando así una conquista 
que cabe considerar como relativamente reciente y que sin duda permite que 
el voto se concentre más en los programas que en el/los candidato/s. En 2002, 
para acabar con las corruptelas favorecidas por el peso económico o la influen-
cia de los notables, se puso fin al mayoritario uninominal a una sola vuelta 
adoptando el sistema proporcional de resto más fuerte (doctrinalmente más 
conocido como método Hare) que sigue manteniendo el art. 84 de la Ley 
27-11 tras la nueva Constitución15.

15	 No obstante, el objetivo perseguido no parece que se haya alcanzado del todo, 
especialmente debido al reducido tamaño de la circunscripción y a la escasa 
participación en los comicios.
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2.	 LA LEY DE LA CÁMARA DE CONSEJEROS (CÁMARA ALTA)

Con el dahír 1-11-172, de 21 de noviembre de 2011, el monarca pro-
mulgaba la ley 28-11 relativa a la Cámara de Consejeros, que casi duplica en 
artículos a la anterior ley 32-97, y que ha fijado la composición de la cámara 
en el máximo permitido constitucionalmente, es decir, 120 escaños, lo que 
supone una drástica reducción respecto a los 270 escaños bajo la anterior 
Constitución. La fijación de un límite máximo no se encontraba presente en 
la anterior Constitución (art. 38), que dejaba absoluta libertad al legislador 
orgánico para decidir el número de consejeros, por lo que la introducción de 
un tope máximo y un mínimo de miembros representa una novedad. Del 
mismo modo, la Constitución ha modificado el anterior mandato de 9 años 
por otro algo más reducido de 6 años, y ha puesto fin a la renovación por ter-
cios de la cámara, que a partir de ahora se renovará íntegramente con cada 
elección16. Más allá, sin embargo, de la composición numérica, la nueva Cons-
titución ha mantenido la opción por una cámara híbrida, idéntica a la prevista 
en la Constitución de 1996, en la que se encuentran representadas las colecti-
vidades territoriales junto a representantes de cámaras profesionales y patro-
nal, que son elegidos mediante sufragio indirecto a nivel regional, salvo los 
representantes de los asalariados que son elegidos, también mediante sufragio 
indirecto, a nivel nacional (art. 63 CM).

Tampoco puede afirmarse que exista novedad alguna respecto a la pro-
porción de escaños en la que se han distribuido las distintas categorías de con-
sejeros, pues las cuotas previstas por el art. 38 de la Constitución de 1996 son 
idénticas a las del art. 63 de la nueva Constitución (tres quintos elegidos por 
las distintas colectividades territoriales y los otros dos quintos entre cámaras 
profesionales a nivel regional y asalariados a nivel nacional). Tan solo se ha 
introducido como novedad en la nueva Constitución que el tercio de los con-
sejeros que corresponde elegir a las colectividades territoriales deberá ser ele-
gido por el Consejo regional de entre sus miembros y el resto de dos tercios se 
elegirán entre los miembros de prefecturas, provincias y ayuntamientos. Tan 
tímida novedad, que «regionaliza» tan solo un quinto de la composición de la 
cámara, ha de llevar a afirmar que la anunciada regionalización de la Cámara de 
Consejeros no se ha producido, al menos en su composición. Hay un atisbo 
de regionalización de la cámara en cambio en la tramitación de los proyectos 

16	 El Consejo Constitucional ha anulado la elección de doce escaños de distintos partidos 
(encabezados por el Istiqlal, con seis consejeros y seguido del PJD con dos, PAM, MP 
y RNI) tras las elecciones a la Cámara de consejeros en 2015 por un fraude electoral 
causado por la compra de votos.
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de ley que afecten a las colectividades territoriales, al desarrollo regional y a 
asuntos sociales, que el Gobierno debe enviar en primer lugar a la Cámara de 
Consejeros, que deviene así cámara de primera lectura por mandato del art. 
78 CM. Sin embargo, es la Cámara de Representantes la que tiene la última 
palabra en la aprobación de estos proyectos en base al art. 84 CM.

La fórmula de escrutinio tampoco se encuentra establecida en la Consti-
tución, que no indica si se debe seguir un sistema proporcional o mayoritario 
en su art. 63, lo cual no es novedoso, pues reproduce al pie de la letra el ante-
rior art. 38 CM. La Ley Orgánica se decanta no obstante por el escrutinio 
proporcional de lista según la regla del resto más fuerte (art. 3), el mismo que 
ya viene siendo habitual para esta cámara desde 1997 (ley 32-1997). Quedan 
excluidos además el panachage y el voto preferencial, lo cual quiere decir que 
las listas son cerradas y bloqueadas, respectivamente. Se establece una barrera 
electoral del 3 % de los sufragios emitidos en la circunscripción. Al igual que 
en la ley anterior, el reparto de escaños se realiza siguiendo la fórmula de 
escrutinio del art. 87 de la ley que, a pesar de no usar expresamente la deno-
minación, utiliza el método Hare. Así pues, nada o casi nada ha cambiado en 
cuanto a fórmula de escrutinio y sistema de voto.

La ley incorpora, en cambio, numerosas novedades en cuanto a confec-
ción de listas electorales, presentación de candidaturas y justificación de los 
gastos de la campaña electoral, cuyo incumplimiento puede conllevar la pér-
dida de la condición de parlamentario (art. 13). Una de las más significativas 
quizá sea la imposición de listas cremallera que garantizan una cierta paridad 
de sexos, al establecer el art. 24 que ninguna lista de candidatura puede con-
tener dos nombres sucesivos de dos candidatos del mismo sexo. Para la presen-
tación de candidaturas se contemplan además dos regímenes diferenciados 
—e inexistentes en la ley anterior—, en función de si el candidato pertenece 
a un partido o sindicato o si, por el contrario, es independiente (art. 25). 
Mientras en el primer caso basta la certificación de la pertenencia expedida 
por el partido o sindicato, en el caso de los candidatos independientes las con-
diciones se endurecen exigiendo un porcentaje de firmas para cada tercio en 
los que subdivide la composición de la cámara, a imitación de lo que se exige 
para la Cámara de Representantes.

Por otra parte, el abandono del partido o sindicato por el que un con-
sejero concurrió a las elecciones, o el abandono de su grupo parlamentario, 
tiene por consecuencia la pérdida de la condición de miembro de la cámara. 
El cambio de formación política o sindical no solo se aplica durante el man-
dato de los consejeros, sino que el art. 26 de la Ley Orgánica 28-11 lo ha 
extendido como causa de inelegibilidad, de forma que se impide ser candi-
dato a la cámara de consejeros a quien haya cambiado el partido por el que 
resultó elegido en un Consejo local o el sindicato por el que resultó elegido 
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en una cámara profesional. El Consejo Constitucional, en una importante 
decisión (decisión 820 de 18 de noviembre de 2011) declaraba conforme a 
la Constitución dicho art. 26 de la Ley Orgánica de la Cámara de conseje-
ros, que en efecto establece una causa de inelegibilidad a dicha cámara para 
toda persona que haya modificado su pertenencia política o sindical por la 
que haya resultado elegido como miembro de una colectividad territorial o 
de una cámara profesional. De este modo, el Consejo Constitucional, yendo 
más allá de la letra del art. 61 CM17, que solo se refiere a una causa de 
incompatibilidad que afecta al ejercicio del cargo de parlamentario, lo ha 
validado también como causa de inelegibilidad de los candidatos a la Cámara 
de Consejeros.

3.	 LA LEY ORGÁNICA DE PARTIDOS POLÍTICOS

Aunque puedan parecer escasos, los cambios introducidos en la legisla-
ción de partidos con la nueva Ley Orgánica 29-11 (dahír de 22 de octubre de 
2011, BO de 3 de noviembre de 2011) son de cierta entidad si los compara-
mos a la legislación vigente bajo la anterior Constitución, y suponen en cierto 
modo la culminación de los pasos dados ya con la ley anterior. No obstante, 
no se ha producido novedad alguna en uno de los puntos más controvertidos 
en materia de pluralismo político, puesto que la Constitución ha mantenido 
la prohibición de partidos creados sobre una base religiosa, lingüística, étnica 
o regional (art. 7 CM), disposición que ya se encontraba en la ley de 2005 y 
cuya modificación había sido solicitada ya en su momento cuando se aprobó 
aquella ley por parte del islamista PJD. Casi todas las novedades de la nueva 
ley derivan directamente de exigencias del nuevo texto constitucional. Así, en 
cuanto a la disolución de los partidos —que anteriormente podía ser decre-
tada por el primer ministro—, ha desaparecido en la nueva Ley de 2011 en 
virtud del enunciado del art. 9 de la Constitución que prescribe que solo por 
resolución judicial se puede disolver un partido político. Ahora bien, la Ley 
Orgánica ha sustraído esta competencia al Tribunal Constitucional al con-
fiarla al Tribunal Administrativo de Rabat18.

17	 A juicio de Benabdallah estamos ante una decisión inequívocamente creativa 
(2013: 23).

18	 Kasmi considera esta solución como un plus de garantía al ser recurrible la disolución 
decretada por el Tribunal Administrativo de Rabat ante una instancia superior (2015: 
505). Nos permitimos apuntar que, sin embargo, ello no resuelve la sustracción que 
se hace a la jurisdicción constitucional de una materia como la disolución de partidos 
que parece debiera tener su locus en la jurisdicción constitucional, máxime cuando 
ejerce como jurisdicción electoral. 
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La pérdida del mandato como sanción a los parlamentarios que abando-
nen el partido con el que hayan concurrido a las elecciones se encuentra direc-
tamente recogida en el texto constitucional (art. 61 CM) y en cuanto tal es de 
aplicabilidad directa. Ahora bien, la ley de partidos ha ampliado esa prohibi-
ción en tres aspectos: territorial, sancionador y subjetivo. En cuanto a lo pri-
mero la pérdida de la condición de electo se ha extendido a los cargos electivos 
municipales, provinciales, de la prefectura y regionales (art. 20). Respecto al 
ámbito sancionador, se han impuesto multas económicas a los cargos electivos 
infractores que incumplan la prohibición de cambiar de partido, con la impor-
tante novedad de ampliar los sujetos sancionados, al someter a esas mismas 
sanciones económicas (de veinte mil a cien mil dírhams) a los partidos recep-
tores del cargo llegado desde las filas de otro partido (art. 66). En cuanto al 
aspecto subjetivo, el art. 20 de la Ley 29-11 extiende la prohibición de renun-
ciar al partido por el que se ha presentado a las elecciones, ya que no solo 
afecta a las cámaras legislativas sino también a los Consejos de las colectivida-
des territoriales o cámaras profesionales.

La Ley Orgánica 29-11 ha previsto además una cuota de representación 
de mujeres en todos los órganos de dirección del partido (tanto a nivel nacio-
nal como local) de al menos un tercio (art. 26), pero no tanto como obliga-
ción de resultado, sino como parte del contenido obligatorio de los estatutos 
de cada partido. De manera análoga, pero sin fijar una proporción determi-
nada o determinable, los partidos están obligados a incluir en sus estatutos 
una cuota de jóvenes en sus órganos de dirección. Otra novedad de la ley es la 
de imponer que los estatutos del partido incorporen una limitación del 
número de mandatos en los órganos de dirección, pero sin especificar cuántos, 
lo cual la convierte en un gesto más que en una medida efectiva. Por lo demás, 
la ley de 2005 ya imponía una organización conforme a principios democrá-
ticos, permitiendo además la participación de todos sus miembros en los órga-
nos de dirección del partido (art. 21), obligación que ahora reitera el art. 7 
CM y el art. 25 de la actual Ley de partidos de 2011.

En cuanto a la financiación de los partidos19, tampoco existen grandes 
novedades, manteniéndose la adjudicación de una cantidad con indepen-
dencia del porcentaje de escaños a todas aquellas candidaturas que hayan 
concurrido a las elecciones generales y que al menos hayan cubierto un 
mínimo del 10 % de las circunscripciones del territorio nacional, por lo 

19	 La financiación privada de la que pueden beneficiarse los partidos proviene de las 
cuotas de sus afiliados, las donaciones, legados o aportaciones en dinero o en especie. 
En cualquier caso la financiación privada no puede superar los 300 000 dírhams por 
año y por donante.
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que se abandona el criterio anterior, establecido en el código electoral de 
2006, de haber alcanzado el 5 % de votos. A esa suma igual para todos los 
partidos se añade otra variable, percibida anualmente en función de esca-
ños y del número de votos, de la que resultan beneficiarias aquellas candi-
daturas que hayan superado al menos el 5 % del número de votos a nivel 
nacional, sumando las circunscripciones local y nacional (art. 32)20. La Ley 
Orgánica 29-11 abandona de este modo el criterio impuesto anterior-
mente21, que establecía como criterio el número de candidatos, lo cual per-
vertía la financiación, pues primaba a los partidos que presentaban el 
máximo de candidatos posibles solo para beneficiarse de una dotación 
importante (Moussebbih, 2016: 55). El Decreto 2-11-608 (Boletín Oficial 
599, de 3 de noviembre de 2011) ha previsto además en el art. 2 que la can-
tidad percibida por escaño se cuadruplicará cuando el escaño lo haya obte-
nido una mujer, introduciendo así una diferenciación que no se encuentra 
en la ley.

Otra subvención del Estado está destinada a la financiación de las cam-
pañas electorales en elecciones municipales, regionales y legislativas22. El art. 
35 de la Ley indica que el montante global se fija por el presidente del Gobierno 
a propuesta del ministro del Interior, del de Justicia y del de Hacienda. Para el 
reparto se tiene en cuenta el número de votos y de escaños de cada partido a 
nivel nacional.

20	 En 2014, ocho partidos se han beneficiado del 87,77 % de las subvenciones en este 
orden: PJD (24,77 %); Istiqlal (12,76 %); UC (10,24 %); PAM (9,33 %); RNI 
(9,02 %); MP (7,59 %); USFP (7,43 %); PPS (6,63 %). 

21	 Mediante el Decreto 2-92-721, de 28 de septiembre de 1992.
22	 50 millones de dírhams se han destinado a financiar la campaña a la segunda cámara, 

distribuidos en 30 millones para los partidos y 20 para los sindicatos. Otros 250 
millones se han reservado a los partidos para las elecciones municipales y regionales, 
de los cuales 150 se han destinado a las elecciones municipales y 100 para las regionales. 
El límite de gasto por candidato a la Cámara de Consejeros se ha fijado en 300 000 
dírhams, mientras que para los Consejos regionales se ha fijado en 150 000 y en 
60 000 el límite de los candidatos para las municipales. Estas subvenciones se pagan a 
los partidos en forma de tramos, y a ellos corresponde destinarlas a los candidatos. 
Anteriormente el primer pago se efectuaba a todos los partidos a condición de alcanzar 
un 3 % de votos, en cuyo defecto debían devolver la integridad de la subvención. En 
las elecciones de 7 de octubre de 2016 se ha eliminado dicho requisito, de forma que 
los partidos solo deberán devolver la parte no gastada o gastada pero no justificada. En 
este caso la ley ha establecido una serie de gastos considerados como electorales que 
justifican la subvención, aunque no se ha previsto un porcentaje fijo de subvención 
como ocurre en España.
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4.	 LA LEY ORGÁNICA DE ELECCIÓN DE CONSEJOS DE REGIONES, 
PREFECTURAS, PROVINCIAS Y AYUNTAMIENTOS

La nueva Ley Orgánica 59-11 (promulgada por el dahír 1-11-173 de 21 
de noviembre de 2011, BO 6066, de 19 de julio de 2012) viene a colmar la defi-
ciente arquitectura constitucional respecto a las regiones (Bouachik, 2012: 115) 
y da actuación por primera vez al sufragio universal directo en la elección de 
los Consejos regionales, exigido por el art. 135 CM, mediante el escrutinio 
de lista proporcional basado en el método Hare de resto más fuerte (art. 78)23. 
Quedan excluidos además el panachage y el voto preferencial, lo cual quiere 
decir que las listas son cerradas y bloqueadas, respectivamente (art. 78). La ley 
establece una barrera electoral del 6 % de los votos emitidos en la circunscrip-
ción (art. 92) y un número de escaños para cada consejo regional que la propia 
ley determina en función de la población, oscilando entre 33 a 75 escaños 
(art. 74). Con la elección directa de los Consejos regionales se pone remedio 
a la disfuncionalidad representativa de la anterior composición en la que coha-
bitaban representantes de los entes locales, de las cámaras profesionales y de 
delegados de asalariados en virtud del anterior art. 143 de la Ley 9-97 del 
Código Electoral (Aboulas, 2014: 180). Sin embargo, existe un riesgo real de 
menoscabar la autonomía de las regiones, que tan solo es de carácter adminis-
trativo, autorizando injerencias del poder central, y ello por mor del propio 
art. 145 CM, que faculta a los walis a asistir a los presidentes de las regiones y 
especialmente a los presidentes de los Consejos regionales en la ejecución de 
sus planes y programas de desarrollo (Zair, 2014: 137), no abandonando por 
ello del todo el anterior modelo en el que el wali era el verdadero órgano eje-
cutivo de la región (Yahia, 2009: 192).

Al igual que ocurre para las elecciones locales, la ley obliga a que una de 
cada dos circunscripciones se reserve a las mujeres sin que ello implique pri-
varlas de su derecho a presentar candidaturas en la otra circunscripción no 
reservada a ellas (art. 76). No se ha previsto en la ley, por el contrario, como 
solicitaban desde distintos partidos, una cuota de representación para los jóve-
nes en estos Consejos, de modo que se ven defraudadas las expectativas crea-
das por la nueva Constitución.

En cuanto a los Consejos de las prefecturas y de provincias, su número de 
escaños no puede ser superior a la mitad del total de consejeros de los munici-
pios que componen la prefectura o la provincia (art. 104) y oscila entre 11 y 31 
(art. 103). Se eligen en listas proporcionales mediante el método Hare. En los 

23	 Hasta ahora los Consejos regionales venían siendo elegidos por cooptación entre los 
miembros de los Consejos municipales.
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Consejos municipales el art. 143 de la ley continúa contemplando una circuns-
cripción electoral complementaria existente desde 2009 para asegurar la repre-
sentatividad femenina. Sin embargo, no se establece expresamente, al igual que 
en la ley anterior, que a dichos escaños adicionales puedan optar solamente lis-
tas femeninas, por lo que la reserva de esta cuota a las mujeres depende de un 
consenso político tácito (Desrues y Kirhlani, 2010: 20).

III.	 LEY ORGÁNICA SOBRE FUNCIONAMIENTO DEL GOBIERNO

La Ley Orgánica 65-13, de 9 de febrero sobre la organización y funciona-
miento del Gobierno y el estatuto de sus miembros, viene a regular el órgano 
constitucional que ha constituido el nudo de la nueva Constitución de 2011 
(Benabdallah, 2013: 89; Parejo, 2015: 25). Sin embargo, en rasgos generales la 
nueva no ha hecho sino formalizar las prácticas ya existentes. Entre los aspectos 
que concitan mayor interés, cabe citar que las competencias de los ministros 
deben ser claramente establecidas en los decretos sobre las atribuciones de su 
departamento, pudiendo delegar parte de ellas bien mediante delegación de 
firma o mediante el poder de vigilancia de los ministros delegados o de los 
secretarios generales del ministerio. En caso de ausencia o indisposición de un 
ministro corresponde al Jefe del Gobierno designar otro miembro de su equipo 
para gestionar temporalmente el departamento afectado. La ley incluso abre a 
la posibilidad de que el Jefe del Gobierno proponga al Rey encargar a un miem-
bro del Gobierno asumir ciertas funciones en su ausencia durante un plazo 
determinado. En cuanto a las causas de incompatibilidad de los ministros, se 
incluyen los cargos de diputado o consejero parlamentario, el de presidente de 
una cámara profesional, de una región o de varias colectividades territoriales. 
Es preciso destacar que los ministros han conservado en el último momento el 
derecho a presidir un ayuntamiento, lo que puede obstaculizar su gestión espe-
cialmente si se trata de una gran ciudad. Decimos en el último momento, ya 
que la oposición consiguió introducir una enmienda al proyecto gubernamen-
tal que hacía incompatible la alcaldía de una ciudad con la de ministro, pero 
en la votación del pleno de la Cámara Baja el Gobierno volvía a proponer 
una contraenmienda que finalmente retiraba la incompatibilidad de presidir una 
ciudad. Otra incompatibilidad afecta a todo cargo público no electivo en 
empresas o establecimientos públicos o de las colectividades territoriales en los 
que el Estado ostente más del 30 % del capital. Los miembros del Gobierno 
deben renunciar a toda actividad profesional en el sector privado.

Como novedad, la Ley del Gobierno ha incluido la obligación de que los 
proyectos de ley vayan acompañados de estudios de impacto, si bien el texto 
legal no explica cómo deben prepararse ni indica plazos ni procedimientos. 
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Igualmente de interés es la obligación impuesta al Gobierno de consagrar una 
reunión al mes dedicada al estudio de las proposiciones de ley parlamentarias, 
tanto de la oposición como de la mayoría, de ahí que asimismo los ministros 
tengan la obligación de asistir a la presentación y debates de las proposiciones 
de ley para exponer el punto de vista del Gobierno. Sin embargo, se echa en 
falta en la ley una obligación similar para la sesión de control de preguntas 
orales, que la ley ni siquiera ha mencionado.

En la regulación del Gobierno en funciones, exigida expresamente por el 
art. 87 CM, la Ley 65-13 establece que antes de la investidura debe limitarse 
a elaborar su programa para someterlo a la votación parlamentaria, a adoptar 
las delegaciones de firma necesarias para la continuidad de los servicios públi-
cos y en general debe limitarse a gestionar los asuntos corrientes. En esta 
expresión el legislador ha incluido en el art. 37 la expedición de decretos, deci-
siones, resoluciones administrativas y medidas urgentes necesarias para garan-
tizar la continuidad de los servicios del Estado y de sus instituciones, así como 
el funcionamiento regular de los servicios públicos. Ese mismo precepto espe-
cifica que «no entra en el marco de la gestión de los asuntos ordinarios las 
medidas o decisiones que comprometan al Gobierno de manera permanente 
y continua, sobre todo la adopción de leyes y decretos orgánicos y el nombra-
miento de altos cargos». La ausencia de los decretos leyes en esta cláusula ha 
generado algunas dudas sobre si estos quedan exceptuados de la gestión de los 
asuntos corrientes, pero dado que estos solo se pueden dictar en virtud del art. 
81 CM cuando no haya período de sesiones deja margen a su adopción por 
un Gobierno en funciones. Corresponderá al TC pronunciarse al respecto.

IV.	 GARANTÍA Y TUTELA DE DERECHOS POR UN NUEVO TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

La regulación de la nueva jurisdicción constitucional se ha hecho esperar, 
dilatándose más de lo previsto acumulando un retraso debido, entre otras 
cosas, a que no se ha podido evitar la necesidad de una segunda lectura en la 
Cámara Baja por discrepancias con la Cámara de consejeros. Finalmente, 
la Ley Orgánica 66-13, que desarrolla las nuevas previsiones constitucionales 
(arts. 42, 50 y 152), fue promulgada mediante dahír 1-14-139 de 13 de agosto 
2014 (BO 6288 de 4 de septiembre de 2014). A pesar de la aprobación de su 
Ley Orgánica, el nuevo Tribunal Constitucional no fue nombrado ni pudo 
entrar en funcionamiento hasta la II Legislatura con el nombramiento de su 
presidente mediante Dahir 1-17-05 de 7 de abril de 2017 y con el nombra-
miento regio de cinco de sus miembros mediante Dahir 1-17-06 de 7 de abril 
de 2017 (Boletín Oficial, 6560, de 13 de abril de 2017), al haber supeditado 
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su institucionalización a la preparación del texto sobre el nuevo procedimiento 
de cuestión de inconstitucionalidad.

Los principales cambios registrados en la nueva Ley Orgánica del Tribu-
nal constitucional 66-13, de 13 de agosto de 2014, tienen que ver más con 
aspectos orgánicos y procesales, cuya novedad no se debe a la Ley Orgánica 
sino a la propia Constitución, como el estatuto de los magistrados del Tribu-
nal Constitucional24, o la reducción del número de firmas de parlamentarios 
para la interposición de un recurso previo de inconstitucionalidad contra leyes 
ordinarias. En cuanto a la composición, la Ley Orgánica introdujo la paridad 
de sexos en el nombramiento de magistrados, pero el propio Consejo Consti-
tucional declaró inconstitucional dicha obligación (Decisión 943/2014, de 25 
de julio de 2014). En el plano funcional, por contra, la gran novedad aportada 
por la Constitución, la cuestión de inconstitucionalidad, que puede sellar el 
tránsito de una jurisdicción normativa a una jurisdicción de derechos, quedó 
ausente de esta Ley 66-2013 al remitir el art. 133 CM a una Ley Orgánica ad 
hoc y que ha visto la luz cuatro años después de la LOTC.

El mayor escollo que parece haber entorpecido una aprobación más rápida 
de la Ley Orgánica sobre la cuestión de constitucionalidad ha sido el de introdu-
cir o no filtros de la jurisdicción ordinaria a la cuestión de inconstitucionalidad 
planteada por alguna de las partes en el proceso, frente a la opción de crear una 
acción directa ante la jurisdicción constitucional. A estos dos escenarios se ha 
referido el Consejo Nacional de Derechos del Hombre en las recomendaciones 
que ha dirigido al Gobierno, decantándose por el primero de ellos. En efecto, 
frente a un primer escenario en el que el juicio de admisión se llevaría a cabo úni-
camente por el Tribunal Constitucional, el segundo escenario contempla un 
doble control de la admisibilidad de la cuestión, ya que además del que ejercería 
el Tribunal Constitucional, se añadiría el que llevaría a cabo la Corte de Casa-
ción, a la que el juez a quo debe decidir si remitir o no la solicitud de la cuestión 
de inconstitucionalidad por las partes en litigio, en un plazo de 8 días. Contra 
dicha decisión no cabría recurso. La denegación del envío de la cuestión de 
inconstitucionalidad a la Corte de casación no podría ser objeto de recurso más 
que a la finalización del proceso, contra la resolución que ponga fin al litigio25.

24	 Bajo la anterior Constitución no existían, por ejemplo, requisitos en cuanto a 
antigüedad y profesión para poder ser nombrado magistrado de la jurisdicción 
constitucional. Asimismo, los magistrados de origen parlamentario deben ser elegidos 
mediante mayoría de dos tercios cuando anteriormente no se contemplaba la votación 
sino una simple propuesta del presidente de cada cámara al Rey tras consulta con los 
distintos grupos parlamentarios (Benabdallah, 2012: 10).

25	 Véase el Informe del Conseil National des Droits de l’Homme (2013: 8-9).
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Finalmente, la expectativa de poner en marcha la cuestión de inconstitu-
cionalidad se veía demorada tanto al haber expirado la I Legislatura con el pro-
yecto de ley registrado en julio de 2016 pero sin que llegara a debatirse en las 
Cámaras hasta un año después (con elecciones y crisis de investidura por medio), 
como por quedar diferida su entrada en vigor hasta un año después de su publi-
cación. En la Ley Orgánica 86-15, que tras tanta dilación terminaba por apro-
barse el 6 de febrero de 2018, la solución que finalmente se ha adoptado ha 
sido la de introducir el filtro de la Corte de Casación, de modo que recibida por 
el juez o tribunal ordinario el planteamiento de la cuestión de inconstituciona-
lidad mediante escrito independiente remitido por alguna de las partes, debe 
remitirla a la Corte de Casación en el plazo de 8 días, interrumpiendo el pro-
ceso hasta que recaiga resolución tanto de la Corte de Casación como por el 
Tribunal Constitucional. La Corte de Casación resuelve sobre el envío de la 
cuestión de inconstitucionalidad al TC en el plazo de tres meses mediante 
informe motivado en el que debe especificar si la cuestión planteada es nueva y 
fundada (arts. 10 y 11), transcurrido el cual si la Corte no ha adoptado nin-
guna decisión su silencio se presume positivo, entendiéndose admitida a trá-
mite la cuestión, por lo que se envía de oficio la cuestión al TC (art. 13).

V.	 LA REFORMA DEL PODER JUDICIAL

La independencia efectiva del Poder Judicial, así como su unidad26, ha 
sido otro de los ejes centrales de la nueva Constitución, que diseña en el art. 
113 CM un conjunto de garantías que se han traducido en la aprobación de 
sendas leyes orgánicas, poniendo así fin a su regulación mediante ley ordinaria 
bajo la anterior Constitución (Benyahya, 2012: 122): la Ley Orgánica 100-13 
del Consejo Superior del Poder Judicial (dahír 1-16-40 de 24 de marzo de 
2016, BO 6456 de 14 de abril 2016) y la Ley Orgánica 106-13 sobre el Esta-
tuto de los magistrados (dahír 1-16-41 de 24 de marzo de 2016, BO 6492 
de 18 de agosto de 2016)27. Esta última introduce la garantía de la libertad de 
expresión, reconoce la constitución de asociaciones profesionales (aunque 

26	 La unidad jurisdiccional es otro de los aspectos en los que Marruecos se ha apartado 
del mimetismo del constitucionalismo francés, que conoce un desdoblamiento de la 
jurisdicción administrativa (Gaudemet, 2012: 200).

27	 Declarada constitucional excepto los apartados del párrafo 2 y del noveno guion del 
art. 97 por la decisión del Consejo Constitucional 16-992 de 15 de marzo de 2016, 
que han sido suprimidos del texto legal.



LAS CONSTITUCIONES DE LAS PRIMAVERAS ÁRABES Y SU IMPLEMENTACIÓN…	 121

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 101-129

prohíbe las no profesionales) y establece la obligación del juez de resolver los 
procesos en un plazo de tiempo razonable (art. 120).

El Consejo Constitucional, en su Decisión 992/2016, declaró incons-
titucional varias disposiciones de la Ley 106-13, entre las que destaca el 
art. 97, que tipificaba como falta grave de los magistrados «adoptar una 
posición de naturaleza política, o hacer una declaración que revista carácter 
político», a la que imponía como sanción la suspensión. El Consejo, aun 
reconociendo que dicha falta se encuentra en sintonía con el art. 111 CM, 
que prohíbe a los jueces la afiliación a partidos o sindicatos, estima que si 
bien es legítima la adopción de medidas disciplinarias para el caso en que 
un magistrado realice declaraciones de naturaleza política, la suspensión 
inmediata es desproporcionada. Ahora bien, en el articulado de la ley pare-
cen haberse pasado por alto otras disposiciones de dudosa constitucionali-
dad, como el art. 96 de la Ley del Estatuto del magistrado que dispone que 
«todo incumplimiento por un magistrado a sus deberes profesionales, al 
honor, a la honorabilidad o a la dignidad constituye una falta objeto de 
sanción disciplinaria». De un modo demasiado ambiguo se estipulan estas 
infracciones sin aclarar a cuál de los tres grados de sanciones que contempla 
el art. 99 se hace acreedor el infractor, operando así una peligrosa deslega-
lización.

Igualmente el error judicial por negligencia es considerado por el art. 97 
la misma ley como una falta grave que puede conducir a la suspensión inme-
diata del juez, contraviniendo a nuestro juicio lo que establece el art. 122 CM.

Por su parte, el Consejo Superior del Poder Judicial (CSPJ) reemplaza al 
Consejo Superior de la Magistratura28. La Ley Orgánica del CSPJ ha previsto 
la creación de una instancia común entre el CSPJ y el Ministerio de Justicia 
para la coordinación de la administración judicial bajo la supervisión de los 
titulares de ambos organismos (presidente delegado y ministro), cada uno 
dentro de sus competencias y respetando la independencia del poder judicial 
(art. 54). La Ley ha previsto además que el Reglamento Interior del CSPJ sea 
sometido al control previo del Tribunal Constitucional antes de su promulga-
ción (art. 49).

28	 No se trata, sin embargo, de un simple cambio de denominación, tal y como puntualiza 
Mathieu, ya que el modelo de Consejo Superior del Poder Judicial se opone al modelo 
francés de Consejo Superior de la Magistratura (Mathieu, 2013: 53). Por ejemplo, en 
Francia los actos del CSM no son recurribles ante la jurisdicción ordinaria, mientras 
que en Marruecos el art. 114 CM los somete al control de la jurisdicción administrativa.
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VI.	 LAS LEYES ORGÁNICAS DE LA REGIONALIZACIÓN AVANZADA

El desarrollo del art. 146 CM ha exigido la aprobación de tres leyes orgá-
nicas que pretenden poner en marcha el proyecto político de regionalización 
avanzada, que se debe exclusivamente a la iniciativa impulsada por el Rey 
según aparece en un comunicado del Consejo de Ministros de 29 de enero de 
2015. Los tres textos adoptados son la Ley Orgánica 111-14 de 16 de febrero 
de 2016 relativa a las regiones (dahír 1-15-83, de 7 de julio de 2015, BO 6440 
de 18 de febrero de 2016), la Ley Orgánica 112-14 sobre prefecturas y provin-
cias (dahír 1-15-84 de 7 de julio de 2015, BO 6440 de 18 de febrero de 2016) 
y la Ley Orgánica 113-14 sobre municipios (dahír 1-15-85, de 7 de julio de 
2015, BO 6440, de 18 de febrero de 2016). Esta diversificación de textos 
plantea alguna duda de constitucionalidad al haber establecido la Constitu-
ción en su art. 146 que una ley orgánica debe regular todo lo concerniente a 
las colectividades territoriales (competencias, elección y designación de sus 
órganos, el modo de escrutinio, régimen financiero, etc.). En desarrollo de la 
mencionada legislación se adoptaba el Decreto 2-15-40, fijando el número de 
regiones, su denominación, su capital, así como las prefecturas y provincias 
que las integran, suscitando críticas de algunos partidos la división del norte 
en dos regiones (Parejo, 2013: 123).

Entre las novedades, en la Ley 111-14 se han establecido medidas disci-
plinares en el art. 70 para los cargos representativos regionales que se ausenten 
sin motivo justificado durante tres sesiones consecutivas, imponiéndoles la 
sanción de la destitución de sus funciones tras constatación del Consejo. Una 
de las cuestiones más sensibles es el listado competencial de carácter taxativo 
que establece el art. 82 de la Ley 111-14 que reconoce la última palabra a las 
regiones para la implantación de zonas industriales, la gestión de carreteras 
rurales y la creación de centros regionales de formación para la inserción en el 
mercado de trabajo. Sobre las competencias compartidas con el Estado sigue 
pesando la superposición de los cargos representativos regionales y del poder 
central, sin que la ley especifique con claridad sobre quién recae la preparación 
de los programas de desarrollo regionales, ya que indica tan solo que serán fija-
dos por decreto. La ambigüedad pesa también sobre otras competencias como 
el plan de transportes o la intervención en restauración urbanística. Tampoco 
queda clara la financiación presupuestaria de los polos regionales en la Ley 
Orgánica de Presupuestos. Hasta ahora las medidas puestas en marcha para 
financiar estas competencias han sido las de recurrir a sociedades mixtas o a la 
encomienda de gestión.
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VII.	 EL DESARROLLO DE LA DEMOCRACIA PARTICIPATIVA: LA 
INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR Y EL DERECHO DE PETICIÓN

Se han dictado dos leyes orgánicas, desarrollo de los arts. 14 y 15 CM, a 
las que expresamente reenvían ambos preceptos para la regulación de las 
modalidades de ejercicio de estos dos derechos de participación ciudadana, 
desconocidos hasta ahora en el constitucionalismo marroquí. Su novedad y 
trascendencia resultan por tanto innegable. Se trata por un lado de la Ley 
Orgánica 44-14 sobre condiciones y modalidades de presentación de peticio-
nes a los poderes públicos (dahír 1-16-107 de 28 de julio de 2016, BO 6492, 
de 18 de agosto de 2016) y de la Ley Orgánica 64-14 sobre condiciones y 
modalidades del derecho de presentación de propuestas en materia legislativa 
(dahír 1-16-108 de 28 de julio de 2016, BO 6492 de 18 de agosto de 2016).

En cuanto al derecho de iniciativa legislativa, se ha reconocido a ciuda-
danos y ciudadanas residentes o no y en pleno disfrute de sus derechos civiles 
y políticos e inscritos en las listas electorales (art. 2). Es preciso para presentar 
la iniciativa legislativa reunir veinticinco mil firmas en unas listas de apoyo a la 
propuesta que gestiona una comisión creada al efecto y que se registrará ante 
una de las dos cámaras parlamentarias (art. 7). Se ha establecido, no obs-
tante, la especialidad de la Cámara de Consejeros para la presentación de ini-
ciativas relativas a los municipios, al desarrollo regional o a asuntos sociales 
(art. 8).

Se han impuesto a su vez condiciones de tipo sustantivo. En primer 
lugar, el contenido de la iniciativa debe referirse a materias reservadas a la ley 
(art. 3). No se aceptarán iniciativas que afecten a las constantes de la nación y 
en concreto las relativas a la religión islámica, o a la unidad nacional o a la 
forma monárquica del Estado o a la opción de la nación en favor de la demo-
cracia o al acervo en materia de libertades y derechos inscritos en la Constitu-
ción (art. 4). Tampoco se aceptarán iniciativas contrarias a los tratados y 
convenciones y acuerdos internacionales firmados o ratificados por Marruecos 
(art. 4). Asimismo quedan excluidas en virtud del art. 4 de la ley de la inicia-
tiva legislativa popular las materias que son competencia específica del Con-
sejo de Ministros, salvo las materias relativas a la política general del Estado 
(que corresponde deliberar al Consejo de Gobierno antes de su deliberación 
en Consejo de Ministros).

En todo caso la iniciativa solo podrá ser retirada por la comisión promo-
tora siempre y cuando todavía no se haya asignado a la comisión parlamenta-
ria correspondiente para su tramitación y debate (art. 11). Los miembros de la 
comisión parlamentaria podrán adoptar el texto de la iniciativa legislativa 
popular como base para presentar una proposición de ley de acuerdo con el 
reglamento de la respectiva cámara (art. 12).
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Por su parte, la Ley Orgánica de peticiones reconoce el derecho de presentar 
cualquier petición por escrito a todo ciudadano/a, tanto residente o no, dirigida 
al presidente del Gobierno, que contenga una petición, propuesta o sugerencia, 
que deberá presentarse de forma colectiva (art. 2). Las peticiones deberán ir fir-
madas por ciudadanos/as en pleno disfrute de sus derechos civiles y políticos y 
al corriente de sus obligaciones tributarias. La petición debe ir por tanto acom-
pañada de una lista de los firmantes. Al igual que en el derecho de iniciativa 
legislativa se debe crear una comisión de nueve personas, presidida por uno de 
sus miembros. Para poder ser aceptada, se exigen idénticas condiciones formales 
que las previstas para la iniciativa legislativa popular: el objetivo de la propuesta 
debe ser compatible con el bien común y ha de estar redactado de manera clara 
y bajo forma de sugerencias o recomendaciones (art. 5). Deberá asimismo ir 
acompañada de una memoria detallada en la que se expongan las razones de la 
propuesta y los objetivos perseguidos (art. 3).

No se puede ocultar que la exigencia de perseguir el bien común es lo 
suficientemente ambigua para poder denegar o rechazar la tramitación de las 
peticiones sin una motivación jurídica precisa. Junto a dicha exigencia tan 
genérica de perseguir el bien común, de nuevo se reproducen las causas que 
rigen para la denegación de una iniciativa legislativa y por las que puede ser 
rechazada la petición ante el Presidente del Gobierno. No se admiten por 
tanto peticiones individuales, sino tan solo colectivas, debiendo reunir al 
menos 7 200 firmas (art. 6).

VIII.	CONCLUSIONES

Como conclusión, se pueden esbozar algunas notas que pondrían de 
manifiesto un deficiente desarrollo de los enunciados constitucionales en 
parte de la legislación analizada. Así, las expectativas abiertas con la consti-
tucionalización de la paridad (art. 19 CM) se vieron frustradas de inmediato 
con la adopción de la Ley Orgánica de la Cámara de Representantes de 
2011, cuyo texto no movió una sola letra respecto a la ley precedente para 
aumentar la endeble cuota femenina que, con los 60 escaños reservados a 
mujeres, en aquel momento garantizaba un 15 % de representación feme-
nina. Son varias las razones que sugieren que la legislación orgánica electoral 
desmiente los enunciados constitucionales en cuanto a la paridad. Entre las 
objeciones que cabe formular a la cuota femenina reservada en la circuns-
cripción nacional, en primer lugar, se impide a las mujeres elegidas como 
diputadas repetir candidatura en la lista nacional reservada a las mujeres en 
virtud del art. 5 de la Ley Orgánica de la Cámara de Representantes. Así 
pues, para optar a un segundo mandato las diputadas elegidas en la lista 
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nacional deben presentarse a las siguientes elecciones en la circunscripción 
local. Ha habido intentos de suprimir esta prohibición de repetir candida-
tura en la lista nacional pero sin éxito. Esta situación podrá en parte equili-
brarse con la nueva Autoridad para la Paridad y la lucha contra todas las 
formas de discriminación instaurada mediante la Ley 79-14 (aprobada 
mediante Dahir 1-17-47 de 21 de septiembre de 2017), ya que podrá for-
mular propuestas y observaciones sobre los proyectos de ley para que la pari-
dad sea efectiva.

El compromiso constitucional con la transparencia (art. 155 CM) y la 
rendición de cuentas (art. 1 CM) es otro de los flancos en los que el desarrollo 
legislativo ha sido de todo punto insatisfactorio. En particular, el control de 
las subvenciones para financiar la campaña electoral en las elecciones legislati-
vas no ha sido objeto de regulación en ninguna de las dos leyes orgánicas de 
las cámaras, de forma que sigue estando regulada en el art. 289 del Código 
Electoral29, que tiene rango de una ley ordinaria, lo que comporta que, 
siguiendo la doctrina del Consejo Constitucional elaborada bajo la anterior 
legislación30, el Código Electoral no resulta aplicable a las elecciones legislati-
vas, actitud que ha sido objeto de crítica doctrinal (Moussebbih, 2016: 64). 
Igualmente, no se ha previsto en el Código electoral sanción de ningún tipo 
(ni pecuniaria, ni electoral, ni penal) para el caso de incumplir el límite de 
gasto impuesto por el art. 293 del Código Electoral.

También el supuesto reforzamiento de la democracia queda en entredi-
cho, al no desaparecer del todo la tutela del Ministerio del Interior en la crea-
ción de partidos, pues el art. 7 de la Ley 29-11 le faculta a instar al Tribunal 
Administrativo de Rabat el rechazo de su creación si no cumple los requisitos 
legales (Bendourou, 2014: 144).

La Ley Orgánica sobre la regionalización avanzada ha venido siendo pos-
puesta de manera reiterada desde que conociera su primer impulso justo en la 
antesala de la primavera árabe. En rigor, bajo esa rúbrica de regionalización 
avanzada no se cobija el reconocimiento de una autonomía legislativa de las 
regiones como podría sugerir la expresión, sino que se trata de una descentra-
lización administrativa31, actuando los consejos regionales como órganos de 
planificación y de propuesta al Estado (Aboulas, 2014: 183).

29	 El art. 289 dispone que «los candidatos a las elecciones generales municipales y 
legislativas están obligados a respetar el límite de gasto electoral fijado por decreto».

30	 Decisiones 205-98 de 11 de mayo, 207-98 de 21 de mayo y 252-98 de 12 de 
noviembre de 1998.

31	 Una comparación entre las actuales y las anteriores regiones puede encontrarse en 
Ojeda y Suárez (2013: 103 y 2015).
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En cuanto al nuevo mecanismo de tutela de derechos fundamentales, ver-
dadera novedad «estrella» en las nuevas Constituciones marroquí (art. 133), 
tunecina (art. 120) y argelina (art. 188), es muy relevante que la Ley Orgánica 
86-15 hayan quedado excluidos del objeto de la cuestión de inconstitucionali-
dad las leyes sobre las que haya recaído previamente una declaración de incons-
titucionalidad, siempre y cuando no hayan variado los fundamentos que 
motivaron dicha declaración (art. 5 de la Ley Orgánica 86-15), lo cual a priori, 
y salvo cambio de circunstancias, deja en la práctica fuera de control a poste-
riori las leyes orgánicas en razón de su control de constitucionalidad preceptivo 
antes de su promulgación32 y también los tratados internacionales que hayan 
sido ya sometidos al control de constitucionalidad.

La regulación de las competencias CSPJ sobre el nombramiento del pre-
sidente del Tribunal de Casación y del fiscal general del Estado (arts. 14, 21 y 
22 de la Ley del Estatuto del magistrado) no respeta del todo las Directivas 
y Principios sobre el derecho a un proceso justo y asistencia jurídica en África, 
adoptada por la Comisión Africana de Derechos del Hombre y de los Pueblos 
que, al igual que la Carta Europea sobre el estatuto de los jueces, coinciden en 
exigir un organismo independiente para la selección y nombramiento de los 
jueces33.

Por otro lado, los órganos constitucionales de nueva creación, como el 
CSPJ y el Tribunal Constitucional, no han sido instituidos hasta abril de 
2017, es decir, casi seis años después de su constitucionalización, por lo que la 
fijación del límite constitucional temporal en la adopción de las leyes orgáni-
cas no ha sido del todo eficaz.

Sea como fuere, la implementación de la nueva Constitución de 2011 
conoce otras vertientes que no pasan por la adopción de leyes orgánicas, sino 
que se vehiculará mediante la aplicación en sede jurisdiccional y 

32	 Dicha exclusión parece sustentarse en los términos en que aparece redactado el art. 
134 CM, que dispone que: «Las decisiones del Tribunal Constitucional no son 
susceptibles de ningún recurso. Se imponen a los poderes públicos y a todas las 
autoridades administrativas y jurisdiccionales».

33	 A pesar de que el CSPJ sea exclusivamente competente para nombrar los magistrados 
y fiscales, se ha excluido de dicha competencia la designación del presidente y del fiscal 
general del Tribunal de Casación, ambos puestos clave, ya que el presidente del 
Tribunal de Casación es al mismo tiempo presidente del CSPJ, con amplias 
competencias en materia de nombramientos de magistrados. De ahí que el art. 17 de 
la Ley debería de haber contemplado un procedimiento transparente para estos cargos, 
garantizando, por ejemplo, que su selección se efectúe por el CSPJ basada en criterios 
objetivos y de mérito, definiendo unas causas de cese legales tal y como exigen las 
normas internacionales.
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administrativa del principio de constitucionalidad, por vez primera consagrado 
en Marruecos en el art. 6 CM párrafo tercero. En este sentido, una nueva 
pedagogía constitucional debería de inculcar a los operadores jurídicos un 
recto entendimiento de dicho principio, alejado de interpretaciones distorsio-
nadas que fundan el despliegue de efectos del nuevo texto constitucional solo 
a partir de una supuestamente inexcusable interpositio legislatoris, lo cual sería 
más propio de un Estado legal que de un Estado constitucional.
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Resumen

Este artículo está orientado a estudiar la mayor actividad de los movimientos 
regionalistas anticentralistas y antineoliberales en Chile desde el año 2011 y la resis-
tencia del bloque en el poder por impulsar reformas orientadas a distribuir poder, ele-
var tributos y dictar normas de autogobierno. La investigación establece cómo el 
segundo Gobierno de Michelle Bachelet se ha hecho cargo de la agenda de los 

1	 Artículo realizado en el marco del proyecto FONDECYT 1150684, denominado 
«Movimientos regionalistas y transformaciones políticas en Chile 2011-2016: entre la 
cooptación y el poder autónomo».
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movimientos regionales. Para ello, en la primera sección se describe el escenario 
socio-político en Chile, caracterizado por el aumento de la conflictividad social en el 
año 2011; la emergencia de la coalición gobernante Nueva Mayoría con una retórica 
reformista, y la crisis de legitimidad política en Chile. Posteriormente, en la segunda 
sección se profundizará en los conflictos regionales y la estrategia del bloque en el 
poder para procesar esta conflictividad. Para ello se analiza cualitativa y cuantitativa-
mente el tránsito (estrategia del bloque en el poder) mediante la agenda de los movi-
mientos regionales a la agenda gubernamental, considerando como fase intermedia el 
trabajo de la Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regio-
nal y los procesos de participación ciudadana que se desarrollaron en dicho proceso.

Palabras clave

Conflicto social; movimientos regionales; descentralización; neoliberalismo; 
transición en Chile.

Abstract

This article studies the main activities of the anti-centralist and anti-neo-liberal 
regionalist movements in Chile from 2011, and the resistance of the bloc holding 
political power to the promotion of reforms aimed at the distribution of powers, 
increases in taxation, and the establishment of norms of self-government. The inves-
tigation refers to the co-optation of the agenda of regionalist movements by the sec-
ond national government of Michelle Bachelet. The first section describes the 
socio-political context in Chile, characterised by an increase in social conflict starting 
in 2011, the rise of the Nueva Mayoría as a ruling coalition accompanied by reformist 
rhetoric, and the crisis of political legitimacy in Chile. The second section examines 
regional conflicts and the strategy of the governing bloc to deal with them. Finally, 
the article provides a qualitative and quantitative analysis of the transition (the strat-
egy of the governing bloc), and the co-opting of the agendas of the regionalist move-
ments to the governmental agenda, considering as an intermediate stage the work of 
the Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional and the 
processes of citizens’ participation that were developed.

Keywords

Social conflict; regional movements; descentralization; neoliberalism; transition 
in Chile.
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I.	 INTRODUCCIÓN

La Concertación de Partidos por la Democracia (en adelante Concerta-
ción), coalición dominante en Chile en el periodo postdictatorial, sufrió a lo 
largo de su historia múltiples tensiones entre grupos conservadores «de orden» 
denominados «autocomplacientes», y grupos socialdemócratas denominados 
«autoflagelantes». Para los primeros, el modelo económico y político en Chile 
—heredado de la Dictadura— era exitoso debido a que daba estabilidad, cre-
cimiento y gobernabilidad, por esta razón, solo se requería de ajustes menores. 
En tanto, los segundos cuestionaban el neoliberalismo desregulado, la baja 
capacidad de implementar reformas, el excesivo diálogo y consenso con la 
derecha chilena y la construcción de un régimen poco democrático.

Las disputas intra Concertación siempre tuvieron como triunfadores a 
los grupos «autocomplacientes», razón por la que, tras veinte años en el 
Gobierno, la coalición no implementó cambios sustantivos en las dos «almas» 
del modelo pinochetista: modelo económico y Constitución política. Es en 
este contexto cuando, durante los años 2010-2013, se evidenció un divorcio 
entre el bloque en el poder y el pueblo en tres aspectos clave. En primer lugar, 
destaca la derrota electoral de la Concertación en las elecciones presidenciales, 
provocando el retorno de la derecha al poder político desde 1990 con Pino-
chet, y desde 1964 con Alessandri victorioso en las elecciones de 1958. Por 
otra parte, los estudios evidencian una expansión significativa de protestas 
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desde el año 2011, principalmente, en torno a cuatro matrices conflictivas: a) 
estudiantil, b) ambiental, c) territorial-regionalista, y d) agudización del con-
flicto mapuche. Finalmente, el periodo muestra un desprestigio generalizado 
de las coaliciones y partidos políticos, crisis de las instituciones, desafección, 
crisis de representatividad, divorcio entre lo social, lo político y la política, 
entre otros fenómenos evidenciados en todos los estudios y encuestas de opi-
nión desde 1997, pero exacerbados en los últimos años.

Es en este escenario que la otrora Concertación, rebautizada «Nueva 
Mayoría» luego de incorporar al Partido Comunista a la coalición, se propuso 
conducir nuevamente al país con Michelle Bachelet a la cabeza en lo que 
denominaron un «nuevo ciclo». De este modo, elaborando un programa 
«autoflagelante» con los contenidos, Bachelet, en su segundo periodo presi-
dencial, 2014-2017, proponía dar una solución a los temas pendientes en los 
primeros veinte años de la Concertación profundizando reformas en lo que 
Manuel Antonio Garretón (2013) llama «neoliberalismo corregido, progre-
sismo limitado».

El presente artículo analizará cómo el Gobierno de la nueva mayoría pro-
cesó los conflictos regionales chilenos y las demandas ciudadanas territoriales, 
buscando indagar si la agenda descentralizadora estuvo orientada a la coopta-
ción autoritaria con énfasis en el orden (siguiendo el modelo concertacionista 
transicional), o la agenda estuvo orientada en una perspectiva de transforma-
ción, siguiendo la lectura de un «nuevo ciclo» (modelo declarado por la nueva 
mayoría). Para ello, se estudiarán dos factores claves: 1) la trayectoria, fases del 
procesamiento de conflicto y la estrategia de la nueva mayoría para hacerse 
cargo de la conflictividad regional a partir del nombramiento de la Comisión 
Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional (en adelante 
Comisión); y 2) el grado de integración de las demandas de los movimientos 
a la agenda gubernamental.

El estudio se propone la comparación de cuatro momentos: 1) la fase de 
conflicto de los movimientos con la construcción de demandas regionales; 2) 
la fase de diálogos ciudadanos o cabildos territoriales en cada región, donde la 
ciudadanía expresó sus demandas; 3) la fase de propuestas de la Comisión en 
la que los miembros, tomando como insumo los «diálogos regionales», elabo-
raron propuestas para entregar a la presidenta; 4) la fase de agenda guberna-
mental, en la que el Gobierno ha tomado —o no— como insumo las 
propuestas de la Comisión para construir su propia agenda legislativa.

La hipótesis central del estudio es que, pese al discurso aparentemente 
«renovador» de la Nueva Mayoría, en lo que respecta a descentralización se ha 
impuesto la visión concertacionista «autocomplaciente» de orden, deteniendo 
un proceso descentralizador profundo y realizando reformas orientadas a 
administrar el conflicto social en una apuesta cooptativa autoritaria.
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II.	 LA CONCERTACIÓN: AUGE Y CAÍDA

1.	 DEL RECHAZO A PINOCHET A LA CONSOLIDACIÓN DE SU MODELO

En 1986, el descubrimiento de armas en Carrizal Bajo y el fallido aten-
tado a Pinochet realizado por el Frente Patriótico Manuel Rodríguez marca-
ron el declive de los proyectos de sublevación y rebelión popular de masas. El 
«año decisivo», que estuvo orientado a impulsar una Guerra Patriótica Nacio-
nal para derrotar a la dictadura, fracasó sepultando definitivamente al Movi-
miento Democrático Popular2 y consolidando la posición de la Alianza 
Democrática. Esta última coalición de partidos —iniciada en 1983— ter-
minó conduciendo el proceso democratizador, generando un extenso diálogo 
con el régimen militar y concluyendo con una transición pactada, la que para 
Hidalgo (2011: 63) favoreció al régimen tanto en la legitimación de la Cons-
titución de 1980 como en las instituciones de democracia protegida y Ley de 
amnistía.

De esta manera, la Concertación de Partidos por la Democracia3 —en 
adelante Concertación—, formada desde los cimientos de la Alianza Demo-
crática, fue la coalición triunfadora en el plebiscito de 1988, ganando poste-
riormente las elecciones en diciembre de 1989. Con ello, se inició un periodo 
transicional (o postdictatorial) marcado por la continuidad del modelo eco-
nómico y político de la dictadura en:

1. � Continuidad y profundización del modelo neoclásico de Chicago. Si 
bien el «neoliberalismo» fue impuesto desde mediados de la década de 
los años setenta en Chile4. El modelo fue consolidado durante la 
década de los noventa, siguiendo las tendencias latinoamericanas del 
Consenso de Washington a través de las reformas de primera y segunda 

2	 Conformada por sectores del Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), 
Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), Izquierda Cristiana, Partido 
Comunista y Partido Socialista Almeyda.

3	 Conformada por en sus orígenes por la Democracia Cristiana, Partido Socialista, 
Partido Radical, Partido por la Democracia, Partido Socialdemocracia Chilena, 
Partido Humanista, Los Verdes y Partido Alianza de Centro.

4	 Tanto a partir de la reducción del gasto fiscal, la privatización de 725 empresas, 
liberación y desregulación tributaria, laboral, sectores económicos, divisas, aranceles 
(Dávila y Penaglia, 2012) como con la destrucción del incipiente «Estado benefactor» 
a través de la reforma a la seguridad social (sistema de pensiones, privatización de la 
salud), cambios en la legislación sindical y negociación colectiva, desregulación y 
mercantilización de la educación, entre otros.
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generación impuestas por el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional a cambio de financiamiento (e.g.: García, 2003; Andara, 
2007; Santiso, 2001).

2. � Continuidad del orden institucional, enclaves autoritarios y cerrojos 
institucionales (Garretón, 2003, y Fernández, 2002) heredados de la 
dictadura y la Constitución del 19805, así como enclaves propios de 
la transición.

Para Manuel Antonio Garretón (2009: 102) la existencia de una demo-
cracia limitada o incompleta se encuentra en la vigencia de la constitución de 
1980 y la institucionalidad política que de ella se deriva, generando un empate 
entre «fuerzas de la dictadura» y «fuerzas democráticas» en todas las institucio-
nes políticas relevantes.

Sin embargo, al igual como ocurrió en el ámbito económico —en el que 
la transición profundizó el modelo—, en el ámbito político institucional el 
régimen se consolidó a través de «acuerdos» que habrían dado paso a la exis-
tencia de «enclaves transicionales» (Garretón, 2009: 102). Estos enclaves, para 
Siavelis (2009), contemplaron: 1) Cuoteo (distribución de poder institucional 
como botín por acuerdos entre partidos); 2) Control de la élite en la selección 
de candidatos y la política electoral; 3) Dominación de los partidos en la polí-
tica (de partidos con baja adhesión popular); 4) Formulación de políticas eli-
tistas y extrainstitucionales; 5) Intocabilidad del modelo económico. En la 
primera década del retorno a la democracia, la derecha controló el Senado por 
la vía de ocho senadores designados, incluyendo los excomandantes de las 
fuerzas armadas.

El modelo postdictatorial, gobernado por la Concertación durante veinte 
años, estuvo marcado por una renuncia a las ideas de transformación motivadas 
por la renovación socialista (Isner, 2004; Valenzuela, 2014), y un fuerte ideal de 
orden y estabilidad6. Es decir, en términos politológicos fue continuadora de los 

5	 Fernández (2002) define a los enclaves autoritarios como: 1) Rol garante del orden 
institucional de las FF. AA. y Carabineros; 2) Inamovilidad de los comandantes en 
jefe; 3) Atribuciones del Consejo de Seguridad Nacional. En cuanto a los cerrojos 
institucionales destacaban: 1) Senadores designados no elegidos democráticamente; 
2) Sistema binominal mayoritario que genera empate; 3) Quórum supra mayoritarios 
de 3/5; 4) Tribunal constitucional antidemocrático con capacidad de anular reformas 
legales del congreso; 5) Ausencia de mecanismos populares constituyentes. Si bien 
algunos de estos enclaves y cerrojos institucionales han sido reformados en los últimos 
veinticinco años, muchos continúan vigentes.

6	 Orden y estabilidad que para Ortiz (2015a) no escatimó en utilizar la violencia y 
represión tanto con el uso de aparatos de inteligencia a través de la «oficina» como en 
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principios de gobernabilidad conservadora de la Comisión Trilateral (Mone-
dero, 2012; Camou, 2010). Esto quiere decir, énfasis en crecimiento econó-
mico, bajos niveles de democracia y participación, y éxito institucional 
sustentado en estabilidad y ausencia de conflicto.

Por pragmatismo o convicción, la renuncia —o imposibilidad— de 
generar transformaciones al modelo dictatorial generó una escisión entre 
Estado y sociedad (pueblo, demos). De este modo, si, como describe Garretón 
(2013), desde 1930 a 1973 los partidos políticos tenían representación y 
expresión de intereses de clases, a la vez que canalizaban efectivamente esas 
expresiones en el sistema político, durante la transición esa «correa de trans-
misión» dejó de funcionar, bifurcando lo social de la política. Con lo anterior, 
el tejido social, la asociatividad y la construcción popular generada en dicta-
dura desde 1983 —con las protestas, ollas comunes, comprando juntos y 
otros espacios de organización que incluían también ONGs, medios de comu-
nicación y centros de pensamiento— fueron ignorados y —en cierta medida— 
despotenciados durante la transición.

Un sistema político que apuntaba al orden era disfuncional respecto a un 
tejido social politizado, por lo que la relación entre el Estado y la sociedad 
civil, cuando no era cooptada y clientelar (Durston, 2012; Valenzuela, 2015), 
fue reemplazada por enfoques de nueva gestión pública donde la participación 
popular fue modificada por espacios de consulta en múltiples ventanillas del 
Estado, hiperfragmentados y en un enfoque ciudadano-cliente que permitía 
«conocer» la demanda para focalizar el gasto público y hacerlo más eficiente 
(Penaglia, 2013). Bajo este enfoque promovido por organismos internaciona-
les, el pueblo ahora se denominaba capital social, y el poder popular, gober-
nanza y accountability.

2.	 LAS DISPUTAS INTRAGRUPO: AUTOCOMPLACIENTES VS. 
AUTOFLAGELANTES

No obstante lo anterior, el periodo concertacionista no estuvo exento de 
tensiones internas, las que resolvió con la imposición del orden conservador. 
Los primeros dos hitos que marcan un giro respecto a la crítica intra Concer-
tación7 estuvieron marcados por los aportes de Tomás Moulian en 1997 y el 

asesinatos dudosos realizados por carabineros desde la masacre de Apoquindo, pasando 
por la muerte de decenas de mapuches hasta llegar al asesinato reciente de trabajador 
Nelson Quichillao en julio de 2015.

7	 La crítica de sectores de izquierda fuera de la Concertación —aunque invisibilizados 
o marginales— nunca dejó de existir
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Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 1998 (PNUD 1998), 
coordinado por Norbert Lechner.

Para Tomás Moulian en «Chile Actual: Anatomía de un Mito», la «tran-
sición» se construyó en un sistema de trueques que generó estabilidad a cam-
bio de silencio. Para ello, la Concertación desarrolló el «blanqueo» del proyecto 
pinochetista con un realismo «frío y soberbio» que creía interpretar las necesi-
dades de Chile, lo que implicaba la legitimación del orden político y econó-
mico.

Por otro lado, el segundo informe desarrollado en Chile por el PNUD 
tuvo un gran impacto académico y político. El foco central del informe detalla 
que, si bien Chile ha alcanzado significativos avances a nivel económico, las 
personas y sus relaciones sociales se han visto debilitadas aumentando su des-
confianza y malestar, lo que propiciaría un terreno fértil para el conflicto.

En materia de subjetivación, el informe señala que los chilenos se encuen-
tran atravesados por tres temores: el temor al otro, a la exclusión y al sinsen-
tido. Lo que serían factores que inciden en «la confianza en los otros, el sentido 
de pertenencia y las certidumbres que ordenan el mundo de la vida cotidiana» 
(PNUD, 1998: 19).

Por otro lado, el «miedo al otro» habría potenciado las inseguridades 
debilitando el vínculo social y el sentido de comunidad. «El «nosotros», es 
decir, la identidad, la confianza y la sociabilidad, se habría resquebrajado […] 
se restringe cada vez más a los círculos íntimos de familiares y amigos. Lo 
público aparece como un espacio ocupado por un «otro» anónimo y, a veces, 
amenazador» (PNUD, 1998: 24).

Con la emergencia de los antecedentes empíricos y normativos que cues-
tionaban el «éxito» del modelo transicional, las disputas políticas al interior de 
la Concertación se hicieron cada vez más recurrentes, principalmente potencia-
das, como señala Méndez (2015), por los resultados de las elecciones parla-
mentarias de 1997 que evidenciaron los primeros síntomas de una crisis de 
representatividad y abstencionismo. Esto dio paso a una confrontación que fue 
mediáticamente conocida como «autocomplacientes» vs. «autoflagelantes».

Para los autocomplacientes, que expresaron sus ideas en el documento 
«Renovar la Concertación. La Fuerza de Nuestras Ideas» en mayo del 1998, la 
transición liderada por la Concertación fue una de las etapas «más promisorias 
de la historia de Chile» por conseguir la «libertad», controlar la acción «terro-
rista» y a las FF. AA. y, principalmente, por consolidar un modelo económico 
virtuoso. Respecto a esto último, este grupo de la Concertación hizo suyos los 
principios de la economía neoclásica. El documento enfatiza en la tesis del 
«chorreo» sosteniendo que el crecimiento económico ha generado progreso, 
mayor equidad social y reducción de la pobreza. De esta forma, el manifiesto 
señala: «somos partidarios sin vacilaciones de una moderna economía de 
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mercado» (1998: 9), agregando que el Estado debe tener un rol limitado en 
tareas esenciales (Estado mínimo). Con ello el texto abraza el proyecto del 
Estado subsidiario impuesto a «sangre y fuego» (Salazar y Pinto, 1999) en la 
Constitución dictatorial, argumentando que «el Estado debe ser un impulsor 
decidido y eficaz de soluciones que el mercado por sí solo es incapaz de gene-
rar» (1998: 13).

La respuesta de los «autoflagelantes» no se hizo esperar y se estructuró en 
el documento «La gente tiene razón: reflexiones sobre las responsabilidades de 
la Concertación en los tiempos presentes» (junio de 1998) (Ominami, 2009). 
El texto, si bien está lejos de hacer una crítica al modelo capitalista y releva el 
rol de la Concertación durante el periodo, destaca también la necesidad de 
«retornar a las convicciones». Crítica al texto autocomplaciente acusándolo 
de poseer «excesivo exitismo en su evaluación de lo ya hecho, de errores en su 
diagnóstico de las causas del malestar que detecta y, sobre todo, insuficiencia 
en la definición de las tareas futuras» (1998: 2). El texto cuestiona el modelo 
económico y político dictatorial y el impacto que ha producido en lo cultural 
y social, debilitando los lazos y vínculos colectivos. Releva los éxitos «indiscu-
tibles» de la transición, sin embargo, admite errores y omisiones del proceso, 
tales como la vigencia de la Constitución, la difícil subordinación de las 
FF. AA. al poder civil y principalmente —a diferencia del texto autocompla-
ciente— evidencia que la desigualdad es una de las tareas claves pendientes, 
sosteniendo que:

La evolución política, económica y cultural del país muestra, también, fuertes y 
notorias asimetrías entre estas dimensiones provocadas por la presencia de 
importantes desigualdades y privilegios. Entre otros hechos, la relación entre 
crecimiento económico y equidad no aparece satisfactoria para los valores e 
ideales que han iluminado el mundo político cultural del conjunto de los acto-
res que forman parte de la Concertación. El país presenta altas tasas de concen-
tración del patrimonio y del ingreso, mientras que por otro lado se percibe un 
estancamiento de las posibilidades de movilidad social y la participación polí-
tica de numerosos sectores de la población (1998: 6).

El documento concluye con que el crecimiento económico no es el único 
camino hacia el desarrollo, que existe una democracia incompleta y que es 
necesario avanzar hacia una «soberanía real».

Estas tensiones se extenderían durante la década, lo que sumado a los 
efectos de la crisis asiática, llevarían a la Concertación al borde de la derrota 
electoral en 1999, teniendo Ricardo Lagos una estrecha victoria de 3 puntos 
en segunda vuelta ante Joaquín Lavín. Como sostiene Eugnio Tironi: «Ricardo 
Lagos tuvo que dar un giro ostensible a su campaña, evitando los aspectos 
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conflictivos y enfatizando los contenidos, liderazgos y estilos más clásicamente 
centristas, para reforzar la noción de que su Gobierno sería el tercero de la 
Concertación y no el segundo socialista después del de Salvador Allende» 
(2002: 32).

Sin duda, Ricardo Lagos, lejos de ser un presidente con orientación 
socialista, o a lo sumo «autoflagelante», orientó su política hacia la profundi-
zación del orden económico construido por la dictadura. Durante su mandato 
fueron privatizadas áreas de CODELCO, se permitió el endeudamiento ban-
cario como política de financiamiento estudiantil universitario (CAE), se con-
cesionaron la gran mayoría de las carreteras, entre otras medidas. A su vez, 
desde lo político institucional, Lagos, en el año 2005, legitimó la Constitu-
ción pinochetista firmándola como una «nueva Constitución». En su discurso 
señaló: «[...] hoy contamos con una Constitución que ya no nos divide», pese 
a tratarse solo de algunas reformas constitucionales como la eliminación de 
senadores designados y vitalicios y el acortamiento del periodo presidencial de 
6 a 4 años (Atria, 2013). A pesar de estas reformas, en lo sustantivo, esta 
«nueva Constitución» mantenía íntegro el proyecto dictatorial en cuanto a 
enclaves autoritarios y visión doctrinal.

En este mismo periodo, a nivel interno del Partido Socialista en el XXVII 
Congreso del año 2005, se produciría lo que Edison Ortiz (2015b) denomina 
«Golpe Blanco», que implicó la salida de Gonzalo Martner de la Presidencia 
del Partido, la derrota del «progresismo» dentro del PS y su posterior rol de 
«orden» en alianza con la Democracia Cristiana. Este hito sería la última vic-
toria «autocomplaciente», manteniendo una Concertación unida, ya que 
durante el primer periodo presidencial de Bachelet comenzaron a emerger 
diputados «díscolos», quienes finalmente terminaron rompiendo con la Con-
certación, al igual que el senador Alejandro Navarro. Esto se tradujo en que, 
en las elecciones 2009-2010, además de Eduardo Frei como candidato oficial 
de la Concertación, se levantaran las candidaturas de Jorge Arrate (6,21 % de 
los votos) y Marco Enrique-Ominami (20,14 % de los votos), ambos exmili-
tantes socialistas. Finalmente, esas elecciones fueron ganadas por Sebastián 
Piñera, terminando el ciclo concertacionista y marcando el regreso de la «dere-
cha» al poder.

3.	 MINORÍA DESCENTRALIZADORA, COOPTACIÓN AUTORITARIA 
Y DESCENTRALIZACIÓN

La discusión sobre descentralización ha sido una de las dimensiones políti-
cas atravesada por el debate entre autocomplacientes (orden) y autoflagelantes 
(democratización y cambio), en el que una parte promovió mayor devolución 
de poder y otra se mantuvo en el tradicional centralismo paraestatal (Valenzuela, 
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1999). En este periodo, dentro de sectores autoflagelentes se comenzaron a 
constituir apuestas como Los Federales (con un segmento de políticos e intelec-
tuales de centro-izquierda junto a sectores de derecha liberal), a partir de donde 
empezaron a posicionar la necesidad de superar el excesivo centralismo anclado 
en el ideario de orden transicional y el miedo al poder territorial. Este grupo, 
entre otras cosas, criticó: las autoridades designadas por el poder central, la 
ausencia de recursos autónomos, la inexistencia de competencias y la falta de 
controles y mecanismos de participación.

La irrupción de Los Federales ocurre cuando Ricardo Lagos no cumple 
sus compromisos de campaña en la materia, tales como elección de ejecutivo 
regional, consejeros regionales y creación de Gobiernos metropolitanos. Por 
estos motivos Los Federales realizaron treinta campañas y acciones de protesta 
reclamando equiparidad de recursos para las regiones y políticas respecto a lo 
que se daba en la Región Metropolitana.

Si bien en los inicios de la transición sectores de la Democracia Cristiana 
y Arturo Valenzuela promovieron un cambio de régimen político hacia uno de 
carácter semipresidencial y descentralizado, estos actores fueron teniendo cada 
vez menos cabida en el desarrollo programático de la Concertación, donde 
prácticamente no hubo avances en la materia. El trabajo de Rodrigo Mardo-
nes (2008) da cuenta de ello al analizar el bajo impacto de las 122 leyes en des-
centralización desarrolladas durante el periodo 1990-2008. En materia de 
competencias, la mayoría son aspectos regulatorios en torno a delegación 
de funciones «con impacto marginal en términos de descentralización»; en 
cuanto a descentralización política, se regularon aspectos menores como la 
formación de coaliciones; y en el ámbito fiscal, principalmente «estuvieron 
dirigidas a resolver déficit de salud y educación municipal».

De este modo, durante la transición se forjó un municipio mínimo, sin 
poder en rentas locales regionales ni en la planificación. Con ello, Chile es uno 
de los países más centralistas de la OCDE y América Latina, lo que se refleja 
entre otras cosas en que el gasto subnacional autónomo sea del 15 % versus el 
25 % de promedio de América Latina y el 40 % de la OCDE (Rosales et al., 
2012). El país no cuenta con gobiernos metropolitanos y es el único país sud-
americano que no elige gobernadores regionales. De esta forma, el Gobierno 
central administra el territorio cooptando a través de distintos mecanismos la 
conflictividad, sea secuestrando las demandas ciudadanas con dádivas (Hal-
denwang, 1990), combinando leyes centrales para legitimar el poder junto 
con la represión (Gerschewski, 2010), así como integrando disidentes al poder 
(Selznick, 1994).

Por otra parte, John Durston (2012) concluyó la fuerte incrustación de 
las redes clientelares en la década 1999-2009 en la manipulación de la inver-
sión pública de las regiones de la Araucanía, Bío-Bío y Coquimbo, constatando 
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la existencia de tres mecanismos: 1) el caudillo que ofrece puestos de trabajo y 
consigue proyectos; 2) el broker que intermedia una red de favores entre políti-
cos y comunidades; el gestor, que construye legitimidad local a partir del lobby 
en favor de proyectos comunitarios (Durston, 2012: 375).

Tabla 1.  Rasgos entre modelo cooptador-discrecional versus modelo  
democrático-descentralizador

Modelo / rasgo Cooptador-Discrecional Democrático-Descentralizador

Régimen y 
sistema político

Centralista, presidencialista, 
con débiles instituciones y 
alta discrecionalidad en el 
nombramiento de personal y en la 
asignación de contratos, sistemas 
electorales que favorecen grandes 
partidos/coaliciones hegemónicas y 
existencia de un alto peso de grupos 
económicos aliados al poder político 
o de las empresas públicas.

Poder parlamentario como 
contrapeso, descentralización, 
sistema electoral proporcional, 
separación de poderes, control 
de legalidad, alta dirección 
pública, autonomías indígenas y 
territoriales, limitación aportes 
privados a política, sistemas 
de consejos para decisiones, 
modelos participativos de 
asignación de recursos.

Relación formal 
con grupos 
subnacionales

Fondos discrecionales para negociar 
con grupos críticos, bonos de 
término de conflicto, posibilidad 
de leyes especiales, creación de 
comisiones de estudios, posibilidad 
de nombramientos de opositores 
en cargos de la administración y en 
la coalición o partido gobernante, 
amnistías.

Leyes de resolución de 
controversias, sistema de 
mediación, leyes nacionales de 
impactos locales, negociaciones 
colectivas y poder sindical.

Corrupción
informal

Comisiones (coimas), contratos 
especiales, contratación de 
familiares, entrega de tierras, 
contratos o servicios.

Contraloría independiente, 
carrera profesional, 
limitaciones al nepotismo, 
licitaciones controladas, baja 
discrecionalidad, cultura cívica 
de control ciudadano.

Neutralización 
sutil

Reconocimiento retórico, 
premiaciones, nombramiento en 
comisiones especiales, protagonismo 
en medios oficiales.

Consejos plurales para premios, 
comisiones por instituciones (no 
personales), libertad de medios 
de comunicación.

Fuente: Valenzuela y Yévenes, 2015.
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Por su parte, en el tema específico de la cooptación y descentralización, 
Valenzuela y Yévenes (2015) identifican cuatro mecanismos: 1) estructurales 
vinculados al marco jurídico institucional y al régimen político; 2) formales, 
que tienen que ver con procedimientos administrativos que favorecen espa-
cios discrecionales en la toma de decisiones; 3) informales (fuera de la legali-
dad), como las coimas o contratos privilegiados; y 4) sutiles, entre los que 
cuentan «reconocimiento retórico, premiaciones, nombramiento en comisio-
nes especiales, protagonismo en medios oficiales». A partir de ello, los autores 
proponen una comparación entre un modelo centralista-cooptativo y otro 
democrático-descentralizador, lo que marca algunas de las principales diferen-
cias al interior del bloque en el poder en la materia.

III.	 LA CONFLICTIVIDAD SOCIAL Y LAS PROTESTAS: LA INFLEXIÓN 
(2011)

1.	 EL ESTALLIDO: DEL MALESTAR A LAS PROTESTAS

En 2011 se vivió una inflexión sociopolítica en la que se manifestó un 
descontento social que, sin haber provocado aun un cambio en el orden 
político económico, se ha prolongado en una crisis de la política y una acti-
vación de las acciones colectivas. En este contexto, en Chile emergió una 
pluralidad de conflictos que se constituyeron tanto desde proyectos con 
vocación de transformaciones estructurales hasta matrices conflictuales 
demandantes del Estado por la reproducción social, integración y/o cambio 
institucional.

En este contexto, es posible agrupar la conflictividad en torno a cuatro 
grandes matrices y relatos:

— �La lucha por derechos sociales básicos, eje caracterizado principal-
mente por el movimiento estudiantil desde el 2006 a la fecha, pero en 
el que en 2016 se integra la lucha por el sistema de pensiones y la inci-
piente articulación en torno a la salud.

— �La radicalización del conflicto etnonacional y territorial mapuche, 
que si bien tiene centenares de años, y en el mediano plazo se agudizó 
desde mediados de los años noventa, estudios como el de Rojas y 
Miranda (2016) evidencian una radicalización en los repertorios de 
lucha desde el 2011.

— �Conflictos territoriales-ambientales en los que se tensiona el capita-
lismo extractivista con las comunidades locales, como los casos de 
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Pascua Lama 2005-2006, 2013, Mehuin 2006, Caimanes 2010, Cas-
tilla 2010, Hidroaysén 2011, Freirina 2012, Chiloé 2016.

— �Conflictos regionalistas caracterizados por reivindicaciones y deman-
das de zonas, generalmente, extremas, que tienen como uno de los 
ejes articuladores el centralismo y la ausencia de poder político para 
decidir sobre temas regionales como los casos de Calama 2010-2013, 
Magallanes 2011, Aysén 2012, Arica 2013, Tocopilla 2012.

En este escenario, gran parte de las ciencias sociales nacionales estuvo 
dirigida a indagar qué estaba ocurriendo, caracterizando mayoritariamente el 
periodo como una inflexión respecto a la abulia social de los años noventa y 
2000. No obstante lo anterior, pese a haber existido cierto acuerdo en torno al 
«despertar social» u «hora de la politización», como le llamó el informe del 
PNUD 2016, las explicaciones de las ciencias sociales de desenvolvieron por 
caminos distintos: proyectos refundacionales de las instituciones políticas, 
institucionales (Garretón, 2012); proyectos autónomos-extra institucionales, 
sociocráticos, de base popular y críticos al neoliberalismo (Mayol, 2012; Sala-
zar, 2013; Gaudichaud, 2015); demandas por la integración al modelo de 
desarrollo capitalista (Tironi, 2011), entre otros.

Los datos son claros, como muestra el gráfico 1, mientras en 2009 exis-
tieron 1773 manifestaciones en Chile, esa cifra se casi cuadruplicó en 2011, 
llegando a 6938.

Gráfico 1.  Número de manifestaciones en Chile

Fuente: PNUD (2012: 41).

Lo mismo ocurrió con las alteraciones del orden público, que, como 
muestra el gráfico 2, aumentaron en 9 veces entre el 2009 y el 20118.

8	 Es importante agregar que las cifras de los gráficos 1 y 2 fueron construidas en base 
a los datos oficiales de Carabineros y el Ministerio del Interior, por lo que no 
necesariamente representan el número total de episodios y participantes. Los 
organizadores de las movilizaciones siempre difieren de los números oficiales; por 
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Gráfico 2.  Participantes en alteraciones al orden público

Fuente: PNUD (2014: 253).

De este modo, como señaló el historiador Mario Garcés, «algo pasó en 
Chile» que quebró lo que se creía un país con el orden social mejor logrado y 
naturalizado (2012: 7). Este quiebre y aumento en la conflictividad y ruptura 
del orden como valor central de la sociedad (Mayol, 2013) significó también 
una proliferación de interpretaciones en el campo político y académico, que, 
salvo algunas excepciones de intelectuales de derecha (Oppliger y Guzman, 
2012), compartían en describir el fenómeno como una inflexión.

2.	 LA CONFLICTIVIDAD REGIONAL: UNA DEMANDA DE CARÁCTER 
HISTÓRICO

En el marco del estallido de conflictos sociales, una de las expresiones 
colectivas que mayor relevancia ha tenido desde el 2011 son los movimientos 
regionales. Esta matriz conflictual no es nueva en la historia de Chile. Desde 
1830 el modelo portaliano y conservador del «peso de la noche» impuso un 
sistema político rígido, autoritario y centralista, a beneficio exclusivo del patri-
ciado mercantil de Santiago. De esta forma, el proyecto nacional (de la élite 
santiaguina) buscó imponer la idea de nación homogénea. Con ello, la «chile-
nidad», construida a través de guerras y del rol de la escuela, se orientó a eli-
minar las diferencias étnicas, de clase y territoriales en pos de un proyecto 
unificador hegemónico. Las élites centralistas, con el miedo a la diversidad y a 
la «anarquía», buscaron destruir los espacios de participación social y comuni-
taria, constituyente, regionalista y diversa.

No obstante lo anterior, pese a las estrategias de cooptación, clienteliza-
ción y represión, fueron numerosas las veces en las que el modelo «unitario» 
entró en crisis a través de diversos motines. De este modo, en la historia de 
Chile es posible identificar diversas crisis nacionales, 1823, 1829, 1851, 1859, 

ejemplo, en la marcha del 16 de abril de 2015, Carabineros cifró en 40 000 los 
asistentes y los organizadores en 180 000. 
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1891 y 1927 (Salazar, 2011; Valenzuela, 1999), en las que se ha cuestionado 
la matriz centralista.

Con ello, las demandas por autonomía territorial son una demanda 
latente. De esta forma, no resulta extraño que algunos estudios de opinión9, 
como el Barómetro de la Universidad de los Lagos en 2011 en tres regiones 
del país, más del 86 % de los encuestados consideraba insuficiente la autono-
mía regional, mientras que sobre el 90 % de los encuestados estuvo de acuerdo 
o muy de acuerdo con la elección de intendentes y que las regiones tomaran 
sus decisiones o administrar su recaudación fiscal. A su vez, en el Barómetro a 
nivel nacional del 2009, el 86,1 % de los encuestados señalaba como impor-
tante la descentralización, el 80,1 % que esta mejora la calidad de vida y el 
72,5 % demostró sentir una percepción de baja autonomía (Thayer, 2011).

Es en este contexto que durante el periodo 2011-2013 se alzaron una 
seguidilla de conflictos regionales cuestionadores del modelo centralista-ex-
tractivista. De este modo, si bien los casos de movimientos territoriales en el 
país son variados, el estudio ha buscado enfatizar en tres casos emblemáticos: 
Aysén, Magallanes y Calama, en base a los siguientes criterios: 1) acciones 
colectivas que lograron entablar discursos regionalistas, 2) acciones con grados 
de estabilidad, procesos de socialización y articulación definidos, 3) acciones 
colectivas con episodios conflictivos relevantes (paros, cortes de ruta, mar-
chas), 4) acciones colectivas con presencia y relevancia mediática a nivel nacio-
nal. El anexo 1 detalla una síntesis de los principales movimientos del periodo 
2011-2013.

2.1.	 Calama: alto precio del cobre sin beneficios en el territorio

El movimiento de Calama es uno de los casos emblemáticos de privación 
relativa y crisis de expectativas intraterritorial, motivados por el auge en el pre-
cio del cobre y los bajos beneficios que genera este para la región (Penaglia y 
Valenzuela, 2014). Ya en el año 2009 se estaba conformando el primer cabildo 
abierto, que posteriormente dio paso a las primeras manifestaciones en la ciu-
dad, reivindicando el restablecimiento de los principios de la ley 11.828 dero-
gada por la dictadura, que obligaba a dejar parte de las utilidades mineras en 
las comunas, favoreciendo el desarrollo local.

Las demandas principales del movimiento fueron: 1) la recuperación del 
5 % de las utilidades del cobre en zonas productoras; 2) compensación por el 

9	 Además de los estudios desarrollados por la Universidad de los Lagos con los aportes 
de investigadores como Gonzalo Delamaza y Eduardo Thayer, no existen estudios 
cuantitativos nacionales regulares y continuos sobre el tema de descentralización.
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traslado del campamento de Chuquicamata a Calama; 3) declarar a Calama 
Zona Extrema; 4) compensar con 400 millones de dólares por los 34 años en 
que la ciudad no cuenta con las utilidades del cobre; 5) renacionalización del 
cobre y agua.

Ante las respuestas insatisfactorias del Gobierno, desde la fecha en 
Calama se han desarrollado distintas manifestaciones y paros regionales 
durante más de tres años, bajando su intensidad en el segundo Gobierno 
Bachelet, tanto por la baja del precio de la libra de cobre a la mitad de su valor 
(de cuatro dólares la libra en el año 2012 a dos en el 2015), la incorporación 
del Partido Comunista al Gobierno y la esperanza que abrió la Comisión de 
Estado para la Descentralización (Troncoso, 2016).

2.2.	 Aysén: politización reformista ascendente y redes transversales

El conflicto en Aysén se desató en un contexto de descenso en la indus-
tria del salmón y de la pesca, agravado en febrero del año 2012 con la promul-
gación de la ley de pesca, lo que provocó el malestar de los pescadores que, 
junto a dirigentes de la zona, desataron las manifestaciones en la región.

Entre las demandas más importantes que desarrolló la asamblea ciuda-
dana y el movimiento social por Aysén, que agrupa a diversas organizaciones 
sociales, podemos destacar: 1) la rebaja sustancial de los combustibles; leña, 
gas, petróleo, parafina, bencina; 2) salud de calidad; 3) equidad laboral; 
4) participación ciudadana vinculante; 5) empoderamiento de la pesca arte-
sanal regional; 6) subsidio al transporte e integración física; 7) regionaliza-
ción de recursos naturales; 8) universidad estatal regional.

2.3.	 Magallanes: una identidad histórica de lucha

El conflicto tuvo sus inicios en el año 2009 en el Gobierno de Bachelet, 
cuando dirigentes gremiales de Magallanes denunciaron por primera vez el 
alza histórica del gas domiciliario y comercial. A pesar de que estas acusacio-
nes se desmintieron, se realizaron diversas movilizaciones a fines de ese año.

En el año 2010, el Gobierno de Sebastián Piñera decidió aumentar la 
tarifa del gas con el argumento de reducir la diferencia entre el precio del gas 
subsidiado que cobra ENAP a la distribuidora Gasco Magallanes y los valores 
del mercado internacional. Esto fue denunciado como un acto injusto, puesto 
que el 75 % de la producción total del gas extraído en la región es vendido a 
un menor precio a la empresa transnacional «Methanex», de capitales cana-
dienses. Esto desató las movilizaciones en las principales ciudades de la región, 
donde se convocó a un paro indefinido que comenzó el 11 de enero. La 
demanda principal del movimiento era poner fin a la ley de la tarifa del gas, 
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que concluyó en un acuerdo de alza del gas en un 3 % y un aumento de die-
ciocho mil subsidios a las familias más pobres de la región (Penaglia et al., 
2016).

IV.	 LA RESPUESTA DEL BLOQUE EN EL PODER

1.	 LA CONCERTACIÓN SIENTE EL GOLPE Y BUSCA RECONSTRUIRSE: EL 
ORIGEN DE LA NUEVA MAYORÍA Y LA RESPUESTA A LOS CONFLICTOS 
REGIONALES

La derrota electoral del 2010 y el estallido social del 2011 hicieron ree-
merger el espíritu autoflagelante en la Concertación. En la CEP de junio-julio 
de 2011 la Concertación —ahora como oposición— recibía solo un 16 % de 
aprobación y un 53 % de rechazo, lo que tampoco se traducía en un apoyo al 
oficialismo que solo contaba con un 26 % de aceptación y un 53 % de rechazo.

Es en este contexto en el que la Concertación buscó revertir su rechazo 
apostando a un segundo periodo presidencial de Michelle Bachelet, quien 
habiendo terminado su primer mandato con buena aprobación ciudadana, se 
retiró de la política contingente para presidir ONU mujer, quedando aislada 
del rechazo. Pero para hacer frente a la crisis de legitimidad, la Concertación 
además apostó por tres aspectos para afrontar lo que se denominó «nuevo 
ciclo»: coalición, personajes y proyecto. De este modo, en primer lugar, se 
puso fin a la Concertación para dar paso a la Nueva Mayoría, lo que incluyó 
la incorporación del Partido Comunista. A ello se sumó el control de la 
agenda por parte de políticos vinculados a los «autoflagelantes» y el progre-
sismo, lo que implicó el retiro paulatino de los «autocomplacientes». Esto se 
evidenció además en un cambio generacional de los actores políticos (ejem-
plo: Generación 90). Finalmente, las señales políticas de giro a la «izquierda» 
(incorporación PC y conducción «autoflagelante») se tradujeron en un «reno-
vado» proyecto materializado en el programa de campaña, que contenía tres 
reformas prioritarias: 1) Reforma educacional, incorporando demandas del 
movimiento estudiantil como fin al lucro, gratuidad en educación superior y 
desmunicipalización; 2) Nueva Constitución con un proceso participativo; 
3) Reforma tributaria del 3 % del PIB con «equidad», para que «los que 
ganan más aporten más», lo que se traduciría principalmente en aumento del 
impuesto a empresas, fortalecimiento de competencias de fiscalización de 
Servicio de Impuestos Internos y perfeccionamiento de los mecanismos 
antielución.

Además de estos tres pilares, el programa consideraba una reforma labo-
ral para el fortalecimiento sindical, lo que contemplaba huelga efectiva sin 



LOS MOVIMIENTOS REGIONALISTAS EN CHILE Y LA DESCENTRALIZACIÓN…	 149

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 131-169

reemplazo, titularidad sindical y fin al multirut; y en lo valórico, matrimonio 
igualitario y ley de aborto en casos de violación, inviabilidad del feto o riesgo 
de vida de la madre.

En lo relativo a descentralización, para hacerse cargo del ciclo de protes-
tas regionales10, dentro de las medidas prioritarias para los primeros 30 días, se 
conformó la Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo 
Regional para elaborar una propuesta integral para modificar el excesivo cen-
tralismo chileno, la postergación de los territorios subnacionales, y principal-
mente, revertir y procesar la creciente conflictividad regional. Por esta razón, 
se nombraron a 33 comisionados, la gran mayoría de regiones, liderados por 
Esteban Valenzuela y Heinrich Von Baer, históricos regionalistas. La comisión 
también integró al excandidato presidencial regionalista Ricardo Israel y a 
actores claves de los movimientos regionales de los últimos años: Esteban 
Velásquez Alcalde de Calama y miembro activo de ese movimiento, Miriam 
Chible, regionalista de Aysén y dirigente del movimiento de Patagonia sin 
Represas; y al exsenador de Magallanes Pedro Muñoz, que si bien no fue un 
actor clave de ese movimiento, como miembro de la Comisión recibió el 
apoyo de miembros de la asamblea ciudadana de Magallanes como Marcela 
Baratelli. Para integrar las demandas político-regionalistas-mapuche también 
se incluyó en la Comisión a José Marimán, influyente intelectual ligado al 
partido político Wallmapuwen.

La Comisión funcionó de abril a septiembre del año 2014 a través de 5 
grupos temáticos: 1) Descentralización Política, 2) Descentralización Admi-
nistrativa, 3) Descentralización Fiscal, 4) Fortalecimiento de Capacidades 
Locales, 5) Participación Ciudadana y Control Democrático.

Para realizar un enfoque «participativo», la Comisión llevó a cabo 15 
diálogos ciudadanos en todas las regiones del país, instancias donde se expre-
saron las distintas ideas, demandas y propuestas de los actores de cada región, 

10	 Si bien el ciclo de protestas de mayor visibilidad sucedió durante el gobierno de 
Sebastián Piñera, los movimiento no fueron procesados durante su mandato 
presidencial, teniendo solo respuestas parciales: en el caso de Calama a través del 
Fondo de Desarrollo del Norte y el proyecto Calama Plus; en Magallanes se estableció 
una ley de tarificación del gas sin regularse legalmente; finalmente, para el caso de 
Aysén se establecieron mesas de negociación parciales en torno a zonas extremas, ley 
de pesca y otras reformas que no vieron la luz o fueron fuertemente cuestionadas por 
el movimiento social. Por ello, durante las elecciones presidenciales del 2013 el tema 
se instaló en la agenda, existiendo incluso un candidato regionalista (Ricardo Israel). 
En este contexto, y teniendo como «inspiración» el «nuevo ciclo», la Nueva Mayoría, 
a través del programa de gobierno de Bachelet, buscó hacerse cargo de solucionar la 
conflictividad. 
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participando alrededor de 4000 personas (Informe Comisión Asesora Presi-
dencial para la Descentralización y Desarrollo Regional, 2014). Adicional-
mente la Comisión habilitó una página web para el envío de propuestas 
ciudadanas y la transmisión de sesiones a través de streaming, a la vez que, 
como declara el informe, se recibieron en audiencia a distintas organizacio-
nes públicas y privadas, ONG, partidos políticos, think tank, organizaciones 
sociales, entre otros. En suma, la Comisión declara haber recibido más de 
3000 propuestas.

El proceso de estudio mediante el que se buscó determinar el tránsito de 
lo social a la política institucional y la agenda gubernamental contó de cuatro 
momentos:

1. � La fase conflictiva, la que, como se detalló anteriormente, ocurrió 
principalmente en el periodo 2011-2013, y del que se desprendió un 
número de demandas regionales.

2. � Los diálogos ciudadanos desarrollados en el marco de la comisión en 
todas las regiones, espacio en el que gran parte de los actores partici-
pantes de los movimientos regionales pudieron expresar demandas en 
cada uno de los cinco grupos de trabajo.

3. � Informe final de la comisión asesora presidencial. Para ello se analizó 
el porcentaje de las propuestas surgidas en los diálogos ciudadanos 
que fue incorporado en el informe final. Para ello, como detalla la 
siguiente tabla, se clasificaron las demandas ciudadanas en tres cate-
gorías.

Tabla 2.  Clasificación cumplimiento de demandas ciudadanas

Categoría Explicación

Sí Se incorpora la propuesta en un 100 %

No No se incorpora la propuesta

Parcialmente Se incorpora parte de la propuesta

Fuente: elaboración propia.

4. � La agenda gubernamental, en la que se analizó qué porcentaje del 
informe y las demandas ciudadanas incorporó el Gobierno, y qué 
porcentaje se ha concretado en proyectos de ley o programas 
durante el mandato de Michelle Bachelet. Esto se analizó con cua-
tro categorías.
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Tabla 3.  Clasificación incorporación de informe y demandas ciudadanas 
al Gobierno

Categoría Explicación

Sí Se incorpora la propuesta en un 100 % como proyecto de ley
No No se incorpora la propuesta
Parcialmente Se incorpora parte de la propuesta como proyecto de ley 
En agenda Se anuncia mediáticamente o en reuniones a los actores 

involucrados que los contenidos serán incorporados a un 
proyecto de ley, sin que ello se haya materializado al momento 
del estudio (por lo que más allá del anuncio, se desconocen los 
contenidos).

Fuente: elaboración propia.

Cada una de las demandas fue comparada con las acciones que ha 
emprendido el Gobierno de la Nueva Mayoría en relación a la materia. Este 
proceso ha implicado:

1. � El estudio de los proyectos de ley, seguimiento del debate parlamen-
tario y entrevistas con informantes claves de Gobierno.

2. � Los datos se han cotejado a través de tres grupos de discusión durante 
2015-2016 en talleres de análisis de coyuntura en el marco de obser-
vatorio de conflicto territorial.

3. � Finalmente, se han realizado entrevistas y seguimiento con los miem-
bros de la Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y 
Desarrollo Regional, quienes a su vez, durante su funcionamiento, 
agruparon las propuestas en diez ejes prioritarios.

2.	 LA INCLUSIÓN DE LAS DEMANDAS CIUDADANAS EN LA AGENDA 
GUBERNAMENTAL DE BACHELET

El proceso político desde el movimiento a la agenda gubernamental es 
combinado. Parte del movimiento se canalizó en las asambleas o a través de 
comisionados vinculados a los principales conflictos regionales, a la vez que, 
como un mecanismo paralelo a la comisión, siguieron ocurriendo negociacio-
nes y trabajos entre movimiento y Gobierno, como el Plan Especial de Desa-
rrollo de Zonas Extremas.

Este análisis permitirá indagar cuán profundo es el cambio que puede 
tener una propuesta desde su origen, y evaluar la efectividad de los mecanis-
mos de participación establecidos por el Gobierno.
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A continuación se hará un análisis de las 45 principales propuestas elabo-
radas por la ciudadanía en los diálogos regionales de la comisión, clasificándo-
las por grupo temático, según la metodología antes detallada.

Tabla 4.  Grupo 1: Descentralización Política

Principales demandas en diálogos ciudadanos Comisión
Incorporado 
a la agenda 

de Gobierno

Asamblea Constituyente Parcialmente Parcialmente 

Mecanismos de Democracia Directa vinculantes Sí No

Estatutos Regionales para territorios aislados Sí Parcialmente 

Elección de intendentes Sí Si 

Partidos Regionales Sí Parcialmente 

Educación Cívica Sí En agenda

Limitar reelecciones Sí Sí 

Región de la Araucanía Plurinacional con estatuto 
propio y cuota a mapuches de poder

Sí No

Fuente: elaboración propia.

De las ocho principales demandas de los diálogos ciudadanos, siete tuvie-
ron correspondencia con las medidas propuestas en el informe final de la 
Comisión (aunque tres de ellas incluidas en el grupo 5: Mecanismos de Demo-
cracia Directa, Partidos Políticos Regionales y Educación Cívica).

A su vez, dentro de las propuestas incorporadas, dos de ellas fueron más 
allá que lo expresado en los diálogos ciudadanos. Tales son los casos de «Elec-
ción de Intendentes», para lo que la Comisión fijó como plazo el 2016; y 
«Estado Plurinacional y cuotas indígenas», donde la Comisión propuso ade-
más un Estatuto Regional propio para la Región de la Araucanía (con posibi-
lidad de ampliación a otros territorios), incorporando, además de cuotas y 
reconocimiento multicultural, la existencia de grados de autodeterminación.

En cuanto a las propuestas aceptadas «parcialmente», se encuentra «asam-
blea constituyente», ya que en las medidas del grupo 5 se detalla «elaborar a 
mediano plazo una Nueva Constitución, democrática, que renueve el orden 
institucional chileno, iniciando para ello un proceso participativo, que invo-
lucre tanto a la ciudadanía como a los actores locales y regionales» (Comisión 
Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional, 2014: 99).
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Finalmente, la eliminación de cargos de confianza regional asignados 
desde el nivel central no fue considerada en el Informe.

En suma, de las propuestas ciudadanas, un 87,5 % tuvo correspondencia 
con las medidas del informe de la comisión, un 12,5 % con aceptación parcial.

Por su parte, en lo que corresponde a la incorporación de las medidas 
ciudadanas a la agenda gubernamental, solo dos de las propuestas han llegado 
a la agenda legislativa, siendo las más destacada la elección de intendentes. El 
proyecto consagrado en los Boletines 9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 
10.443-06 consigna la elección del Ejecutivo Regional —llamado Goberna-
dor Regional— y se crea la figura de «delegados presidenciales» —en sustitu-
ción de gobernadores—. De este modo, la reforma constitucional modifica 
—entre otras cosas— el artículo 112, señalando:

El gobernador regional será elegido por sufragio universal, en votación directa, 
por simple mayoría, y durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y 
podrá ser reelegido por una sola vez.

Sin embargo, el proyecto genera bastantes críticas, ya que si bien propone 
la elección de la autoridad regional, no establece plazos para tal elección y deja 
abierto a una ley —aun no propuesta— la reglamentación de tal elección.

Por otro lado, establece dentro de sus funciones, además de prescindir del 
Gobierno regional, «ejercer las funciones de coordinación, supervigilancia o fis-
calización de los servicios públicos que dependan del Gobierno Regional o se 
relacionen con éste, en su caso», la vez que crea la figura de «delegados presiden-
ciales», autoridad no electa de exclusiva confianza del presidente, sobre quien 
recaerá la «supervigilancia y coordinación de los servicios públicos existentes en 
la provincia que no dependan del Gobierno Regional», agregando que «tratán-
dose de la provincia asiento de la capital regional, al delegado provincial le 
corresponderá además la supervigilancia y coordinación de los servicios públicos 
con presencia en el nivel regional, y que no dependan del Gobierno regional; así 
como de los demás delegados provinciales de la región respectiva».

Este elemento, como veremos más adelante —ante una ley de traspaso de 
competencia débil que mantendrá la mayoría de servicios públicos dependien-
tes del poder central—, implica que la autoridad electa sea más bien decorativa.

Respecto a otras materias planteadas en los diálogos ciudadanos, tres 
medidas han sido incorporadas parcialmente: asamblea constituyente, que se 
ha reemplazado por un «proceso constituyente» con «participación» de la ciu-
dadanía no vinculante, dejando para el próximo Gobierno la decisión res-
pecto al mecanismo.

Por otro lado, a pesar de que fue aprobada la ley 20 840, que sustituye el 
sistema binominal, limita la reelección de autoridades y permite la creación de 
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partidos regionales11; en el estudio este punto fue considerado como parcial-
mente logrado, ya que si bien la ley permite la creación de partidos regionales, 
estos son limitados en su financiamiento y con altos requisitos y barreras de 
constitución, lo que los vuelve inexistentes en la práctica.

Finalmente, en cuanto a la creación de estatutos regionales para territo-
rios, el Gobierno ha considerado específicamente el caso de Isla de Pascua y no 
de otras zonas como Araucanía —hacia donde estaba orientada la propuesta 
ciudadana y de la comisión.

En síntesis, el Gobierno incorporó un 25 % de las demandas, parcial-
mente un 37,5 %, en agenda un 12,5 % y no incorporó el 25 %.

Tabla 5.  Grupo 2: Descentralización Administrativa

Principales demandas en diálogos ciudadanos Comisión
Incorporado 
a la agenda 

de Gobierno

Creación de Gobiernos metropolitanos con 
intendente electo y consejo de alcaldes

Sí Parcialmente 

Servicios públicos de carácter regionales, con 
capacidad resolutiva, funciones, presupuestos y 
representación provincial.

Sí Parcialmente

Traspasos de competencias a las municipalidades 
incorporando más recursos y capacidades técnico-
profesionales. 

Sí Parcialmente

Mayores atribuciones de los consejeros regionales: 
entre otras, capacidad de elaborar proyectos de ley 
al Parlamento.

Sí No

Mejorar la coordinación de los servicios públicos 
en la focalización de recursos considerando la 
realidad y diversidad territorial.

Sí Sí

Descentralización intrarregional de los servicios Sí No
Perfeccionamiento y actualización de instrumentos 
de planificación territorial

No Sí

Potestad reglamentaria regional amplia vinculada 
con aspectos financieros y administrativos, con 
traspaso de atribuciones al Consejo Regional.

Sí No

Fuente: elaboración propia.

11	 Lo que se debió al acuerdo entre el gobierno y los parlamentarios independientes.
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De las ocho demandas ciudadanas en torno a descentralización adminis-
trativa, siete tuvieron correspondencia con lo propuesto por la Comisión, des-
tacando la creación de cuatro Direcciones dependientes de cada Gobierno 
Regional «encargadas de materializar las políticas y planes regionales vía la eje-
cución de programas y proyectos específicos. Estas son: a) Fomento Produc-
tivo e Innovación; b) Desarrollo Social; c) Infraestructura, Habitabilidad, 
Desarrollo Urbano, Transporte y Medio Ambiente, y d) Educación, Cultura, 
Ciencia y Tecnología. Esas direcciones se conformarán con el traspaso de las 
actuales direcciones regionales de servicios como CORFO, INDAP, SERVIU, 
Vialidad, SENCE, FOSIS y CNCA, entre otros» (Comisión Asesora Presi-
dencial en Descentralización y Desarrollo Regional, 2014: 39). A su vez, el 
proceso de traspaso de competencias incluyó el ámbito municipal, criterios de 
diversidad territorial y la incorporación de mínimos en cuanto a recursos 
humanos, financieros y administrativos.

Por otro lado, el Gobierno de Michelle Bachelet, el 16 de enero de 2015, 
envió una indicación sustitutiva al proyecto de ley 19 157 elaborado en el 
Gobierno anterior de Sebastián Piñera sobre Gobierno y Administración 
regional, profundizando la regionalización del país (Boletín 7963-06).

El texto incorpora alguna de las demandas ciudadanas y propuestas de la 
Comisión en lo relativo a traspaso de competencias, para ello define tres áreas 
en las que se pueden realizar transferencias: ordenamiento territorial, fomento 
de las actividades productivas y desarrollo social y cultural12.

El proyecto propone la creación de tres nuevas divisiones: fomento a la 
industria, infraestructura y transporte, y desarrollo social y humano. Permite 
a su vez modificar servicios públicos o suprimirlos, a la vez que incorpora nue-
vos instrumentos de ordenamiento territorial y la capacidad de coordinación 
intraterritorial a través de convenios de programación.

Sin embargo, el elemento central de diferenciación respecto a las pro-
puestas ciudadanas y las medidas recomendadas por la Comisión es la no 
incorporación de potestad reglamentaria en los Gobiernos Regionales.

En esta línea, la propuesta de la Comisión, al definir al Estado chileno 
como descentralizado, define algunos principios como: autonomía; autogo-
bierno regional y municipal; prohibición de tutela del Gobierno central en las 
atribuciones regionales y de los Gobiernos regionales respecto a las atribucio-
nes municipales (Comisión Asesora Presidencial en Descentralización y Desa-
rrollo Regional, 2014: 29). A su vez, incluye un conjunto de «competencias 
constitucionales exclusivas», entre las que destaca, además del uso de los 

12	 Respecto a la propuesta de la comisión no incluye innovación, infraestructura, 
desarrollo urbano, educación, ciencia y tecnología.
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instrumentos de planificación y ordenamiento territorial, «el ejercicio de 
facultades normativas en el ámbito de su competencia. El Consejo Regional 
ejercerá la potestad reglamentaria en el ámbito de ejecución de las leyes que 
regulan sus competencias exclusivas, compartidas o delegadas. Esta compe-
tencia reglamentaria exclusiva es parte de sus competencias constitucionales, 
sin necesidad de habilitación legal previa» (Comisión Asesora Presidencial en 
Descentralización y Desarrollo Regional, 2014: 36). A su vez el texto incluye 
«iniciativa de ley en materias de su competencia».

De esta forma, la propuesta de traspaso de competencias presentada por 
el Gobierno es mucho más acotada y no descentraliza la gran mayoría de los 
servicios propuestos en los diálogos ciudadanos y por la comisión.

En suma, para este grupo las medidas de la Comisión contienen el 
85,7 % de las principales demandas ciudadanas, y parcialmente el 12,5 %; 
mientras que el Gobierno ha incorporado en su agenda legislativa el 25 %, no 
incorpora el 37,5 %, mientras en el 25 % lo realiza de manera parcial, como es 
el caso de traspaso de competencias y creación de Gobiernos metropolitanos 
con intendente electo, además de potestades reglamentarias y legales.

El caso más dramático de distanciamiento entre las demandas ciudada-
nas, medidas de la Comisión y agenda gubernamental ocurre en torno a Des-
centralización Fiscal. Mientras las demandas ciudadanas estudiadas en 
secciones anteriores apuntaban a «nacionalización del cobre y el agua» 
(Calama) o «soberanía sobre los recursos naturales» (Aysén), en la expresión 
de los diálogos ciudadanos las propuestas se transformaron en medidas redis-
tributivas: revisar el sistema impositivo, aumento de tasas de impuesto a sector 
extractivista y contaminante, aumento de recursos con justicia territorial. Con 
este ajuste de las propuestas ciudadanas, existió un 84,6 % de correspondencia 
entre lo expresado en los diálogos y el informe final de la Comisión, mientras 
solo quedaron fuera las propuestas de IPC regionalizado y la creación de fon-
dos medioambientales para el cuidado de áreas verdes y el desarrollo del 
turismo.

Sin embargo, al estudiar el tránsito a la agenda gubernamental, se observa 
que ninguna medida fue incorporada totalmente y un 77,9 % ha sido excluido 
del debate. Esto incluye todo lo relativo a nuevos impuestos (royalty a toda 
explotación de recursos renovables y no renovables, revisión de tasas de excep-
ción tributaria e impuestos a ductos y cables eléctricos). Por otra parte, las 
propuestas sobre aumento de recursos como el Fondo de Convergencia y Ley 
de Rentas Regionales se excluyeron parcialmente —o se han modificado por 
planes piloto.
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Tabla 6.  Grupo 3: Descentralización Fiscal

Principales demandas en diálogos ciudadanos Comisión
Incorporado 
a la agenda 

de Gobierno

Tributación en la región y no en su casa matriz Sí No 

Aumento del fondo común municipal, sobre todo 
en zonas extremas

Sí No

Revisión de las leyes de excepción tributaria Sí No

Creación del fondo de conservación de áreas 
silvestres protegidas y desarrollo del turismo 
sustentable

No No

Royalty a las empresas que explotan recursos 
naturales renovables y no renovables, con fines de 
lucro y que sean incorporados al fondo regional

Sí No

Creación de rentas regionales para la equidad 
territorial

Sí No 

Fondo de convergencia territorial para la equidad Sí Parcialmente 

Impuestos verdes en beneficio de las comunas 
donde están ubicadas las empresas contaminantes

Sí No

Ley Espejo: que los recursos gastados en la Región 
Metropolitana sean replicados en regiones en 
trenes e infraestructura en general

Sí No

Impuestos de servicios portuarios en beneficio de 
las ciudades-puertos

Sí En agenda

Impuestos a centrales eléctricas de beneficio local Sí Sólo fondo 
vecinal

Creación de la tasa de impuesto municipal por 
ductos, cables y antenas

Sí No

IPC regionalizado No No

Fuente: elaboración propia.

Esto, a juicio del Gobierno, se debe principalmente a la desaceleración 
económica, que ha implicado una restricción presupuestaria y un freno a 
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muchas de las reformas del programa, a la vez que a los grandes problemas que 
tuvo la nueva mayoría con la reforma tributaria, que ocasionó un fuerte 
enfrentamiento con la derecha política y económica —y en muchos casos, al 
interior de la misma nueva mayoría.

De esta manera, la intención de la Comisión de transitar de un 18 % a 
un 35 % de gasto subnacional autónomo para el año 2020 (Comisión Asesora 
Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional, 2014: 58) en la 
actualidad parece totalmente inviable.

Tabla 7.  Grupo 4: Fortalecimiento de capacidades locales y regionales

Principales demandas en diálogos ciudadanos Comisión 
Incorporado 
a la agenda 

de Gobierno

Fondo especial regional descentralizado que 
permita generar incentivos para atraer y retener 
capital humano avanzado nacional e internacional.

Sí Parcialmente

Incentivo a la creación y desarrollo de 
organizaciones y programas de emprendimiento, 
que potencie que los propios profesionales de 
la región puedan generar nuevas propuestas 
para atender los requerimientos y necesidades 
regionales. 

Sí Parcialmente

Reintegrar el patrimonio, cultura e historia 
regional a los currículums educacionales. Política 
regional de intervención integral en la formación 
básica y media; en formación de profesores.

Sí No

Promover la innovación a través de la 
descentralización del programa Explora de 
CONICYT para que con fondos regionales y a 
través de convenios con el mismo CONICYT 
se cultive el valor de las ciencias y la innovación 
en los colegios de la región y las organizaciones 
comunitarias.

Sí No

Fuente: elaboración propia.

De las demandas expresadas en los diálogos ciudadanos en torno a capaci-
dades locales, el 100 % fue incorporado y potenciado en las medidas de la 
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Comisión —a pesar de ser medidas mayormente genéricas—, destacando, por 
ejemplo, los «sistemas regionales de gestión de capital humano para el desarrollo 
de comunas y regiones», que incluye la formación de capital humano con per-
tenencia regional a través de la renovación del currículum escolar y la forma-
ción superior con enfoque en el desarrollo endógeno (Comisión Asesora 
Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional, 2014: 77). A su vez, 
las medidas van más allá de la demanda ciudadana en cuanto a la descentrali-
zación del programa Explora de CONICYT, ya que propone la creación de 
una institucionalidad regional descentralizada para la ciencia, tecnología e 
innovación —lo que además va en correspondencia con el traspaso de compe-
tencias.

Por su parte, el Gobierno no ha incorporado totalmente ninguna de 
estas medidas en agenda, haciéndolo solo parcialmente en lo relativo a la 
creación de innovaciones y emprendimientos regionales, además del fondo 
para la atracción de capital humano avanzado a las regiones como el pro-
grama Explora, aunque muchos de estos programas existían anterior-
mente.

Finalmente, de las demandas ciudadanas expresadas en los diálogos 
del grupo 5, un 41,7 % tuvo correspondencia con lo planteado por la 
Comisión (aunque varias propuestas ciudadanas del grupo 1 fueron acep-
tadas por el grupo 5). Entre ellas destacan la «participación directa en los 
asuntos de interés regional y local», a través de referéndum revocatorio de 
mandato, plebiscito y referéndum revocatorio de reglamentos, los tres 
mecanismos con capacidad de convocatoria ciudadana, vinculantes y con 
financiamiento.

En cuanto a la solicitud de creación de un órgano colegiado de la socie-
dad civil a nivel regional, este fue acogido, pero solo como un instrumento 
consultivo y no resolutivo. Finalmente, fue considerada, «parcialmente», la 
obligatoriedad de la participación ciudadana en los instrumentos de planifica-
ción regional y local, ya que, si bien dentro de las propuestas de la Comisión 
se incluye «consagrar el derecho constitucional a la participación en los tres 
niveles del Estado» (local, regional y central), no se talla explícitamente la 
obligatoriedad de esta.
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Tabla 8.  Grupo 5: Participación Ciudadana y Control Democrático

Principales demandas en diálogos ciudadanos Comisión
Incorporado 
a la agenda 

de Gobierno

Diagnósticos participativos No No

Plebiscito ante conflictos intendente-consejo 
regional

Sí No

Obligatoriedad de participación ciudadana e 
información y difusión de sus propuestas en el caso 
de instrumentos de planificación regional y local 

Parcialmente No

Instalar los «diálogos comunales», o los cabildos 
abiertos, espacio de encuentro que comunica 
directamente a los representantes con los 
representados

No No

Sistema de control ciudadano de recursos públicos 
y monitoreo de fondos públicos con participación 
ciudadana

No No

Modificar la ley 20 500 para que los COSOC sean 
convocados automáticamente y creación de un 
COSOC regional

Parcialmente En agenda

Programa Nacional de Educación Cívica Sí En agenda

Modificación de ley electoral para exigir un 
programa a cada postulante a alcalde para un 
mejor control ciudadano 

Sí No

Creación de un órgano colegiado de la sociedad 
civil a nivel regional para la participación 
ciudadana con poder resolutivo

Parcialmente No

Creación de escuelas de formación para líderes y 
dirigentes sociales 

Sí Parcialmente

Defensor del Pueblo descentralizado desde su 
creación, «ciudadano fiscalizador»

Parcialmente En agenda

Instauración del Referéndum revocatorio en 
autoridades ejecutivas (alcaldes, intendentes, entre 
otros)

Sí No

Fuente: elaboración propia.
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En cuanto a la inclusión en la agenda de Gobierno, un 8,3 % fue parcial-
mente incorporado en lo relativo a Escuelas para Dirigentes Sociales que creó 
la División de Organizaciones Sociales (DOS) con 100 escuelas en el 2014 
para capacitar a 15 000 dirigentes. Por su parte, un 25 % se encuentra en 
agenda y ha sido anunciado, pero aún no se conoce el contenido y extensión 
de los proyectos. Tal es el caso del Defensor del Pueblo, la inclusión de educa-
ción cívica y el mejoramiento de la Ley 20.500, tres aspectos declarados en el 
programa presidencial y comprometido por la Secretaría General de Gobierno. 
Finalmente, un 66,6 % no fue incorporado.

V.	 REFLEXIONES FINALES: ANÁLISIS GLOBAL DE LOS RESULTADOS

Como se ha estudiado en el presente trabajo, las demandas de los movi-
mientos sociales del periodo 2011-2013 fueron procesadas por el sistema polí-
tico durante el Gobierno de la Nueva Mayoría, pasando por distintas fases de 
«filtro» o instrumentos de dilatación- cooptación. En primer lugar, mediante 
la invitación de algunos actores regionales a «diálogos ciudadanos», fase en la 
que los actores del movimiento invitados fueron integrados en un espacio más 
amplio con funcionarios, organizaciones sociales, gremios, empresariado, 
entre otros. De esta forma, el peso relativo del movimiento social y su capaci-
dad de incidir con sus demandas en la priorización de las propuestas de los 
diálogos ciudadanos pudo ser menor por los mecanismos de jerarquización y 
la falta de constitución de una agenda socio-política transformadora a nivel 
nacional. Durante esta fase, efectivamente algunos conflictos se desmoviliza-
ron, priorizando la canalización institucional de las demandas mediante la 
participación al interior de la comisión.

En segundo lugar, solventado el escollo anterior, las demandas efectiva-
mente resultantes de los diálogos ciudadanos pasaron al filtro de la Comisión. 
En esta fase cada grupo temático, tomando como insumo el resultado de los 
diálogos (de manera consultiva y no vinculante), decidió llevar —o no— las 
medidas al plenario de la Comisión, donde debían votar todos los comisiona-
dos. Para que un acuerdo fuera aceptado requería el voto positivo de 17 miem-
bros (en un universo real de 25 comisionados en promedio), es decir, necesitaba 
un acuerdo de mayoría, consensuado, lo que se dificultaba a su vez por la pro-
cedencia política diversa de los miembros13.

13	 Sobre la procedencia política de los comisionados, seis eran independientes de 
izquierda no vinculados a la Concertación-Nueva Mayoría, dieciocho militantes de la 
Concertación-Nueva Mayoría (seis demócrata cristianos, tres socialistas, tres del 
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En tercer lugar, habiendo sido incorporadas ciertas demandas al informe 
final de la Comisión, resta un tercer filtro, que es que los acuerdos del in
forme tampoco fueron vinculantes, ante ello el Gobierno y su agenda deci-
dió seleccionar solo algunas medidas como proyectos de ley. El resultado 
final de todo este proceso es:

1. � Respecto a Calama, pese a tener dentro de la Comisión a uno de los 
líderes del movimiento Esteban Velásquez, las dos medidas más poli-
tizadas y estructurales: 5 % de utilidades del cobre para la región y la 
nacionalización del agua, litio y cobre, no llegaron a los diálogos ciu-
dadanos como medidas priorizadas, ni fueron propuestas por la 
Comisión. Menos aún se encuentran en la agenda gubernamental.

    � El resto de las medidas fueron consideradas en la Comisión, aunque 
no directamente, sino a través del aumento de recursos a través del 
Fondo de Convergencia y Ley de Rentas Regionales (no consideradas 
por el Gobierno).

2. � En cuanto a Magallanes, las demandas del movimiento fueron mucho 
más reivindicativas que en el caso de Calama. Estas sí fueron expresa-
das en los diálogos y principalmente han tenido un tratamiento espe-
cífico de parte del Gobierno a través del Plan Especial de Desarrollo 
de Zonas Extremas. Las demandas del movimiento que a la fecha no 
se ha incorporado son sueldo mínimo diferenciado y el proyecto de 
tarificación del gas.

3. � Finalmente, el movimiento de Aysén ha sido abordado de un modo 
similar al de Magallanes a través del Plan Especial de Desarrollo de 
Zonas Extremas, lo que ha permitido una inyección de recursos. Tam-
bién se anunció la creación de una Universidad Pública Regional. Sin 
embargo, más allá de estas medidas menores, los avances no han ido 
mucho más allá en lo que involucra distribución de poder. Siguen sin 
solución las demandas relativas a regionalización y administración 
soberana de los recursos naturales, democratización a través de partici-
pación ciudadana vinculante y otras de las demandas establecidas en el 
petitorio del movimiento. La mayoría de estas reivindicaciones más 
políticas, sumadas a las priorizadas en el diálogo de ciudadano de 
Aysén tal como Asamblea Constituyente o modificación del Sistema 

Partido por la Democracia, un comunista, un radical y cuatro independientes, pero 
participantes de este conglomerados), cuatro independientes y nueve militantes de 
partidos de derecha e independientes de derecha: dos de la Unión Demócrata 
Independiente, tres de Renovación Nacional y cuatro independientes.
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de Evaluación Ambiental, tampoco lograron ser instadas en el informe 
de la Comisión pese a que en su interior se encontraba Miriam Chible, 
líder social de Aysén.

En suma, del petitorio de los movimientos regionales ha sido una mínima 
fracción lo que ha llegado a impactar en la agenda legislativa de la nueva 
mayoría. A su vez, como se señaló en la sección anterior, pese a que los diálo-
gos ciudadanos fueron el primer «filtro», aun considerando el resultado de 
estos como las «únicas y legítimas aspiraciones populares», tampoco impacta-
ron mayormente en la agenda legislativa. Tal como muestran los datos inte-
grados del gráfico 3, solo un 15,5 % de las demandas fue considerada en la 
agenda gubernamental, mientras un 55,5 % no.

Gráfico 3.  Porcentaje de elementos considerados del petitorio 
de los movimientos sociales

75,5

11,18,8

24,4

11,1 13,3

55,5

Sí Parcialmente En Agenda No 

Comisión

Gobierno

Fuente: elaboración propia.

Finalmente, frente a la discusión de fondo, ¿cooptación autoritaria o 
perspectiva transformadora?, a la luz de los resultados la respuesta se inclina 
hacia lo primero. Más allá de una «retórica» renovadora y transformadora de 
«nuevo ciclo» y nuevo vínculo entre Estado y sociedad, la coalición mantiene 
una hegemonía conservadora autocomplaciente de centro derecha, continua-
dora del modelo pinochetista.

Si bien la Nueva Mayoría se impuso en las elecciones presidenciales, obte-
niendo además mayoría legislativa en ambas cámaras, y en un comienzo los gru-
pos «autoflagelantes» habían tomado el control del aparato del Estado utilizando 
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un discurso refundacional14, los escándalos de corrupción15, la desaceleración 
económica y la baja en las encuestas llevaron a que el Gobierno, que inicial-
mente contaba con un claro respaldo, se empezara a resquebrajar16. Ante ello, 
hubo una retoma del control gubernamental de parte de los autocomplacientes.

En síntesis, las diez medidas de mayor transformación propuestas por la 
Comisión Presidencial, se morigeraron o rechazaron todas:

— �Al gobernador regional electo se le crea una figura de delegado presi-
dencial fuerte y se mantiene el poder de las agencias regionales en un 
modelo dual incremental. Esto, desde la perspectiva autocompla-
ciente del orden, busca evitar desde el Gobierno central perder poder 
y control en las regiones, a la vez que, desde una perspectiva parla-
mentaria, la oposición a que exista un Gobierno regional autónomo 
empoderado.

— �Se rechazó el consenso para crear una región autónoma mapuche y se 
presentó un proyecto de creación de Ministerio de Asuntos Indígenas 
hacia el 2020; con el argumento de que 1- se debe preservar la iden-
tidad nacional; 2- poner Mapuche podría poner en riesgo el extracti-
vismo forestal; 3- podría ser la puerta de entrada a un separatismo 
nacionalista. Es necesario considerar que estas políticas solo podrían 

14	 Con conceptos como «retroexcavadora» (para referirse a las transformaciones 
profundas que debían emprenderse) o «los poderosos de siempre» (para confrontarse 
a la derecha política y económica).

15	 Los tres principales escándalos han sido: el caso Penta, que ha involucrado el 
financiamiento ilegal de campañas políticas a los partidos de derecha, principalmente 
la UDI; el caso Caval, que involucró al hijo de la presidenta en un aparentemente 
tráfico de influencias en el negocio inmobiliario y de acceso a información sobre el uso 
de suelos; y el caso Soquimich, donde el exyerno de Pinochet, quien además se adueñó 
en la dictadura de la exempresa del Estado, financió de manera irregular la campaña 
de Bachelet, lo que llevó a la caída del ministro del Interior Rodrigo Peñailillo (quien 
representaba una renovación generacional de la política). 

16	 Con ello, la hostilidad al programa y las reformas venía de tres lugares: de sectores 
autocomplacientes al interior de la Nueva Mayoría y el Gobierno (oficialismo) para 
hacerlas más graduales o menos intensas; de la derecha por detenerlas; de los sectores 
a la izquierda de la Nueva Mayoría y el Gobierno), las organizaciones populares y los 
movimientos sociales por profundizarlas o encontrarlas insuficientes. De este modo, 
las encuestas comenzaron a evidenciar el poco respaldo a las reformas, lo que se 
interpretó hegemónicamente solo desde la óptica de la derecha: «la ciudadanía no 
quería reformas». No hubo prácticamente ningún analítico o político que interpretara 
la falta de apoyo a las reformas desde el deseo popular por considerarlas insuficientes.
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responder a la relación íntima del poder económico y político, ya que 
los argumentos vulneran tratados internacionales, como 169 OIT, al 
no reconocerlos como un pueblo con identidad, instituciones, cul-
tura, lengua propia y derecho consuetudinario.

— �Se pospuso el traspaso de competencias sin un tribunal en el que las 
regiones puedan reclamar competencias, quedando el proceso a mer-
ced del Gobierno de turno, que podría crear la comisión, el sistema 
de evaluación y la entrega de competencias por decreto. No obstante, 
ante el reclamo de las bancadas regionalistas en la Cámara y el Senado 
e incluso la protesta de excomisionados para la descentralización, se 
entregó poder de coordinación metropolitano y se crearon tres nuevas 
divisiones en los gobiernos regionales: infraestructura-transporte, 
social y fomento productivo como medidas paliativas.

— �Se disminuyó toda potestad territorial, ya que los Planes Regionales 
de Ordenamiento Territorial no son vinculantes y deben ser visados 
por varios ministerios. Con ello se niega la posibilidad de regiones 
que posean modelos alternativos de desarrollo y regulación del 
territorio.

— �Ninguna de las medidas de participación, plebiscitos y revocatoria 
popular de autoridades electas ha sido considerada.

— �En lo económico no se consideró dar poder a las regiones en los com-
mons, como el agua y la tributación minera, y tampoco se envió una 
ley de rentas regionales, a pesar del acuerdo unánime de los comisio-
nados. Las grandes empresas y el centralismo chileno que se expresa 
en el control del gasto por el Ministerio de Hacienda se opusieron a 
la ley de rentas territoriales argumentando que afectaría a la inversión 
en el contexto de contracción económica por la baja del precio del 
cobre en el trienio 2014-2016.

El cuadro actual de Chile y la trayectoria hecha hasta aquí evidencian la 
incapacidad de las dos mayores fuerzas políticas de construir un proyecto 
colectivo que supere la crisis y el malestar. Pese a los intentos de la Concerta-
ción de reposicionarse a partir de una retórica transformadora (nueva mayo-
ría), la evidencia indica que el orden autocomplaciente se impuso y que el 
sistema político no fue capaz de procesar adecuadamente las demandas regio-
nales, demostrando nuevamente el divorcio entre pueblo y bloque en el poder. 
La izquierda, fuera de las dos grandes coaliciones, cuenta actualmente con un 
senador de 38 y cinco diputados de 120, por lo que su peso es mínimo para 
modificar la agenda legislativa gubernamental. El surgimiento, no obstante, 
de diez partidos regionales y la politización ascendente de los movimientos 
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rupturistas del modelo abren un clivaje nuevo en el que la descentralización 
sustantiva puede tener mayores posibilidades.
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ANEXO 1 
Tabla de resumen de movimientos territoriales

Calama Magallanes Aysén 

Actores 
principales

Asamblea ciudadana.
Alcalde

Asamblea 
ciudadana 
Magallanes

Movimiento social por 
Aysén.
Coordinadora regional 
anti represas Aysén.

Puntos 
Centrales del 
Petitorio

5 % utilidades de 
CODELCO.
Compensación de 
400 millones de 
dólares.
Renacionalización del 
agua, litio y cobre.
Medidas paliativas 
por la contaminación 
minera.
Más profesionales y 
especialistas para el 
hospital de la región.

Sueldo 
mínimo 
diferenciado 
para la región 
de Magallanes 
y las zonas 
extremas.
Cambio al 
proyecto de 
ley sobre tarifa 
del gas.

Subsidio al combustible.
Salud de calidad 
(infraestructura). 
Equidad Laboral [11].
Participación ciudadana 
vinculante.
Universidad Regional 
Pública.
Administración y 
regionalización de los 
recursos naturales.
Subsidio al transporte.
Programa de desarrollo 
para del pequeño y 
mediano campesinado 
rural.

Tipo de 
organización 
predominante

Asamblea ciudadana Asamblea 
ciudadana

Asamblea de 
organizaciones. 

Meta relato Regionalismo Zona extrema Zona extrema 
anticentralismo.

Tipo de 
movilización

Corte de calles, 
paralización comuna, 
marchas.
Intensidad moderada 
del conflicto. 

Paros, 
marchas.

Paralización regional, 
cortes de ruta, 
barricadas, marchas, 
enfrentamiento con 
carabineros.
Intensidad alta del 
conflicto. 

Temporalidad Larga Media Larga

Fuente: Penaglia et al. (2016).
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Resumen

En un nuevo contexto de escasez de recursos públicos y de debate acerca de su 
equitativa y eficiente distribución, este trabajo define tres marcos discursivos elemen-
tales sobre la relación entre el proceso de envejecimiento de la población y el Estado 
de bienestar: el marco tradicional welfarista de protección de la vejez, el discurso de 
la guerra entre generaciones y el marco de la nueva solidaridad intergeneracional. Se 
subraya cómo el discurso de la guerra entre generaciones en su modalidad neoliberal 
busca erosionar el modelo social europeo. Asimismo, se identifican elementos dife-
renciadores entre este discurso neoliberal y un segundo marco emergente construido 
también en torno a la idea de ruptura del pacto intergeneracional, pero progresista. 
Finalmente, se señalan temas para el desarrollo de la incipiente agenda de investiga-
ción en ciencia política sobre los efectos del envejecimiento.

Palabras clave

Envejecimiento; Estado de bienestar; modelo social europeo; justicia/equidad 
generacional; guerra entre generaciones; solidaridad intergeneracional; envejecimiento 
activo.

Abstract

Within a new context of public resource scarcity and debate on their fair and effi-
cient allocation, this article defines three primary discourses framing the relationship 
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between population ageing and the welfare state: the classical welfarist frame of protec-
tion of the elderly; the ‘war between generations’; and the ‘new intergenerational soli-
darity’. It highlights how the neoliberal discourse of the war between generations seeks 
to erode the European social model. Subsequently, it sheds light on some elements dif-
ferentiating this neoliberal frame from an emerging ‘progressive’ version of the idea of 
the collapse of the intergenerational contract. Finally, it pays attention to issues that 
could contribute to the emerging agenda in Political Science on the effects of popula-
tion ageing.

Keywords

Ageing; welfare state; European social model; generational justice/equity; war 
between generations; intergenerational solidarity; active ageing.
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La imagen de la tercera edad como un bloque de votantes movidos por los 
«intereses de los séniores» es un hombre de paja que se mantiene porque sirve a 
determinados propósitos (Schulz y Binstock, 2006: 208).

Los mayores no son las únicas fuerzas sosteniendo el statu quo de los sistemas de 
pensiones, no siempre están en contra de su reforma, y cuando lo están no siem-
pre ganan (Lynch, 2015: 58).

Las democracias que encanecen (greying democracies) no son per se ni mejores ni 
peores democracias (Goerres, 2009: 174).

I.	 INTRODUCCIÓN

El envejecimiento de la población es un proceso demográfico propio de 
las sociedades desarrolladas, de alcance global, que consiste en el aumento del 
porcentaje de personas de 65 años o más sobre el total de la población mun-
dial y de cada uno de los países desarrollados. Se ha escrito que el envejeci-
miento está provocando el cambio social más importante desde la 
universalización de la educación básica en las democracias avanzadas. Esta 
transformación afecta a un número creciente de individuos de todas las edades 
a nivel micro y macro, personas que se relacionan durante más años con mayo-
res, en los distintos roles que estos desempeñan, en la familia, como consumi-
dores, destinatarios de políticas públicas u otros.

En la génesis del envejecimiento se encuentra fundamentalmente un fac-
tor positivo: el incremento de la esperanza de vida al nacer, debido, entre otras 
causas, a mejoras en la calidad de vida y el cuidado de la salud. La crisis de fer-
tilidad, o el descenso en las tasas de natalidad, también suele jugar un papel.

Llamo la atención, en primer lugar, sobre la necesidad de distinguir entre 
el cambio demográfico y sus consecuencias sociales y políticas, así como destaco 
el hecho de que esta transformación se produce de forma simultánea a otros 
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cambios con los que interactúa. No se están materializando las expectativas de 
convergencia en torno al modelo de envejecimiento occidental en un escenario 
internacional globalizado (Fennell et al., 1988), sino que emergen nuevas for-
mas sociales y políticas de envejecimiento a nivel internacional, nacional, regio-
nal y local (Held y McGrew, 2002).

Por tanto, solo tras realizar estudios en perspectiva comparada, se puede 
analizar el impacto del envejecimiento en la democracia y, en su caso, señalar 
implicaciones normativas. En cambio, la discusión pública actual sobre un 
tema tan relevante resulta en exceso superficial y se halla trufada de eslóganes 
sensacionalistas.

Este trabajo desea contribuir a la discusión sobre los efectos políticos del 
envejecimiento, definiendo tres marcos discursivos básicos sobre envejeci-
miento y políticas de bienestar: 1) el marco welfarista clásico de protección de 
la vejez, 2) el discurso emergente y popular en los medios de comunicación 
sobre el conflicto o la guerra entre generaciones, a veces también llamado de 
la equidad o la justicia generacionales, y 3) el más reciente marco de la nueva 
solidaridad entre generaciones, impulsado por las instituciones de la Unión 
Europea (UE) (Comisión Europea, 2005).

Asimismo, identifico temas para el estudio comparado desde la ciencia 
política de las dinámicas de las sociedades envejecidas. En particular, para el 
examen del impacto del cambio demográfico en la política (politics) en 
Europa, el continente más envejecido. En 2016, el porcentaje medio de 
población de 65 años o más en los países de la UE era del 19,2 %, y la espe-
ranza de vida al nacer de hombres y mujeres de 77,9 y 83,3 años, respecti-
vamente1.

Además de las conclusiones, las referencias y un breve glosario, estruc-
turo el texto en dos epígrafes sustantivos. El apartado segundo revisa las 
investigaciones politológicas y de otras disciplinas sociales sobre los efectos 
políticos del envejecimiento. A continuación, el tercer epígrafe define los 
tres marcos discursivos elementales antes referidos que relacionan el cam-
bio demográfico y las políticas de bienestar. Se pone el foco en la naturaleza 
de hombre de paja del discurso neoliberal de la guerra entre generaciones, 
que también se diferencia en el plano teórico de un segundo marco emer-
gente en torno a la idea de ruptura del conflicto intergeneracional, pero 
progresista.

1	 La tabla del anexo contiene estos datos demográficos por Estado miembro, junto con 
(entre paréntesis) el indicador años de vida saludable al nacer, definida como la 
ausencia de limitaciones a la autonomía personal. 
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II.	 ESTUDIOS DE LOS EFECTOS POLÍTICOS DEL ENVEJECIMIENTO

Hasta el año 2003, la ciencia política apenas había hecho contribuciones 
al análisis del envejecimiento. Si bien sobre políticas públicas (policies) las 
aportaciones, tanto de la nuestra como de otras disciplinas afines, son más 
abundantes, los efectos del envejecimiento en la política (politics) continúan 
siendo un terreno apenas explorado.

Debe reconocerse que el envejecimiento constituye un objeto particular-
mente adecuado para ser abordado conjuntamente por parte de distintas áreas 
de conocimiento. De hecho, con este propósito, a partir de la década de 1960, 
se ha ido desarrollando un nuevo campo de estudio, la gerontología, que se 
define a sí misma como ciencia. A partir del énfasis inicial en asuntos biológi-
cos y biomédicos, los gerontólogos han ido ampliando su abanico de temas 
incorporando cuestiones antropológicas, sociales, económicas, políticas, e 
incluso históricas y artísticas, entre otras (Bengtson et al., 2005; Kolb, 2014).

Si bien algunos investigadores han rechazado la necesidad o aceptado la 
imposibilidad de imponer un único marco teórico sobre el envejecimiento, 
desde la gerontología se ha tratado de ofrecer teorías generales de este proceso, 
como la teoría de la desvinculación (véase más abajo) o las teorías de la activi-
dad, los roles o el intercambio2.

La literatura ha alertado extensamente sobre la falta de base empírica de 
la idea de gerontocracia, grey o senior power (Schulz y Binstock, 2006; Walker, 
2006), esto es, de la creencia según la cual, conforme aumenta el número de 
mayores, también lo hace su influencia en el proceso político, que sería ejer-
cida con el propósito de defender unos supuestos intereses comunes de los 
séniores. Se ha comenzado también a deconstruir el proceso de neoliberaliza-
ción de la vejez (Macnicol, 2015), o las implicaciones de la pérdida de impor-
tancia del factor edad en las sociedades postmodernas, así como otras 
asunciones del marco de la guerra entre generaciones que detallaré en el apar-
tado siguiente.

Walker (2006) ha distinguido entre nuevas y viejas políticas de enveje-
cimiento. Las primeras atribuyen a los mayores un rol pasivo, casi limitado a 
la percepción de pensiones y otras prestaciones públicas. Las viejas políticas 
alimentan los estereotipos negativos asociados a cumplir años —la imagen de 
los mayores como «pobres, frágiles, dependientes socialmente, objetos de dis-
criminación y, sobre todo, meritorios (deserving)» (Binstock, 1991: 1)—. La 
propia academia ha contribuido a alimentar estos estereotipos con teorías 
como la funcionalista de la desvinculación (disengagement). Según esta teoría, 

2	 Sobre el desarrollo de los estudios gerontológicos véase, por ejemplo, Kolb (2014: 14-17). 
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la tercera edad consiste inevitablemente en un proceso de desconexión del 
individuo del resto de la sociedad (Cumming y Henry, 1961; Westerhof y 
Tulle, 2007).

Las nuevas políticas de envejecimiento, en cambio, promueven la parti-
cipación social y política de los mayores (Vera-Sanso et al., 2014; Walker, 
2014). Su aparición se produce, en una primera ola, a mediados de la década 
de 1970, con la crisis fiscal provocada por el shock en el precio del petróleo, y 
en una segunda ola en los años 1980. Fue entonces cuando los costes de los 
cuidados de larga duración y la maduración de los sistemas de pensiones 
comenzaron a enmarcarse como una «carga» (burden), y la «ratio de depen-
dencia» entre mayores y trabajadores en activo empezó a emplearse como base 
empírica del discurso apocalíptico del colapso del sistema de bienestar.

Aunque las nuevas políticas de envejecimiento no siempre son contrarias 
a la responsabilidad pública sobre el bienestar de los séniores, no debe olvi-
darse que la explicación del tránsito inicial de las viejas a las nuevas políticas 
de envejecimiento es la voluntad de reducir la intervención del sector público.

La definición del envejecimiento como un problema financiero presta 
un gran servicio a quienes defienden objetivos neoliberales (Minkler y 
Robertson, 1991; Quadagno, 1989; Schulz y Binstock, 2006; Vincent et al., 
1996; Walker, 1990). Los primeros recortes en el gasto público en pensiones 
y servicios sociales fueron adoptados en la década de 1980 en Estados Uni-
dos y el Reino Unido, sencillamente, debido al éxito de una nueva derecha 
neoliberal revisionista de las políticas conservadoras, la cual incluso ha tra-
tado de imponer sus asunciones globalmente a través de organizaciones 
internacionales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, 
más recientemente, la Organización Mundial del Trabajo y, en menor 
medida, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(Walker, 2006: 343).

Nótese igualmente la creciente importancia de los aspectos globales de 
las nuevas políticas de envejecimiento (Walker, 2006). Además de aportar 
proyecciones demográficas, entidades como el Banco Mundial (1994), Nacio-
nes Unidas (2003; Sidorenko y Walker, 2004), la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico (1988, 1998 y 2001) o la Organización 
Mundial de la Salud (2002) han promovido medidas sobre «calidad de vida» 
en la tercera edad y, en general, políticas globales de envejecimiento, con 
impacto variable en distintos contextos.

Por otra parte, es preciso subrayar las contribuciones de Lynch (2006 y 
2015) al estudio del envejecimiento desde la ciencia política. Entre sus resul-
tados destacan los siguientes. En primer lugar, la variación en la maduración 
del sistema de pensiones y el envejecimiento de la sociedad no han explicado 
en el pasado ni la extensión ni el apoyo a las pensiones (Lynch, 2006 y 2015). 
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La importancia electoral de los mayores se produce, sobre todo, una vez que 
las pensiones ya han sido introducidas (Lynch, 2015: 51). La puesta en mar-
cha de extensas medidas de apoyo a las personas mayores en los sistemas de 
bienestar durante el siglo pasado no está relacionada con la presión de los 
beneficiarios, ni como votantes ni a través de grupos de interés o partidos de 
pensionistas. Tiene que ver, en cambio, con las preferencias de los entonces 
trabajadores en activo, empresarios, entidades promotoras de la reducción de 
la pobreza con apoyos en la opinión pública, algunos políticos y sindicatos.

Además, el tipo de competición política (más o menos programática o 
particularista) tiene un peso importante en la explicación del porcentaje del 
gasto social destinado a los mayores en los distintos países de la OCDE. Por 
ejemplo, en Austria, Bélgica, España, Estados Unidos, Grecia, Italia y Japón, 
donde muchos políticos no han seguido líneas de competición programáticas, 
el gasto en pensiones aumentó más aceleradamente. La competición particu-
larista tiende a evitar la conversión en universalistas de los sistemas de pensio-
nes ocupacionales. Incluso, cuando en un contexto predomina claramente la 
competición programática, la colonización de las instituciones por parte de 
políticos clientelares hace menos probable la reforma de los modelos ocupa-
cionales, porque las preferencias de los políticos partidarios de un modelo uni-
versal se acomodan al contexto.

Otra de las grandes aportaciones al estudio de los efectos políticos del 
envejecimiento es la de Goerres (2007a, 2007b, 2008 y 2009). Este autor 
insiste también con acierto en la necesidad de emplear enfoques comparativos 
para el análisis de las dinámicas políticas de las sociedades envejecidas. Uno de 
sus principales argumentos para recomendar esta visión comparada es la natu-
raleza de los efectos de cohorte, esto es, de las características compartidas por 
las personas nacidas durante un determinado período temporal. A diferencia 
de los efectos generacionales, que son rasgos vinculados a la edad cronológica 
sin más, los efectos de cohorte varían entre países/contextualmente. En térmi-
nos de niveles de educación, socialización política, valores más o menos post-
materialistas, por ejemplo, no es lo mismo haber nacido en la década de 1940 
en Madrid o en París. Al mismo tiempo, cada sociedad construye su propia 
imagen de la vejez (Goerres, 2009: 35).

Las grandes preguntas de investigación de Goerres han sido cómo y por 
qué la participación individual de los mayores diverge de la de los jóvenes, y 
en qué medida estas diferencias importan en el proceso democrático de las 
sociedades envejecidas. Aunque, incluso sobre estos aspectos se observan 
variaciones entre países, hay dos formas de participación en las que es más 
probable que los mayores se impliquen más que los jóvenes: la militancia en 
un partido y el voto. La militancia de los séniores se ve favorecida por un 
efecto generacional: el haber vivido más años en la misma localidad. También, 



178	 CRISTINA ARES CASTRO-CONDE

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 171-198

algunos países, como Alemania, han institucionalizado estructuras organizati-
vas para que las personas mayores se encuentren mejor representadas y, frente 
a la tendencia general de declive en la militancia partidaria en Europa Occi-
dental, este tipo de afiliaciones aumenta.

Además, en la década de 1980, sobre todo como respuesta a los primeros 
recortes en las prestaciones públicas percibidas por los mayores, comenzaron 
a aparecer en Europa partidos sénior (senior o grey parties). Estos partidos han 
tenido poco éxito, quizá en parte por la adaptación de la oferta programática 
de los partidos tradicionales, cuestión pendiente de verificar y destacable en la 
agenda de investigación de la ciencia política.

El principal hallazgo de Goerres es que en sociedades con actitudes posi-
tivas hacia las personas mayores, incluso con una ratio de dependencia preo-
cupante, si su protección pública es adecuada, resulta poco probable no solo 
que los mayores tengan intención de tomar el control del proceso político, 
sino incluso que lleguen a activarse a través de cualquier forma de participa-
ción política (Goerres, 2009: 18).

Respecto al voto, en sistemas de bienestar público generosos con la ter-
cera edad, el impacto del envejecimiento en los resultados electorales ha sido 
irrelevante. En cambio, en las democracias con sistemas electorales proporcio-
nales, donde los partidos pequeños pueden fácilmente obtener representa-
ción, los jóvenes sí tienen un incentivo para diferenciar el voto del de sus 
mayores, ya que estos últimos, en principio, tienden a seguir votando a parti-
dos grandes y de gobierno. No obstante, el sesgo de los séniores a favor de los 
partidos tradicionales no es general, y cabe esperar que desaparezca, por la pér-
dida de relevancia de la socialización política temprana, en sistemas de parti-
dos crecientemente caracterizados por la volatilidad y el desalineamiento.

No puedo dejar de destacar que los datos de los que se dispone hasta este 
momento son claramente contrarios a la creencia, recurrente en el actual 
debate público, superficial e ideológicamente sesgado, sobre los efectos políti-
cos del envejecimiento, de que las opciones electorales de los mayores son más 
conservadoras en términos económicos.

En cambio, en las sociedades que podrían etiquetarse como amigables 
con los séniores, en las que estos se sienten respetados y protegidos y no tienen 
incentivos para la movilización política, sí se observa una mayor actividad 
política de los jóvenes, a fin de equilibrar el reparto del gasto social entre gene-
raciones, en principio, evitando que crezca el tamaño del porcentaje de recur-
sos públicos destinado a los mayores.

La evidencia empírica de Goerres es consistente, por otra parte, con estu-
dios anteriores que desmienten la existencia de una identidad común de la ter-
cera edad (Day, 1990; Binstock, 1972), que podría haber favorecido el 
ejercicio de la influencia a través de la acción colectiva.
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Los séniores, no obstante, podrían llegar a activarse políticamente en 
defensa de intereses individuales comunes, si las pensiones y otras prestaciones 
públicas que les benefician sufriesen recortes que pusiesen en riesgo su bienes-
tar. De hecho, los cambios que se han ido introduciendo en los sistemas de 
pensiones (Natali, 2012; Doyle, 2015; Williamson y Béland, 2016) suelen 
prever un retraso en su puesta en marcha, a fin de evitar la contestación y un 
eventual castigo electoral de los séniores.

Sin embargo, no parece probable que se desarrolle una conciencia polí-
tica de grupo en los mayores. La clase social, el género, el lugar de residencia, 
entre otros factores, son más importantes que la edad cronológica en su iden-
tidad individual. Los séniores rara vez se muestran más solidarios con las per-
sonas de su generación que con el resto de la sociedad.

Se constatan, además, otras limitaciones para la activación política de las 
personas mayores. Por ejemplo, estas pueden haber aprendido que determina-
das formas de participación no son eficaces, o entender que a partir de una 
determinada edad o de su salida del mercado laboral «no deberían tener que 
activarse» (Goerres, 2009: 157). Goerres interpreta esta evidencia como el 
impacto de los estereotipos o las imágenes predominantes en la sociedad sobre 
la jubilación y la tercera edad. Añado que se puede esperar que el marco wel-
farista tradicional siga predominando en mayor medida entre los séniores, 
quienes son menos permeables al discurso de la guerra entre generaciones e 
incluso al de la nueva solidaridad intergeneracional. Los mayores pueden 
tener firmemente interiorizada la creencia de que se han ganado el derecho a 
despreocuparse de su seguridad.

Finalmente, Goerres (2009: 169), retomando la sugerencia de Cutler 
(1977), ha propuesto establecer una nueva disciplina llamada «Gerontología 
política», dedicada al análisis de los aspectos políticos de la tercera edad y del 
envejecimiento. Como se ha ido mostrando parcialmente en los párrafos ante-
riores, ha planteado preguntas de investigación sobre el impacto de este cambio 
demográfico en el funcionamiento de las instituciones y de las organizaciones 
de la sociedad civil, la calidad de las decisiones públicas y el propio concepto de 
democracia, que merecerían una mayor atención de la ciencia política.

En el epígrafe siguiente me centraré en la definición de los marcos dis-
cursivos básicos sobre envejecimiento y bienestar.

III.	 LOS MARCOS DISCURSIVOS DEL ENVEJECIMIENTO EN 
RELACIÓN CON EL ESTADO DE BIENESTAR

Como he señalado en la introducción, se debe distinguir entre el fenó-
meno o el proceso demográfico del envejecimiento y sus consecuencias sociales 
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y políticas. El primero, el crecimiento del grupo de personas de 65 años y más, 
puede enmarcarse como una debilidad o como una fortaleza de una sociedad. 
Muchos entre quienes apuestan por la lectura negativa tienden a definirlo 
como un problema presupuestario del sector público, afirman que el gasto des-
tinado a las personas mayores es insostenible, y llegan a sentenciar que los Esta-
dos de bienestar tienen fecha de caducidad. El cambio demográfico, desde esta 
perspectiva, plantea un juego de suma cero en el que las distintas generaciones 
compiten por recursos públicos escasos y las transferencias intergeneracionales 
producen necesariamente ganadores y perdedores.

Este punto de vista comienza a imponerse en la conversación pública 
europea sobre envejecimiento, al ser aceptado un tanto acríticamente por 
parte de algunos ciudadanos y medios de comunicación con influencia sobre 
el debate político. Sin embargo, esta no es la única forma de enmarcar el pro-
ceso de envejecimiento de la población, ni siquiera el conflicto entre genera-
ciones, no es respetuosa con la evidencia empírica disponible, y tampoco es 
ideológicamente neutra.

Se ha escrito también sobre los aspectos positivos del envejecimiento 
como tendencia demográfica en las sociedades desarrolladas (Kolb, 2014), 
subrayando, por ejemplo, la riqueza que aportan las nuevas cohortes de adul-
tos mayores, en muchos países más instruidos y con experiencias vitales más 
diversas que en el pasado (Westerhof y Tulle, 2007). Desde este punto de 
vista, el envejecimiento no se presenta como un juego de suma cero sino 
de suma positiva en el que todas las generaciones, que se perciben como inter-
dependientes, pueden salir ganando. Así, cuando se enfrentan dificultades 
para el equilibrio financiero, conviene acordar con antelación reformas que 
garanticen la sostenibilidad a largo plazo de las pensiones y otros programas 
de gasto público.

Las propias instituciones de la UE han querido trasladar una visión razo-
nablemente optimista sobre la continuidad del contrato intergeneracional, y 
han promovido «una nueva solidaridad entre generaciones» (Comisión Euro-
pea, 2005), de ahí la etiqueta escogida para mi tercer marco discursivo. Incluso 
han dedicado el año 2012 al envejecimiento activo y la solidaridad intergene-
racional.

En este apartado ordeno estas y algunas otras ideas en torno al envejeci-
miento y las políticas de bienestar en tres discursos, que resumo en la tabla 1: 
1) el marco welfarista clásico de protección de la vejez, 2) el discurso de la 
equidad/justicia generacional o del conflicto/guerra entre generaciones, y 3) el 
marco de la nueva solidaridad entre generaciones. Los discursos primero y ter-
cero son similares, pero no idénticos. Considero útil distinguirlos conceptual-
mente porque difieren en su definición de solidaridad así como en su visión, 
más o menos positiva, de las personas mayores.



ENVEJECIMIENTO Y POLÍTICA: UN DEBATE POLITOLÓGICO	 181

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 171-198

T
ab

la
 1

. 
T

re
s m

ar
co

s d
isc

ur
siv

os
 b

ás
ico

s s
ob

re
 en

ve
jec

im
ien

to
 y 

Es
ta

do
 d

e b
ien

est
ar

 (E
dB

)

Marcos
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

la
 v

ej
ez

 

La
 se

gu
rid

ad
 d

e 
lo

s m
ay

or
es

 e
s u

no
 d

e 
lo

s p
rin

ci
pa

le
s o

bj
et

iv
os

 d
el

 E
dB

.

G
ue

rr
a 

en
tr

e 
ge

ne
ra

ci
on

es
 

(n
eo

lib
er

al
)

El
 c

on
tr

at
o 

in
te

rg
en

er
ac

io
na

l e
stá

 ro
to

.

N
ue

va
 so

lid
ar

id
ad

  
in

te
rg

en
er

ac
io

na
l

La
s p

er
so

na
s m

ay
or

es
 p

ue
de

n 
co

nt
rib

ui
r e

n 
m

ay
or

 m
ed

id
a 

al
 

bi
en

es
ta

r d
e 

la
 so

ci
ed

ad
.

Diagnóstico

Pr
ob

le
m

a:
 la

 e
da

d 
re

du
ce

 la
 c

ap
ac

id
ad

 
de

 lo
s m

ay
or

es
 p

ar
a 

ga
ra

nt
iza

r s
u 

pr
op

io
 b

ie
ne

sta
r. 

 C
au

sa
s:

 la
 sa

lid
a 

de
l m

er
ca

do
 la

bo
ra

l, 
el

 d
et

er
io

ro
 fí

sic
o 

y 
co

gn
iti

vo
. 

   M
ay

or
es

: p
re

do
m

in
an

 lo
s e

ste
re

ot
ip

os
 

ne
ga

tiv
os

 a
so

ci
ad

os
 a

 la
 p

ob
re

za
 y

 la
 

fra
gi

lid
ad

.

Pr
ob

le
m

a:
 e

l g
as

to
 p

úb
lic

o 
de

sti
na

do
 

a 
pe

ns
io

ne
s y

 a
te

nc
ió

n 
a 

lo
s m

ay
or

es
 e

s 
in

so
ste

ni
bl

e.
 

 C
au

sa
s:

 lo
s p

en
sio

ni
sta

s v
iv

en
 c

ad
a 

ve
z m

ás
 a

ño
s y

 e
n 

al
gu

no
s c

as
os

 
tie

ne
n 

de
re

ch
o 

a 
pr

es
ta

ci
on

es
 a

lta
s. 

La
 

po
bl

ac
ió

n 
ac

tiv
a 

se
 re

du
ce

, d
eb

id
o 

a 
la

 
cr

isi
s d

e 
na

ta
lid

ad
 y

 e
n 

al
gu

no
s p

aí
se

s 
al

 d
es

em
pl

eo
.

M
ay

or
es

: l
a 

ed
ad

 c
ro

no
ló

gi
ca

 
es

 ir
re

le
va

nt
e.

 E
l m

ay
or

 ti
en

e 
ca

pa
ci

da
d 

pa
ra

 g
ar

an
tiz

ar
 su

 p
ro

pi
o 

bi
en

es
ta

r. 
Ad

em
ás

, l
o 

im
po

rt
an

te
 

es
 la

 a
ct

ua
liz

ac
ió

n 
pe

rm
an

en
te

 d
e 

la
 id

en
tid

ad
 d

el
 sé

ni
or

 a
 tr

av
és

 d
e 

de
ci

sio
ne

s p
riv

ad
as

 d
e 

co
ns

um
o.

Pr
ob

le
m

a:
 lo

s d
es

eq
ui

lib
rio

s e
n 

lo
s 

sis
te

m
as

 d
e 

pe
ns

io
ne

s y
 e

l a
um

en
to

 
de

l g
as

to
 sa

ni
ta

rio
. L

os
 m

ay
or

es
 n

o 
di

sp
on

en
 d

e 
ca

na
le

s s
ufi

ci
en

te
s d

e 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

en
 la

 so
ci

ed
ad

.
C

au
sa

s:
 lo

s p
en

sio
ni

sta
s v

iv
en

 c
ad

a 
ve

z m
ás

 a
ño

s y
 e

n 
al

gu
no

s c
as

os
 ti

en
en

 
de

re
ch

o 
a 

pr
es

ta
ci

on
es

 a
lta

s. 
C

ris
is 

de
 

na
ta

lid
ad

. R
ed

uc
ci

ón
 d

e 
la

 p
ob

la
ci

ón
 

ac
tiv

a.
 A

isl
am

ie
nt

o 
de

l m
ay

or
 tr

as
 su

 
sa

lid
a 

de
l m

er
ca

do
 la

bo
ra

l.
M

ay
or

es
: v

isi
ón

 p
os

iti
va

 d
e 

lo
s 

m
ay

or
es

 sa
lu

da
bl

es
 y

 a
ct

iv
os

 (t
er

ce
ra

 
ed

ad
), 

pe
ro

 se
 m

an
tie

ne
n 

lo
s 

es
te

re
ot

ip
os

 n
eg

at
iv

os
 e

n 
re

la
ci

ón
 a

 lo
s 

m
ay

or
es

 d
ep

en
di

en
te

s (
cu

ar
ta

 e
da

d)
. ...

/..
.



182	 CRISTINA ARES CASTRO-CONDE

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 171-198

...
/..

. Pronóstico
So

lu
ci

ón
: g

ar
an

tiz
ar

 su
fic

ie
nt

e 
fin

an
ci

ac
ió

n 
pa

ra
 la

s p
en

sio
ne

s y
 o

tro
s 

pr
og

ra
m

as
 d

e 
ga

sto
 p

úb
lic

o,
 c

om
o 

sa
ni

da
d 

y 
at

en
ci

ón
 a

 la
 d

ep
en

de
nc

ia
. 

  Id
eo

lo
gí

a:
 so

ci
al

de
m

óc
ra

ta
 y

 
cr

ist
ia

no
de

m
óc

ra
ta

, o
rig

in
al

m
en

te
.

So
lu

ci
ón

: r
ed

uc
ir 

la
 in

te
rv

en
ci

ón
 

pú
bl

ic
a.

 L
os

 m
ay

or
es

 so
n 

lo
s ú

ni
co

s 
re

sp
on

sa
bl

es
 d

e 
su

s c
on

di
ci

on
es

 d
e 

vi
da

 
pe

rs
on

al
es

. 
  Id

eo
lo

gí
a:

 n
eo

lib
er

al
.

So
lu

ci
ón

: r
ef

or
m

ar
 la

 p
ol

íti
ca

 fi
sc

al
 y

 
lo

s p
ro

gr
am

as
 d

e 
ga

sto
 p

ar
a 

ga
ra

nt
iza

r 
su

 c
on

tin
ui

da
d 

a 
la

rg
o 

pl
az

o.
 P

re
se

rv
ar

 
la

 e
xp

ec
ta

tiv
a 

de
 lo

s j
óv

en
es

 d
e 

re
ci

bi
r 

en
 e

l f
ut

ur
o 

pr
es

ta
ci

on
es

 so
ci

al
es

 
eq

ui
va

le
nt

es
 a

 la
s q

ue
 h

oy
 d

isf
ru

ta
n 

su
s 

m
ay

or
es

.
Id

eo
lo

gí
a:

 p
ro

gr
es

ist
as

 v
ar

ia
s.

Motivación

Pr
ot

ag
on

is
ta

s:
 e

l m
ay

or
 c

om
o 

ne
ce

sit
ad

o 
y 

m
er

ec
ed

or
 d

e 
as

ist
en

ci
a 

pú
bl

ic
a.

A
nt

ag
on

is
m

o:
 si

ste
m

as
 d

e 
bi

en
es

ta
r 

no
rt

ea
m

er
ic

an
o 

y 
as

iá
tic

o.
 

A
lia

do
s:

 e
n 

su
s i

ni
ci

os
, t

ra
ba

ja
do

re
s e

n 
ac

tiv
o,

 si
nd

ic
at

os
.

Pr
ot

ag
on

is
ta

: e
l i

nd
iv

id
uo

 c
on

 
ca

pa
ci

da
d 

de
 c

on
su

m
o.

 

A
nt

ag
on

is
m

o:
 m

od
el

o 
so

ci
al

 e
ur

op
eo

 
cl

ás
ic

o 
ce

nt
ra

do
 e

n 
la

 p
ro

te
cc

ió
n 

de
 la

 
ve

je
z.

A
lia

do
s:

 o
rg

an
iza

ci
on

es
 in

te
rn

ac
io

na
le

s 
co

m
o 

el
 B

an
co

 M
un

di
al

 o
 e

l F
on

do
 

M
on

et
ar

io
 In

te
rn

ac
io

na
l.

Pr
ot

ag
on

is
ta

: e
l m

ay
or

 c
om

o 
pr

ov
ee

do
r d

e 
bi

en
es

ta
r s

oc
ia

l y
 n

o 
so

lo
 

co
m

o 
be

ne
fic

ia
rio

.
A

nt
ag

on
is

m
o:

 si
ste

m
as

 d
e 

bi
en

es
ta

r 
no

rt
ea

m
er

ic
an

o 
y 

as
iá

tic
o.

 

A
lia

do
s:

 in
sti

tu
ci

on
es

 d
e 

la
 U

E,
 

al
gu

no
s p

ol
íti

co
s n

ac
io

na
le

s, 
so

br
e 

to
do

 a
 n

iv
el

 lo
ca

l.

Fu
en

te
: e

la
bo

ra
ci

ón
 p

ro
pi

a.



ENVEJECIMIENTO Y POLÍTICA: UN DEBATE POLITOLÓGICO	 183

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 171-198

Además, no solo se habla de guerra entre generaciones desde posiciones 
neoliberales, sino que existen dos marcos emergentes distintos en torno a la 
idea de caducidad del contrato intergeneracional, que resumo, a continua-
ción, en la tabla 2.

No debe olvidarse que la protección de la vejez es una de las primeras y 
principales razones de ser del modelo social europeo, en sus diversas concrecio-
nes en los distintos regímenes de bienestar (Lynch, 2006; Walker, 2006; Moreno, 
2013). Tampoco, que hoy en día los mayores siguen siendo los principales bene-
ficiarios del gasto social, como pensionistas y usuarios de la sanidad pública. En 
el discurso welfarista original, o marco número uno, los ciudadanos, tras haber 
contribuido a la generación de riqueza y bienestar durante décadas, una vez 
abandonan el mercado laboral o cumplen una determinada edad (habitual-
mente 65 años), entran en una fase de «merecido descanso». Entonces, se 
encuentran en una posición de mayor vulnerabilidad, durante la cual las gene-
raciones en edad de trabajar deben garantizar su bienestar a través de la financia-
ción de sus pensiones, asistencia sanitaria y otros servicios sociales.

La clave del contrato intergeneracional welfarista reside en que las gene-
raciones más jóvenes, en general, y los trabajadores en activo, en particular, 
albergan la expectativa de que al alcanzar el umbral etario convenido, disfru-
tarán de beneficios públicos equivalentes a los de sus mayores.

El tercer discurso de la nueva solidaridad intergeneracional está cons-
truido sobre una percepción más positiva de los mayores en comparación con 
el número uno. Subraya su menor dependencia de las generaciones jóvenes, en 
muchos casos, hasta una edad más avanzada y muy posterior a la de jubilación. 
Las mejores condiciones de salud y en algunos casos las experiencias vitales más 
variadas de las nuevas cohortes de mayores hacen que estas personas puedan 
seguir contribuyendo en mayor medida que en décadas pasadas al bienestar 
social. Por ello, se plantea, de una parte, la posibilidad de retrasar la edad de 
jubilación, y/o de que los séniores participen en la formación de trabajadores 
junior. De otra, se defiende la conveniencia de poner en valor las aportaciones 
instrumentales y afectivas de los mayores a sus familias y/o a su entorno social 
más amplio, por ejemplo, a través de programas de voluntariado.

La nueva solidaridad pone el foco en los años en los que el sénior no solo 
disfruta sino que también contribuye activamente al bienestar de la sociedad. 
En cambio, aparece una nueva fase del ciclo vital, la cuarta edad, caracterizada 
por la pérdida de autonomía o la dependencia, a la que se trasladan los este-
reotipos negativos antes asociados a todas las personas de 65 años o más. La 
distinción entre la tercera y cuarta edad no es cronológica. Por una parte, 
están los mayores saludables y activos, y por otra los enfermos y necesitados de 
asistencia en sus rutinas diarias. La visión positiva de la vejez del tercer marco 
está reservada a los primeros: quienes retrasan su jubilación, ayudan a 
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personas de su entorno, como a sus hijos en la crianza de los nietos, y consu-
men bienes y servicios culturales o turísticos, entre otros.

En resumen, el marco de la nueva solidaridad pone más en valor, en 
comparación con el welfarista tradicional, la experiencia y las vivencias a partir 
de los 65 años. Pero, a diferencia del discurso de la justicia/equidad generacio-
nal, apuesta por mantener el reconocimiento de la singularidad de las últimas 
etapas del ciclo de la vida. Claro está que en el tercer marco subyace, como en 
el segundo, el desafío financiero para un país envejecido que supone pagar 
pensiones más altas durante más años para un porcentaje creciente de mayores 
sobre el total de la población. Sin embargo, en el tercer marco, por una parte, 
el cambio en la valoración del mayor no dependiente va más allá de la bús-
queda de una solución a un problema de equilibrio presupuestario y, por otra, 
el principal objetivo es proteger el modelo social europeo, dando continuidad al 
contrato intergeneracional mediante su adaptación a la nueva realidad demo-
gráfica.

Para ello, por ejemplo, la Comisión Europea, principal promotora de la 
nueva solidaridad entre generaciones, ha propuesto una estrategia llamada «de 
envejecimiento activo» (active ageing), que se refiere a la extensión de la activi-
dad de los mayores tanto en el mercado laboral como en el ámbito social a tra-
vés de la participación en actividades cívicas o culturales (Eurostat, 2011). En 
el plano teórico, la definición de «envejecimiento activo» de esta institución es 
multidimensional, contemplando cuestiones relacionadas con la seguridad y 
la salud de los mayores y su participación social y política. No obstante, en la 
práctica, se ha puesto el foco en la prolongación de la vida laboral y otras 
medidas orientadas a facilitar los equilibrios presupuestarios, en parte también 
porque sobre temas de bienestar los Estados miembros apenas han transferido 
competencias al nivel supranacional3.

Apunto, también, que el concepto de envejecimiento activo de la política 
de la UE diverge del propuesto por la Organización Mundial de la Salud, simple-
mente porque esta última adopta el punto de vista del mayor al hablar del «pro-
ceso de optimizar las oportunidades para la salud, la participación y la seguridad 
a fin de aumentar la calidad de vida cuando la gente envejece» (OMS, 2002).

3	 Entre los retos que plantea el envejecimiento de la población, la Comisión destaca los 
siete siguientes: presión sobre los presupuestos públicos y los sistemas fiscales; tensión 
sobre los sistemas de pensiones y seguridad social; ajustar la economía y en particular 
los puestos de trabajo a una fuerza laboral que envejece; posible escasez de trabajadores 
en activo; probable necesidad de aumentar el número de profesionales sanitarios con 
formación; una mayor demanda de servicios sanitarios y cuidados institucionalizados 
de larga duración; y, finalmente, el conflicto potencial entre generaciones sobre la 
distribución de los recursos (Eurostat, 2011:7).
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El discurso del envejecimiento activo en sus distintas variantes es más 
amplio que el paradigma del «envejecimiento exitoso» (successful aging), que se 
había impuesto en gerontología desde la publicación seminal de Rowe y Kahn 
(1987). La noción de «envejecimiento exitoso» se centra en los siguientes tres 
criterios: bajos niveles de enfermedad y dependencia, funcionamiento físico y 
cognitivo amplio y compromiso activo con la vida (Rowe y Kahn, 1998). 
Tanto el discurso del envejecimiento exitoso como el del envejecimiento 
activo han sido objeto de crítica por limitar la visión positiva de la vejez a los 
mayores sanos y activos y estigmatizar al resto de la población mayor (George, 
2006; Higgs y Gilleard, 2015b; Minkler y Fadem, 2002).

Para evitar decir que los mayores discapacitados o simplemente quienes 
manifiestan un deterioro en sus condiciones físicas y/o cognitivas no pueden 
tratar de mantenerse activos o envejecer exitosamente, y teniendo en cuenta que 
la evidencia empírica muestra en muchos casos falta de correspondencia entre 
las condiciones objetivas y el bienestar subjetivo (George, 2006: 322), al menos 
deberían incorporarse al concepto las percepciones subjetivas de bienestar.

Subrayo que el envejecimiento exitoso se mantuvo durante décadas como 
el paradigma dominante en gerontología, sin apenas conectar el bienestar de los 
mayores con variables económicas, sociales y políticas de nivel macro. Se trata, 
por consiguiente, de un terreno idóneo para el análisis multinivel.

El segundo discurso sobre envejecimiento y políticas de bienestar se dis-
tancia radicalmente del primero y del tercero, desde el momento en que se 
opone a la idea de diferenciar individuos en función de la edad. La edad cro-
nológica deja de ser un elemento relevante en la definición de la identidad 
individual, la cual está sujeta a actualización permanente en las decisiones 
cotidianas de consumo y estilo de vida (Beck, 1992; Giddens, 1991).

La negativa desde este marco a reconocer la tercera edad como una etapa 
diferenciada de la madurez anterior a los 65 años forma parte de un proceso 
más amplio de desestandarización del ciclo vital en la «sociedad líquida» (Bau-
man, 2007), donde el envejecimiento es contingente y la vida después de la 
jubilación incierta, al tiempo que repleta de oportunidades para reinventarse 
(Higgs y Gilleard, 2015: 128).

Nótese que este discurso, como mucho, describiría la vejez de una élite 
de jubilados ricos, la cual representaría en torno al 5 % del total de los mayo-
res (Macnicol, 2015: 10). Como en el tercer marco, no hay una visión nega-
tiva del sénior saludable y activo, porque no hay estereotipos o discriminación 
en razón de la edad. Sin embargo, se margina al mayor no productivo, 
enfermo, inactivo, que se relacionaría con el resto de la sociedad casi única-
mente a través del cuidado y sus distintas narrativas y prácticas.

El hiperindividualismo y el consumismo característicos del tránsito de la 
modernidad a la postmodernidad también afectarían a la atención a las 
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personas mayores dependientes. Estas y/o sus cuidadores informales deman-
darían mayor participación en decisiones asistenciales antes consideradas 
terreno exclusivo de los profesionales sanitarios o sociales. Del mismo modo, 
los expertos serían también más receptivos a la implicación de los usuarios en 
la práctica profesional (Walker, 2006: 346-347).

Este cambio cultural, que puede observarse en distintas sociedades envejeci-
das, se encuentra, no obstante, con múltiples barreras, como las desigualdades de 
género o clase (Westerhof y Tulle, 2007). Sin embargo, la transformación cultural 
trasciende la definición del segundo marco. Desde el tercer discurso también se 
han abordado iniciativas para la promoción de la cultura del empoderamiento de 
los mayores, en la que las Administraciones regionales y locales están jugando un 
papel clave (Walker, 2006: 346; Walker y Nagele, 2009: 19).

Subrayo que la discriminación del mayor no activo en el discurso del 
conflicto entre generaciones se retroalimenta con la propia visión apocalíptica 
de este marco que retrata una bolsa de personas frágiles y dependientes, la cual 
no deja de crecer, y con ella el coste de su atención sanitaria y social para el 
resto de la sociedad (Higgs y Gilleard, 2015b).

Mientras que el tercer discurso en ningún momento cuestiona la respon-
sabilidad colectiva en la garantía de unos niveles de bienestar satisfactorios 
para las personas de más edad, el marco de la equidad generacional, en cam-
bio, pretende erosionar la legitimidad de la intervención pública en la aten-
ción a los mayores, negando la posibilidad de dar continuidad al contrato 
intergeneracional. Dicho coloquialmente, el segundo marco echa arena sobre 
los ojos de las generaciones más jóvenes con la idea fuerza de que sus expecta-
tivas de recibir suficiente protección pública en su vejez serán irrealizables.

Incluso, este discurso, en su formulación básica, de clara inspiración neo-
liberal, incorpora también el argumento, atractivo para sectores de la pobla-
ción progresistas, conforme el cual, en el presente, los recursos públicos 
dedicados al bienestar de los mayores estarían mejor invertidos en otros gru-
pos de edad. Por este motivo, se hace necesario distinguir en el plano teórico 
dos variantes del marco discursivo sobre el conflicto entre generaciones que 
conviven en la discusión pública de distintas sociedades europeas.

Desde luego, es posible defender un reparto distinto de recursos públicos 
entre generaciones, dando respuesta a otras transformaciones sociales relevan-
tes y a la propia evaluación del rendimiento de los distintos programas de 
gasto público. Mi preocupación reside en que en la redefinición del modelo 
social europeo clásico, centrado en la protección de los mayores, no se tomen 
las precauciones debidas para evitar la contaminación del discurso neoliberal 
contrario a la idea de responsabilidad pública sobre el bienestar individual, 
toda vez que, aunque con fines diferentes, se están manejando argumentos 
próximos, como puede observarse claramente en la tabla 2.
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Frente al énfasis en la interdependencia del tercer marco, el segundo dis-
curso de la tabla 1, también en su versión progresista planteada en la tabla 2, 
abre una batalla entre generaciones por los recursos públicos, más escasos en 
un contexto de crisis económica y financiera como el abierto en Europa a par-
tir del año 2008. Además de los desequilibrios en las finanzas públicas de algu-
nos países europeos, la propia globalización juega un papel en la cimentación 
de este marco, por su influencia en el terreno ideológico en la propia construc-
ción de la noción de envejecimiento, la consideración del envejecimiento 
como riesgo social, y la creación de nuevas estructuras de control y gestión 
(Phillipson, 2006: 202).

Para terminar este epígrafe, abordo más en profundidad el mito del con-
flicto o la guerra entre generaciones, principal arma discursiva para deslegiti-
mar la redistribución intergeneracional. Este mito, quiero enfatizar, parece 
extenderse en la discusión pública europea en este momento, tras la Gran Cri-
sis, casi medio siglo después de haber sido contestado con datos en Estados 
Unidos, y en oposición a toda la evidencia empírica recabada por la geronto-
logía en sus más de cincuenta años de historia.

El lanzamiento de la idea de gerontocracia se produjo en la década de 
1970 en Estados Unidos, donde fue propagada por grupos como la Funda-
ción de los Americanos para la Equidad Generacional (Foundation of the 
Americans for Generational Equity, AGE), una organización financiada por 
círculos conservadores para promover recortes en los prestaciones sociales a 
los mayores. Pero, ya en 1974, la Asociación Americana para el Avance de la 
Ciencia (American Association for the Advancement of Science, AASS) finan-
ció un simposio titulado «La década de 1990 y más allá: ¿una gerontocra-
cia?», en el que se abordó directamente la pregunta de si la estadounidense 
iba a convertirse en una democracia controlada por los mayores. El debate 
se centró precisamente en las consecuencias políticas del envejecimiento e 
hizo dialogar diferentes visiones sobre el impacto probable del cambio 
demográfico en los resultados electorales. Por mucho que aumente el número 
de personas de 65 años o más, la política americana a lo largo del siglo xxi 
apenas variará, se concluyó, entonces, con rotundidad (Schulz y Binstock, 
2006: 201-202).

El juego de suma cero que plantea el discurso de la justicia generacional 
implica que los intereses de los jubilados y, en general, de las personas a par-
tir de los 65 años son homogéneos y entran en conflicto con aquellos del 
resto de generaciones. Todavía más si se acepta la idea del mismo marco de 
una sociedad en la que la edad es irrelevante frente a la capacidad adquisitiva 
del individuo —pues un observador con lentes postmodernas vería «una 
farsa de invariabilidad, de acuerdo con las expectativas sociales» (Biggs, 2006: 
115)—, la realidad es que no hay intereses comunes en este grupo etario que 
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puedan imponerse a los jóvenes, sino preferencias diversas entre mayores, 
tanto o más que entre personas de distintas edades (Busemeyer et al., 2008; 
Goerres, 2007a y 2009).

Walker ha relacionado ya las siguientes cinco barreras a la participación 
e influencia política de la tercera edad: 1) no comparten los mismos intereses; 
2) la tendencia a la acción colectiva es menor entre las personas retiradas, que 
suelen autopercibirse como menos eficaces políticamente; 3) aunque hay 
excepciones, no suelen disponer de canales formales para el ejercicio de la 
influencia; 4) barreras físicas y mentales; 5) en general no son más conserva-
dores a la hora de votar —lo que puede existir es una tendencia a seguir apo-
yando al partido por el que han optado siempre— (Walker, 2006: 351-353).

Por lo pronto, las actitudes de las distintas generaciones no tienen relación 
con la edad cronológica (Kohli et al., 2010). No se dispone de datos consisten-
tes de comportamiento electoral determinado por intereses vinculados a la 
etapa del ciclo de la vida del votante, o evidencia empírica de movilización 
política en base a las líneas de un naciente conflicto entre grupos de edad. Entre 
otras causas, porque existen otras desigualdades sociales más relevantes y por la 
fortaleza de los lazos familiares y los apoyos instrumentales y/o afectivos mutuos 
entre generaciones. Si la solidaridad intergeneracional sigue gozando de buena 
salud a nivel micro (Bengtson y Putney, 2006; Kohli et al., 2010; Kohli, 2015), 
parece poco probable que surja una dinámica opuesta a nivel macro.

Nada de lo anterior quiere decir que no exista potencial para un incremento 
de la movilización política en torno a líneas generacionales en el futuro, que los 
politólogos también debemos tratar de prever y, en el que caso de que se pro-
duzca, explicar. Pero, en definitiva, a día de hoy, los jóvenes pueden dormir tran-
quilos, o «dejar de preocuparse y querer a los pensionistas» (Lynch, 2015: 53).

IV.	 CONCLUSIONES

A pesar de los problemas presupuestarios que están condicionando las 
decisiones de gasto en algunos Estados miembros de la UE, hasta la fecha, el 
envejecimiento no parece haber abierto una competencia entre generaciones 
por los recursos públicos ni provocado la apertura de una nueva línea de con-
flicto político basada en la edad, entre otras causas, porque los intereses de los 
mayores son diversos y la solidaridad a nivel micro muy resistente. Sin 
embargo, en el debate público de algunas sociedades europeas está cada vez 
más presente el mito de la gerontocracia o del creciente control de la democra-
cia por parte de las personas de más edad.

Recuerdo que el fantasma de la gerontocracia se puso en circulación 
en Estados Unidos en la década de 1970 por parte de colectivos interesados en 
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recortar las prestaciones sociales de los mayores. Inmediatamente, fue contestado 
con teorías y datos. Esta falsa creencia desembarcó primero en el Reino Unido y, 
sobre todo desde los años 1990, también en Europa continental. A pesar de tener 
en contra toda la evidencia empírica de más de medio siglo de gerontología, es 
ahora, tras la Gran Recesión iniciada en 2008, cuando empieza a tener éxito.

Un contrato intergeneracional viable, tanto a nivel micro como macro, 
es un elemento común a cualquier sociedad humana, y debe estar abierto a 
discusión y cambio. Seguramente, en este momento, las generaciones más 
jóvenes de algunas sociedades envejecidas precisen una asignación de recursos 
públicos mayor, en beneficio de la productividad de sus economías y, sobre 
todo, por razones de equidad. No obstante, convendría que ninguna opinión 
pública europea dejase de creer que el bienestar de sus séniores es una respon-
sabilidad colectiva, por influencia no del supuesto poder de estos sino de estra-
tegias discursivas que solo interesan a aquellos contribuyentes que prefieren 
dejar de pagar lo que por capacidad les corresponde, en sistemas fiscales más 
o menos progresivos, sostén del modelo social europeo.

Defiendo que la ciencia política tiene pocas tareas más relevantes en su 
agenda que aportar ideas y datos al debate sobre los efectos políticos del enve-
jecimiento. Se necesitan mejores preguntas y más evidencia para responder, 
entre otras muchas, a cuestiones como: ¿cuándo los partidos modifican su 
oferta electoral en una sociedad envejecida? ¿Algunas fuerzas políticas se están 
apropiando de temas como las pensiones o la atención a la dependencia? ¿El 
aumento del porcentaje de mayores entre los afiliados a los partidos afecta a 
sus prioridades y posiciones? ¿Qué explica la variación en el diseño, ejecución 
e impacto de políticas de envejecimiento?

Se precisan, asimismo, desarrollos teóricos sobre las dinámicas políticas 
de las sociedades envejecidas, que asistan en la construcción de datos compa-
rables, así como en la comprensión de las observaciones empíricas y sus impli-
caciones normativas.

Finalmente, como se está haciendo ya, se debe mostrar disponibilidad 
para contribuir a mejorar las iniciativas políticas orientadas a facilitar la parti-
cipación de los mayores, así como actualizar el contrato generacional basado 
en la idea de responsabilidad colectiva sobre el bienestar de los ciudadanos de 
todas las edades, con el objetivo de mantener su viabilidad.
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Anexo

Tabla AI.  Esperanza de vida al nacer (en 2015) y porcentaje de mayores 
(en 2016) en los Estados miembros de la UE

Esperanza de vida 
al nacer de los 

hombres*

Esperanza de vida 
al nacer de las 

mujeres*

Porcentaje de la 
población de 65 

o más años

Media UE 77,9 (62,6) 83,3 (63,3) 19,2

Alemania 78,3 (65,3) 83,1 (67,5) 21,1

Austria 78,8 (57,9) 83,7 (58,1) 18,5

Bélgica 78,7 (64,4) 83,4 (64) 18,2

Bulgaria 71,2 (61,5) 78,2 (65) 20,4

Chipre 79,9 (63,1) 83,7 (63,4) 15,1

Croacia 74,4 (55,3) 80,5 (56,8) 19,2

Dinamarca 78,8 (60,4) 82,7 (57,6) 18,8

Eslovaquia 73,1 (54,8) 80,2 (55,1) 14,4

Eslovenia 77,8 (58,5) 83,9 (57,7) 18,4

España 80,1 (63,9) 85,8 (64,1) 18,7

Estonia 73,2 (53,8) 82,2 (56,2) 19

Finlandia 78,7 (59,4) 84,4 (56,3) 20,5

Francia 79,2 (62,6) 85,5 (64,6) 18,8

Grecia 78,5 (63,9) 83,7 (64,1) 21,3

Hungría 72,3 (58,2) 79 (60,1) 18,3

Irlanda 79,6 (66,6) 83,4 (67,9) 13,2

Italia 80,3 (62,6) 84,9 (62,7) 22

Letonia 69,7 (51,8) 79,5 (54,1) 19,6

Lituania 69,2 (54,1) 79,7 (58,8) 19

Luxemburgo 80 (63,7) 84,7 (60,6) 14,2

Malta 79,7 (72,6) 84 (74,6) 19

Países Bajos 79,9 (61,1) 83,2 (57,2) 18,2

.../...
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.../...

Esperanza de vida 
al nacer de los 

hombres*

Esperanza de vida 
al nacer de las 

mujeres*

Porcentaje de la 
población de 65 

o más años

Polonia 73,5 (60,1) 81,6 (63,2) 16

Portugal 78,1 (58,2) 84,3 (55) 20,7

Suecia 80,4 (74) 84,1 (73,8) 19,8

República Checa 75,7 (62,4) 81,6 (63,7) 18,5

Reino Unido 79,2 (63,7) 82,8 (63,3) 17,9

Rumanía 71,5 (59) 78,7 (59,4) 17,4

* � Entre paréntesis, el indicador años de vida saludable al nacer, definida como la ausencia de 
limitaciones a la autonomía personal.

Fuente: elaboración propia con datos de Eurostat.
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Glosario

Contrato intergeneracional: expectativas y obligaciones compartidas en rela-
ción al envejecimiento y la sucesión de generaciones en el tiempo en una 
estructura social.

Equidad o justicia generacional: etiqueta trampa de un marco discursivo, 
puesto en circulación en la década de 1970 en Estados Unidos, contrario 
al Estado de bienestar. Trata de difundir la falsa creencia de que el con-
trato intergeneracional, en el que se fundamenta el modelo social euro-
peo clásico, está roto o es insostenible en un nuevo escenario globalizado 
y envejecido.

Gerontología: campo interdisciplinar de estudio del envejecimiento de la 
población que comienza a desarrollarse en los años 1960. Inicialmente, 
se centró en temas de ciencias de la salud. Con el paso del tiempo, fue 
incorporando cuestiones propias de las ciencias sociales y las humanida-
des.

Gerontocracia/senior power/grey power: control del proceso político democrá-
tico por parte de los séniores con el objetivo de imponer sus intereses, 
favorecido por el porcentaje creciente de personas mayores sobre el total 
de electores de un país y su menor abstencionismo. Los datos demues-
tran que es un mito.

Tercera edad: sinónimo de vejez. Véase vejez. Con el aumento de la esperanza 
de vida y las mejoras en las condiciones físicas y cognitivas de los adultos 
mayores, se ha empezado a distinguir entre tercera y cuarta edad. Esta 
última es la fase final del ciclo vital, a la que accede un individuo cuando 
empeora su salud hasta el punto de perder su autonomía.

Vejez: período cronológico diferenciado de otras etapas de la vida, como la 
niñez, la adolescencia, la juventud o la madurez. El criterio más habitual 
para marcar el tránsito a la vejez es la edad de 65 años. El postmoder-
nismo y el neoliberalismo son contrarios a reconocer etapas vitales. Para 
las personas neoliberales las diferencias entre individuos no vienen dadas 
por la edad cronológica sino por su capacidad adquisitiva y sus hábitos 
de consumo.
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Resumen

Entre los sectores que participaron en el proceso de cambio democrático en 
España, un papel destacado correspondió a los reformistas, figuras que, a la muerte de 
Franco, ocupaban puestos relevantes dentro de las instituciones de la dictadura y que 
protagonizaron diversos intentos de transformación del régimen en sentido democra-
tizador. Algunos de estos reformistas, procuradores en Cortes, decidieron formar en 
la primavera de 1975 el Grupo Parlamentario Independiente, que constituyó un 
auténtico revulsivo en la mortecina existencia de la Cámara, dominada por el inmo-
vilismo. A través de sus iniciativas, dinamizó la vida política española, y su influencia 
se pondría especialmente de manifiesto durante el debate de la Ley para la Reforma 
Política. Mediante el análisis de documentación inédita, este artículo trata de 
reconstruir la actividad del grupo y calibrar la contribución de sus miembros a la tran-
sición a la democracia.

1	 El autor quiere agradecer a quien fuera uno de los fundadores del Grupo Parlamentario 
Independiente, Enrique Sánchez de León Pérez, la inestimable ayuda que ha prestado 
a este trabajo, cuya realización no habría sido posible sin la consulta de los documentos 
que obran en su archivo personal (en adelante, AESL).
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Abstract

Among the actors that took part in the process of democratic change in Spain, 
a prominent role was occupied by the reformists, leading figures who, at the death of 
Franco, held relevant positions within the dictatorship’s institutions and carried out 
several attempts to transform the regime in a democratising sense. Some of these 
reformists, deputies of the Cortes, decided during the spring of 1975 to form the 
Independent Parliamentary Group (IPG), which served as an authentic wake-up call 
in the dull existence of the House, dominated as it was by ultraconservatism. Through 
its initiatives, the IPG re-invigorated Spanish political life, and its influence was pat-
ent during the discussion of the Political Reform Law. Through the analysis of unpub-
lished documents, this paper aims to reconstruct the activity of the Group and assess 
the contribution of its members to the transition to democracy.

Keywords

Spain; Francoism; transition to democracy; Cortes; parliamentary groups.
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I.	 INTRODUCCIÓN

El presente trabajo pretende analizar la actuación política del Grupo Par-
lamentario Independiente (GPI), que concentró dentro de las Cortes a los ele-
mentos reformistas de la élite política franquista en la etapa 1975-1977. Según 
nuestro análisis, pueden clasificarse como reformistas aquellos que defendie-
ron públicamente posturas democratizadoras en el seno de la dictadura antes 
de la muerte de Franco y que posteriormente aceptaron —con distintos gra-
dos de intensidad— las consecuencias del proceso constituyente que culminó 
en 19782. Desde nuestro punto de vista, el reformismo fue expresión de una 
reacción eminentemente pragmática ante la inminente desaparición de un 
régimen autoritario de signo derechista. La existencia de una alternativa refor-
mista de estas características fue importante por tres motivos principales. En 
primer término, porque ayudó a acelerar la pérdida de legitimidad de la dicta-
dura al oponerse a los proyectos meramente continuistas propugnados desde 
el poder. En segundo lugar, porque el reformismo aportaría hombres e ideas a 
los primeros Gobiernos de la monarquía, favoreciendo de forma destacada el 
tránsito a la democracia. Y, por último, porque llevó a cabo una importante 
contribución a la consolidación del proceso democrático al incorporar al 
mismo a amplios sectores previamente apolíticos o desmovilizados3.

Los antecedentes más o menos próximos del reformismo pueden encon-
trarse en el debate surgido en el seno del régimen franquista en relación con la 
elaboración de la Ley Orgánica del Estado, promulgada finalmente en 1967. 
Simplificando un tanto, puede decirse que, a partir de entonces, empezaron a 
surgir voces entre la clase dirigente partidarias de una institucionalización 
definitiva del mismo. Las distintas familias políticas del régimen sintieron la 

2	 La obra más completa que se ha publicado al respecto es la de Palomares (2006). 
Versiones más críticas sobre el papel de los reformistas en la transición las dan Molinero 
e Ysàs (2008: 183-282), y, sobre todo, Juliá (2010: 263-271).

3	 Powell (1997: 247).
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necesidad de crear nuevos mecanismos que racionalizasen el reparto de poder 
entre la coalición gobernante, un reparto realizado de forma cada vez más 
arbitraria por un Franco cuyo deterioro físico era cada vez más grave4. Desde 
ese momento y, especialmente, tras el nombramiento de Luis Carrero Blanco 
como presidente del Gobierno, en junio de 1973, proliferaron las llamadas a 
favor de una apertura del sistema desde el interior del mismo.

Al menos tres núcleos reformistas con un mínimo de organización 
interna, así como numerosas iniciativas individuales, hicieron su aparición en 
aquellos momentos: el núcleo de los que podríamos denominar «azules»; otro 
formado en torno al exministro de Información y Turismo, Manuel Fraga, 
que fundaría el Gabinete de Orientación y Documentación S. A. (GODSA) 
en la primavera de 19735, y el «grupo Tácito», de inspiración democristiana, 
que se daría a conocer en las mismas fechas mediante la publicación de artícu-
los semanales en el diario católico Ya6.

El núcleo de los «azules» tuvo su origen en una reunión de consejeros 
nacionales del Movimiento celebrada en 1970 bajo la presidencia de Fernando 
Herrero Tejedor con el fin de exigir una mayor celeridad en la regulación del 
derecho de asociación política. Ello daría lugar a la creación del grupo de los 
«consejeros jóvenes», que se reunían periódicamente para unificar criterios de 
cara a su actuación en las instituciones políticas7. A iniciativa de estos, en la 
Pascua de Reyes de 1973, un total de 39 personalidades del régimen dirigieron 
una carta abierta a Franco en la que se subrayaba la necesidad de «diálogo y 
comunicación entre el pueblo y sus gobernantes mediante el responsable 

4	 En torno a esta cuestión, véanse Soto Carmona (2005) e Hispán Iglesias de Ussel 
(2006: 395 y ss.).

5	 Entre sus componentes se encontraban Félix Pastor Ridruejo, Carlos Argos, José 
Manuel Romay Beccaría y Manuel Millán. Una reseña más exhaustiva de sus miembros 
puede encontrarse en GODSA, Boletín, 8-9, enero de 1977, pp. 24-27. Véase Fraga 
Iribarne (1980: 297-330). Según López Nieto (1988: 18), GODSA «fue un auténtico 
embrión de partido» y años más tarde se convertiría en «la plataforma más sólida con 
que contaba Fraga en su actividad política en 1975 y 1976».

6	 La lista de integrantes de «Tácito» incluía, entre otros, a Rafael Arias-Salgado, Landelino 
Lavilla, Juan Antonio Ortega o José Manuel Otero Novas. Sobre este grupo véase Powell 
(1990). También son interesantes las memorias de otros miembros del grupo, como 
Osorio (1980: 24-27), Álvarez de Miranda (1985: 45-51) y Oreja (2011: 103).

7	 El grupo lo componían personas de orígenes distintos: Rafael Cabello de Alba, Rodolfo 
Martín Villa, Marcelino Oreja, José Miguel Ortí Bordás, Gabriel Cisneros, Enrique 
Sánchez de León, Miguel Primo de Rivera, Nicolás Franco, Fernando Ybarra y Rafael 
Ruiz-Gallardón, en el despacho del cual se celebraban las reuniones. Véanse al respecto 
los testimonios de Ortí Bordás (2009: 128-130) y Sánchez de León (2008: 41).
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ejercicio de todas las libertades, y entre ellas la eficiente crítica de la acción polí-
tica», exigiéndose asimismo «nuevos y más amplios cauces de participación 
política»8. Una parte importante del «grupo de los 39» impulsaría el Grupo 
Parlamentario Independiente, del que nos ocuparemos a continuación. Antes, 
sin embargo, es necesario realizar algunas consideraciones en torno a la parti-
cular naturaleza que adoptaron los Grupos Parlamentarios durante el fran-
quismo.

II.	 LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS EN LAS CORTES ORGÁNICAS

Los presupuestos que inspiran cualquier ordenamiento parlamentario en 
un Estado de derivación liberal brillaron por su ausencia desde el primer 
momento durante la dictadura de Franco9. El nuevo régimen surgido de la 
Guerra Civil originó la desaparición, entre otras instituciones, derechos y liber-
tades, de los Grupos Parlamentarios. Dentro de la llamada «democracia orgá-
nica», en 1942 se pusieron en pie unas Cortes que, de acuerdo con su Ley 
Constitutiva (LC)10, eran «el órgano superior de participación del pueblo espa-
ñol en las tareas del Estado» (art. 1). No eran, por tanto, representativas de los 
ciudadanos sino que se trataba de un colegio no electivo —al menos en su gran 
mayoría—, que no reflejaba el pluralismo político de la sociedad española11. 
Téngase en cuenta que las libertades públicas que permiten el ejercicio de la 
actividad política, como la libertad de expresión, el derecho a la información o 
el derecho de reunión y asociación, se encontraban fuertemente restringidas, 

8	 Citado en Payne (1987: 551). Entre los signatarios se hallaban Eduardo Navarro, 
Gabriel Cisneros, Antonio Castro Villacañas, Enrique Sánchez de León y José Miguel 
Ortí Bordás. Para una lista más detallada, véase Martín Villa (1984: 49).

9	 Véanse Fernández Carvajal (1969), Zafra Valverde (1973), De Esteban et al. (1973), 
Menéndez Rexach (1979), Ferrando Badía (1984) y Giménez Martínez (2014).

10	 Este texto sería modificado por la Ley de 9 de marzo de 1946, que introdujo algunos 
cambios en materia compositiva con vistas a la segunda legislatura, y por la Ley 
Orgánica del Estado, de 10 de enero de 1967, que la reformó sustancialmente. Véase 
Fernández Carvajal (1967). Sobre las Cortes franquistas, véanse los trabajos 
monográficos de Díaz-Nosty (1972), Iglesias Selgas (1973) y Giménez Martínez 
(2012).

11	 Herrero de Miñón (1972: 41), en torno al papel que las Cortes desempeñaban en el 
conjunto del sistema, apuntaba que eran únicamente órgano del Estado y no de 
representación nacional. La significación histórica de aquella Cámara residió, a juicio 
de Baena del Alcázar (1999: 286), en ser lugar de encuentro de los poderosos del 
régimen.
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cuando no abiertamente prohibidas12. Por otro lado, los partidos políticos esta-
ban penalmente sancionados, con lo que ninguna referencia a estos podía 
encontrarse en el sistema electoral de los pocos procuradores electivos. El carác-
ter puramente nominal de estas Cortes se confirma, además, con la ausencia 
de autonomía normativa, por cuanto su Reglamento debía de elaborarlo «de 
acuerdo con el Gobierno» (LC, disposición adicional).

Ni siquiera los grupos que colaboraron con la dictadura, aquellos que 
articularon dentro del régimen autoritario lo que Linz denominaba «plura-
lismo limitado»13, aparecieron mínimamente organizados en el interior de la 
Cámara. Las llamadas «familias políticas»14 no pasaron de ser «entes sociales 
de contornos no siempre precisos, unas veces cercanos a grupos ideológicos, 
aunque carentes de estructura y organización para la competencia política, y 
otras veces más próximos a puros grupos de interés, pero que ni en un caso ni 
en otro pudieron identificarse exactamente con la imagen que estas denomi-
naciones evocan en pura teoría o en su referencia a realidades comparadas»15.

Las Cortes franquistas dispusieron de un total de cuatro Reglamentos 
(publicados en los años 1943, 1957, 1967 y 1971)16 desde su constitución, 

12	 El Fuero de los Españoles, de 17 de julio de 1945, reconocía en sus arts. 12 y 16 la 
libertad de expresión y el derecho de reunión y asociación, respectivamente. Sin 
embargo, el propio Fuero, en su art. 33, la Ley de Principios del Movimiento Nacional, 
de 18 de mayo de 1958, y la extensa casuística del Código Penal limitaban 
sustancialmente estas libertades. El desarrollo legislativo de estas disposiciones no 
mejoraría la situación. La Ley de Prensa e Imprenta, de 18 de marzo de 1966, pese a 
su afán liberalizador, no hizo efectiva la libertad de expresión y el derecho a la 
información, al contemplar frente a las extralimitaciones una triple responsabilidad: 
penal, administrativa y civil. Las limitaciones y restricciones podían encontrarse 
también en la Ley de Reuniones de 1880, completada por una Orden de 1939, y en 
la Ley de Asociaciones, de 24 de diciembre de 1964. Véase sobre esta materia, 
Fernández Segado (1986: 709-710).

13	 Linz (1964: 295).
14	 Este concepto alcanzó gran relevancia a partir de la publicación del libro de De Miguel 

(1975: 143-233), en el que se clasificaba a quienes desempeñaron tales cargos en los 
siguientes grupos, que él denominaba «familias»: militares, primorriveristas, 
tradicionalistas, monárquicos, falangistas, católicos, integristas, tecnócratas y técnicos. 
Posteriormente se han expresado otras fórmulas para aludir a la misma realidad 
sociopolítica, tales como «personal político» (Viver Pi-Sunyer, 1978), «élites políticas» 
(Jerez Mir, 1982) y «cuadros políticos» (Sánchez Recio, 1996).

15	 Garrorena Morales (1977: 142-143). Este autor recuerda además la práctica 
imposibilidad de identificar a aquellas «familias», es decir, de saber cuántas y cuáles 
fueron.

16	 El texto de los mismos puede consultarse en Fernández Sarasola (2012: 378-458).
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consecuencia de la LC de 1942, hasta su extinción en 1977, tras la aprobación 
de la Ley para la Reforma Política. En ninguno de estos textos se contenía 
referencia alguna a grupos de procuradores que pudieran aproximarse al con-
cepto de Grupo Parlamentario: las condiciones ambientales, como hemos 
visto, impedían tal posibilidad. Así, un fenómeno natural desde que empiezan 
a manifestarse los primeros colectivos ideológicos de parlamentarios, esto es, 
la proximidad entre sus miembros en los escaños de la Cámara, se impedía ya 
en el Reglamento de 1957, al establecerse que los procuradores tomarían 
asiento en el salón de sesiones «según el orden alfabético de sus primeros ape-
llidos» (art. 62.2)17. El régimen nunca estuvo dispuesto a permitir uniones de 
parlamentarios, entre los que existieran afinidades, que constituyeran otras 
tantas unidades de maniobra para el ejercicio de su función, ya que le intere-
saba la desarticulación de la acción de los procuradores18.

Excepto en el primer Reglamento de este período, aparecían en todos los 
demás algunas menciones a los «grupos de procuradores» en obvia —por 
cuanto no podía ser de otro modo— referencia a las categorías establecidas en 
el art. 2 de la LC. Ya en el Reglamento de 1957 (art. 25.1) se afirmaba que «en 
cada Comisión estarían representados, dentro de lo posible, los diversos gru-
pos que integran la Cámara». El Reglamento de 1967 repetía en aquel mismo 
artículo y de modo casi literal la referencia a los grupos de la Cámara. El 
último de los textos que estuvo en vigor, el de 1971, especificaría claramente 
el concepto de aquellos grupos —algo que nadie había llegado a dudar— 
remitiéndose en varias ocasiones (arts. 25.1 y 2, 35.2 y 36.2) al aludir a ellos 
a cuanto se establecía en el art. 2 de la LC; en definitiva, se trataba de las dis-
tintas clases de procuradores —hasta un total de diez— incluidas en aquel 
precepto de la segunda de las Leyes Fundamentales franquistas, que las dife-
renciaba en función del título por el que accedían a las Cortes.

Solo en los momentos previos a la muerte de Franco pareció vislumbrarse 
la posibilidad de regular los Grupos Parlamentarios como reflejo del pluralismo 
político al que se encaminaba el país. Distintas proposiciones y sugerencias en 
este sentido estaban sometidas a estudio en la Comisión de Reglamento desde 
junio de 1975. Sin embargo, la reforma del Reglamento para dar cabida a los 
grupos políticos era una cuestión de voluntad política y ni el presidente de la 

17	 Fraga Iribarne (1959: 53) consideraba entonces que «no habiendo grupos políticos 
reconocidos en las Cortes, [éste] es el procedimiento más natural».

18	 Giménez Martínez (2012: 206). Basta observar la actitud mostrada por las autoridades 
cuando se esbozó en 1968 un embrión de Grupo Parlamentario con motivo de las 
reuniones «trashumantes» emprendidas por los procuradores familiares. Véase Díaz-
Nosty (1972: 77-104).
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Cámara, Alejandro Rodríguez de Valcárcel, ni el Gobierno estaban interesados 
en modificar el funcionamiento de una institución que servía con fidelidad al 
propósito para el que se diseñó: servir de apoyo para la resolución de determi-
nadas decisiones de relevancia política y «constitucional»19.

Hubo que esperar al inicio de la nueva etapa histórica que supuso la pro-
clamación de Juan Carlos de Borbón como rey de España para que se orde-
nara el «pluralismo» del régimen dentro de la Cámara por medio de grupos 
parlamentarios, coincidiendo con la primera regulación del derecho de asocia-
ción política tras la Guerra Civil20. El nuevo presidente de las Cortes nom-
brado por el monarca, Torcuato Fernández-Miranda, optó por materializar 
esta innovación mediante el instrumento procesal que tenía en sus manos: la 
vía interpretativa y supletoria. En efecto, el art. 18.23 del Reglamento de 
1971 otorgaba a la Presidencia de las Cortes la facultad de interpretar y suplir 
dicho texto en los casos de duda u omisión. En ejercicio de aquella competen-
cia, la máxima autoridad de la Cámara, previo informe favorable de la Comi-
sión de Reglamento y de acuerdo con el Gobierno, dictó una Disposición 
regulando los grupos parlamentarios21.

En el preámbulo de dicha disposición, Fernández-Miranda afirmaba que 
el cumplimiento de las funciones encomendadas a las Cortes se vería poten-
ciado al expresarse las opiniones de manera colectiva «y no meramente indivi-
dual». El sistema para permitir aquella expresión no podía ser otro «que el 
vigente en la mayor parte de los Parlamentos y que cuenta con su antecedente 
en nuestra tradición histórica, de reconocer y regular el derecho a la formación 
de grupos entre los procuradores en razón de sus criterios políticos». Así, la 
normativa entonces emanada autorizaba la constitución de grupos parlamen-
tarios «en función de tendencias o criterios políticos [...] y siempre bajo la 
autoridad de la Presidencia de las Cortes». El mínimo de procuradores nece-
sarios para la formación de un grupo se fijaba en 50 (un número muy elevado 
si se tiene en cuenta que en aquel momento las Cortes se componían de 543 
miembros). Se impedía a los procuradores formar parte de más de un grupo y 

19	 Soto Carmona (1995: 126). Esta función, que Tusell (2005: 171) llamó «resonadora», 
alcanzaba su máxima expresión en las contadas ocasiones en que Franco acudía a la 
Cámara a abrir las sesiones de una nueva legislatura o promulgar alguna de las Leyes 
Fundamentales.

20	 La Ley 21/1976, de 14 de junio, sobre el Derecho de Asociación Política, es posterior 
en solo tres meses a la Disposición de la Presidencia de las Cortes que analizamos a 
continuación.

21	 El texto completo de esta Disposición se encuentra en el Boletín Oficial de las Cortes 
Españolas (BOCE), 1489, de 9 de marzo de 1976, p. 35 989. Un comentario de la 
misma en Aguiló Lúcia (1976).
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se establecía la publicación, en el BOCE, de los nombres de los miembros de 
cada agrupación —cosa que nunca se hizo— así como de la declaración o 
«programa delimitador de sus fines» que estos debían redactar al formarla. El 
régimen interior de cada grupo sería acordado autónomamente, y debería res-
petar, en todo caso, la libertad de voto y el derecho de cada uno de sus com-
ponentes a intervenir en la formación de la voluntad del grupo, a elegir los 
órganos de dirección, a explicar su voto y a abandonarlo. Por último, la Dis-
posición otorgaba a la Presidencia de la Cámara la posibilidad de autorizar 
«con carácter provisional» la constitución como grupos parlamentarios de 
aquellos que tuvieran más de 25 miembros y cumpliesen los demás requisitos 
exigidos.

Como puede apreciarse, esta normativa concedía amplias posibilidades 
de intervención al presidente de las Cortes en la vida de los grupos, sometidos 
siempre a su autoridad. Además, precisaba aspectos del funcionamiento inte-
rior de aquellos que en unos casos por ser obvios (el derecho de abandonar el 
grupo o de participar en sus actividades) y en otros por resultar difícilmente 
practicables (la libertad absoluta de voto), chocan con cualquier regulación 
moderna de las fracciones que normalmente, con muy buen criterio, los silen-
cia. Por otra parte, no deja de sorprender que simultáneamente al reconoci-
miento de los grupos parlamentarios no se procediera a una reforma del 
Reglamento de las Cortes, ya que las competencias de aquellos, en cuanto 
tales, eran inexistentes22. Así pues, hay que afirmar que los grupos parlamen-
tarios del franquismo «solo se parecían a los propios de cualquier Cámara 
democrática en el nombre»23. Como estableció Torres del Moral, «la regula-
ción no contemplaba Grupos Parlamentarios, sino meros agregados ocasiona-
les de procuradores»24.

Ahora bien, si desde el punto de vista jurídico la regulación de los grupos 
parlamentarios fue claramente insuficiente, desde una perspectiva política 
adquiriría gran importancia en el contexto del proceso de transición a la 
democracia. Así, los grupos fueron un factor de racionalización del trabajo de 
la Cámara al servicio de la reforma política. Y, al mismo tiempo, hicieron que 

22	 Pérez-Serrano Jáuregui (1989: 176) reconocía que esta regulación «implicaba un 
notorio avance en las aspiraciones democráticas», pero, al mismo tiempo, consideraba 
que «ese afán súbitamente democrático constituía un auténtico sarcasmo en un 
momento histórico en que continuaba siendo delito la pertenencia a un partido 
político».

23	 Saiz Arnáiz (1989: 74). En la misma línea se manifiesta García Guerrero (1996: 112-
113). Morales Arroyo (1990: 98) habla de su «fracaso» por la «ausencia de un verdadero 
pluralismo político».

24	 Torres del Moral (1981: 30).
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aquella resultara mucho más manejable por la Presidencia, porque la labor de 
captación y control de los procuradores que estos realizaban resultaba mucho 
más fácil y eficaz al disponer las Cortes de una estructura grupal que le dispen-
saba tener que actuar sobre miembros individuales y dispersos25.

Partiendo del hecho de que las Cortes no eran un bloque monolítico sino 
que en su seno coexistían «corrientes quietistas y corrientes dinámicas»26, con 
esta medida se fortalecieron las posturas de los procuradores partidarios del 
cambio para que pudieran hacer oír su voz, de forma organizada y por lo tanto 
más efectiva, frente a los sectores inmovilistas que mantenían bajo su control 
el funcionamiento de la Cámara. Frente a la opinión generalizada de que las 
Cortes eran un obstáculo insalvable para el cambio, lo que Fernández-Mi-
randa pretendía era integrarlas en la reforma27. Además, los grupos debían ser-
vir para simplificar los debates y agrupar las enmiendas, algo que iría en 
beneficio de una agilidad reformadora exigida por la complicada coyuntura 
política, económica y social del momento.

Las medidas fueron bien acogidas por los sectores reformistas28, que no 
se engañaron sobre la finalidad de las mismas: no era un intento de dotar de 
nueva vida a las mortecinas Cortes, sino de romper el gregarismo imperante 
entre sus miembros. Así, el letrado mayor de la Cámara, Manuel Fraile Clivi-
llés, afirmó que con la medida por primera vez las Cortes «iban a empezar a 
parecerse a un Parlamento europeo» y que ya nadie iba a hablar «a título per-
sonal, sino en función de un grupo que le va a respaldar». A su juicio, la opi-
nión pública sabría ahora «a qué atenerse y por dónde van los tiros», porque 
«precisamente los partidos políticos nacen como consecuencia del agrupa-
miento de parlamentarios frente a la competición electoral»29. En la misma 
línea, el procurador familiar por Segovia, Andrés Reguera, reconocía que los 
grupos iban a servir «de preparación para el día en que puedan constituirse 
partidos políticos»30.

Al amparo de esta normativa, que tuvo una buena acogida por parte de 
los procuradores, se constituyeron un total de seis grupos parlamentarios, que 

25	 Ortí Bordás (2009: 230-231).
26	 Negrín (1976: 3).
27	 Como dejó escrito Fernández-Miranda (1995: 320) en una nota manuscrita: «Busco 

demostrar que estoy dispuesto a reconocer las tendencias y fundar el sentido del 
pluralismo asociativo en las Cortes. Quiero ver qué grupos hay y si son posibles; y 
quiero ver hasta dónde es útil para los fines de la reforma el divide y vencerás frente a 
los que pretenden monopolizar y dirigir como budas».

28	 Con alguna excepción, como la de Meliá (1976).
29	 Ya, 8-2-1976, p. 3.
30	 Pueblo, 9-2-1976, p. 11.
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formalizaron su existencia antes incluso de que se dictase la Disposición que 
permitía su creación porque la Comisión de Reglamento manifestó oficiosa-
mente a los procuradores que tal posibilidad iba a hacerse realidad de forma 
inminente31. De todos ellos, el más cercano al «búnker» fue el de Acción Ins-
titucional, partidario de la continuidad con el régimen, que integraba a falan-
gistas y tradicionalistas históricos como Raimundo Fernández-Cuesta, Pilar 
Primo de Rivera, Antonio María de Oriol o José Luis Zamanillo. Otros tres, 
Unión del Pueblo Español, el Laboral-Democrático y el Regionalista, agrupa-
ban a diferentes sectores de la derecha franquista que toleraban una cierta 
renovación del régimen representativo para hacerlo «políticamente auténtico», 
pero siempre «dentro de las Leyes Fundamentales y de los principios ideológi-
cos del Movimiento Nacional». Por su parte, Unión Democrática Española 
reunió a los procuradores pertenecientes a la asociación política homónima de 
inspiración católica que dirigía Alfonso Osorio. Atenazado por las disensiones 
internas, el sector más derechista del grupo, siguiendo a Federico Silva y 
Alberto Monreal, terminó escindiéndose32.

III.	 EL GRUPO PARLAMENTARIO INDEPENDIENTE

El único grupo de talante claramente reformista fue el Grupo Parlamen-
tario Independiente, que presentó el programa delimitador de sus fines el 25 
de febrero de 197633. En él, sus integrantes afirmaban su «talante democrá-
tico, social y progresista» y se definían como una colectividad de «distintas 
tendencias y pensamientos», pero reunidos bajo «una identidad de fines par-
lamentarios y políticos, conducentes a acelerar el proceso democratizador del 
país»34. Un proceso que debía empezar «por una profunda democratización de 
las Cortes», mediante «la reforma de las Leyes Fundamentales» y el estableci-
miento de un Congreso «por sufragio universal, secreto, libre, igual y directo», 

31	 Arriba, 5-2-1976, p. 5.
32	 Archivo del Congreso de los Diputados (ACD), serie general, caja 3691, carpetas 1-5.
33	 «Grupo Parlamentario Independiente. Programa delimitador de sus fines», Madrid, 

25 de febrero de 1976. AESL, carpeta GPI. Junto al programa, se comunicaba la lista 
de los integrantes del Comité de Coordinación del grupo: Jesús Aparicio Bernal, 
Gabriel Cisneros, Rubens Henríquez, Carlos Iglesias, Ángel Martínez Fuertes, José 
Luis Meilán, Rafael de Mendizábal, Enrique Sánchez de León, Jesús Sancho Rof y 
David Pérez Puga, el último de los cuales actuaba como portavoz.

34	 Una idea reiterada después por Enrique Sánchez de León en una entrevista publicada 
en la Hoja del Lunes (de Barcelona) (26-5-1975): «La procedencia de sus miembros es 
diversa, pero su meta es única».
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y una segunda Cámara «de actos territoriales, sindical, profesional y de enti-
dades representativas». Como corolario de todo ello se reclamaba «el recono-
cimiento de agrupaciones políticas o partidos, de libre actividad, sin más 
límites que [...] la democracia constitucional».

En materia sindical, el programa del GPI abogaba por «sindicatos obre-
ros y organizaciones patronales independientes y ambos con autonomía frente 
a la Administración, organizados democráticamente», y estimaba que el 
«soporte de la democracia» eran los derechos fundamentales, que a su juicio 
debían «vincular a los poderes legislativo, ejecutivo y judicial a título de dere-
cho directamente aplicable». En este sentido, el Estado debía, «además de 
declarar y aplicar libertades formales, [...] resolver todas las necesidades mate-
riales y espirituales del ser humano». El GPI propugnaba, además, la «inde-
pendencia» del Estado «respecto de las Iglesias legalmente establecidas en el 
país», así como el derecho de asociación y reunión para posibilitar «una con-
vocatoria electoral en la que puedan y deban participar cuantas corrientes de 
opinión acepten la democracia constitucional y para legalizar una oposición 
política con función de crítica objetiva a las opciones del Gobierno».

En cuanto a la soberanía nacional, entendían que «le corresponde al pue-
blo como titular exclusivo», quedando reservado al rey una «función arbitral». 
El documento programático finalizaba con una demanda al Gobierno de 
«programas coherentes en plazos concretos» que contemplaran «la integración 
en Europa», la regulación de «las autonomías regionales» y la aplicación de 
todas las «libertades civiles básicas» para alcanzar la «concordia nacional»; y, en 
el campo social, «la potenciación de las formas de propiedad comunitaria o 
colectiva», la continuada «socialización del suelo» y la consecución de unos 
objetivos «también socializantes para la cultura y la educación».

Cuando se produjo la constitución formal del GPI, sus integrantes tenían 
a sus espaldas una breve, pero sin duda apreciable, experiencia como entidad 
colectiva. Y es que el Grupo Parlamentario Independiente llevaba funcio-
nando realmente desde marzo de 1975 —un año antes, por tanto, de que se 
reglamentara su existencia en el seno de las Cortes—, como consecuencia del 
germen que supuso el inicial grupo de consejeros nacionales jóvenes y de la 
necesidad sentida por sus integrantes de coordinar mejor su actuación dentro 
de las instituciones. Aunque al principio contaba con poco más de veinte pro-
curadores, con el paso del tiempo sus efectivos se incrementaron notable-
mente hasta alcanzar los 47 miembros en noviembre de 197635.

35	 Se produjeron también algunas bajas, como las de José María Aguirre González, Luis 
Mombiedro de la Torre y Miguel Primo de Rivera, que abandonaron el grupo en 
marzo de 1976; Joaquín Fernández López, que pasó a la órbita del Grupo de Acción 
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La biografía de la mayor parte de los procuradores que componían el 
GPI se había desarrollado en el ámbito del Movimiento Nacional, estructura 
específicamente política de la dictadura. Se trataba de figuras que habían dado 
sus primeros pasos en la vida pública dentro del Frente de Juventudes o del 
Sindicato Español Universitario, aunque también había personas procedentes 
de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas o del monarquismo, 
que ahora accedían a la Cámara como representantes de la Organización Sin-
dical (José Ramón Alonso, Francisco de la Caballería, Jaime Campmany, 
Antonio Castro Villacañas, José Comesaña, Baldomero Fernández Calviño, 
Julio García Valdés, Federico Gerona de la Figuera, Francisco Guerrero, Car-
los Iglesias Selgas, Alberto Manzarbeitia, Ángel Martínez Fuertes, Rafael 
Mateo Tarí, Salvador Morales, Antonio Navarro, Pedro Perpiñán, Daniel 
Regalado, Jesús Sancho Rof y José María Socías)36 o como consejeros naciona-
les (Gabriel Cisneros, Rodolfo Martín Villa, Eduardo Navarro, José Miguel 
Ortí Bordás y Enrique Sánchez de León)37. Junto a ellos se encontraban pro-
curadores que habían obtenido su escaño en las Cortes por el llamado «tercio 
familiar» (Jesús Aparicio Bernal, Félix Calvo Ortega, Jesús Ezponda, Martín 
Fernández Palacio, Alberto Jarabo Payá, José Manuel Liaño, José Luis Meilán, 
Josep Meliá, Rafael Merino, Julián Muro, David Pérez Puga, Antonio Rosón 
y Antonio Segovia)38 o por el de Administración Local (Paulino Buchens, 
Alfonso Díaz de Bustamante, Miguel Gamazo, José Manuel Martínez Agui-
rre, Javier Perea y Abelardo Sánchez)39. El grupo se completaba con los repre-
sentantes de las asociaciones, colegios profesionales y cámaras de comercio 
(Rubens Henríquez, José Lladó y José Elías Gallegos)40 y con un procurador 
designado directamente por el jefe del Estado (Rafael de Mendizábal)41.

Lo más relevante y políticamente significativo para distinguir a este grupo 
es el factor generacional, que como estudiaran Carr y Fusi, «fue un compo-
nente decididamente importante del aperturismo»42. La media de edad de los 
procuradores que integraron el GPI era, en 1976, de 47 años, mientras que la 

Institucional y terminaría votando en contra del proyecto de Ley para la Reforma 
Política; Eusebio Hualde y Jesús Lample, que se trasladaron al Grupo Laboral-
Democrático, y Manuel Pérez Olea, que se marchó al Grupo de Unión del Pueblo 
Español. Véase ACD, serie general, caja 3691, carpeta 6.

36	 ACD, serie documentación electoral, caja 196-4.
37	 ACD, serie documentación electoral, caja 196-2.
38	 ACD, serie documentación electoral, caja 198-2.
39	 ACD, serie documentación electoral, caja 197.
40	 ACD, serie documentación electoral, caja 199-1.
41	 ACD, serie documentación electoral, caja 199-2.
42	 Carr y Fusi (1979: 48).
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del conjunto de procuradores en Cortes era de 57. Solo siete procuradores pre-
sentaban una fecha de nacimiento anterior a 1922 y, por tanto, estaban en con-
diciones de haber participado en la Guerra Civil, mientras que los restantes 
cuarenta (el 85 %) eran niños durante el conflicto o habían nacido después de 
él. Además, el 53 % de ellos se hallaba ante su primera experiencia «parlamen-
taria», lo que contrasta con la reducida renovación general de la Cámara, que 
respecto a la anterior legislatura solo había alcanzado al 29,2 % de los procura-
dores. Desde el punto de vista profesional también se observa un claro con-
traste entre los integrantes del GPI y la «clase política cerrada»43 del franquismo, 
en la que la circulación o movilidad era mínima y las pautas de reclutamiento 
estaban más bien establecidas. Así, el 63 % eran profesionales del derecho, 
frente al 27,3 % del total; el 52 % eran funcionarios (catedráticos, fiscales, 
magistrados, letrados, inspectores, técnicos de la Administración, etc.), por el 
28 % del conjunto de las Cortes, y el 38 % desarrollaban actividades empresa-
riales, por el 18 % del total. Por último, es elocuente que en el Grupo no 
hubiera ningún militar, frente al 6,4 % que significaban en las Cortes44.

Estos datos ayudan a entender mejor que el GPI incorporaba a una élite 
política de nueva generación, que alcanzó una toma de conciencia sobre la 
auténtica situación política del país, constituyó el germen de un clima de opi-
nión más libre y poroso a la realidad e hizo posible la articulación de una inci-
piente posición política basada, en primer lugar, en la apertura y en una segunda 
fase en el deseo de un proceso de desarrollo político que superase la mera libe-
ralización del franquismo en la línea de una democratización completa y homo-
logable. Una generación mayoritariamente dialogante y europeísta, convencida 
de que la nueva y modernizada sociedad española de los setenta exigía un sis-
tema político igualmente nuevo y moderno, equiparable al de las democracias 
occidentales. Lo que no era obstáculo para que ocupasen cargos públicos, acep-
tasen la legalidad de la dictadura y, en suma, asumiesen las responsabilidades 
que se derivaban de su integración política en el régimen.

1.	 INICIATIVAS PARLAMENTARIAS

El GPI nació con la idea de «extraer todas las posibilidades democráticas» 
a las Leyes Fundamentales, «sin descartar, por otra parte, la reforma constitu-
cional». Fruto de este propósito fueron las múltiples iniciativas que impulsó, 

43	 Jerez Mir (1996: 267).
44	 Los datos de los procuradores han sido extraídos de Repertorio biográfico de procuradores 

en Cortes (1973), Giménez Martínez (2012: 158-162) y Díaz-Nosty (1972: 165-178). 
La información sobre los funcionarios en Bañón Martínez (1978: 169).
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amparadas en la «realidad de la vida política y social del país»45, que abarcaron 
prácticamente todos los ámbitos: desde la situación internacional a la crisis 
socioeconómica, pasando por las relaciones interorgánicas o la extensión de 
los derechos y libertades.

La primera de ellas fue la presentación, el 22 de mayo de 1975, de una pro-
posición de ley sobre reforma del Reglamento de las Cortes, cuyo objetivo fun-
damental era conseguir que estas, en su cometido y funcionamiento, fueran 
equiparables «a los Parlamentos de los países occidentales» y estuvieran en con-
diciones de «instrumentar la revisión de las Leyes Fundamentales». Para ello, se 
pedía que el Pleno de la Cámara se configurara como «órgano legislativo habi-
tual y permanente», así como una «democratización de los procedimientos [...] 
legislativos y de fiscalización». El GPI consideraba que, al objeto de hacer reali-
dad esta aspiración, era necesario, por un lado, «limitar interferencias guberna-
tivas» en la «labor de enjuiciamiento y control del Ejecutivo», la cual debía llegar 
al extremo de obligar al Gobierno a «someter a debate su programa y los infor-
mes sobre la situación general del país», y, por otro, limitar el «abuso que supone 
la utilización de decretos leyes al margen de los estrictos casos de urgencia»46.

Poco después, el 10 de junio de 1975, el GPI elevó un ruego al Gobierno 
en el que se solicitaba la constitución de una Comisión especial a fin de «obtener 
datos objetivos y fehacientes» que condujeran a una proposición de ley de 
reforma de la Universidad española. El Ejecutivo respondió considerando «inne-
cesaria» la creación de dicha Comisión, amparándose una vez más en «la proxi-
midad del término de la Legislatura» y remitiéndose a lo previsto por el art. 8 de 
la Ley General de Educación, que establecía que al menos «anualmente el 
Gobierno informará a las Cortes de la aplicación de la presente Ley [...] y pro-
pondrá las modificaciones que estime necesarias para su actualización»47.

45	 «Exposición a la Presidencia de las Cortes con motivo de la designación de nuevo 
presidente de la Cámara», Madrid, 10 de diciembre de 1975. AESL, carpeta GPI.

46	 «Proposición de ley sobre reforma del Reglamento de las Cortes», Madrid, 22 de mayo 
de 1975. AESL, carpeta GPI. La proposición, que también demandaba la constitución 
reglamentaria de Grupos Parlamentarios, fue recibida con frialdad por el presidente 
de las Cortes, Alejandro Rodríguez de Valcárcel, quien no la tomó en consideración 
en base a hallarse «la atención de la Cámara [...] absorbida hasta el término de la 
presente Legislatura por otros proyectos ya en curso». Como concesión se anunció, no 
obstante, la creación de una ponencia de estudio para la mejora del procedimiento 
parlamentario, que nunca llegó a reunirse y posteriormente quedó sin efecto. Véase 
BOCE, 1446, de 10 de julio de 1975, p. 35 114.

47	 «Ruego solicitando la constitución de una Comisión especial parlamentaria para 
investigar e informar sobre la situación en que se encuentra la Universidad española», 
Madrid, 10 de junio de 1975. AESL, carpeta GPI.
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La actividad del Grupo Parlamentario Independiente conoció un salto 
cualitativo con la remisión, el 14 de junio de ese mismo año, de una petición 
motivada en la que se solicitaba la convocatoria de un Pleno extraordinario de 
las Cortes para que el Gobierno informara de diversos aspectos de la política 
exterior48. El escrito elevado al Ejecutivo criticaba «los vacíos informativos» 
sobre la materia, que habían provocado «dudas, inquietudes y desconcierto 
entre los ciudadanos», y reclamaba noticias sobre las relaciones mantenidas 
con Estados Unidos, los países del Este, la Comunidad Europea y Marruecos, 
con el telón de fondo del proceso de descolonización del Sáhara. En cuanto a 
la primera de estas cuestiones, y de cara a las negociaciones en curso para la 
renovación del acuerdo hispano-norteamericano, el GPI pedía al Gobierno 
que luchara por mejorar el mismo, incluyendo en él la mutua defensa contra 
cualquier enemigo exterior «sin reservas, limitaciones ni prioridades», redu-
ciendo las instalaciones militares estadounidenses «al mínimo indispensable» 
y eliminando la concesión de extraterritorialidad jurisdiccional para los miem-
bros de las Fuerzas Armadas estadounidenses. En caso de obtenerse «resulta-
dos pobres e insatisfactorios», proseguía la petición, «habría que pensar 
seriamente en la alternativa de renuncia a cualquier acuerdo, [...] para salva-
guardar nuestra independencia y neutralidad en un posible conflicto bélico de 
carácter mundial».

En relación a los países comunistas, los miembros del GPI defendían «un 
criterio de estricto pragmatismo político, distinguiendo a las naciones de sus 
sistemas de Gobierno y de sus ideologías políticas», a fin de poner en práctica 
«una política exterior claramente abierta y realista». Sobre las «inacabables 
negociaciones» para el ingreso de España en la Comunidad Europea, se exi-
gían al Gobierno pasos para superar el «hasta ahora insalvable obstáculo de la 
insuficiente democratización de nuestro sistema político, [...] partiendo de 
nuestra irrenunciable vocación europeísta». Finalmente, el GPI pedía infor-
mación al Gobierno sobre las relaciones con Marruecos, que «distan mucho 
de ser las normales entre países con intereses comunes y con fuertes vínculos 
de comunicación, tal como largos años de manifestaciones ingenuas o triun-
falistas han hecho ver a los españoles». Junto a diversas cuestiones en torno a 
los límites de las aguas internacionales y la ruptura del tratado de pesca, se for-
mulaban algunas consideraciones sobre el conflicto del Sáhara49.

48	 «Petición motivada para la convocatoria de un Pleno extraordinario de Política 
Exterior», Madrid, 14 de junio de 1975. AESL, carpeta GPI.

49	 A pesar de lo detallado de la petición, el Gobierno, una vez más, rechazó la iniciativa 
del GPI, aduciendo que hacía menos de un mes que el ministro de Asuntos Exteriores 
(Pedro Cortina) había comparecido en la Comisión homónima de las Cortes, donde 
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El 16 de julio de 1975, el GPI presentó una nueva proposición de ley, 
esta vez destinada a levantar las trabas que impedían el libre ejercicio de los 
derechos de reunión y manifestación. En virtud de su articulado, quedaba eli-
minaba la necesidad de autorización previa por parte de la Administración 
cuando se congregaran más de veinte personas. Y ello porque, a juicio de los 
proponentes, «en un Estado de derecho, debe ser única condición válida para 
limitar el ejercicio del derecho de reunión el que deba ser pacífica»50.

Tras el receso veraniego, el GPI volvió a la carga con una moción, fir-
mada el 16 de octubre de 1975, en la que se repasaba la «situación política 
española»51 y se instaba al Gobierno a tomar medidas de muy distinta índole: 
«revisar» el Decreto Ley de agosto de 1975 sobre prevención del terrorismo; 
restablecer plenamente la jurisdicción ordinaria «para todos los delitos no 
específicamente militares»; reformar el Código Penal y las leyes penales relati-
vas a la seguridad del Estado, «acomodándolos a los cambios acaecidos en la 
sociedad española»; promulgar una ley electoral «que garantice la plena parti-
cipación de los ciudadanos»; perfeccionar una normativa sobre asociaciones 
«que posibilite el juego político de todos los ciudadanos»; modificar el sistema 
fiscal, sin aplazamiento «bajo el pretexto de trámites o estudios, que se han 
revelado como fórmulas dilatorias»; impulsar una reforma de la empresa, «que 
suponga una auténtica cogestión y que promueva una participación efectiva 
en los beneficios y en las plusvalías»; reconocer las regiones, «soslayadas en la 
reciente Ley de Bases de Régimen Local», y replantear las relaciones interna-
cionales «con criterio de estricto pragmatismo político».

En diciembre de 1975, poco después de la proclamación de Juan Carlos 
I, el GPI elevó al nuevo presidente de las Cortes, Torcuato Fernández-Miranda, 
una moción similar a la presentada en octubre, pero ampliada en su contenido 
y con un tono más acentuadamente reformista y democratizador52. La oportu-
nidad del texto se apoyaba en «el caudal de esperanza» despertado por el acceso 
al trono del nuevo rey, que exigía «la aplicación de una política imaginativa y 
dinámica». La moción solicitaba, en primer lugar, el «restablecimiento de las 

había informado «ampliamente sobre la problemática internacional y desde esa fecha 
no han variado las circunstancias en que se desarrolla la política exterior del país». 
Véase BOCE, Diario de Sesiones de las Comisiones, 508, de 6 de mayo de 1975.

50	 «Proposición de ley sobre derecho de reunión», Madrid, 16 de julio de 1975. AESL, 
carpeta GPI.

51	 «Moción sobre la situación política española», Madrid, 16 de octubre de 1975. AESL, 
carpeta GPI.

52	 «Moción sobre la situación política española y las medidas que podrían adoptarse por 
el Gobierno de la Nación para resolver los problemas nacionales más urgentes», 
Madrid, diciembre de 1975. AESL, carpeta GPI.
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libertades y derechos», mediante la supresión de la autorización gubernativa 
previa para reuniones, manifestaciones, conferencias, disertaciones y demás 
formas de expresión; la eliminación de la facultad extraordinaria de retirar los 
pasaportes; la adopción de «una política más liberal» en materia de prensa y la 
conversión de la televisión en un «marco adecuado a la polémica». Por otro 
lado, sobre las asociaciones políticas aprobadas en 1974, el Grupo solicitaba un 
ensanchamiento de su marco, incluyendo «a todos los españoles que se mani-
fiesten dispuestos a respetar la ley y a actuar democráticamente».

Otro objetivo del GPI expresado en esta moción era lograr una «efectiva 
reconciliación nacional», lo que solo se lograría cuando «no quede un solo 
preso por delitos de asociación ilegal, reunión no pacífica, manifestaciones 
públicas, propagandas ilegales o huelgas de obreros». En ese sentido, el indulto 
concedido tras el ascenso al trono del rey Juan Carlos se consideraba un paso 
en ese sentido, pero no suficiente: era necesaria una amnistía, «concebida 
como medio de pacificación y de integración nacional». Otras medidas com-
plementarias para garantizar esta aspiración eran la «expresa derogación» del 
Decreto-Ley de agosto de 1975 sobre prevención del terrorismo, «el reconoci-
miento de las remuneraciones de los mutilados de guerra a los que sufrieron 
mutilaciones en la zona republicana y de pensiones a las viudas de quienes 
murieron sirviendo en las filas del Ejército Español Republicano» y la conce-
sión de las «indemnizaciones correspondientes» a los «funcionarios sanciona-
dos por causas de la guerra y a sus viudas e hijos».

No menos importante era el punto de la moción referido a la «reforma cons
titucional». De este modo, se pedía que en la nueva «Constitución del Reino, 
en la que se refundan las Leyes Fundamentales» apareciera «una Cámara formada 
exclusivamente por los representantes de los ciudadanos», introduciendo «una 
proporcionalidad entre los procuradores y la población» y reconociendo el 
derecho al voto a los mayores de dieciocho años. Además, se demandaba que 
las Cortes tuvieran «competencia en el cese del presidente del Gobierno, que 
no debe ser cometido exclusivo del Consejo del Reino, el cual tampoco debe 
tener en su nombramiento otra misión que la de consulta previa». Este último 
órgano quedaría reducido a una «Diputación Permanente de las Cortes», cuyos 
miembros estarían «obligados a comportarse de acuerdo con las decisiones 
adoptadas por las Cortes y dar cuenta a estas de sus decisiones».

Sobre política laboral, resulta muy significativa la condena que se hacía a 
la «descalificación que se realizó a partir del otoño de 1936 de los que en otros 
tiempos lucharon con honradez por el mundo del trabajo». De forma paralela, 
se pedía una amplia reforma de la Organización Sindical que incluyera la 
«completa y absoluta» autonomía e independencia de las organizaciones de 
trabajadores, «dentro del respeto a la legalidad, que no debe ser obstáculo a un 
racional ejercicio de la lucha obrera». En cuanto a la negociación colectiva, se 
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apuntaba que «debe ser libre, sin topes ni límites de ninguna clase y sin inter-
venciones administrativas que desvirtúan lo acordado [...], un nuevo sacrificio 
de los económicamente más débiles es injustificable». La reforma sindical que-
daría completa, a juicio del GPI, con la legalización «de las huelgas profesio-
nales de rama» y la eliminación de «los preceptos tajantes sobre despido —que 
debería quedar al arbitrio de los tribunales— en casos de huelga».

El último gran tema de esta moción tenía que ver con la reforma del sis-
tema sancionador, que «no guarda correspondencia con las actuales conviccio-
nes sociales». En este sentido, se reiteraban algunas consideraciones ya 
expresadas en el texto de 16 de octubre de 1976, como la supresión de «la 
jurisdicción militar en el enjuiciamiento del terrorismo y otras delitos no espe-
cíficamente militares» y la sustitución «en todos los casos de la pena de muerte 
por la de reclusión perpetua y, esta, en ningún caso figure como pena única».

En los primeros días de enero de 1976, el GPI presionó mediante un 
ruego para que el presidente del Gobierno, Carlos Arias Navarro, compare-
ciera ante las Cortes no solo para exponer su programa, sino para «someterlo 
a debate»53. Efectivamente, Arias acudió a las Cortes el 28 de enero54, pero no 
hubo tal debate: el jefe del Ejecutivo se limitó a leer un discurso que fue mal 
recibido por la opinión pública e incluso por algunos de sus propios minis-
tros55. El GPI elaboró entonces un comunicado, que fue remitido a los 
medios de comunicación, en el que mostraba su disconformidad «con algu-
nos extremos fundamentales» de la intervención del presidente56. El docu-
mento consideraba, en primer lugar, «que debe cuanto antes sustituirse la 
simple tolerancia de las actividades políticas por la regulación legal de estas, 
modificando en cuanto sea necesario el actual ordenamiento jurídico». Y ello 
porque «la existencia y libre actuación política» era «tan importante para el 
país como la del Gobierno», y no resultaba «lógico continuar forzando a la 
clandestinidad o reduciendo al paternalismo tutelar la existencia de legítimas 
opciones políticas».

53	 «Ruego recabando la comparecencia del presidente del Gobierno ante el Pleno de las 
Cortes sometiendo a debate el programa de Gobierno». Madrid, enero de 1976. 
AESL, carpeta GPI.

54	 BOCE, Diario de las Sesiones del Pleno (DSP), 23, de 28 de enero de 1976, pp. 2-16.
55	 Areilza (1977: 84) comentó que «la Monarquía no puede consolidarse con un hombre 

[...] vacilante y temeroso, que sigue creyendo que Franco está vivo y dirige el país 
desde la tumba»; y Osorio (1980: 64) apuntó cómo «en los ambientes de la calle 
soplaba el viento de la decepción» y «solo los sectores que creían en la parálisis política 
estaban satisfechos».

56	 «Comunicado del Grupo Parlamentario Independiente sobre el discurso del presidente 
del Gobierno», Madrid, 30 de enero de 1976. AESL, carpeta GPI.
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Sobre la reforma administrativa, el Grupo demandaba la «implantación 
de rigurosas incompatibilidades» y una acción más decidida a la hora de «per-
seguir y eliminar toda arbitrariedad y cualquier corruptela en la función 
pública». En torno al fenómeno regional, el GPI deseaba «un tratamiento más 
profundo y avanzado», que desembocara en «el debido reconocimiento de los 
hechos diferenciales». Por último, reprochaba que el presidente del Gobierno 
no hubiera realizado «un esfuerzo de imaginación y de presencia» que resul-
tara «sugestivo para la juventud». El comunicado finalizaba con el ofreci-
miento de colaboración parlamentaria por parte del Grupo, pero sin renunciar 
a «críticas y proposiciones de ley, como viene haciendo desde su constitución».

Ante la nueva comparencia del presidente del Gobierno en Televisión 
Española, el 28 de abril de 1976, el GPI volvió a publicar un comunicado, 
más duro que el anterior, en el que «consideraba insuficientemente tratadas» 
algunas cuestiones: que el Congreso previsto «no represente ideologías políti-
cas de los ciudadanos a través de los partidos»; que no se definiera «la respon-
sabilidad parlamentaria del Gobierno»; que la reforma sindical no concretara 
«lo que debía quedar a la determinación democrática de obreros y empresa-
rios»; que el problema regional se circunscribiera «a las comisiones administra-
tivas creadas al efecto», cuando «hubiera sido oportuno definir el alcance de 
las autonomías regionales»; que no se contemplara como viable «la posibilidad 
de contar una oposición democrática», y, finalmente, que el presidente se cen-
trara en hablar de las huelgas, «sin llevar aparejada una condena de otras con-
ductas antisociales, tales como la evasión de capitales, que afecta también 
gravemente a la economía nacional»57.

2.	 LA REFORMA POLÍTICA Y EL GPI

La posibilidad de una transición desde dentro del régimen no era una 
novedad a la altura de 1975. La habían esgrimido los diferentes núcleos refor-
mistas y muchos autores habían reflexionado sobre una mutación democrá-
tica del régimen58. Así, Miguel Herrero de Miñón había publicado un libro en 
1972 en el que, a partir de la soberanía del rey, se entresacaba la posibilidad de 
que el monarca pudiera convocar un referéndum de alcance constitucional 

57	 «Contacto 36», Madrid, 29 de abril de 1976. AESL, carpeta GPI.
58	 Fraga Iribarne (1971) no había llegado tan lejos, limitándose a poner sobre la mesa el 

concepto de «desarrollo político», que aplicado al franquismo significaba una cierta 
liberalización del régimen (apertura de cauces de participación popular, integración 
en el sistema de la oposición más moderada): a su juicio, se trataba de poner al día las 
instituciones, que habían quedado anticuadas frente al desarrollo económico del país.
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que permitiría, según sus propias palabras, y entre otras cosas, transferir «las 
competencias de las Cortes al pueblo»59. Por su parte, Jorge de Esteban y sus 
colaboradores hicieron al año siguiente una interpretación de las Leyes Fun-
damentales franquistas en virtud de la cual podría aprovecharse el «potencial 
democrático» del régimen limitando el poder del jefe del Estado, desarro-
llando el control de las Cortes sobre el Ejecutivo y transformando la represen-
tación orgánica en una representación de corte liberal60.

De lo que se trataba, en cualquier caso, era de apostar por una democrati-
zación del sistema manteniendo, no obstante, la continuidad institucional y 
legal del régimen. En la famosa expresión del flamante presidente de las Cortes 
tras la muerte de Franco, Torcuato Fernández-Miranda, se buscaba aplicar el 
principio «de la ley a la ley»: las reformas debían llevarse a cabo jurídicamente, 
sin quiebra del sistema legal, de manera que la democracia surgiese como con-
secuencia necesaria de modificaciones legales de las instituciones del franquismo. 
Se evitaría así el contraejemplo portugués, en el que el colapso del Estado tras la 
«revolución de los claveles» y el consiguiente vacío de poder habían dado lugar 
a importantes desórdenes públicos (ocupaciones de tierras y fábricas, ataques a 
empresarios) y a una sustitución rápida de las élites políticas61.

Y esa era precisamente la misión que tenía encomendada el primer 
Gobierno de la Monarquía, el cual se propuso realizar una reforma que defi-
niera un marco político en el que se mezclaran las continuidades del ordena-
miento franquista con nuevos elementos de matriz democrática. El plan del 
Ejecutivo presidido por Carlos Arias Navarro, que había sido diseñado por el 
vicepresidente y ministro de la Gobernación, Manuel Fraga, se basaba en un 
difícil equilibrio entre la democracia orgánica y la democracia liberal mediante 
el desdoblamiento de las Cortes en dos Cámaras: un Congreso elegido por 
sufragio universal, directo y secreto, y un Senado compuesto por miembros 
cooptados de las «entidades naturales». Para conseguir esto era necesario ela-
borar, previamente, una ley que regulara el reconocimiento, la existencia y el 
funcionamiento de los partidos políticos; reformar el Código Penal para que 
esos partidos se hallaran dentro de la legalidad; aprobar una ley electoral para 
que pudieran celebrarse elecciones, y, en fin, modificar la Ley Constitutiva de 
las Cortes y la Ley de Principios del Movimiento Nacional con el objetivo 
de que el Congreso y el Senado acogieran esa nueva representación popular62.

59	 Herrero de Miñón (1972: 119).
60	 De Esteban et al. (1973).
61	 Como explica Sánchez Cervelló (1995: 309), el intento de evitar la deriva portuguesa 

consistió en que «las clases dirigentes fuesen los árbitros del proceso».
62	 Giménez Martínez (2014: 177).
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Ante la inminente llegada de estos proyectos a la Cámara, el GPI decidió 
formar grupos de trabajo para el estudio de cada uno de los temas afectados: 
el primero de ellos, compuesto por Gabriel Cisneros, Carlos Iglesias Selgas, 
Rafael de Mendizábal y José Luis Meilán, se centraría en el derecho de reunión 
y manifestación; dentro de la Comisión de Competencia Legislativa trabaja-
rían Gabriel Cisneros y Rubens Henríquez; del derecho de asociación se ocu-
parían Carlos Iglesias Selgas y Rafael de Mendizábal, y sobre asuntos 
económicos lo harían Baldomero Fernández Calviño, José Elías Gallegos, 
Rafael Mateo y Josep Meliá63.

Fruto del trabajo de estos grupos fue la elaboración de unas «líneas direc-
trices» que debían seguir los miembros del Grupo para presentar las enmien-
das al proyecto de Ley de Asociaciones Políticas, enviado por el Gobierno a la 
Cámara en marzo de 197664. Un proyecto que, aunque no era «objetivamente 
rechazable», debía ser «mejorado considerablemente para posibilitar que par-
ticipen en la próxima convocatoria electoral todas las agrupaciones o partidos 
políticos que se comprometan a respetar la libertad y la democracia». En este 
sentido, se insistía en la necesidad de que la expresión «partidos políticos» apa-
reciera no solo en el preámbulo, sino en el articulado de la ley, y de que 
hubiera un «reconocimiento expreso del derecho que tienen los españoles a 
afiliarse libremente a partidos políticos para contribuir democráticamente a la 
determinación de la política nacional». Asimismo, había que levantar todo 
«control administrativo» y la potestad sancionadora atribuida al Ministerio de 
la Gobernación: la Administración debía «limitarse a ejercer las funciones 
de registro» y la sanción «ser exclusivamente judicial». Tampoco podía haber 
«asociaciones ilegales» de antemano, pues esa decisión había de corresponder 
a los tribunales. Por último, en cuanto al funcionamiento interno de los par-
tidos, el GPI pedía a sus miembros que presentaran enmiendas conducentes a 
garantizar «el control de recursos por el Tribunal de Cuentas, [...] la democra-
tización de la organización interna de cada partido y, de manera especial, de 
sus órganos de gobierno y dirección»65.

El GPI alentó la reforma política también en los aspectos estrictamente 
procedimentales. Así, cuando en abril de 1976 Torcuato Fernández-Miranda 
estableció el procedimiento de urgencia de tramitación parlamentaria, que 
pretendía impedir cualquier posible maniobra dilatoria de los inmovilistas66, 

63	 «Contacto 28», Madrid, 3 de marzo de 1976. AESL, carpeta GPI.
64	 BOCE, 1492, de 24 de marzo de 1976, pp. 36 048-36 055.
65	 «Contactos 33 y 34», Madrid, 8 de abril de 1976. AESL, carpeta GPI.
66	 BOCE, 1499, de 23 de abril de 1976, pp. 36 317-36 319. Desde ese momento, los 

proyectos de ley urgentes no se debatirían en la Comisión correspondiente como hasta 



LOS REFORMISTAS DEL FRANQUISMO EN LAS CORTES…	 221

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 199-230

el Grupo envió un comunicado en el que manifestaba su «satisfacción» por el 
hecho de que se recogiera lo solicitado en su proposición de ley de mayo de 
1975, sobre revalorización de las sesiones plenarias de las Cortes, y conside-
raba que «el procedimiento arbitrado posibilita el tener en cuenta la existencia 
de los diversos Grupos Parlamentarios para reconocer a estos, sean o no 
enmendantes a la totalidad de cada proyecto, la posibilidad de participar 
mediante portavoces debidamente autorizados, en la discusión o debate gene-
ral de los proyectos»67.

Sin embargo, las maniobras de Fernández-Miranda no se vieron acom-
pañadas por una acción acompasada a cargo del Gobierno. Arias nunca fue 
capaz de imprimir una dirección clara a su proyecto, que, por seguir el incre-
mentalismo de Fraga, resultaba demasiado fragmentario, lo que facilitó el sur-
gimiento y desarrollo de una corriente opositora entre los inmovilistas que 
alarmó a los reformistas; entre ellos al rey, quien terminó por cesarle68. En 
todo caso, el modelo de reforma Arias-Fraga solo efectuaba modificaciones 
con voluntad de permanencia en ciertos segmentos del ordenamiento político 
y habría creado «un sistema híbrido, a la vez complejo y difuso, con muy esca-
sas posibilidades de consolidación»69. El fracaso de su antecesor hizo que el 
nuevo Gobierno presidido por Adolfo Suárez modificara el planteamiento de 
la reforma. El camino tomado desde julio de 1976 consistió en aprobar una 
norma, casi transitoria70, que posibilitara la continuación de las reformas por 
parte de unas Cámaras legitimadas democráticamente. Fue así como nació la 
idea de la Ley para la Reforma Política (LRP), octava Ley Fundamental que, 
de hecho, derogaba sus siete predecesoras71.

Antes de la presentación pública del proyecto de LRP, el 6 de septiembre 
de 1976, dos miembros del GPI, Julián Muro y David Pérez Puga, se reunie-
ron con Suárez y el vicepresidente del Gobierno, Alfonso Osorio, para tratar 

entonces, sino que serían informados por una Ponencia propuesta por el presidente de 
aquella. El procedimiento de urgencia, conocido como el «torcuatazo», generó un 
repudio casi inmediato entre los procuradores afines al «búnker», que firmaron una 
carta de rechazo y llegaron a amenazar con promover ante los tribunales un recurso de 
contrafuero contra él. Véase Powell (1991: 162).

67	 «Contacto 35», Madrid, 22 y 23 de abril de 1976. AESL, carpeta GPI.
68	 Sánchez-Cuenca (2014: 157-158).
69	 Powell (2001: 50).
70	 Una auténtica «ley-puente, que permitió el paso pacífico de la legalidad franquista a la 

legalidad democrática», a juicio de De Esteban y López Guerra (1983: 15).
71	 Véanse sobre la LRP las obras de Lucas Verdú (1976), González Navarro (1977) y 

Sánchez Navarro (1990).



222	 MIGUEL ÁNGEL GIMÉNEZ MARTÍNEZ

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 199-230

sobre la «reforma constitucional»72. La coincidencia entre los interlocutores 
«sobre el fondo y la instrumentación de la reforma» fue «casi absoluta». En el 
encuentro se puso de manifiesto que el GPI había sido «el único que había tra-
tado este tema con rigor y con oportunidad» y tanto Suárez como Osorio 
reconocieron que sus iniciativas les «habían servido de pauta para tomar deci-
siones».

Por lo demás, los representantes del Grupo apostaron por una reforma 
no exclusivamente procedimental, sino sustantiva, «breve y clara», promul-
gada «con la mayor urgencia», de modo que «la mayoría de los ciudadanos 
[...] pudiera tomar criterio sobre la decisión política que hayan de adoptar, ya 
que hasta la fecha están sumidos en el más profundo confusionismo, pudiendo 
pivotar hacia cualquiera de las tendencias políticas». En íntima conexión con 
la reforma constitucional se habló de la futura ley electoral. Ambas partes 
descartaron el sistema de distritos unipersonales, por correr el riesgo de gene-
rar «un bipolarismo político que se concretaría en un frente nacional y en 
otro popular». El GPI se inclinaba bien por un sistema de segunda vuelta 
bien por «un sistema proporcional con correcciones». En todo caso, «se hizo 
especial hincapié en reconocer el voto a los mayores de 18 años», como se 
había apuntado en alguna iniciativa anterior, posición que «en principio sor-
prendió» a Suárez y Osorio, pero que consideraban «con cierta posibilidad de 
viabilidad». En cuanto al ritmo de los acontecimientos, hubo coincidencia en 
que «si bien no debería llegarse a un proceso de ruptura», sí debía optarse por 
una «fórmula intermedia» que fuera más allá de la «simple reformista conti-
nuista», que se traduciría en «un sistema constituyente encajado en la legali-
dad vigente».

Una vez hecho público el contenido de la LRP, el GPI publicó una nota 
de prensa73 en la que mantenía «su criterio favorable al proyecto», porque 
entendía que servía «al deseo de que el pueblo pueda expresar su voluntad de 
cara al futuro democrático de los españoles, a través de unas elecciones libres». 
Además, en la misma recordaba «su postura de un exigente avance hacia la 
convivencia democrática», en virtud de la cual anunciaba la formulación de 
«diversas enmiendas, entre otras las conducentes a que el referéndum y el pro-
ceso electoral se vean asistidos de las máximas garantías, en orden a una total 
libertad de expresión y autenticidad de sus resultados».

72	 «Nota-informe sobre la reunión sostenida por los representantes del Grupo 
Parlamentario Independiente, Sres. Muro Navarro y Pérez Puga, con el presidente y 
vicepresidente del Gobierno», Madrid, 6 de septiembre de 1976. AESL, carpeta GPI.

73	 «Nota para los medios de comunicación social», Madrid, 20 de octubre de 1976. 
AESL, carpeta GPI.
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Cercana ya la convocatoria del Pleno donde se discutiría la LRP, el 27 
de octubre de 1976 se celebró una nueva reunión del Grupo74 en la que se 
encargó a Carlos Iglesias Selgas, José Luis Meilán, David Pérez Puga y 
Antonio Segovia la formulación de las observaciones generales al proyecto, 
«en la línea de apoyo» al mismo, «pero tratando de mejorarlo en orden a 
reconocer el derecho de sufragio a los mayores de 18 años, atribuir al rey y 
a las Cortes la iniciativa de la reforma constitucional, la posibilidad de 
disolución de las Cortes, la soberanía de las Cámaras en materia legislativa 
y la instrumentación de garantías suficientes, a cargo del poder judicial, 
para el proceso electoral».

Las ocho observaciones elaboradas por este equipo y hechas suyas por el 
conjunto del Grupo75 tenían por objeto dar «mayor coherencia y precisión» a 
la reforma política e «insertar la norma lo más cerca posible de las Constitu-
ciones europeas». En primer lugar, se manifestaba la «necesidad de una expo-
sición de motivos que clarifique la voluntad del legislador». En este sentido, se 
consideraba esencial que en ella apareciera el «reconocimiento de las autono-
mías regionales y locales», «la aplicabilidad directa de los derechos fundamen-
tales del ciudadano» y «la responsabilidad del Gobierno ante las Cortes». En 
segundo, la conveniencia de otorgar el sufragio a los mayores de 18 años, 
«dada la madurez, la responsabilidad y la inquietud política de la juventud 
española». En tercero, el reconocimiento de representación en el Senado a las 
«colectividades de españoles fuera de España», que han cargado con «la pesada 
carga de la emigración». En cuarto, clarificar que la iniciativa de reforma cons-
titucional corresponde no en exclusiva al Gobierno, sino también a las Cáma-
ras. En quinto, introducir el principio de disolución de las Cortes, «básico en 
todo sistema parlamentario»: «cuando se produzca la imposibilidad de gober-
nar», el rey debe poder disolver el Parlamento a propuesta del presidente del 
Gobierno y oídos los presidentes de ambas Cámaras. En sexto, un sistema 
electoral en el que «deberá mantenerse el principio de representatividad pro-
porcional para el Congreso, matizado para evitar la excesiva proliferación de 
partidos, y el mayoritario para el Senado». En séptimo, reafirmar la «soberanía 
de las Cortes» y limitar «las excepciones a este principio» contenidas en el 
apartado 1º de la disposición transitoria 2ª. Y en octavo y último, la introduc-
ción de un organismo «para la defensa de la constitucionalidad de las leyes y 
para velar por la regularidad electoral».

74	 «Acuerdos adoptados en la reunión celebrada el día 27 de octubre de 1976», s. l., s. f. 
AESL, carpeta GPI.

75	 «Observaciones generales al proyecto de Reforma Política», Madrid, 30 de octubre de 
1976. AESL, carpeta GPI.
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Aunque estas observaciones fueron defendidas en el Pleno de las Cortes 
en que se aprobó la LRP76 por David Pérez Puga (pp. 72-76), otros procura-
dores miembros del Grupo intervinieron en la sesión para reforzar sus plan-
teamientos. Este fue el caso de Carlos Iglesias Selgas (pp. 42-44), José Luis 
Meilán (pp. 114-119), Andrés Segovia (pp. 119-121), Jesús Aparicio Bernal 
(pp. 121-125), Gabriel Cisneros (pp. 125-128), Josep Meliá (pp. 128-131) y 
Rubens Henríquez (pp. 131-132), que formularon sus propias enmiendas 
individuales. A la hora de la votación, todos los miembros del GPI presentes 
en el hemiciclo lo hicieron a favor de la ley77.

Tras la aprobación de la LRP, el GPI no abandonó su actividad y menu-
dearon las reuniones para fijar su posición ante las normas electorales dictadas 
en marzo de 1977 y la Ley de Regulación del Derecho de Asociación Sindical, 
última que aprobarían las Cortes franquistas. Incluso se formó una comisión 
especial, compuesta por Antonio Castro Villacañas, Jesús Aparicio Bernal, 
Jesús Sancho Rof, Rubens Henríquez y David Pérez Puga, para «analizar la 
actitud política del Grupo Parlamentario Independiente de cara a las próxi-
mas elecciones», que se reunió el 23 de febrero de 1977. Sin embargo, los 
miembros del GPI estaban ya más preocupados por resituarse en el nuevo 
panorama partidista que se abría de cara a la convocatoria electoral del 15 de 
junio. Así, muchos de sus integrantes impulsaron proyectos políticos propios 
como la Acción Regional Extremeña de Enrique Sánchez de León, el Partido 
Gallego Independiente de José Luis Meilán y David Pérez Puga o el Partit 
Nacionalista Mallorquí de Josep Meliá, y se desvincularon de la actividad del 
Grupo durante los primeros meses de 1977.

La mayor parte de los procuradores del Grupo se embarcaron en la Fede-
ración Social Independiente (FSI), encabezada por Rodolfo Martín Villa. En 
una reunión celebrada el 3 de marzo de 1977, el GPI decidió «apoyar la for-
mación del nuevo partido y que algunos de sus miembros, no afiliados a otros 
partidos, encabezaran el grupo promotor de la Federación Social Indepen-
diente»78. De hecho, el documento fundacional de la FSI surgió precisamente 
en el seno del Grupo Parlamentario. El «Manifiesto de los socialdemócratas 

76	 Todas las páginas que se citan entre paréntesis en el texto proceden de BOCE, DSP, 
29, de 16, 17 y 18 de noviembre de 1976, pp. 1-207.

77	 Estuvo ausente José Manuel Liaño Flores.
78	 «Reunión del Grupo Parlamentario Independiente en el Palacio de Congresos y 

Exposiciones, 3 de marzo de 1977», Madrid, 10 de marzo de 1977. AESL, carpeta 
GPI. Estos procuradores eran, aparte de Martín Villa, Rubens Henríquez, Paulino 
Buchens, José Miguel Ortí Bordás, Antonio Castro Villacañas, Daniel Regalado, José 
María Socías, Francisco Guerrero, Rafael Mateo Tarí, Gabriel Cisneros y Jesús Sancho 
Rof. Véase El País, 5-3-1977, p. 13.
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independientes» pretendía dar voz a la «mayoría de españoles que deseamos se 
lleve a cabo una avanzada reforma que [...] concluya en una España plena-
mente democrática» e iba dirigido a «todos aquellos que, por ser partidarios de 
una profunda reforma [...] no se encuentran identificados por los partidos 
últimamente surgidos que se plantean como objetivo un continuismo leve-
mente modificado de la situación»79.

Al final, tanto estos como aquellos terminarían engrosando las filas de 
Unión de Centro Democrático (UCD). Así, 21 de los 27 miembros del GPI 
que continuaron en la vida política lo hicieron dentro de la órbita de esta for-
mación80. Muchos revalidaron su acta parlamentaria en las nuevas Cortes 
democráticas dentro de las candidaturas de UCD81: fue el caso de Félix Calvo 
(senador por Guadalajara), Gabriel Cisneros (diputado por Soria), Baldo-
mero Fernández Calviño (senador por La Coruña), Martín Fernández Pala-
cio (senador por Vizcaya), Rubens Henríquez (diputado por Santa Cruz de 
Tenerife), Rodolfo Martín Villa (senador por designación real)82, Ángel Mar-
tínez Fuertes (senador por León), José Luis Meilán (diputado por La Coruña), 
José Miguel Ortí Bordás (diputado por Castellón)83, David Pérez Puga (sena-
dor por Pontevedra), Antonio Rosón (diputado por Lugo), Enrique Sánchez 
de León (diputado por Badajoz)84 y Jesús Sancho Rof (diputado por 

79	 «Manifiesto de los socialdemócratas independientes», s. f. AESL, carpeta GPI.
80	 Los siete restantes desarrollaron una variopinta y, por lo general, breve carrera política. 

Jesús Ezponda se presentó como independiente a las elecciones de 1977, pero no 
resultó elegido, si bien luego fue diputado foral navarro en 1979; Alberto Jarabo se 
integró en Alianza Popular (AP), partido por el que fue diputado (votó en contra del 
proyecto de Constitución) y consejero preautonómico de Turismo en Valencia; José 
Manuel Martínez Aguirre se adscribió a Unió Valenciana y fue diputado autonómico 
en la década de los ochenta dentro de Coalición Popular; Antonio Navarro pasó a AP, 
partido por el cual fue diputado en 1982 y europarlamentario en 1987; Javier Perea 
también ingresó en AP y se presentó a las elecciones por la circunscripción de Orense, 
pero no salió elegido; y José María Socías, alcalde de Barcelona y senador real, se 
adscribió al Grupo de Entesa dels Catalans.

81	 La continuidad de los procuradores franquistas en las legislaturas democráticas puede 
seguirse a través de los anexos 14 y 15 de Giménez Martínez (2012: 389-410). Véase 
también Giménez Martínez (2015).

82	 En los sucesivos gabinetes de UCD sería ministro del Interior (1977-1979) y de 
Administración Territorial (1980-1981), así como diputado por León (1979-1982) y 
vicepresidente del Gobierno (1981-1982).

83	 Aunque resultó elegido dentro de una candidatura independiente, se integró en el 
Grupo Parlamentario de UCD en el Congreso de los Diputados.

84	 Fue también ministro de Sanidad y Seguridad entre 1977 y 1979.
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Pontevedra)85. Otros no llegaron a alcanzar un escaño, pero fueron destina-
dos a puestos de responsabilidad en diversos niveles de la Administración: 
Paulino Buchens y Abelardo Sánchez fueron nombrados alcaldes de Palma de 
Mallorca y Albacete, respectivamente; Francisco Guerrero, director general 
de la Función Pública y presidente de la Comisión Liquidadora de Organis-
mos; José Manuel Liaño permaneció como alcalde de La Coruña hasta las 
elecciones municipales de 1979; José Lladó dejó la cartera de Comercio para 
dirigir el Ministerio de Transportes y Comunicaciones86; Josep Meliá fue 
nombrado secretario de Estado de Información y, con posterioridad, gober-
nador general de Cataluña; Eduardo Navarro fue designado subsecretario de 
Interior y Daniel Regalado quedó como gerente de servicios del Instituto 
Nacional de la Salud en 1981.

IV.	 CONCLUSIONES

Los políticos moderados que formaban parte del régimen de Franco en 
los años setenta y que apoyaban la reforma del sistema político fueron un 
importante factor para el éxito de la transición democrática en España. Fue-
ron estos reformistas del franquismo los que ayudaron al rey Juan Carlos, 
Adolfo Suárez y Torcuato Fernández-Miranda a poner en práctica los proyec-
tos de reforma política y quienes contribuyeron, decisivamente, a la transfor-
mación política del país, colaborando al alumbramiento de una democracia 
desde la legalidad vigente. Dentro de las Cortes, los reformistas se unieron en 
torno al Grupo Parlamentario Independiente, que se definió desde su consti-
tución a favor del proceso democratizador de las estructuras políticas. Durante 
el breve tiempo en que desarrolló su actividad sus miembros propiciaron pro-
gramas de reforma y se sumaron al consenso mayoritario para lograr la transi-
ción democrática sin traumas que los cambios socioeconómicos de España 
exigían.

Los planteamientos que el GPI vino formulando tenían un claro sentido 
pragmático y partían de la experiencia de los cuarenta años anteriores, como 
no podía ser de otra manera en figuras que habían desarrollado su carrera polí-
tica al amparo de la dictadura. Pero esto, siendo rigurosamente cierto, no les 
llevó a la conclusión de que, tras la muerte de Franco, había que continuar 
con su régimen. La fidelidad de los miembros del GPI a su pasado era 

85	 Subsecretario de Interior en 1978 y 1979, ocupó luego las carteras ministeriales de 
Obras Públicas (1979-1981) y Trabajo y Sanidad (1981).

86	 En 1979 se le enviaría como embajador a Washington.
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proyectiva, es decir, implicaba el convencimiento de que, de cara al futuro, en 
las cuestiones públicas habría que tener en cuenta necesariamente al conjunto 
de los ciudadanos y no podrían imponerse, como hasta entonces, proyectos 
políticos no compartidos. Desde este planteamiento, el Grupo introdujo en 
todas sus iniciativas parlamentarias elementos de cambio político, basados 
en una realidad social y económica que había variado aceleradamente en los 
años precedentes y exigía un marco democrático de convivencia.

El GPI apostó por una reforma política capaz de acallar las querellas his-
tóricas y conseguir una reconciliación entre los españoles; un proyecto que 
pudiera realizarse en la libertad, en la justicia y en el respeto a la diversidad. La 
edificación de una sociedad pluralista excluía el inmovilismo de la misma 
forma que debía hacer inútil la revolución. De ahí que el Grupo rechazara la 
ruptura con toda la secuela de abrir un proceso constituyente, que conside-
raba ilimitado e incontrolable. No ponían en cuestión, por tanto, la legitimi-
dad del Estado franquista, pero entendían que a partir de él debía abrirse un 
proceso de reforma que viabilizara la transformación del sistema autoritario 
en otro democrático y que respondiera a los postulados de auténtica soberanía 
del pueblo español. Un proceso que no podía adoptar la forma plebiscitaria de 
alternativa entre dictadura y democracia, sin pasar antes por la legalidad que 
establecían las instituciones vigentes.

Los planteamientos sobre la reforma mantenidos por el Grupo (articula-
dos a través de mociones, ruegos, proposiciones de ley, cartas o comunicados) 
se pueden sintetizar en cuatro puntos fundamentales. El primero de ellos se 
basaba en la aplicación directa de los derechos fundamentales por los órganos 
del Estado. El segundo, en la elección por sufragio universal de las Cámaras 
que en el día de mañana hubieran de componer las Cortes. El tercero, una 
garantía jurisdiccional de la Constitución y del proceso electoral a través de un 
Tribunal de Garantías. Y el cuarto, una revisión de las Leyes Fundamentales 
más definida y menos ligada a cuestiones procedimentales, que tuviera como 
resultado una Constitución democrática de corte occidental.

La corta pero intensa actividad del Grupo llegó a alcanzar una resonancia 
y una influencia políticas sumamente valiosas para el triunfo de la estrategia 
reformista, que se puso de manifiesto a la hora de tener que aprobar la Ley 
para la Reforma Política. El proyecto presentado por el Gobierno Suárez coin-
cidía en su filosofía básica con la idea de reforma que venía propiciando el 
GPI. Y, como consecuencia de ello, llegado el momento de su discusión en las 
Cortes, sus integrantes lo apoyaron eficazmente. En definitiva, los movimien-
tos del Grupo Parlamentario Independiente aportaron notas positivas al pro-
ceso democratizador, dinamizaron y abrieron la vida pública española y 
contribuyeron mucho a la sensibilización de los ciudadanos respecto al desafío 
que comportaría necesariamente el postfranquismo.
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Resumen

Este artículo rastrea las causas de la elevada transparencia financiera de España, 
en línea con los de los países más transparentes del mundo como Finalandia o Dina-
marca. Dado que la literatura politológica sobre transparencia, que vincula este con-
cepto al buen funcionamiento de las instituciones democráticas de un país, no ofrece 
una respuesta a esta pregunta, este artículo aborda un estudio en profundidad del caso 
español siguiendo una metodología de rastreo de procesos y con el apoyo conceptual 
del neoinstitucionalismo histórico. La conclusión del artículo es que España optó por 
una aplicación estricta y acelerada de los estándares internacionales de transparencia 
internacional en unas circunstancias históricas muy concretas en las que coincidieron, 
en el ámbito nacional, un momento álgido de la lucha contra ETA y, en el ámbito 
internacional, la introducción de la financiación del terrorismo en la agenda interna-
cional antiblanqueo como consecuencia de los atentados del 11S.

1	 Este artículo no habría sido posible sin la inestimable y generosa colaboración de las 
profesoras Margarita Gómez-Reino e Iliana Olivié durante distintas etapas de su 
investigación previa. Además, sus distintas versiones se han visto mejoradas gracias a 
los comentarios de los profesores Iván Llamazares, César Colino, Salvador Parrado y 
Esteban Arribas.
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Abstract

This article traces the antecedents of the high levels of financial transparency in 
Spain, which are aligned to those of the most transparent countries in the world such 
as Finland and Denmark. Given that the political science literature on transparency 
links this concept to democratic deepening and does not offer a response to this ques-
tion, this article undertakes an in-depth study of the case of Spain. The study follows 
a process-tracing methodology and is based upon concepts borrowed from historical 
neo-institutionalism.

The paper concludes that Spain’s opting for a strict and accelerated application 
of the international standards on financial transparency was influenced by very spe-
cific historical circumstances. The country was at a critical point in its fight against 
ETA when the issue of terrorist financing was introduced into the international anti-
money laundering agenda as a consequence of the 09/11 attacks.

Keywords

Transparency; financial regulation; terrorism; money laundering; historical 
neo-institutionalism; process tracing; global governance.
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I.	 INTRODUCCIÓN

España es el tercer sistema financiero más transparente del mundo según 
el Índice de Secreto Financiero de Tax Justice Network. Este índice, que sinte-
tiza el cumplimiento de diversos estándares internacionales sobre recogida e 
intercambio de información financiera por parte de 98 países, indica que 
España es solo ligeramente menos transparente que Finlandia y Dinamarca, un 
20 % más transparente que la media de la UE y un 40 % más que Alemania.

Este dato coincide con la positiva evaluación que España ha recibido del 
Grupo de Acción Financiera Internacional contra el blanqueo de capitales 
(GAFI, 2014a). El último informe de revisión entre pares realizado por este 
organismo señalaba incluso como ejemplos internacionales de buenas prácti-
cas algunos desarrollos institucionales de España.

La literatura politológica no ha elaborado una teoría sobre las causas de 
la transparencia y tampoco ha prestado atención a las especificidades de la 
transparencia financiera, pero sí ha establecido un vínculo claro entre la trans-
parencia de un país en general y la fortaleza de sus instituciones democráticas. 
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Además, este vínculo ha salido reforzado de numerosos análisis empíricos que 
comparan indicadores de transparencia de países, regiones y municipios con 
indicadores de desarrollo democrático.

Desde esta perspectiva, no es de extrañar que en un ranking de transpa-
rencia destaquen dos países nórdicos sobre el resto de Europa y del mundo, ya 
que también ocupan las mejores posiciones en el ranking de Transparencia 
Internacional sobre corrupción, o en el índice de democracia de The Econo-
mist Intelligence Unit. La buena posición de España, por el contrario, sí 
resulta llamativa porque en estos temas no suele salir tan bien retratada2.

Por consiguiente, resulta pertinente analizar en profundidad el caso espa-
ñol y explicar su singular desempeño en materia de transparencia financiera. 
A ello se dedicó un estudio de caso de tipo process tracing, cuyos principales 
elementos se presentan en este artículo.

En la primera sección de este artículo se repasa brevemente la literatura 
politológica sobre las causas de la transparencia y se constata que no sirve para 
explicar el caso español. Seguidamente, en la sección segunda, se propone una 
explicación alternativa que vincula el desarrollo de la transparencia financiera 
en España con unas determinadas circunstancias históricas marcadas por la 
lucha antiterrorista. Esta hipótesis se apoya en los conceptos de coyuntura crí-
tica y trayectoria dependiente, propios del neoinstitucionalismo histórico.

En la tercera sección se presentan los resultados de la investigación como tal: 
primero, los datos de la transparencia financiera en España; segundo, su análisis 
en perspectiva comparada; tercero, el rastreo de sus causas; cuarto, la aplicación 
del marco de análisis y la identificación, por una parte, de una coyuntura crítica 
y, por otra, de una serie de elementos característicos de la trayectoria dependiente. 
Finalmente, el artículo se termina con la conclusión sobre el caso español y con 
una reflexión sobre la pertinencia del enfoque neoinstitucionalista histórico.

II.	 ¿QUÉ SABEMOS DE LA TRANSPARENCIA FINANCIERA Y DE SUS 
CAUSAS?

1.	 EL VÍNCULO TEÓRICO ENTRE TRANSPARENCIA Y DEMOCRACIA

La literatura teórica sobre transparencia no se ha dedicado explícitamente a 
buscar sus causas (Albalate del Sol, 2013; Guillamón et al., 2011), pero las 

2	 España ocupa el puesto 36, uno de los peores de la UE, en el Índice de percepción de 
la corrupción, donde Finlandia y Dinamarca ocupan el primer y segundo puesto (TI, 
2016). En el Índice de democracia (EIU, 2016), España ocupa el puesto 16 y Finlandia 
y Dinamarca el 8º y el 5º.
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vincula claramente al buen funcionamiento de las instituciones democráticas. 
Esta literatura —que responde a dos enfoques fundamentales, la teoría normativa 
democrática y la teoría de agencia (Lodge, 2014; Bastida y Benito, 2007)— ve en 
el acceso a la información sobre la actividad gubernamental una condición nece-
saria para someterla al control democrático, o, en otros términos, para corregir el 
comportamiento de un agente mediante sanciones impuestas por su principal.

La transparencia se relaciona por tanto con la rendición de cuentas efectiva 
y diversos trabajos recurren para ello a la conceptualización de Schedler (1999). 
Según este autor, la rendición de cuentas (accountability) se descompone en res-
ponsabilidad (answerability) y sancionabilidad (enforcement), implicando el pri-
mer elemento el derecho de recibir información y la obligación de suministrarla.

Lodge (2014) diferencia cinco tipos de transparencia en el Estado regulador 
en función de su objeto: la transparencia sobre la adopción de normas, sobre las 
normas en sí mismas, sobre los actores sujetos a las mismas, sobre el control de su 
aplicación y sobre la retroalimentación del proceso. El concepto de transparencia 
financiera implícito en el índice de Tax Justice Network forma parte de la tercera 
dimensión de la transparencia, la relativa a los actores sujetos a las normas.

Más exactamente, el índice es una síntesis de diversos indicadores de 
cumplimiento de normas internacionales adoptadas en el ámbito de la ONU 
y de la OCDE para posibilitar el intercambio de información entre Estados y, 
por tanto, evitar que los actores sujetos a un conjunto de normas nacionales 
eludan su cumplimiento ocultando su dinero en los sistemas financieros de 
otros países. Las normas eludidas pueden ser de tipo tributario o incluso 
penal, pues el sistema financiero también sirve para ocultar y blanquear las 
ganancias obtenidas de actividades delictivas.

Con se verá más adelante en este artículo, los indicadores agregados en el 
índice son normas y acciones de los poderes públicos de un país que aseguran 
la accesibilidad y el intercambio de información financiera sobre personas físi-
cas y jurídicas, de forma que estas puedan ser vigiladas y perseguidas por eva-
sión fiscal, corrupción, tráficos ilícitos, o cualquier otro incumplimiento de la 
ley que genere una corriente financiera. Incluso el terrorismo.

2.	 LOS ANÁLISIS EMPÍRICOS

Varios trabajos empíricos han establecido regresiones entre los niveles 
de transparencia de una serie de países, regiones y municipios, e indicadores de 
democracia y buen gobierno. En general, la variable dependiente de estos 
análisis es lo que se conoce como transparencia fiscal, el conjunto de medios 
legítimos por los que se pueden conocer los objetivos, metas y resultados de 
los presupuestos y cuentas de los gobiernos (Zucolotto y Teixeira, 2014). 
Entre las variables independientes contrastadas introducidas en estos análisis 
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estarían la existencia de elecciones libres y justas, los contextos electorales 
reñidos, las bases constitucionales de los tribunales de cuentas o la calidad de 
las instituciones (Wehner y de Renzio, 2013; Zucolotto y Teixeira, 2014; 
Tekeng y Sharaf, 2015). Bastida y Benito (2007), sin embargo, demuestran 
que, en el ámbito de la OCDE, la transparencia fiscal no correlaciona signi-
ficativamente con índices de democracia aunque sí con índices de percepción 
de la corrupción.

Cabe señalar, no obstante, que estos mismos estudios han encontrado 
correlación entre la transparencia fiscal y factores económicos de diversa 
índole. El turismo influiría negativamente en la transparencia de los munici-
pios españoles y las actividades extractivas tendrían el mismo efecto en los paí-
ses en desarrollo (Albalate del Sol, 2013; Tekeng y Sharaf, 2015, y Wehner y 
de Renzio, 2013). Por el contrario, la economía abierta de mercado tendría un 
efecto positivo en la transparencia de las provincias chinas, y el desarrollo eco-
nómico en la de los países de la OCDE (Ma, 2012; Bastida y Benito, 2007).

3.	 LA EXPLICACIÓN DE LOS ACTIVISTAS DE LA JUSTICIA FISCAL

Tax Justice Network también recurre al vínculo transparencia-democracia 
para explicar, por ejemplo, la primera posición en su ranking de Dinamarca, 
país al que elogia por su tradición en el escrutinio público de los asuntos fiscales 
(TJN, 2015c). Sin embargo, para esta y otras ONG igualmente activas en la 
causa de la justicia fiscal, los flujos financieros ilícitos existen porque generan 
importantes beneficios para el sector de las finanzas internacionales.

Así, democracias tan consolidadas como Suiza o Luxemburgo (TJN, 
2015a, 2015b), al concentrar tantos intereses en la industria financiera, no 
solo no han legislado en favor de la transparencia financiera, sino que incluso 
lo han hecho en sentido contrario con leyes como las de secreto bancario. Los 
casos de los denominados paraísos fiscales —que combinan opacidad con baja 
fiscalidad y fuerte especialización en el sector bancario— han sido caracteriza-
dos ampliamente en prensa, pero el índice revela cómo otros países con un 
perfil aparentemente distinto, como Alemania u Holanda, también tienen 
niveles muy bajos de transparencia que los informes de (TJN 2015d, 2015e) 
relacionan con intereses de la banca.

4.	 ¿CÓMO EXPLICAR DIFERENCIAS ENTRE PAÍSES SIMILARES?

Recurriendo a los dos factores explicativos anteriores —la profundidad 
democrática y el peso del sector financiero en la economía— se podrían entender 
muchas de las diferencias que se encuentran entre países próximos, con institu-
ciones y políticas públicas similares, como, por ejemplo, los países europeos que 
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se listan en la tabla 1. Sin embargo, el caso español, su distancia respecto a la 
media europea y su cercanía a los países nórdicos, quedaría sin explicar.

Tabla 1.  La transparencia financiera en Europa

(Transparencia según el ISF 2015: posición de los países europeos 
en el ranking mundial [98 países] y %)*

Posición % Posición %

Dinamarca 1 69 Letonia 22 55
Finlandia 2 69 Islandia 24 54
España 3 67 Países Bajos 27 52
Eslovenia 4 66 Europa media – 52
Italia 5 65 Malta 28 50
Rep. Checa 6 65 Chipre 29 50
Hungría 7 64 Eslovaquia 30 50
Suecia 8 64 Austria 34 46
Polonia 9 64 Luxemburgo 38 45
Grecia 10 64 Alemania 39 44
Noruega 11 62 Isla de Man 46 36
Portugal 13 61 Gibraltar 52 33
Irlanda 14 60 San Marino 60 30
Reino Unido 15 59 Suiza 69 27
Bélgica 16 59 Mónaco 71 26
Francia 18 57 Liechtenstein 76 24
Estonia 21 56 Andorra 78 23

* � El Índice de Secreto Financiero (ISF) es una combinación de dos indicadores: 1) la nota de 
secreto financiero, una síntesis de quince criterios de transparencia que van desde la prohi-
bición del secreto bancario hasta la participación en acuerdos de cooperación judicial inter-
nacional; y 2) una ponderación global, medida del peso del país en la industria global de 
servicios financieros offshore. En esta tabla, y en todo el artículo, se usa como indicador la 
primera de las variables, o más exactamente su contrario. O sea, el 67 % de transparencia 
atribuido a España en este artículo se corresponde con una puntuación del 33 % de secreto 
financiero en el ISF. Con un 1,09 % de participación en el negocio de los servicios finan-
cieros offshore, el país tendría una puntuación final en el ISF de 77,46.

Fuente: elaboración propia a partir del ISF, 20153.

3	 www.financialsecrecyindex.com

http://www.financialsecrecyindex.com


238	 AITOR PÉREZ

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 231-265

El neoinstitucionalismo histórico se ha distinguido por explicar por qué 
países aparentemente similares presentan grandes diferencias en cuestiones 
como el alcance de sus sistemas de salud, la amplitud de sus políticas de bien-
estar o en sus estructuras sindicales (Steinmo et al., 1992).

Según esta corriente, «no podemos entender el significado de una varia-
ble social particular sin entender cómo llegó hasta ahí, qué trayectoria siguió» 
(Pierson, 2000). Como se explica a continuación, este artículo no intenta 
encontrar una explicación general de la transparencia financiera que no deje 
fuera el caso español, sino que analiza la evolución del caso español a lo largo 
del tiempo y encuentra una explicación basada en las circunstancias particula-
res de este país en un momento histórico concreto.

III.	 EL CASO ESPAÑOL

1.	 LA TRANSPARENCIA FINANCIERA ESPAÑOLA AL DETALLE

En la tabla 2 se descompone la nota de España en el índice de referencia 
al objeto de precisar en qué consiste exactamente su elevada transparencia 
financiera.

Como se adelantaba en la sección primera, el Índice es una síntesis de 
indicadores sobre la capacidad de un país de recabar información financiera 
sobre sus actores económicos y de intercambiarla con otros países. Los indica-
dores se corresponden con estándares que se han ido definiendo en organis-
mos como el Grupo de Acción Financiera Internacional o el Foro Mundial 
sobre Intercambio de Información con Fines Tributarios, ambas del ámbito de 
la OCDE, o en determinados convenios de la ONU contra la corrupción, las 
drogas, etc.

Por consiguiente, entre los motivos que pueden llevar a los países a 
recabar e intercambiar este tipo de información está la lucha contra la elu-
sión fiscal de empresas multinacionales (asunto que mueve a las ONG cita-
das a militar en esta casusa), pero, también, la lucha contra determinados 
delitos a través de su corriente financiera. En este sentido, cabe destacar 
que una de las instituciones que más pesa en el Índice es el Grupo de 
Acción Financiera Internacional, organismo creado en 1991 por impulso 
del G7 y el apoyo de la OCDE para luchar contra el blanqueo de dinero 
resultante del narcotráfico. Más adelante, tras el 11 de septiembre de 2001, 
el mandato de esta institución se amplió a la lucha contra la financiación 
del terrorismo.
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2.	 LA HIPÓTESIS DEL TERRORISMO

Como se demostrará en la sección 3, las instituciones españolas optaron 
por una aplicación rápida y estricta de los estándares internacionales sobre 
transparencia financiera precisamente cuando esta agenda confluyó con la de 
la lucha internacional contra el terrorismo. Esto no era así antes.

Desde 1991 existían directivas europeas basadas en las recomendaciones 
internacionales contra el blanqueo de capitales. España trasponía estas normas 
al derecho nacional de forma más o menos mecánica. Sin embargo, cuando en 
2001 se organizó la lucha antiterrorista internacional en diversos frentes, 
incluido el financiero, las estructuras de cooperación internacional contra el 
blanqueo de capitales se usaron para investigar y perseguir la financiación del 
terrorismo y, a partir de ahí, el interés de España en esta ámbito de la coope-
ración internacional creció significativamente.

El país tenía sus propios objetivos antiterroristas en territorio nacional y 
contaba con buenas experiencias de colaboración internacional en investiga-
ciones sobre la financiación de ETA, por lo que elevó el perfil de su participa-
ción en el GAFI y se convirtió en un estricto cumplidor de sus acuerdos. Este 
perfil diferenciado se mantiene todavía hoy, a pesar de que la situación del 
terrorismo en España ya no es tan diferente de la de sus países socios.

3.	 UNA HIPÓTESIS INSTITUCIONALISTA-HISTÓRICA

Recurriendo a dos conceptos clave del institucionalismo histórico, la 
hipótesis anterior se podría reformular en los siguientes términos: la coinci-
dencia de un momento álgido de la lucha antiterrorista española con la intro-
ducción de la financiación del terrorismo en la agenda internacional 
antiblanqueo en 2001 fue una coyuntura crítica para España, en la cual se optó 
por una aplicación estricta y acelerada de los estándares internacionales de 
transparencia internacional, que se mantiene hoy en día por un fenómeno de 
trayectoria dependiente.

Se denomina coyuntura crítica a una situación en la que «las influencias 
estructurales sobre la acción política (ya sean económicas, culturales, ideológi-
cas u organizativas) están significativamente relajadas durante un periodo rela-
tivamente corto de tiempo» (Capoccia y Kelemen, 2007: 343). Se trata de 
acontecimientos pequeños en relación a la duración y trascendencia de las 
dinámicas que desencadenan, que contrastan con los factores estructurales de 
tipo social, económico o cultural, con los que a menudo se explica la política. 
En palabras de Pierson (2000: 251), este patrón explicativo contrasta fuerte-
mente con los modos dominantes de argumentación en ciencia política, que 
suele relacionar grandes causas con grandes consecuencias, por lo que se 
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podría decir que lo más llamativo de este tipo de explicaciones es la despropor-
ción entre causa y efecto.

Si las coyunturas críticas se han definido como situaciones en las que los 
actores políticos ven ampliadas sus opciones durante un corto periodo de 
tiempo, otras dos de sus características definitorias serían la contingencia (los 
políticos pueden optar por el cambio o no) y la oportunidad (esa posibilidad 
no se mantiene indefinidamente en el tiempo).

La idea de coyuntura crítica va muy ligada a la de trayectoria depen-
diente. Este término designa una modalidad de influencia histórica en las ins-
tituciones, según la cual «los pasos previos en una determinada dirección 
inducirían movimientos posteriores en la misma dirección» (Pierson, 2000: 
252). En otras palabras, la trayectoria dependiente implica lo que coloquial-
mente se denomina inercia institucional.

El concepto de trayectoria dependiente procede del ámbito de la econo-
mía, donde ha servido para explicar por qué determinadas industrias se con-
centran en algunas zonas o por qué determinadas soluciones tecnológicas se 
imponen a otras en el mercado (Krugman, 1992; Arthur, 1994). Estas expli-
caciones estarían ligadas a la idea de los rendimientos crecientes que se gene-
ran al mantener una actividad empresarial una vez que se han afrontado unos 
costes fijos de establecimiento.

Para Pierson (2000), todos estos factores también pueden explicar por 
qué una opción política se mantiene y se refuerza en el tiempo: «En contextos 
de interdependencia social compleja, las nuevas instituciones y políticas son 
costosas de crear y a menudo generan efecto aprendizaje, efecto coordinación 
y expectativas adaptativas». Además, considera que, en el ámbito político, el 
desarrollo de identidades y las asignaciones de poder actúan también como 
costes de establecimiento que dificultan el cambio de dirección política. En 
resumen, y simplificando el trabajo de Pierson, se podría decir que una deci-
sión colectiva tenderá a generar rendimientos crecientes, y por tanto, trayec-
torias dependientes, cuando implique fuertes costes de establecimiento al estilo 
de los desarrollos tecnológicos. Estos costes de establecimiento se materializa-
rían en acuerdos políticos, aprendizajes individuales, desarrollos organizati-
vos, vínculos entre organizaciones e individuos y asignaciones de poder, y 
serían propios de contextos sociales complejos.

Los conceptos de coyuntura crítica y trayectoria dependiente a menudo 
se presentan conjuntamente. La coyuntura no sería crítica, si no tiene conse-
cuencias relevantes, como, por ejemplo, el desencadenamiento de una trayec-
toria dependiente. Por otra parte, la idea de trayectoria dependiente solo 
explica la estabilidad pero no el cambio (Kay, 2005), por lo que necesita de un 
complemento como el concepto de coyuntura crítica para explicar el origen o 
la modificación de una trayectoria institucional y, por tanto, el cambio político.
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Ambos conceptos se presentan como un patrón explicativo de tipo institu-
cionalista histórico porque ofrecen explicaciones sobre las políticas de un país 
basadas en las características de sus instituciones, las cuales vendrían marcadas 
por experiencias vividas en determinadas coyunturas históricas. Otro patrón 
institucionalista histórico sería, por ejemplo, el que presenta la evolución polí-
tica como la introducción en un momento histórico determinado de una idea 
que guía a las instituciones durante un largo periodo de tiempo hasta que una 
nueva idea viene a remplazarla (Steinmo et al., 1992). Como se verá a continua-
ción, en este caso tuvieron más importancia las circunstancias que las ideas.

A continuación, las características definitorias de la coyuntura crítica y la 
trayectoria dependiente, en cursiva en los párrafos anteriores, se presentan 
gráficamente como marco conceptual con el que analizar el caso español en 
materia de transparencia financiera.

Cuadro 1.  ¿Cómo identificar una dinámica de coyuntura crítica y trayectoria 
dependiente?

• �Cambio político: Los actores 
políticos deciden un cambio

• �Contingencia: Existencia de 
diversas opciones

• �Oportunidad: Relajamiento de 
los condicionantes sobre los 
decisores políticos

• �Inercia: Evolución de la política en el sentido 
del cambio

• �Desproporción causa-efecto: Los acontecimientos 
desencadenados son mucho más relevantes que los 
que motivan dicho cambio

• �Costes de establecimiento: Acuerdos, 
aprendizajes, organización, vínculos, poder

Coyuntura crítica Trayectoria dependiente

Fuente: elaboración propia.

4.	 ¿CÓMO CONTRASTAR EMPÍRICAMENTE UNA COYUNTURA CRÍTICA?

La hipótesis de esta investigación se refiere a España, sus instituciones y 
las circunstancias históricas que las han rodeado. Por tanto, este estudio sirve 
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para explicar el caso español y sus conclusiones no son extrapolables a otros 
contextos.

Por otra parte, el enfoque teórico adoptado, el institucionalismo histó-
rico, difícilmente puede derivar en estudios de un número grande de casos, 
pues considera que el cambio político depende de las circunstancias de cada 
país en un momento concreto. En otras palabras, con esta hipótesis, las deci-
siones metodológicas son más bien ontológicas4.

Desde el enfoque de los politólogos, que vinculan transparencia y demo-
cracia, o el de los activistas de la justicia fiscal, que vinculan opacidad y con-
centración de la industria financiera, tendrían sentido análisis empíricos con 
una N más grande. Sin embargo, el enfoque institucionalista histórico, cen-
trado en circunstancias particulares, solo puede contrastarse caso a caso, y por 
tanto la única manera de que el análisis empírico retroalimente la teoría es 
mediante la acumulación de evidencias. Por consiguiente, mediante la valida-
ción de la hipótesis de esta investigación, en cierta manera se reforzarían los 
axiomas generales de este enfoque teórico (las instituciones importan, la his-
toria importa) y se debilitarían o matizarían otros axiomas (los actores son 
racionales, la política varía en cada país en función de sus estructuras econó-
micas y sociales).

5.	 LA METODOLOGÍA PROCESS TRACING

Este estudio de caso ha consistido en identificar los elementos del sis-
tema financiero español que lo hacen tan transparente, indagar en sus bases 
legales y remontarse al momento de adopción de las mismas para comprender 
sus motivaciones políticas. Se trata por tanto de un estudio de caso de tipo 
process tracing o rastreo de procesos, indicado para combinar enfoques positi-
vistas e interpretivistas (Venesson, 2013). Desde una perspectiva positivista, se 
identifica la presencia o ausencia de las variables relacionadas en la hipótesis, 
y desde una perspectiva interpretivista, se indaga en las motivaciones para 
confirmar el vínculo causa-efecto. De esta forma, se realizan atribuciones de 
causalidad sin necesidad de comparar con otros casos.

Dicho esto, antes de iniciar el rastreo de las causas (sección IV.3.), se rea-
liza una breve comparación del caso estudiado con otros sistemas similares y 
resultados diferentes, siguiendo los cánones de John Stuart Mill (sección 
IV.2). Previamente, se desgrana con el apoyo del propio ISF los rasgos diferen-
ciales más relevantes del caso español, cuyas causas o motivaciones deberán 
identificarse (sección IV.1).

4	 Para una reflexión más amplia en este sentido, véase Hall (2003).
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Puesto que detrás de cada una de esas diferencias es posible encontrar 
una norma de alto rango —leyes y reglamentos adoptados por las Cortes 
Generales—, es posible también indagar en sus motivaciones por medio de 
documentos históricos que acompañan a la actividad legislativa: las declara-
ciones en prensa de políticos, los preámbulos de las propias normas, o el Dia-
rio de Sesiones del Congreso5.

Otros trabajos de tipo institucionalista-histórico han seguido una estra-
tegia similar. Ellen Immergut (1992), por ejemplo, en el ámbito de las políti-
cas sanitarias, rastreó la estructura formal de las medidas legislativas para 
examinar las motivaciones e intereses que soportaban cada decisión, los vetos 
que se evitaban y las alegaciones que se presentan a cada decisión adoptada.

La investigación se ha nutrido también de entrevistas a funcionarios. La 
mayor parte de estas entrevistas fueron previas al análisis documental y, puesto 
que incluían a la administración europea, belga y española, sirvieron para esta-
blecer la comparación inicial entre España y la media europea y formular la 
hipótesis de esta investigación6. La última entrevista fue en paralelo al trabajo 
documental, en la Dirección General del Tesoro, y sirvió para recomponer la 
secuencia histórica de las principales medidas de transparencia financiera en 
España y los pasos seguidos con carácter previo a su adopción7.

IV.	 ANÁLISIS DE LA TRANSPARENCIA FINANCIERA ESPAÑOLA

1.  DESCOMPOSICIÓN DE LA NOTA ESPAÑOLA

El ISF se desagrega en cuatro dimensiones, con quince indicadores que 
remiten casi siempre a fuentes internacionales que promueven y hacen segui-
miento de determinadas medidas. Por ejemplo, dentro de la primera de las cua-
tro dimensiones del índice (titularidad real), el primero de los quince indicadores 
(secreto bancario) remite a un informe de la OCDE sobre cooperación fiscal, al 
Foro Global sobre la Transparencia y el Intercambio de Información con Fines 

5	 Anexo 2.
6	 Este estudio en profundidad del caso español es continuación de un estudio de casos 

comparados, más descriptivo y superficial, que sirvió para elaborar un informe del Centro de 
Desarrollo Global sobre el secreto financiero en Europa desde una perspectiva de desarrollo 
(Pérez y Olivié, 2014). Los casos analizados en este informe son las instituciones europeas y tres 
Estados miembros con niveles de transparencia muy distintos según el índice: Luxemburgo, la 
jurisdicción más opaca de la UE (33 % en el ISF); Bélgica, justo en la media europea (55 %); y 
España.

7	 Anexo 1.
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Fiscales y a los informes de evaluación del GAFI. Estos últimos, a efectos de 
este indicador concreto, se utilizan para determinar si el país cumple con las 
recomendaciones 5 y 10 del GAFI que instan a los gobiernos a prohibir a los 
bancos el uso de cuentas anónimas y a obligarles a custodiar los documentos 
identificativos de cada cuenta al menos durante cinco años. La nota de España 
en 2015 (67 % en total) se ha decompuesto en la tabla 2 en las 4 dimensiones 
y los 15 indicadores y se ha puesto en comparación con las notas medias del 
mundo y de la UE en ese mismo año, y con la nota del propio país en la edi-
ción anterior del índice en 2013.

De dicha tabla se deducen varias informaciones relevantes. En primer 
lugar, los indicadores que componen el índice se obtienen en un porcentaje 
muy elevado de elementos de los informes de evaluación del GAFI. España 
obtiene una diferencia mayor respecto de la UE (30 %) precisamente en la pri-
mera dimensión del índice, donde pesan más los estándares del GAFI, en titu-
laridad real y cooperación internacional. En el indicador específicamente 
dedicado al GAFI la diferencia es del 48 %.

Por otra parte, las deficiencias que recoge la edición 2015 del índice, con 
datos de años anteriores, podrían haber sido superadas ya. Por ejemplo, el 
control de la titularidad real de empresas (indicador 3, puntuado en el ISF con 
0,25 sobre 1) no solo es un aspecto resuelto según la evaluación de España por 
parte del GAFI (2014a: 1), sino que representa un «ejemplo de buena prác-
tica» para otros países.

Algo parecido pasaría con la eliminación del secreto bancario, donde el 
ISF identifica un 25 % de mejora, a pesar de que, desde 2015, el fichero de 
titularidades bancarias da acceso instantáneo a las autoridades a todos los acti-
vos bancarios de un individuo o empresa. En el ámbito fiscal, la rendición de 
cuentas país a país también ha sido mejorada recientemente mediante un 
nuevo reglamento del Impuesto de Sociedades (BOE, 2015), que hizo de 
España el primer país que transponía este aspecto del plan de acción de la 
OCDE contra la erosión de bases imponibles y el traslado de beneficios.

Cabe añadir que, de estas tres medidas, las dos primeras tienen escasos o 
nulos precedentes internacionales a tenor de las puntuaciones del ISF. Por con-
siguiente, la segunda conclusión que se extrae es que la ventaja de España no 
solo es alta, sino que podría estar incrementándose. De hecho, comparando el 
índice de 2015 con el de 2013, se extrae que mientras España sube en transpa-
rencia financiera (del 64 % al 67 %), la media mundial baja (del 40 % al 29 %).

En tercer lugar, sobre los aspectos donde España obtiene peor nota, rela-
cionados con información financiera empresarial, cabe destacar que las defi-
ciencias a las que apunta el índice se resumen en el elevado coste para el 
público de obtener información del Registro Mercantil, lo cual no implica 
opacidad frente a las autoridades.
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2.	 COMPARACIÓN CON OTROS PAÍSES EUROPEOS

La nota de España (67 %), e incluso la de Dinamarca y Finlandia, en rea-
lidad no llega a un 70 % del total de criterios sintetizados en el ISF, los cuales, 
por otra parte, son en su mayoría criterios acordados libremente por los pro-
pios Estados en foros multilaterales. Sin embargo, es una nota relativamente 
alta: en la UE la nota media está diez puntos por debajo (57 %) y en algunos 
de sus Estados miembros —Luxemburgo, Austria o Alemania—, la nota ni 
siquiera llega al 50 %.

Gráfico 1.  Transparencia financiera en la UE*

* � El gráfico muestra el inverso de la puntuación de secreto financiero, en una escala de 0 a 
100, asignada por TJN a países y territorios de la UE. La «media UE» es una elaboración 
propia, se calcula aritméticamente y no incluye a Croacia, Bulgaria, Rumanía y Lituania 
por estar ausentes del ranking de TJN. Por el contrario, sí incluye a Gibraltar porque, al 
tener una jurisdicción distinta del Estado miembro al que pertenece, cuenta con una posi-
ción propia en el ranking de TJN.

Fuente: elaboración propia a partir del ISF, 2015.

España destaca sobre la media europea en parte porque esta medida se ve 
reducida por la baja puntuación de países que se han especializado en atraer 
capitales internacionales con marcos fiscales y regulatorios laxos, según los 
editores del índice. No obstante, la nota europea no es simplemente una 
media de valores altos y bajos. Países tan grandes e importantes como Holanda, 
Bélgica, Francia y el Reino Unido tienen puntuaciones cercanas a la media 
europea. Las entrevistas realizadas a funcionarios españoles, por un lado, y a 
funcionarios belgas, y de las instituciones europeas, por otro, ofrecieron una 
explicación sobre las diferencias de desempeño dentro de la UE.
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Los informantes españoles indicaron que, en España, la agenda de la 
transparencia financiera la marca el GAFI. Bélgica y la propia UE son también 
miembros del GAFI, pero, según sus funcionarios, la aplicación de sus reco-
mendaciones tiene que salvar algunas dificultades en el ámbito político, e 
incluso, judicial. Las medidas de transparencia —consistentes en la recopila-
ción y sistematización de datos confidenciales mediante la implicación activa 
de empresas y profesionales— son contestadas en la UE o en Bélgica por gru-
pos de interés que reclaman el secreto profesional y por grupos políticos que 
contraponen a la transparencia otros fines y principios como la reducción de 
cargas administrativas sobre el libre mercado o el derecho a la intimidad.

El propio GAFI ha señalado a España como un país especialmente cum-
plidor con sus recomendaciones: «tiene leyes y reglamentos actualizados que 
implantan los estándares revisados del GAFI y cumple con la mayoría de las 
Recomendaciones» (GAFI, 2014a: 5). Sobre otros países del continente euro-
peo, sus evaluaciones no son tan positivas: sobre Bélgica dice que su marco 
jurídico «debe ser adaptado a las exigencias del GAFI tal y como fueron revi-
sadas en 2012» (GAFI, 2015: 5); sobre Noruega indica que la «información y 
el análisis de riesgos relacionados con el blanqueo de dinero son insuficientes 
y se debe trabajar más en identificar y entender el blanqueo y los delitos con 
los que se relaciona» (GAFI, 2014b: 5)8.

Por consiguiente, la pregunta que motiva este artículo —¿por qué el sis-
tema financiero español es tan transparente?— se podría reformular así: ¿por 
qué en España no se cuestiona la aplicación de las recomendaciones del GAFI? 
En la sección siguiente se responde a esta pregunta presentando cronológica-
mente las medidas de aplicación de las recomendaciones del GAFI y las cir-
cunstancias históricas que las rodearon.

3.	 EL RASTREO DE LAS CAUSAS

3.1.	 1993, la primera ley contra el blanqueo de capitales

La primera norma relacionada con los estándares internacionales del GAFI 
se adoptó en España en 1993 sin recoger mención alguna a esta institución, lo 
cual hace pensar que este organismo todavía no era una referencia para España. 
En la exposición de motivos de la Ley se explicaba que esta era una transposición 
obligatoria de la Directiva europea 91/30B/CEE, la cual sí citaba al GAFI.

8	 Las tres frases entrecomilladas se corresponden con el primer párrafo de la sección key findings 
de los respectivos informes, donde el GAFI expresa la valoración general sobre el cumplimiento 
de las recomendaciones por parte de cada país.
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La Ley 19/1993 ponía en pie la infraestructura ideada por este organismo 
internacional y poco a poco implantada con mayor o menor solidez en todos 
los países OCDE: una red de sujetos (mayoritariamente bancos) obligados a 
identificar, documentar y comunicar operaciones financieras sospechosas; una 
unidad de inteligencia financiera, órgano administrativo encargado de recibir 
esas comunicaciones, sistematizarlas y derivarlas a otras administraciones; y un 
órgano encargado de asegurar el buen funcionamiento del sistema.

En el caso de España, el liderazgo para la aplicación de esta agenda fue 
atribuido a la antigua Comisión de Vigilancia de las Infracciones de Control 
de Cambios, que pasaría a llamarse Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias, dependiente de la Secretaría de Estado 
de Economía. De esta Comisión dependerían dos órganos más, la Secretaría, 
encargada entre otras cosas de las sanciones a los sujetos obligados, y el Servi-
cio Ejecutivo de la Comisión, el SEPBLANC, integrado en el Banco de 
España para ejercer las funciones de unidad de inteligencia financiera.

3.2.	 2003, ley contra la financiación del terrorismo

Diez años después, las Cortes aprueban una nueva ley que, si bien intro-
duce la figura del bloqueo de capitales como medida administrativa (y no 
judicial) de prevención de la financiación del terrorismo, vuelve a regular ele-
mentos ya regulados en la Ley de 1993. Con el mismo objetivo de perseguir 
los flujos financieros vinculados a actividades delictivas, repasa la figura del 
sujeto obligado y sus obligaciones de identificación, documentación y comu-
nicación, crea un órgano más para centralizar las comunicaciones, la Comi-
sión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo (CVAFT), 
presidida por el secretario de Estado de Interior.

Años más tarde se resolverían estas duplicidades (la CVAFT quedó dero-
gada sin que se hubiera llegado a reunir), pero lo interesante es entender por 
qué se incurrió en ellas. A partir de los atentados del 11 de septiembre de 
2001, se pusieron en marcha acciones antiterroristas bajo el liderazgo de los 
Estados Unidos en distintos frentes, incluido el financiero. La financiación del 
terrorismo se convirtió en un objetivo prioritario de la inteligencia de los 
países occidentales y se amplió así el foco de la cooperación financiera inter-
nacional. En octubre de 2001 el nombre completo del GAFI pasó de Grupo 
de Acción Financiera Internacional contra el Blanqueo de Capitales a Grupo de 
Acción Financiera Internacional contra el Blanqueo de Capitales y la Finan-
ciación del Terrorismo.

El Gobierno español presidido por José María Aznar se sumó con espe-
cial interés a la lucha contra la financiación del terrorismo. Aunque no sufriría 
un atentado similar al 11S hasta tres años después, el 11 de marzo de 2004, 
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tenía sus propios objetivos en suelo nacional y un fuerte interés en que exis-
tiera un marco internacional para recabar apoyos a sus investigaciones antite-
rroristas.

Más aún, la experiencia española en la lucha contra ETA demostraba 
que la cooperación internacional en el ámbito de las finanzas podía dar bue-
nos resultados. Ya en 1986, la Audiencia Nacional, gracias a la cooperación 
francesa, había conseguido un importante éxito desarticulando el entra-
mado financiero de ETA encubierto bajo la cooperativa Sokoa de Hendaya, 
Francia.

Cabe añadir que en el momento en que convergen las luchas antiblan-
queo y antiterrorista internacionalmente (año 2001), la lucha contra ETA 
también se intensificaba como consecuencia de su abandono del alto el fuego 
en 2000. En aquel momento, el Gobierno de Aznar relanzaba la lucha política 
y policial después de haber silenciado bastante su discurso en el marco de las 
negociaciones de 1999. La sociedad española también volvía a colocar a la 
banda terrorista entre sus tres principales preocupaciones según el CIS9.

En el ámbito político, el consenso antiterrorista se reforzaba con el 
Acuerdo por las Libertades y contra el Terrorismo entre el Partido Popular y 
el Partido Socialista en diciembre de 2001. Este pacto fue iniciativa del enton-
ces líder de la oposición, José Luis Rodríguez Zapatero, y consistía en dejar el 
terrorismo fuera del debate partidista, reforzando la autonomía del Ejecutivo 
en la acción antiterrorista, aun cuando contaba con mayoría absoluta.

Todas estas circunstancias quedan reflejadas en el preámbulo de la Ley 
12/2003, de 21 de mayo, del cual se extraen a continuación algunas líneas:

El terrorismo constituye una de las mayores agresiones a la paz, a la seguridad y 
a la estabilidad de las sociedades democráticas. Sucesos como los trágicos aten-
tados del 11 de septiembre de 2001 no han hecho sino evidenciar aún más que 
ningún ciudadano, ninguna institución, ni ningún Estado se encuentran al 
margen de esta amenaza. […] Del mismo modo y en el ámbito nacional, tanto 
nuestros compromisos internacionales como la desgraciada experiencia espa-
ñola, que sufre la lacra del terrorismo desde hace décadas, hacen necesario com-
pletar nuestro ordenamiento jurídico con medidas eficaces en el ámbito de la 
prevención de esta forma de delincuencia, dentro del respeto a los principios 
que informan nuestro Estado democrático y de derecho.

9	 En la última encuesta del CIS sobre las principales preocupaciones de los españoles antes de la 
ruptura del alto el fuego de ETA en 1999, solo el 25 % de los encuestados colocaba el asunto 
«Terrorismo. ETA» entre los tres principales problemas del país. Después de la tregua, este 
porcentaje sube a niveles del 60, del 70 e incluso del 80 %. 
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3.3.	 2005, el Órgano Centralizado de Prevención del Consejo General del 
Notariado de España

Bajo un Gobierno de distinto signo político, el primero de José Luis 
Rodríguez Zapatero, se creó mediante una Orden Ministerial (BOE, 2005) el 
Órgano Centralizado de Prevención (OCP) dentro del Consejo General del 
Notariado. Su función era y es centralizar la información mercantil de todos 
los notarios del país con el objetivo de identificar operaciones sospechosas de 
blanqueo de capitales. El OCP conectó al SEPBLANC con una red de infor-
mantes estratégicamente colocados dentro del tráfico mercantil, los notarios, 
y puso en marcha un índice único informatizado para que estos volcaran ruti-
nariamente información procedente de sus actas bajo unos parámetros que 
permitieran detectar automáticamente operaciones sospechosas.

Como se adelantaba en la sección 3.2, años más tarde, el GAFI (2014) 
destacaría esta colaboración entre el SEPBLANC y los notarios como una 
buena práctica internacional. A través de este índice informatizado, el titular 
real o beneficiario último de una sociedad es identificado y registrado cada vez 
que dicha sociedad eleva a público un acuerdo. Dado que el Registro Mercan-
til solo procesa los socios que constituyen una sociedad, pero no sus distintos 
traspasos de acciones, el índice del notariado se ha convertido en un registro 
de titulares reales de empresa homologado por el GAFI. Antes del informe del 
GAFI, esta solución ya había sido reconocida a nivel nacional y europeo10.

Este registro no es público y por tanto no cumpliría todos los requisitos 
del ISF, pero es a día de hoy la mejor solución al problema de la titularidad real 
y es accesible a través del SEPBLANC a todas las administraciones. Más aún, 
en 2015, un acuerdo entre el Consejo General del Notariado y la Asociación 
Española de la Banca, junto con la Confederación Española de Cajas de Aho-
rros, ha extendido el acceso a esta información a las instituciones financieras.

3.4.	 2010, nueva ley contra el blanqueo

A pesar de que España había obtenido una evaluación relativamente buena 
por parte del GAFI en 2006 con arreglo a las recomendaciones de 2004, una 

10	 Tal y como se difundió en las notas de prensa y en la revista del Consejo General del Notariado, 
el Índice fue incluido en el Manual de Buenas Prácticas en la Lucha contra la Criminalidad 
Financiera del Consejo de la Unión Europea. En España, el director general del Tesoro y de 
Política Financiera, cuyo departamento ejerce la secretaría de la Comisión de Vigilancia y 
Prevención del Blanqueo de Capitales, y el ministro de Justicia, Alberto Ruiz-Gallardón, habían 
reconocido públicamente la contribución del notariado a la fortaleza del sistema antiblanqueo 
español (véase el anexo 2).
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nueva Directiva europea inspirada por esas recomendaciones debía transponerse 
a España para, entre otras cosas, ampliar la lista de sujetos a pequeñas empresas y 
profesionales de la asesoría fiscal o la abogacía, además del notariado. De esta 
forma, se adopta una nueva Ley que se aprovecha para unificar los regímenes de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, poniendo 
fin a la dispersión anterior, según la propia norma (BOE, 2014: 2), otro dato des-
tacable de la exposición de motivos es el alineamiento directo de España con las 
recomendaciones del GAFI y su declaración de intenciones más allá de los están-
dares europeos:

Debe subrayarse que la Directiva 2005/60/CE o Tercera Directiva, que básica-
mente incorpora al derecho comunitario las Recomendaciones del GAFI tras su 
revisión en 2003, se limita a establecer un marco general que ha de ser, no solo 
transpuesto, sino completado por los Estados miembros, dando lugar a normas 
nacionales notablemente más extensas y detalladas, lo que supone que la Direc-
tiva no establece un marco integral de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo que sea susceptible de ser aplicado por los sujetos 
obligados sin ulteriores especificaciones por parte del legislador nacional. Por 
otra parte, la Tercera Directiva es una norma de mínimos, como señala de forma 
rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada o extendida atendiendo a los con-
cretos riesgos existentes en cada Estado miembro, lo que justifica que la pre-
sente Ley contenga, al igual que la vigente Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, algunas 
disposiciones más rigurosas que la Directiva.

Por tanto, el legislador español, consciente de que el papel de las institu-
ciones europeas en este ámbito se limita a armonizar y establecer un mínimo 
común denominador, decide por voluntad propia elevar en su jurisdicción las 
exigencias sobre los actores del sistema financiero en aras de la prevención del 
blanqueo y la financiación del terrorismo. Esto suscitaría en otros países euro-
peos debates políticos sobre el derecho a la intimidad o el exceso de interven-
cionismo público en la actividad empresarial. Sin embargo, tal y como se 
explica a continuación, en España no los suscitó.

El Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de 24 de marzo recoge 
las intervenciones de los distintos grupos de la Comisión de Economía y 
Hacienda del Congreso (2010) a propósito de esta ley y no refleja ningún 
debate sustancial. Todos los grupos parlamentarios se muestran a favor de la 
Ley en todas sus partes y las intervenciones se limitan a comentar no tanto el 
proyecto de Ley como las enmiendas a algunos de sus detalles.

Solamente cabría destacar la opinión de la portavoz de Convergencia y 
Unión en contra de la elevación de los periodos obligatorios de custodia de la 
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documentación sobre los plazos de la Directiva europea. Esta enmienda no 
prosperó y sirvió para que otros grupos se manifestaran explícitamente en 
línea con el Gobierno en el sentido de elevar el nivel de exigencia de la Ley con 
respecto a la Directiva.

En la misma Comisión sí se había registrado un cierto desacuerdo en 
torno a este tema un año antes, cuando se rechazó una proposición no de Ley 
del grupo UPyD (Congreso, 2009) por la que se instaba al Gobierno a trans-
poner la Directiva y cumplir las indicaciones de la evaluación mutua del 
GAFI. Este grupo parlamentario, especialmente activo en los debates relacio-
nados con la lucha antiterrorista, invocó repetidamente ese argumento cuando 
llevó a la Comisión de Economía su proposición.

En resumen, el Gobierno español no encontró ningún obstáculo en las 
Cortes para dar una nueva vuelta de tuerca a las obligaciones impuestas al sec-
tor privado en la prevención del blanqueo e incluso había sido instado a 
hacerlo antes. Esta información coincide con las valoraciones recogidas 
mediante entrevista en la Dirección General del Tesoro y Política Financiera 
donde se redactó el proyecto de ley. Sus funcionarios recuerdan que el texto 
que salió de la Administración solo recibió retoques menores en el legislativo 
y fue aprobado unánimemente y sin ningún debate relativo al conflicto entre 
seguridad y libertades civiles.

Fuera del Congreso, las principales cabeceras de prensa no recogieron nin-
guna opinión de fondo sobre esta legislación y simplemente se limitaron a ofrecer 
una descripción jurídica del nuevo texto. Una nota de prensa del Consejo del 
Notariado a propósito de distintos actos informativos organizados en torno a la 
nueva ley (véase el anexo 3) permite conocer la satisfacción de autoridades en la 
materia, como el entonces subdirector general del Tesoro, José Manuel Vega:

España es un país líder en materia de prevención de blanqueo de capitales […]. 
Hace unos años la prevención del blanqueo era una política muerta, solo estaba 
en los libros y no se aplicaba. En ocasiones, la simple publicación de leyes en el 
BOE no es suficiente para poner en marcha políticas de este tipo, necesitan fun-
cionarios y profesionales que las apliquen.

En esta y otras notas de prensa del Notariado se puede ver también el 
consenso en torno a la nueva ley y su efectiva aplicación entre profesionales y 
políticos, del Gobierno y de la oposición. También se verifica en estas fuentes 
que algunos políticos asociaban directamente esta norma a otros acuerdos 
internacionales en materia de lucha antiterrorista11.

11	 Como se puede ver en las notas y artículos de prensa referenciados en el anexo 2, tanto el 
Consejo General del Notariado como el Colegio de Abogados se manifestaron a través de sus 
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3.5.	 2014, puesta en marcha de un fichero de titularidades financieras

La última pieza clave del sistema de vigilancia financiera en España es un 
reglamento de 2014 que concreta la Ley de 2010 en algunos aspectos técnicos, y, 
en particular, en el desarrollo de un fichero de titularidades financieras. En este 
fichero, las entidades financieras vuelcan mensualmente los datos identificativos 
de los titulares de cuentas bancarias y sus posiciones financieras de forma que 
puedan ser consultadas por los cuerpos de seguridad en investigaciones de delitos 
sin necesidad de esperar al proceso judicial, cuyos plazos permiten a los investiga-
dos reaccionar y ocultar sus activos.

En palabras de Gloria Gómez (PSOE), diputada del PSOE, «este fichero 
fue solicitado por la Fiscalía Especial Antidroga, ya que cada vez que ponían 
en marcha una operación contra el narcotráfico, tenían que llevar banco por 
banco una orden judicial» (Notariado, 2010b: 2). Con este fichero, la Fiscalía 
podrá acceder a los mismos datos a través del SEPBLANC sin necesidad de 
orden judicial y con total discreción frente a bancos y clientes.

Cabe añadir que esta iniciativa solo tiene antecedentes en Francia, donde 
está muy vinculada a la inspección fiscal, y en Alemania en parte, donde la 
idea de cesión y almacenamiento de datos fue remplazada por un sistema de 
consulta on line de las bases de las entidades financieras debido a reservas sobre 
tratamiento de datos personales. El preámbulo del reglamento español indica 
que la Agencia de Protección de Datos no ha puesto objeciones de ese tipo.

3.6.	 2015, la rendición de cuentas país a país

También es destacable una reciente medida adoptada para controlar la 
elusión fiscal de sociedades transnacionales: la obligación de empresas de des-
glosar sus cuentas por país. Ello permitirá conocer el origen geográfico de las 
rentas de una empresa transnacional con independencia de cómo las ha distri-
buido contablemente por sus distintas filiales.

Esta medida, que constituye un indicador del ISF con notas especial-
mente bajas en todo el mundo, no es una recomendación del GAFI sino de 
otra iniciativa de la OCDE, el plan BEPS. Curiosamente, España ha sido 

representantes a favor de la colaboración con las autoridades en este ámbito. Aparte de notas de 
prensa de este tipo y publicaciones especializadas, la prensa no recogió comentarios sobre la Ley 
en el momento de su adopción, y solamente un año después, el diario Expansión publicó dos 
declaraciones negativas de sendos abogados a título particular en un artículo que, por lo demás, 
se centraba en describir la sofisticación de la colaboración entre los notarios y la unidad de 
inteligencia financiera española.
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también el primer país en aplicarla mediante la reforma del reglamento del 
impuesto de sociedades.

4.	 ¿FUE EL 11S UNA COYUNTURA CRÍTICA PARA ESPAÑA?

Los datos anteriores indican que el pasado de España en relación al terro-
rismo ha influido en su nivel actual de transparencia financiera, tal y como la 
entiende el GAFI, y, en buena medida, en el ISF. A continuación, se explica 
cómo esta secuencia histórica responde a una dinámica de coyuntura crítica y 
trayectoria dependiente siguiendo las pautas de la sección 2 sobre el marco de 
análisis (cuadro 1).

4.1.	 Cambio político

La coyuntura crítica es una explicación del cambio político. Por tanto, la 
aplicación de este concepto a una situación histórica determinada solo es rele-
vante si conlleva cambio político. En este caso, las palabras de Juan Manuel 
Vega, entonces subdirector general del Tesoro y Política Financiera, citadas en 
la sección anterior (Notariado, 2010a), claramente indican que sí se produjo 
ese cambio, ya que hubo un tiempo en que la prevención del blanqueo era una 
«política muerta, solo estaba en los libros y no se aplicaba» y en el momento 
de las declaraciones, España era líder en la materia. Por tanto, entre 1993, 
cuando se promulga la más antigua de las normas antiblanqueo, y 2010, 
momento de las declaraciones, se produce un cambio12.

Por la lectura anterior de los preámbulos de estas leyes, el cambio político 
al que hace referencia el subdirector del Tesoro en 2010 podría situarse en el 
momento de redacción y adopción de la Ley 12/2003. Mientas que la Ley de 
1993, sobre prevención del blanqueo, según su propia exposición, vino moti-
vada por la obligación de transponer el derecho comunitario, la Ley de 2003 
está fuertemente motivada por razones de primer orden de la política nacional 
e internacional: el terrorismo de ETA y el de Al Qaeda. La Ley de 2010 busca 
explícitamente la aplicación estricta de los estándares internacionales y declara 
insuficientes los estándares de la UE.

12	 Cabe destacar que estas declaraciones se producen en un evento del Consejo del Notariado, 
cuyos profesionales habían sido afectados por una orden ministerial en 2008. Este tipo de 
normas, junto con los reglamentos —a diferencia de las leyes, directivas y recomendaciones, 
de carácter más general— tienen consecuencias directas y concretas tanto para las prácticas de 
los sujetos obligados como para las administraciones que las supervisan (véase, en el anexo 2, la 
ORDEN EHA/114/2008, de 29 de enero).
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4.2. Contingencia

La Ley 12/2003 no era algo inevitable. El Gobierno que la redactó y el 
Congreso que la aprobó pudieron perfectamente no hacerlo. Por un lado, la 
estructura de inteligencia financiera ya estaba legalmente establecida desde 
1993 y las funciones de la nueva Comisión de Vigilancia, que nunca se reu-
nió, las podían ejercer otras instancias con el apoyo del SEPBLANC. Tal vez 
sí era necesario regular el bloqueo administrativo de fondos con carácter pre-
ventivo, pero no era necesario volver a repasar todos los elementos de un sis-
tema de vigilancia financiera.

Por otra parte, como en cualquier país de la UE, España podría haber 
esperado a la III Directiva para renovar su legislación nacional. Sin embargo, 
en España sí se adoptó esa Ley, cuya contribución final, además del bloqueo 
de fondos, fue su extenso preámbulo y la introducción de la narrativa antite-
rrorista en el mundo de la regulación financiera.

4.3.	 Oportunidad

La Ley 12/2003, tal y como explica su propia exposición de motivos, se 
adopta como consecuencia de los atentados del 11S, circunstancias muy graves 
en las que cabe esperar que los ciudadanos den un margen de maniobra mayor a 
sus Gobiernos y permitan una mayor intromisión pública en la esfera privada 
individual. En todos los países, los ciudadanos aceptaron que aumentaran los 
controles personales en aeropuertos, y en algunos países como Estados Unidos se 
facultó al Gobierno para intervenir las comunicaciones electrónicas y telefónicas.

En España, durante esta coyuntura crítica se (re)habilitó al SEPBLANC 
para organizar una red de informantes financieros debido a «la desgraciada 
experiencia española, que sufre la lacra del terrorismo desde hace décadas» 
(Ley 12/2003, pág. 1). Como se ha explicado anteriormente, ello pudo estar 
influido también por experiencias de éxito en la persecución del terrorismo 
por la vía de su financiación.

Todos estos factores pudieron relajar temporalmente los condicionantes 
de la acción política en el sentido de Capoccia y Kelemen (2007).

5.	 ¿SIGUEN LAS INSTITUCIONES ESPAÑOLAS UNA TRAYECTORIA 
DEPENDIENTE?

5.1.	 Inercia

Con posterioridad a la Ley 12/2003, la política española en relación a la 
información financiera ha seguido evolucionando en el mismo sentido: menos 
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obstáculos para el supervisor público, mayores obligaciones para los actores pri-
vados y ninguna concesión a la protección de datos personales o al libre mercado.

Siete años después, la Ley 10/2010 de prevención del blanqueo y de la 
financiación del terrorismo, actualmente en vigor, ha asociado definitiva-
mente la narrativa antiterrorista con las recomendaciones del GAFI. Muchas 
de estas recomendaciones estaban ya en la legislación española desde 1993, 
pero fueron reafirmadas durante la coyuntura crítica con la adopción de la Ley 
12/2003 y definitivamente clarificadas con la fusión de ambos regímenes jurí-
dicos en 2010. Es entonces cuando por primera vez la legislación española 
menciona al GAFI desde su creación en 1989, recorriendo el preámbulo de la 
nueva Ley sus principales hitos hasta llegar a abarcar la financiación del terro-
rismo y otros temas como la corrupción política.

En 2014 y 2015, la legislación española de transparencia financiera sigue 
reforzándose con reglamentos como el fichero centralizado de titularidades 
financieras o el que obliga a las empresas a rendir cuentas país por país. Estas 
medidas no son propuestas específicas de las unidades de la lucha antiterro-
rista —tema que, por cierto, ya no preocupa tanto a la sociedad española, ni 
ocupa tanto a los políticos de la primera línea— sino que son propuestas de la 
Fiscalía Especial Antidroga o de la Agencia Tributaria. En cualquier caso, 
podrían responder a una cierta inercia de la Administración española en favor 
de la transparencia financiera.

Esta inercia explicaría también por qué los funcionarios españoles entre-
vistados carecen de una explicación sobre su elevado desempeño y se remiten 
a unas recomendaciones internacionales que aplicarían igualmente en países 
mucho menos transparentes. Ellos mismos no son verdaderamente conscien-
tes de que la aprobación de las normas que redactan por parte del Consejo de 
Ministros o de las Cortes no tiene por qué ser automática.

5.2.	 Desproporción causa-efecto

El marco conceptual de la coyuntura crítica y la trayectoria dependiente 
adquiere mayor valor cuando consigue explicar largas secuencias de aconteci-
mientos relevantes con circunstancias cortas de menor importancia. El 11S y 
el terrorismo de ETA son sucesos de gran importancia política en general, 
pero en el ámbito de las finanzas son una cuestión menor desde el punto de 
vista cuantitativo. La economía del narcotráfico, por ejemplo, se ha estimado 
en un 2,5 % del PIB mundial, y el fraude fiscal en España, en un 20 %. Evi-
dentemente, el terrorismo de ETA o incluso el del ISIS mueve recursos finan-
cieros infinitamente menores.

Las memorias del SEPBLANC en España, a pesar de todas las motiva-
ciones anteriormente descritas, indican que las sospechas de terrorismo están 
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detrás de menos del 5 % de las operaciones de la unidad de inteligencia finan-
ciera española, mientras que el narcotráfico está detrás de casi un 10 % de los 
operaciones y el delito fiscal y la delincuencia organizada distinta del narcotrá-
fico, de un 30 % cada una. Por tanto, este caso se ajusta también a la idea de 
que sucesos pequeños pueden desencadenar trayectorias dependientes de larga 
duración e importantes implicaciones.

Gráfico 2.  Actividad delictiva subyacente en las comunicaciones  
al SEPBLANC
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Fuente: SEPBLANC (2013).

5.3.	 Costes de establecimiento

Con las distintas opciones realizadas en los años 2000 en relación a la 
transparencia financiera, España construyó una infraestructura que perdura 
en el tiempo y que conlleva unos fuertes costes fijos en el sentido de Pierson 
(2000). Estos costes dificultarán un cambio de sentido en esta política. 
Muchos de los tipos de costes fijos que enumera este autor son fácilmente 
reconocibles en el relato anterior sobre la construcción de la legislación anti-
blanqueo en España.

Por un lado, las leyes y reglamentos en los que se basa esta política solo 
pueden ser modificados por nuevos consensos o, al menos, nuevas mayorías 
parlamentarias, que requerirían negociaciones y deliberaciones. En caso de 
promoverse un cambio de rumbo en esta política, algunos actores que están 
viendo sus capacidades reforzadas en este proceso —la Policía, la Guardia Civil, 
la Agencia Tributaria o la Fiscalía Anticorrupción— posiblemente se opon-
drían. La Dirección General del Tesoro, ubicada en la cúspide de la estructura 
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institucional creada por esta legislación y responsable de la redacción inicial de 
la misma, probablemente también presentaría alguna resistencia.

Esta política pública no solo ha reforzado el poder de algunas institucio-
nes sino que ha creado otras nuevas: el SEPBLANC, unidad de inteligencia 
financiera española, los departamentos de cumplimiento legal del sector ban-
cario o el órgano centralizado de prevención del Consejo General del Nota-
riado son organizaciones que ya tienen existencia y vida propia. Algunas de 
estas nuevas organizaciones podrían incluso generar identidades entre los pro-
fesionales que las integran.

El SEPBLANC, por ejemplo, ha ganado fama y prestigio recientemente, 
gracias a sus investigaciones sobre casos de corrupción de fuerte repercusión 
mediática y que ya suponen más del 5 % de sus comunicaciones (gráfico 2, 
columna «AFP»: autoridades y funcionarios públicos). El notariado también, 
a tenor de sus notas de prensa, está reforzando su identidad de servicio público 
presentándose como colaboradores del SEPBLANC.

Todos ellos han invertido tiempo y esfuerzo en conocimiento e innova-
ción, como se puede observar en el índice informatizado único del notariado 
o el fichero centralizado de titularidades financieras. Son medidas que han 
requerido formación y adaptación pero su manejo es ya una rutina profesio-
nal. Incluso los que mayores inversiones han tenido que hacer, que además 
son actores privados, una vez que se han acostumbrado a dedicar tiempo a 
indagar en la honradez de sus clientes y han llegado a compartir información 
con los notarios para tal fin, posiblemente encuentren ventajas en esta obliga-
ción, por cuanto que puede reducir sus riesgos de reputación.

Todas estas particularidades del sistema de prevención del blanqueo 
hacen pensar en los costes de establecimiento (Pierson, 2000). Los funciona-
rios e incluso algunos profesionales que vigilan y persiguen los flujos financie-
ros ilícitos posiblemente se atrincherarían en su sistema de prevención del 
blanqueo en el caso poco probable de que un día se forme un consenso dis-
tinto en relación al dilema seguridad-libertad y el caso, bastante probable, de 
que el terrorismo deje de ser un argumento de peso a favor de la transparencia 
financiera.

Dicho esto, haría falta un horizonte temporal más amplio para visualizar 
claramente el efecto de estos costes de establecimiento o trincheras en la tra-
yectoria de la regulación financiera.

V.	 CONCLUSIONES

La convergencia de la agenda internacional contra el blanqueo de capita-
les con la agenda antiterrorista, después del 11S, tuvo especial incidencia en 
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España porque se produjo en un momento álgido de la lucha contra ETA. 
Justo después de su regreso a las armas en 2000, con el nefasto resultado de 23 
muertos y 102 heridos solo en ese año. Ese momento sería lo que los neoins-
titucionalistas históricos denominan coyuntura crítica.

La retórica del preámbulo de la Ley 12/2003 sobre la lacra terrorista así 
lo indica. De hecho, esta ley podría considerarse una sobreactuación del 
Gobierno que no tuvo grandes consecuencias prácticas pero que consiguió 
introducir con fuerza la relación entre lucha antiterrorista y transparencia 
financiera, elevando la prioridad política de esta última. A partir de ese 
momento, en España se optó por el estricto cumplimiento de los estándares 
internacionales en materia de transparencia financiera y se han ido realizando 
progresos que no se encuentran en países similares comprometidos con los 
mismos estándares internacionales. Por ejemplo, el índice informatizado 
único del notariado o el fichero centralizado de titularidades financieras.

Los últimos progresos en esta materia se han realizado cuando la excep-
cionalidad española en materia de terrorismo ya ha desaparecido y cuando ha 
quedado demostrado que el objetivo de esta política en el día a día es más bien 
el crimen organizado, el delito fiscal o incluso la corrupción política. Sin 
embargo, la perspectiva histórica es todavía algo corta para determinar si las 
instituciones españolas actúan bajo la influencia de una trayectoria depen-
diente. Lo que sí resulta evidente es que la Administración española ha incu-
rrido en los costes de establecimiento que según Pierson (2000) explican las 
trayectorias dependientes en política. A saber, acuerdos políticos de difícil 
revocación, inversiones en conocimiento, desarrollos organizativos, vínculos 
entre individuos y organizaciones, y asignaciones de poder.

Este estudio sobre la singularidad del caso español no permite extraer 
conclusiones generales sobre las causas de la transparencia financiera, pero sí 
invita a algunas reflexiones sobre las instituciones en general, más allá del caso 
español y del ámbito de la regulación financiera. Con el levantamiento de un 
caso más de coyuntura crítica y trayectoria dependiente, se refuerza la idea 
general de que la historia puede pesar mucho en el comportamiento de las ins-
tituciones y, por tanto, en los resultados de las políticas. Por su propia ontolo-
gía, un enfoque teórico como el neoinstitucionalismo histórico no favorece el 
uso de métodos cuantitativos (Hall, 2003), por lo que este estudio puede con-
siderarse parte de un ejercicio más amplio de contraste empírico basado en la 
acumulación de evidencias caso a caso.
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ANEXOS

Anexo 1.  Entrevistas realizadas

Nombre Cargo Institución País

Andrés Pérez Comisario Centro de Inteligencia 
contra el Terrorismo y el 
Crimen Organizado

España

Raquel Cabeza Subdirectora general de 
Inspección y Control 
de Movimientos de 
Capitales

Secretaría General 
del Tesoro y Política 
Financiera

España

Juna Antonio 
Aliaga 

Vocal asesor Secretaría General 
del Tesoro y Política 
Financiera

España

Marga García-
Valdecasas

Inspectora-jefe Agencia Española 
de Administración 
Tributaria

España

Isabel Ramos 
Talma

Directora de Área 
de Información y 
Programas Especiales

Fundación 
Internacional y para 
Iberoamérica de 
Administración y 
Políticas Públicas

España

Johan Denolf Commissaire 
divisionnaire

Cellule de Traitement des 
Informations Financières

Bélgica

Noel Colpin Administrateur Générale 
des Douanes 

Ministère des Finances Bélgica

Patrick Sere Directeur du Centre 
Anti-Fraude

Ministère des Finances Bélgica

Tom Jansen Ex Chef de cabinet Ministère des Finances Bélgica

Monika Maglione Unidad A1. Dirección 
General de Interior  

Comisión Europea UE

Darjan Darigevic Dirección General de 
Impuestos y Aduanas 

Comisión Europea UE

David Schwander Dirección General del 
Mercado

Comisión Europea UE
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Resumen

A partir de un ambiguo compromiso constitucional por la democratización, la 
descentralización territorial del Estado español se desarrolló con bajos niveles de ins-
titucionalización formal y a través de la competencia, los intercambios y las negocia-
ciones entre partidos políticos. Los acontecimientos recientes incluyen, por un lado, 
intentos de recentralizar el Estado y, por otro, demandas y movilizaciones por la 
catexit, es decir, la independencia de Cataluña de España, con el resultado de un con-
flicto interterritorial sostenido. Este artículo analiza estos recientes cambios políticos 
como resultado de estrategias competitivas de los líderes de partidos extremos en el 
marco de las oportunidades y los incentivos ofrecidos por una estructura institucional 
precaria.
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Abstract

Following an ambiguous constitutional compromise for democratisation, the 
territorial decentralisation of the Spanish state developed, under low levels of formal 
institutionalisation, by means of political party competition, exchanges and bargain-
ing. Recent developments include, on one side, attempts at recentralising the state 
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and, on the other side, demands and mobilisations for Catexit, that is, the independ-
ence of Catalonia from Spain, which have resulted in sustained inter-territorial con-
flict. This article analyses these recent political changes as the result of competitive 
strategies of extremist party leaders, working within the opportunities and incentives 
offered by a loose institutional framework.
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Federalism; Secession; Nationalism; Catalonia; Spain; European Union.
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I.	 INTRODUCCIÓN

Desde comienzos del siglo xxi, las relaciones entre Cataluña y el Estado 
español han conocido niveles crecientes de conflicto. El «Estado de las auto-
nomías» no ha sido una solución institucional estable, sino un marco precario 
para la competencia entre partidos políticos y Gobiernos territoriales que a la 
larga ha creado incentivos para lanzar un proyecto secesionista. A diferencia 
de otras interpretaciones, sostengo en este artículo que la apuesta por la inde-
pendencia de Cataluña no fue una respuesta de los políticos catalanes a 
demandas populares, sino una estrategia impulsada por una élite política-
mente motivada y endógena al proceso político de confrontación sostenida y 
creciente con el Gobierno español.

Concretamente, el proceso proindependencia se originó en inveteradas 
ambiciones de políticos de Izquierda Republicana de Cataluña (ERC) y algu-
nos miembros de Convergencia Democrática de Cataluña (CDC). Se aprove-
chó de las características excluyentes de la democracia española y de los bajos 
niveles de institucionalización del «Estado de las autonomías». Fue acelerado 
por las distorsiones sociales producidas por la crisis económica que estalló en 
2008. Y produjo una creciente radicalización de algunos partidos y una alta 
polarización y el eventual colapso del sistema de partidos de Cataluña. En 
suma, el proceso ha arruinado la autonomía existente, pero no ha sido capaz 
de imponer una fórmula alternativa.

El problema viene de antiguo. El país llamado España siempre ha tenido 
una débil cohesión nacional. España tuvo un imperio precoz, grande y costoso, 
que agotó los ya escasos recursos de la Corona y condujo a un Estado español 
moderno relativamente débil. La subsiguiente construcción de una nación espa-
ñola culturalmente unificada quedó como una empresa inconclusa. En particu-
lar, el Estado y la nación españoles fueron demasiado débiles para integrar 
grandes porciones de las poblaciones catalana y vasca en estructuras unitarias y 
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centralizadas y en un patrón cultural único dominado por Castilla. Las diferen-
cias territoriales se vieron reforzadas por la industrialización temprana de la peri-
feria de Cataluña y del País Vasco. Sin embargo, el Estado español ha sido lo 
suficientemente fuerte para impedir que Cataluña y el País Vasco construyan 
naciones y estados alternativos (Prados de la Escosura, 1988; Carreras y Tafu-
nell, 2004; Ucelay DaCal, 2014).

Visto desde el otro lado: las sociedades catalana y vasca han sido suficien-
temente diferenciadas para resistir una asimilación española unilateral, pero 
demasiado débiles para construir sus propias naciones unificadas. Este tipo de 
relaciones de fuerzas sin un ganador claro es la situación perfecta para un 
camino sin salida.

Dadas las duraderas diferencias entre las estructuras económicas, la len-
gua y los patrones culturales castellanos mayoritarios, y los catalanes, vascos y 
gallegos, España ha sido identificada como un Estado multinacional (Rokkan, 
1971; Linz, 1973, 1975; Colomer, 2008a). Al mismo tiempo, Cataluña, así 
como el País Vasco y otras comunidades en cierta medida, son sociedades 
binacionales, ya que han sido en parte moldeadas por la asimilación castellana 
y en parte por una resistencia persistente y por nuevas iniciativas y desarrollos 
nacionalistas. El Estado español puede ser visto como un conjunto de nacio-
nes inacabadas que se han desarrollado en rivalidad mutua, más que en un 
marco institucional cooperativo. Es probable que estas mezclas perduren, ya 
que el reforzamiento de la soberanía de los Estados y la construcción de nacio-
nes más homogéneas se han convertido en proyectos inverosímiles dentro de 
la actual Unión Europea (UE) y en un mundo cada vez más interdependiente.

Cuando la Generalidad de Cataluña se restableció en 1977, se aprobó un 
nuevo Estatuto de Autonomía en 1979 y tuvo lugar la primera elección del 
Parlamento de Cataluña en 1980, España aún no era miembro de la UE. El 
principal objetivo de los Gobiernos catalanes formados desde entonces por la 
coalición nacionalista Convergencia y Unión (CiU), dirigida por Jordi Pujol, 
fue la construcción de una nación catalana más homogénea dentro del Estado 
español. Una prioridad principal fue una política lingüística que favoreció al 
catalán en la Administración pública y los medios de comunicación públicos 
y estableció la inmersión monolingüe en catalán en todas las escuelas públicas, 
concertadas y privadas.

Durante dos décadas, la política catalana desarrolló una competencia 
electoral centrípeta, ya que los nacionalistas buscaban construir «un palo del 
pajar» o «una sarta de los naipes dispersos» de la sociedad catalana. El Gobierno 
catalán percibió en gran parte la autonomía política de Cataluña y sus inter-
cambios de apoyo parlamentario con los Gobiernos españoles como instru-
mentos para el objetivo principal de construcción de una nación cultural 
catalana. Otros propósitos, como la descentralización fiscal del Estado, la 
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reforma de las instituciones centrales a favor de fórmulas más inclusivas, 
la potenciación de la influencia del Gobierno catalán en las instituciones de la 
UE o incluso el fortalecimiento del marco institucional de Cataluña no esta-
ban en la agenda.

Esta estrategia obtuvo un éxito limitado. La lengua catalana llegó a prác-
ticamente toda la población de Cataluña, incluidos los inmigrantes de otras 
regiones de España y sus hijos nacidos en Cataluña. Pero el bilingüismo ha 
prevalecido en los usos reales. La mayoría de los ciudadanos de Cataluña se 
siguen considerando hasta cierto punto catalanes y españoles. Llegaron 
muchos nuevos inmigrantes de tierras más lejanas. Las referencias y las relacio-
nes multiculturales proliferaron a través de los nuevos medios y las redes de 
comunicación transnacionales.

La novedad principal en la política catalana desde el cambio de siglo fue 
el paso de la construcción de la nación a la construcción del Estado, es decir, 
el reemplazo de la prioridad a la cultura por un enfoque en las instituciones. 
Esto es consistente con la interpretación histórica que las naciones, que pue-
den ser concebidas como comunidades culturales estandarizadas y relativa-
mente homogéneas, son creadas por los Estados o las instituciones estatales 
existentes, más que con el mito de que las naciones previamente existentes 
crean Estados. Este nuevo enfoque se desarrolla, sin embargo, en la Europa 
moderna, donde «no hay en ningún lugar un ajuste completo entre el ‘Estado’ 
y la ‘nación’» (Rokkan, 1971; continuado por Eisenstadt y Rokkan, 1973; 
Rokkan y Urwin, 1983; Colomer, 2008a).

En la nueva orientación institucionalista, primero, el «Gobierno catala-
nista y de izquierdas», presidido inicialmente por Pasqual Maragall, del Par-
tido de los Socialistas de Cataluña (PSC), apuntó a reforzar el autogobierno 
catalán en una España federal. Dio prioridad a un nuevo Estatuto político de 
Cataluña y a la reorganización de las instituciones del Estado español. Esta 
estrategia se enfrentó con una fuerte resistencia a la reforma por parte de las 
instituciones centrales españolas.

La desilusión con España entre la población aumentó considerablemente 
durante un período en el que el país sufrió una enorme crisis económica y 
política. Los nuevos Gobiernos catalanes presididos por Artur Mas exploraron 
inicialmente una mayor descentralización fiscal del Estado. Pero pronto sen-
tenciaron que España no podía ser reformada y apuntaron a la soberanía y la 
independencia de Cataluña.

El objetivo anunciado por los Gobiernos catalanes más recientes ha sido 
la construcción de «estructuras estatales» en ámbitos en los que no cuentan 
con poderes autónomos completos, en particular la fiscalidad, la justicia y las 
relaciones internacionales, y la celebración de un referéndum o plebiscito para 
declarar la independencia unilateralmente. Los Gobiernos catalán y español 
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mantienen relaciones de confrontación y hostilidad. Sin embargo, el elefante 
en la sala del que nadie quiere hablar (por usar una expresión americana) es 
que la catexit, es decir, la secesión de Cataluña de España, también implicaría 
salir de la Unión Europea. En la medida en que la soberanía real de los Esta-
dos miembros de la UE se ha desvanecido, la creación de nuevos Estados inde-
pendientes dentro de la Unión está ampliamente descartada.

Cada una de las demandas catalanas antes mencionadas y las moviliza-
ciones posteriores suscitaron grandes expectativas. Sin embargo, todas choca-
ron con la resistencia española y con los obstáculos estructurales derivados de 
la creciente interdependencia europea e internacional. Cada paso en el pro-
ceso de escalada fue seguido por una considerable frustración, que fue respon-
dida con una radicalización cada vez mayor. En poco tiempo, la acción política 
para la independencia se trasladó en gran medida desde las instituciones regu-
lares a organizaciones no gubernamentales, coaliciones mixtas de políticos y 
líderes sociales, movilizaciones de la calle, asambleas y referéndums. El ante-
rior sistema de partidos centrípetos de Cataluña ha sido sustituido por una 
elevada volatilidad electoral, una configuración más fragmentada de las candi-
daturas electorales y los grupos políticos, y la polarización en las dimensiones 
nacionalista y socioeconómica. El conflicto, la radicalización y la inestabilidad 
predicen un futuro azaroso.

La primera parte del siguiente análisis sitúa estos cambios en el marco 
institucional del Estado español de las autonomías, el cual permite una varie-
dad de ganadores minoritarios. La segunda parte analiza cómo, en este entorno 
institucional propicio, los partidos extremos han manipulado la agenda 
pública y han promovido posiciones de confrontación. La tercera parte revisa 
algunas consecuencias políticas e institucionales del proceso independentista 
y la disgregación del sistema de partidos anterior.

II.	 CAMPOS DE BATALLA DESARTICULADOS

Empezamos con una revisión del marco institucional y organizativo del 
proceso político reciente. Los múltiples niveles de gobierno, los múltiples par-
tidos, las múltiples dimensiones políticas y los bajos niveles de institucionali-
zación ofrecen muchas oportunidades para estrategias partidistas competitivas.

1.	 GOBIERNOS MULTINIVEL

Los ciudadanos de España viven bajo múltiples jurisdicciones políticas. 
Se supone que están administrados por Gobiernos en los niveles local, auto-
nómico, estatal y europeo. Esta estructura institucional multinivel fue el 
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resultado de varios procesos políticos acumulados durante los años setenta y 
ochenta que no anticipaban un proyecto completo y consistente. La práctica 
política se caracteriza por un cumplimiento relativamente bajo de las normas, 
la ausencia de cooperación interinstitucional y la prevalencia de la competen-
cia partidaria y la acción estratégica (Colomer, 1990, 1991, 1995, 2008a).

Concretamente, la descentralización territorial del Estado español no se 
derivó de un mandato explícito en la Constitución de 1978. El compromiso 
constitucional mezcló elementos contradictorios de diferentes proyectos polí-
ticos: el mantenimiento de las provincias, el restablecimiento de Gobiernos 
particulares para Cataluña, el País Vasco y Galicia, y la introducción de una 
fórmula general de descentralización para el resto de España. Constitucional-
mente, España no se define como un Estado federal. Se crearon múltiples 
Gobiernos territoriales con diferentes poderes legales sin adoptar instituciones 
federales típicas, como una cámara superior de representación territorial u 
otros elementos de cooperación interinstitucional. La expresión habitual 
«Estado de autonomías» o la lista de comunidades autónomas ni siquiera apa-
recen en el texto constitucional, como tampoco aparece ninguna mención a la 
Unión Europea.

De hecho, el sistema político español ha estado dominado por la discre-
ción de los principales líderes partidarios, más que por una interacción más 
automática bajo reglas formales. La descentralización del Estado, al igual que 
otros procesos institucionales, ha sido el resultado de las estrategias partida-
rias, la competencia y la negociación. El funcionamiento real del denominado 
«Estado de las autonomías» fue caracterizado como un «federalismo competi-
tivo no-institucional» (Colomer, 1998). La mayoría de los Gobiernos autóno-
mos querían acercarse al nivel de autonomía de los vascos y los catalanes. Pero 
los Gobiernos vasco y catalán trataron de mantener una diferencia con el resto 
de las comunidades. Este juego de rivalidad entre las comunidades autónomas 
se ha conocido generalmente como «el agravio comparativo». Era como una 
carrera de galgos en la que los perros persiguen a la liebre, la cual se escapa y 
provoca la aceleración de todos los jugadores. Al cabo de un tiempo, provocó 
una aceleración aventurera hacia la independencia.

En el régimen político español, la descentralización territorial ha sido un 
contrapeso de muchos elementos institucionales orientados a promover una 
concentración del poder y un Gobierno unificado en el centro del Estado. Los 
principales partidos catalanes, junto con otros nacionalistas del País Vasco, 
Galicia y las Islas Canarias, demostraron ser eficaces para obtener una cre-
ciente descentralización, sobre todo negociando transferencias de competen-
cias mediante el apoyo parlamentario a los Gobiernos españoles (Field, 2015).

Pero una estrategia basada en intercambios en algunas coyunturas opor-
tunas era vulnerable a cambios en el centro. Con el nuevo siglo, reaparecieron 
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los rechazos a nuevas demandas de mayor descentralización y los intentos de 
introducir nuevas restricciones legales e institucionales. Poco después, el sis-
tema de partidos a nivel español entró en crisis, corroído en gran medida por 
el excesivo control partidista de las instituciones, así como por los abusos y la 
corrupción. Los anteriores intercambios de apoyo entre los partidos en el 
Gobierno en Cataluña y en España fueron sustituidos por un conflicto soste-
nido entre los dos Gobiernos.

2.	 REGLAS PARA GANADORES MINORITARIOS

Las rivalidades entre los Gobiernos territoriales y con el Gobierno central 
han sido combates entre minorías. Ningún partido ha obtenido nunca una 
mayoría absoluta de votos en una elección española o catalana. Las reglas ins-
titucionales básicas para la formación de Gobiernos a nivel estatal, autonó-
mico y local favorecen ganadores minoritarios y gobernantes minoritarios, los 
cuales atraen un grado limitado de legitimación popular. Esto crea oportuni-
dades para que los partidos extremos en las dimensiones nacionalista y socioe-
conómica desarrollen sus iniciativas sin necesidad de obtener un amplio 
consenso con otros partidos.

Todos los Gobiernos españoles desde 1977 han sido Gobiernos de un 
solo partido basados en el apoyo de solo una minoría del voto popular. El 
apoyo electoral medio del Gobierno ha sido del 40 %. Durante más de cua-
renta años, España ha sido el único país de Europa donde nunca ha habido un 
Gobierno con un apoyo electoral mayoritario o una coalición multipartidista, 
dos características que tienden a coincidir. Esto significa que siempre ha 
habido una clara mayoría de votantes que no habían votado por el partido 
gobernante. El apoyo electoral del partido gobernante español en Cataluña ha 
sido aún más bajo que en el conjunto de España, con una media de solo el 
30 %, lo que ha llevado a la alienación de grandes segmentos de la población 
de la política española (Colomer, 2008b, 2010).

Los Gobiernos de Cataluña han resistido cualquier intento de homoge-
neización o armonización de las normas institucionales de la Generalidad con 
los otros niveles de gobierno. Pero las instituciones catalanas no son más inclu-
sivas o estabilizadoras que las del Parlamento y el Gobierno de España. Cata-
luña es la única comunidad autónoma cuyo Parlamento no ha sido capaz de 
aprobar su propia ley electoral. Las elecciones catalanas se celebran de acuerdo 
con una disposición transitoria en el Estatuto de 1979, que fue concebido solo 
para la primera elección (Comissio d’Experts, 2007).

Al igual que el presidente del Gobierno español, la investidura parlamen-
taria del presidente de la Generalidad requiere el apoyo de solo una pluralidad 
de miembros del Parlamento, sin necesidad de que se forme una mayoría. Como 
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resultado, los Gobiernos de la Generalidad de Cataluña desde 1980 se han 
basado en un apoyo electoral minoritario, con una media del 42 % de los votos.

Las elecciones municipales son bastante proporcionales, ya que se basan 
en un solo distrito electoral. Pero la elección ulterior del alcalde también favo-
rece ganadores minoritarios. Si ningún candidato obtiene el apoyo de una 
mayoría de concejales, el candidato del partido más votado es nombrado 
alcalde aunque el partido haya recibido menos de la mayoría del voto popular. 
Ha habido coaliciones multipartidistas en equipos de alcaldes, especialmente 
en las grandes ciudades. En Barcelona, en particular, las coaliciones multiparti-
darias gobernaron la ciudad tras ocho de diez elecciones. Pero solo cuatro de 
estas coaliciones reunieron el apoyo de una mayoría del voto popular. Los dos 
alcaldes más recientes de Barcelona, elegidos en 2011 y 2015, han contado con 
un apoyo minoritario, tanto de votos populares como de escaños de concejales.

El funcionamiento de las instituciones de la Unión Europea contrasta 
ampliamente con el modelo español de Gobiernos apoyados por minorías en 
los niveles estatal, autonómico y local, ya que la UE funciona y gobierna por 
amplio consenso en favor de políticas estables. El Parlamento Europeo y la 
Comisión elegida por aquel están dirigidos por una súper gran coalición mul-
tipartidista que suele reunir alrededor de dos tercios del voto popular y de los 
escaños parlamentarios. El Parlamento favorece la agregación en grupos más 
grandes, en contraste con la fragmentación de los representantes españoles y 
catalanes. Todos menos uno de los miembros del Parlamento Europeo elegi-
dos por siete partidos catalanes en 2014 están integrados en solo tres grupos 
políticos europeos grandes y centrados (Colomer, 2007, 2016).

3.	 MULTIPARTIDISMO BIDIMENSIONAL

En el Congreso español, el número absoluto de partidos tiende a ser alto 
porque incluye unos pocos partidos españoles y muchos partidos nacionalistas 
regionales, pero los partidos de ámbito español dominan ampliamente. El 
grado de pluralismo es mayor en Cataluña, en gran medida como consecuen-
cia de su estructura binacional más equilibrada. Los partidos de ámbito espa-
ñol coexisten con partidos catalanes federados o establemente unidos con 
partidos españoles y con partidos de ámbito solo catalán.

El espacio político-ideológico de Cataluña en el que se mueven los par-
tidos políticos ha sido entendido como un espacio bidimensional desde 
mediados de los años ochenta (Colomer, 1985; Colomer y Padró, 1992). 
Antes de eso, tanto los actores políticos como los observadores habían estado 
tratando de colapsar el juego político en una sola dimensión, ya fuera de 
izquierda-derecha cuando el juego político era visto desde el lado izquierdo o 
nacionalista cuando se vislumbraba desde el lado catalán. Desde principios de 
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los años ochenta, el PSOE liderado por Felipe González había ganado varias 
elecciones españolas consecutivas, y la CiU liderada por Jordi Pujol había 
ganado varias elecciones catalanas consecutivas, lo cual configuraba un eje 
izquierda española vs. derecha catalana.

Pero la estructura revisada anteriormente con múltiples niveles de 
gobierno y las diferentes estrategias que los partidos adoptaron para jugar en 
ese marco fueron modeladas mejor como multidimensionales con la ayuda de 
la teoría espacial del voto (Downs, 1957; Enelow y Hinich, 1984). La multi-
dimensionalidad del espacio político fue confirmada por otras victorias de la 
derecha en España y de la izquierda en Cataluña, a las cuales siguieron varias 
alternancias. Como veremos, más recientemente las posiciones relativas de los 
partidos políticos casi se han invertido: se polarizan cada vez más en un solo 
eje en el que, en contraste con las apariencias de los años ochenta y noventa, 
los dos polos son izquierda catalana vs. derecha española.

En ambas dimensiones políticas, la mayoría de los votantes se ubican en 
posiciones no extremas. En la primera dimensión, más de dos tercios de los 
votantes catalanes son moderados (alrededor de un 32 % en el centro, un 
30 % en el centro-izquierda y un 8 % en el centro-derecha), mientras que 
cerca de una quinta parte se sitúa en posiciones de izquierda y solo un 3 % en 
posiciones de derecha.

Análogamente, en la segunda dimensión, cerca de dos tercios de los 
votantes se identifican como binacionales (cerca de un 40 % tan catalanes 
como españoles, un 20 % más catalanes que españoles y un 6 % más españoles 
que catalanes), mientras que cerca de un cuarto se siente solo catalán y un 5 % 
solo español.

Los valores medios se sitúan en un centro-izquierda moderado: 3,9 en 
una escala de extrema izquierda en 0 y extrema derecha en 10, con 5 en el cen-
tro, y un catalán moderado: 6,3 en una escala de «máximo español» en 0 y 
‘máximo catalán’ en 10, también con 5 en el centro (Encuestas del Centro de 
Estudios de Opinión, CEO 35, 36, 2015, y del Centro de Investigaciones 
Sociológicas, CIS 3108, 3113, 2015).

En cuanto a los partidos políticos, sus ubicaciones en el espacio político 
han sido relativamente estables durante varias décadas. En las encuestas cita-
das, los partidos son situados en la primera dimensión, de izquierda a derecha, 
de la siguiente manera:

— �Candidatura de Unidad Popular (CUP).
— �Iniciativa por Cataluña Verdes - Podemos (ICV - Pod).
— �Izquierda Republicana de Cataluña (ERC).
— �Partido de los Socialistas de Cataluña (PSC).
— �Ciudadanos (C’s).
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— �Convergencia Democrática de Cataluña (CDC).
— �Partido Popular (PP).

En la segunda dimensión, de catalán a español, la ordenación es:

— �Candidatura de Unidad Popular (CUP).
— �Izquierda Republicana de Cataluña (ERC).
— �Convergencia Democrática de Cataluña (CDC).
— �Iniciativa por Cataluña Verdes-Podemos (ICV-Pod).
— �Partido de los Socialistas de Cataluña (PSC).
— �Ciudadanos (C’s).
— �Partido Popular (PP).

Las diferencias entre las dos ordenaciones son la base para construir un 
espacio bidimensional, ya que los partidos no podrían ubicarse de forma con-
sistente en una sola dimensión. El gráfico 1 ofrece una representación de la 
localización media de los partidos por los ciudadanos encuestados en 2015.

En la dimensión izquierda-derecha, los partidos que formaron los 
Gobiernos españoles, el PSOE y el PP, se acercaron mutuamente en torno a 
una economía promercado y políticas sociales redistributivas. Asimismo, CiU 
y ERC se declararon liberales o socialdemócratas en diferentes momentos y 
trataron de moverse más o menos cerca de posiciones de centro-izquierda 
dependiendo de las circunstancias de la competencia electoral y los posibles 
intercambios parlamentarios. La integración en la Unión Europea también 
reforzó la estabilidad de las políticas socioeconómicas.

Hubo más ambigüedad en la dimensión nacionalista. El autogobierno de 
Cataluña se constitucionalizó con una fórmula moderada de autonomía espe-
cial, distinta del régimen común de la mayoría de las comunidades autóno-
mas. Pero la etiqueta «catalanismo», que fue aceptada como referencia por 
prácticamente todos los partidos como un campo común, se suponía compa-
tible con el apoyo a la autonomía, el federalismo, la soberanía o la indepen-
dencia. La multidimensionalidad del espacio político y la confusión del 
paquete ideológico utilizado para cubrir amplios segmentos de tal espacio 
crearon muchas oportunidades para las maniobras de los partidos políticos, 
como se analiza a continuación.
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Gráfico 1.  Ubicaciones de los partidos políticos en un espacio bidimensional 
izquierda-derecha y español-catalán

Nota: �El eje horizontal representa temas de política socioeconómica de izquierda a derecha; 
el eje vertical representa temas nacionalistas español-catalán.

— �CUP: Candidatura de Unidad Popular.
— �JxS: Juntos por el Sí: coalición electoral de CDC-Convergencia Democrática de Cataluña 

(anteriormente en la federación CiU), ERC-Izquierda Republicana de Cataluña, y otros 
grupos.

— �CSQEP: Cataluña Sí Se Puede, y ECP: En Común Podemos: coaliciones electorales de 
ICV-Iniciativa por Cataluña Verdes, Pod-Podemos, y otros grupos.

— �PSC: Partido de los Socialistas de Cataluña.
— �C’s: Ciudadanos.
— �PP: Partido Popular.

Fuente: �elaboración propia con datos de las encuestas realizadas por el CEO, Centre d’Estu-
dis d’Opinió, Barómetro de Opinión Política, 35, Barcelona, Generalitat de Cata-
luña, 2015.

III.	 MANIPULACIÓN DE LA AGENDA

El marco institucional y político que acabamos de analizar ofrece muchas 
oportunidades a los partidos políticos para desarrollar estrategias competitivas. 
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Los partidos minoritarios y relativamente extremos en las dimensiones naciona-
lista o socioeconómica pueden manipular la agenda pública seleccionando 
temas específicos en diferentes tipos de elecciones. La competencia por el centro 
político es sustituida por una creciente polarización.

1.	 POLÍTICOS EXTREMOS

Como hemos comentado anteriormente, el proceso no planificado de 
descentralización del Estado español en los comienzos del período democrá-
tico de los años ochenta y noventa fue impulsado sobre todo por la competen-
cia entre partidos. Los movimientos más recientes para la secesión de Cataluña 
también derivan en gran medida de estrategias partidistas competitivas, ahora 
en el contexto de una gran parálisis y pérdida de eficacia del sistema institu-
cional y político español. Algunos políticos catalanes sostienen que ha habido 
un movimiento «espontáneo» de la gente a la que los líderes responden, o que 
los partidos políticos van detrás de la sociedad civil. Sin embargo, los datos 
aquí presentados no apoyan estos puntos de vista.

Hay evidencia sólida de que la mayoría de los dirigentes, los parlamenta-
rios y los militantes de los partidos de Cataluña han mantenido posiciones 
más extremas que sus electores durante mucho tiempo. Según estudios de 
muchas democracias, cuando existe una competencia de partidos centrípetos 
por una posible posición ganadora moderada, los líderes partidarios, tanto de 
la izquierda como de la derecha, tienden a ocupar posiciones más centristas 
que los militantes de partido y en cierta medida también que la media de sus 
votantes. Esto se conoce como la ley de «disparidad lineal» de los diferentes 
grupos de miembros del partido (formulada inicialmente por May, 1973).

Una serie de encuestas entre los miembros del Parlamento y los partici-
pantes en los congresos de los principales partidos catalanes muestran que la ley 
de la disparidad lineal no se cumple mucho en este país, especialmente en la 
dimensión nacionalista. Los líderes y activistas de la Unión Democrática de 
Cataluña (UDC), CDC, ERC e ICV se autoubican en posiciones mucho más 
extremas que sus votantes. El PSC es una excepción, que, en este caso, corro-
bora la regla. Los datos disponibles muestran, en particular, que ningún miem-
bro del Parlamento de CDC declaró sentirse «tan catalán como español», 
aunque esta era la identificación del 40 % de los votantes del partido. Los líde-
res y militantes de CDC eran aún más radicales que los votantes de ERC. Tam-
bién se puede percibir un efecto polarizador hacia el otro lado del espectro. El 
votante promedio considera que el PP y los C’s son mucho más nacionalistas 
españoles que la autoubicación de los votantes de estos partidos (Miley, 2005, 
2006; Baras et al., 2010; Martínez-Herrera y Miley, 2010; Barrio y Rodríguez 
Teruel, 2014a, 2014b; Bermúdez y Cordero, 2015; CEO 35, 2015).
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El extremismo relativo de los líderes y militantes de partido ha llevado a 
una competencia electoral centrífuga, en general, y a un alto apoyo popular 
a la catexit, en particular. Según las encuestas, la proporción de ciudadanos de 
Cataluña en favor de la independencia era aproximadamente de un 15 % en 
2003, más o menos como lo había sido durante décadas, mientras que una 
abrumadora mayoría apoyaba alguna fórmula de autonomía. Por el contrario, 
los votantes a favor de la independencia en las consultas municipales en 2009-
2010 o en la consulta organizada por la Generalidad de Cataluña en 2014 fue-
ron aproximadamente el doble, alrededor del 30 %, y en algunas encuestas las 
preferencias por la independencia se han triplicado hasta un 45 %.

No ha habido un cambio similar en favor de la identificación solo-cata-
lana, que se ha mantenido en torno a un 20-25 %. La gran mayoría de los ciu-
dadanos siguen manteniendo sentimientos binacionales, como se ha 
documentado anteriormente. Los cambios de preferencias políticas por la 
independencia precedieron y fueron mucho mayores que los cambios a favor 
de una única identificación nacional catalana. Como la causa debe preceder al 
efecto, los cambios en los sentimientos nacionalistas no pueden haber sido el 
principal factor explicativo de la movilización política.

En general, las preferencias políticas pueden cambiar mucho más rápido 
que las identidades culturales. Votar por un partido o participar en una acción 
colectiva son decisiones relativamente baratas que las personas pueden modi-
ficar a corto plazo. Si estas acciones son reiteradas y ejecutadas enérgicamente, 
pueden alimentar el entusiasmo, un sentimiento cuyas verdaderas fuentes son 
«la esperanza, el orgullo, la presunción, una imaginación calenturienta, junto 
con la ignorancia», según David Hume. Pero, como también señaló el pensa-
dor escocés, «su furia es como la del trueno y la tormenta, que se agotan en 
poco tiempo» (Hume, 1742). Esto implica que las nuevas preferencias políti-
cas de rápida formación también pueden revertir muy rápidamente si las pers-
pectivas políticas que las alimentan no se materializan.

En cambio, las «identidades» se construyen a largo plazo. Pueden ser refor-
madas y reinterpretadas socialmente, pero tienden a ser mucho más estables. Las 
élites políticas pueden proporcionar argumentos concretos para hacer que algu-
nas identidades nacionales sean más deseables que otras. Pero la realización de 
ese cambio cultural también requiere duraderos e intensos masajes mentales y 
sentimentales mediante la escuela y los medios de comunicación (Laitin, 1989; 
Guinjoan y Rodón, 2014; Tormos et al., 2015; Muñoz y Tormos, 2015).

Sobre esta base, algunos líderes de ERC, en particular, insistieron en la idea 
de que «uno puede ser independentista sin ser nacionalista». Incluso para las 
personas que se declaran binacionales o indiferentes a las cuestiones nacionalis-
tas, las supuestas ventajas económicas y políticas de la independencia podrían 
hacerla atractiva como una opción política. Abrazar el objetivo de un Estado 
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catalán puede preceder al vínculo exclusivo con una nación catalana. Ese tipo de 
situación puede crear cierta disonancia cognitiva, que eventualmente puede 
mover a algunas personas que han elegido la independencia a revisar también 
sus sentimientos nacionales. Pero los consiguientes cambios masivos de identi-
dad pueden necesitar una o dos generaciones para ponerse al día.

La interpretación que las estrategias autointeresadas de los partidos han 
prevalecido también es apoyada por la observación de que la principal agenda 
pública no corresponde a las principales preocupaciones de los ciudadanos. 
En todas las encuestas del CEO de 2010 a 2015, a la pregunta «¿Cuál crees 
que es el problema más importante de Cataluña?», el grupo más grande ha res-
pondido siempre «el paro y la precariedad laboral» (con una media del 46 %). 
«Las relaciones Cataluña-España» siempre se sitúan en cuarto lugar (con una 
media del 19 %), después de la «insatisfacción con la política y los políticos» y 
«el funcionamiento de la economía».

Otras encuestas confirman que el repentino aumento de apoyo a la inde-
pendencia fue impulsado por las élites, estuvo motivado políticamente y es 
endógeno al proceso político de confrontación con el Gobierno de España, 
más que determinado por cambios previos en las actitudes nacionalistas. En 
una encuesta más reciente del CEO, se introdujo la siguiente pregunta: «¿Cuál 
es el motivo principal por el que usted se ha hecho independentista en los últi-
mos años?», la respuesta más popular fue, de lejos, «Por la actitud / comenta-
rios del Gobierno central hacia Cataluña», con un 42 %. Le siguieron «tema 
económico / impuestos mal repartidos», con un 13 %, y más de una docena 
de respuestas variadas con apoyos en porcentajes de un solo digito. «Idioma y 
cultura catalana» fue la respuesta de solo el 2,5 %. De ello se desprende que un 
cambio en «la actitud y los comentarios» del Gobierno central hacia Cataluña 
podría haber alterado las preferencias políticas de muchos catalanes con res-
pecto a sus relaciones con España. Pero esta inferencia hipotética no se ha 
podido contrastar con hechos.

2.	 CAMBIAR DE TEMA

En la política electoral, como en otras muchas relaciones humanas, aque-
llo de lo que se habla puede ser más importante que lo que se dice. En un sis-
tema multipartidista, cada partido puede seleccionar, hablar y dar relieve a 
aquellas cuestiones en las que el partido puede esperar una ventaja electoral, es 
decir, un amplio apoyo de los votantes. Al mismo tiempo, cada partido puede 
tratar de evitar hablar de aquellos temas en los que su historial o su credibili-
dad lo ponen en desventaja, incluso si los problemas omitidos pueden ser 
importantes para muchos ciudadanos. En muchas ocasiones, el movimiento 
estratégico básico es cambiar el tema de conversación.
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Como consecuencia de estas estrategias, los partidos políticos en una 
campaña pueden no hablar de los mismos temas, puede que no haya una con-
versación real y los debates públicos pueden convertirse en una colección de 
monólogos predecibles. Algunos partidos pueden forzar a otros a aceptar su 
agenda y a jugar en campos que habrían preferido evitar. Lo vemos en casi 
todas las campañas electorales de las democracias maduras. Este enfoque 
puede explicar una gran parte de la reciente historia política de Cataluña.

Para tener éxito en la manipulación de la agenda pública, un partido 
necesita tomar dos decisiones: a qué tema dar relieve y qué propuesta política 
promover en el tema. Las dos decisiones están relacionadas. Si existe un amplio 
consenso político en algunos temas —como ocurría en Cataluña a finales del 
siglo xx en las políticas económicas moderadas social-liberales, la autonomía 
territorial y la escuela monolingüe en lengua catalana—, estos temas tienden 
a tomar poco relieve en el debate público y en las especulaciones de los votan-
tes. Los partidos no discuten mucho esos temas porque básicamente están de 
acuerdo en las políticas apropiadas a mantener y darles importancia no produ-
ciría ninguna ventaja partidista.

En cambio, cuando hay una distancia importante en las posiciones políti-
cas en un tema, los partidos que pueden esperar ventaja con su propuesta polí-
tica pueden preferir que se hable del tema y darle mucho relieve. De ello se 
desprende que una estrategia autointeresada de partido puede consistir en crear 
una distancia política en algún tema para darle relieve y esperar la ventaja sub-
siguiente en el favor de los votantes. Los partidos minoritarios y extremos en los 
principales temas políticos pueden ciertamente intentar sacar provecho de este 
tipo de estrategia. Una propuesta política extrema de un partido —como la 
recentralización del Estado español, la educación bilingüe o la independencia 
de Cataluña— puede provocar respuestas de confrontación de otros partidos y, 
como consecuencia, una polarización colectiva sobre el tema. Si la provocación 
es suficientemente fuerte, puede ser difícil para algunos partidos no caer en ella, 
evitar dedicar mucho tiempo y recursos a hablar del tema, y mantener la aten-
ción a temas más consensuales en los que podrían haber obtenido mayor reco-
nocimiento (Stokes, 1963; Rabushka y Kenneth, 1972; Riker, 1993; Colomer 
y Puglisi, 2005; Colomer y Llavador, 2012; Balcells y Orriols, 2012).

De acuerdo con la ubicación de los partidos en el espacio político-ideoló-
gico bidimensional de Cataluña arriba presentado, algunos partidos extremos 
estaban potencialmente interesados en promover este tipo de estrategia. Estos 
eran: el PP, que es extremo en las dos dimensiones, ya que es a la vez el partido 
más derechista y el más nacionalista español; ICV, que era el partido más 
izquierdista; ERC, que es el partido más nacionalista catalán; así como la CUP, 
que, como anticapitalista y anti-Unión Europea, se ha convertido en el partido 
más izquierdista y está muy cerca de la posición más nacionalista catalana.
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En particular, los partidos situados en el «rincón» catalán-izquierda —por 
sus posiciones en el gráfico 1— pueden considerarse partidos de doble bisagra 
o pivotes. Pueden desafiar y derrotar a los partidos de Gobierno situados en 
posiciones moderadas o ambiguas en cada uno de los dos ejes del espectro 
mediante la introducción de propuestas extremas que les obliguen a reaccionar. 
Así, la ERC fue capaz de jugar tanto con la CiU en la dimensión nacionalista 
como con el PSC y la ICV en la dimensión izquierda-derecha. Más reciente-
mente, la CUP, que se presentó por primera vez en unas elecciones catalanas en 
2012, intentó el mismo juego con la coalición independentista Juntos por el Si 
(JxS) y con las coaliciones izquierdistas. Los principales actores del anterior 
consenso centrípeto, CiU y el PSC, fueron las principales víctimas de la nueva 
competencia centrífuga.

3.	 LA SUBASTA

El proceso de radicalización partidaria y la subsiguiente polarización del 
sistema de partidos ha sido más o menos así. Cuando el sistema electoral 
asignó al PP una mayoría absoluta de escaños en el Congreso de los Diputados 
a partir de una minoría de votos en 2000, el jefe del Gobierno, José María 
Aznar, dejó atrás sus anteriores acuerdos con el Gobierno de Cataluña de CiU, 
liderado por Jordi Pujol, y anunció una «segunda transición». Esta vía de 
acción tenía por objeto corregir las «desviaciones» infringidas por un largo 
período de Gobiernos del PSOE a lo que Aznar creía que había sido el espíritu 
inicial de la transición en los años setenta. Apuntaba, en particular, a detener 
el proceso de descentralización territorial y a revertirlo, así como a reforzar la 
identidad nacional española y el idioma español, los objetivos más preciados 
de Aznar.

 Entonces ERC, dirigida por Josep-Lluís Carod-Rovira, se ofreció a CiU 
para formar una coalición en el Gobierno catalán, con la intención de polari-
zar la dimensión nacionalista contra el PP. Pero como Pujol rechazó la pro-
puesta porque esperaba seguir negociando con el Gobierno español, los 
republicanos de izquierda se volvieron hacia los socialistas. Poco después se 
formó un Gobierno de coalición tripartito del PSC, ERC e ICV, presidido por 
Pasqual Maragall. El nuevo Gobierno adoptó la reveladora denominación de 
«catalanista y de izquierdas», la cual implicaba que era tan catalanista como los 
Gobiernos anteriores de CiU, pero de izquierdas, en contraste con la previa 
experiencia de derechas.

Desde el momento inicial, al firmar el llamado «Pacto del Tinell», el 
nuevo Gobierno catalán declaró al PP, y por tanto al Gobierno español del 
momento, su adversario irreconciliable. Los partidos firmantes excluyeron 
expresamente cualquier acuerdo gubernamental o parlamentario con el PP 
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como los que CiU había alcanzado anteriormente, ya fuera en la Generalidad 
o en el Parlamento español. El primer objetivo del nuevo Gobierno fue la ela-
boración de un nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, que unos años más 
tarde fue aprobado por el Parlamento catalán y renegociado con el Gobierno 
español. Tras su modificación por el Congreso de los Diputados, fue ratificado 
por referéndum en Cataluña. Pero la ERC, que había sido la principal promo-
tora del Estatuto, votó en contra, mientras abría una nueva agenda de reivindi-
caciones: el reconocimiento de Cataluña como nación, la descentralización 
fiscal y el control de grandes infraestructuras por la Generalidad.

El PP contraatacó de un modo contundente. Para empezar, desarrolló una 
campaña de recogida de millones de firmas en toda España para pedir un refe-
réndum contra el Estatuto catalán y en defensa de una «única nación española». 
Posteriormente, recurrió contra el Estatuto en el Tribunal Constitucional, en el 
que bloqueó el nombramiento de nuevos magistrados para mantener una mayo-
ría conservadora y asegurar la posterior emisión de una condena adversa.

En el lado catalán, la re-contra-reacción por la independencia fue desa-
rrollada mediante la estrategia de hacer de cada desacuerdo político un asunto 
institucional y anular todas las otras alternativas institucionales a la recentra-
lización del Estado. En concreto, los líderes radicales de ERC, seguidos ahora 
por los de la CDC, presentaron problemas como las deficientes infraestructu-
ras de transporte, una serie de informes sobre los saldos fiscales entre Cataluña 
y España o la propuesta de una escuela multilingüe como si no tuvieran otra 
salida más que la secesión y la creación de un Estado catalán. Desecharon una 
mayor autonomía o un Estado federal español como si fueran más difíciles de 
alcanzar que la independencia. Los posibles desencuentros con la Unión Euro-
pea fueron ardientemente negados, aunque la Comisión Europea y otros altos 
funcionarios europeos manifestaron que la catexit de España significaría la 
catexit de la Unión y que un Estado catalán independiente debería presentar 
una nueva candidatura a miembro de la UE.

Desde que CiU, liderada ahora por Artur Mas, y el PP, liderado ahora 
por Mariano Rajoy, volvieron al Gobierno catalán y al Gobierno español, res-
pectivamente en 2010 y 2011, se entretuvieron pujando en una subasta en la 
dimensión nacionalista. Más adelante, también CDC y ERC rivalizaron en 
mostrar una determinación más firme y unos calendarios más cortos para el 
viaje a Ítaca, en palabras de Artur Mas. El presidente Mas subió la puja afir-
mando en varias ocasiones que cuando Cataluña fuera independiente tendría 
las tasas de desempleo de Dinamarca o Austria, las infraestructuras de 
Holanda y el modelo educativo de Finlandia (por ejemplo, prensa 22/6/2015). 
Los dos partidos estaban siempre dispuestos a ofrecer más por menos. 
Cuando, en la elección catalana, la dimensión política nacional alcanzó 
mayor relieve, la derechista CDC y la izquierdista ERC, junto con una 
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variedad de organizaciones y movimientos, se unieron temporalmente en 
una lista electoral por la independencia.

En la extrema izquierda, ICV y la CUP también han tenido oportunida-
des para lanzar propuestas radicales innovadoras. Florecieron especialmente 
desde el estallido de la inesperada gran crisis financiera, económica y social en 
2008, que hizo a algunos votantes más propensos a cambiar a nuevas prome-
sas y expectativas. Las protestas juveniles contra la política económica de aus-
teridad, el desempleo masivo, la falta de perspectivas profesionales y la 
degeneración política proliferaron en la línea del movimiento 15-M en Madrid 
y otras movilizaciones similares, especialmente desde 2011 (Anduiza et al., 
2013). Una versión de los «indignados» organizó la ocupación de la plaza 
principal de Barcelona durante varias semanas, manifestaciones callejeras y un 
asalto al Parlamento de Cataluña.

Como se ha mencionado, muchos ciudadanos consideran que los proble-
mas más importantes de Cataluña son el paro y el funcionamiento de la econo-
mía. Sin embargo, una radicalización política de izquierda tardó algo más en 
desarrollarse que la radicalización nacionalista porque en el período anterior, 
mientras que se había mantenido una notable ambigüedad en la dimensión 
nacionalista, los principales partidos se habían acercado a posiciones centristas 
moderadas en la dimensión socioeconómica. El importante papel de la Unión 
Europea en el diseño de las condiciones y las políticas para recuperarse de la cri-
sis también hizo más costosa una alternativa de izquierda radical.

ICV tuvo dificultades adicionales para convertirse en la principal expresión 
política del nuevo movimiento porque estaba marcada por su pasado comunista, 
sus divisiones internas y su débil coordinación con Izquierda Unida de ámbito 
español. Los nuevos partidos, Podemos y la CUP, han intentado rebajar las ali-
neaciones tradicionales en el eje izquierda-derecha y mantener la tesis populista 
que la principal línea divisoria está entre «ellos y nosotros», entre los de arriba y 
los de abajo. Cultivan una mentalidad que afirma las virtudes del pueblo más que 
una ideología, un conjunto de políticas públicas o una representación izquier-
da-derecha. La ICV catalana y los Podemos españoles, junto con líderes de movi-
mientos sociales, se fusionaron en listas electorales para las elecciones municipales, 
catalanas y españolas, en 2015 y 2016. Mientras los independentistas alcanzaron 
su punto más alto en las elecciones catalanas, el radicalismo social ascendió espe-
cialmente en las elecciones municipales y españolas.

IV.	 CONSECUENCIAS POLÍTICAS

Como consecuencia del proceso de radicalización política y confronta-
ción entre el Gobierno de Cataluña y el Gobierno de España, se ha producido 



286	 JOSEP M. COLOMER

Revista de Estudios Políticos, 179, enero-marzo (2018), pp. 267-294

una disgregación del anterior sistema de partidos centrípetos y una nueva con-
figuración con alta polarización, especialmente en torno a la puja por la inde-
pendencia en el eje nacionalista.

1.	 VOTO MÚLTIPLE

Como consecuencia de la manipulación partidista de las diversas dimen-
siones de la agenda pública, un número considerable de ciudadanos se abs-
tiene o vota por diferentes partidos en diferentes tipos de elecciones. La 
llamada «abstención diferencial» había sido la opción de algunos votantes ubi-
cados principalmente en el lado izquierdo y español del espacio político. Ten-
dían a votar en las elecciones españolas, en su mayoría por el PSOE y en 
menor medida por el PP, pero se abstenían en muchas elecciones catalanas. 
Algunos estudios identificaron la mayoría de estos votantes como jóvenes 
inmigrados del sur de España, monolingües en castellano, en paro y con nive-
les relativamente bajos de educación. El número medio de abstencionistas 
diferenciales en Cataluña durante más de veinte años fue de alrededor del 
13 % del censo electoral, el valor más alto de todas las comunidades autóno-
mas y cerca de tres veces superior al promedio.

El llamado «voto dual» fue identificado inicialmente para tres grupos de 
electores que eligieron a CiU o, en menor medida, a ERC en las elecciones cata-
lanas, y el PSOE o, en menor medida, el PP en las elecciones españolas. Se ubi-
caron en las tres posiciones siguientes en el espacio bidimensional: centro y 
binacional, centro y solo catalán, e izquierda y binacional. Más recientemente, 
el tamaño del tercer grupo ha disminuido, ya que el electorado se ha desplazado 
hacia el centro en el primer eje político, de modo que el voto dual es principal-
mente una elección de votantes centristas con fidelidades ligeramente diferentes 
en el eje nacional. Ellos han contribuido de manera crucial a producir diferen-
tes ganadores en varias elecciones. (El análisis conjunto del voto dual y la abs-
tención diferencial fue iniciado por Colomer et al., 1992; Riba, 1995, y ha sido 
revisado y actualizado por Riba, 2000, 2008; Lago, 2000; Medina, 2015. El 
voto dual fue analizado por separado por Montero y Font, 1991; Pérez-Nievas 
y Fraile, 2000; Pérez-Nievas y Bonet, 2006. La abstención diferencial ha sido 
estudiada por Font et al., 1998; Vallès, 2009; Vallès y Liñeira, 2014).

El comportamiento electoral diferenciado de algunos votantes en diferentes 
tipos de elecciones se debe en parte a la división de poderes entre los múltiples 
niveles de gobierno. La relevancia de las cuestiones socioeconómicas o territo-
rial-culturales varía en las elecciones españolas o catalanas, respectivamente. Los 
votantes pueden entonces ponderar cada dimensión político-ideológica y encon-
trarse más cerca de diferentes partidos dependiendo de qué eje espacial se vuelve 
más importante en sus preocupaciones (Colomer y Padró, 1992).
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Pero los votantes también pueden ser inducidos a emitir «votos de com-
pensación» estratégicos. Por un lado, algunos votantes con preferencia cata-
lana pueden votar por un partido español moderado en las elecciones 
españolas para evitar un ganador nacionalista español más radical. Del mismo 
modo, si el probable ganador o el partido gobernante en el Gobierno de 
España tiene posiciones radicales españolistas, algunos electores catalanes 
moderados pueden elegir un partido nacionalista catalán radical en las eleccio-
nes catalanas para reducir el sesgo a favor del nacionalismo español en las rela-
ciones interinstitucionales (Balcells, 2007).

Esto implica que algunos votantes catalanes del PSOE en las elecciones 
españolas son menos izquierdistas de lo que parece, ya que pueden estar moti-
vados en parte por la intención de tener un partido moderado en la dimensión 
nacionalista en el Gobierno español. También algunos electores de los partidos 
independentistas en las elecciones catalanas pueden ser nacionalistas menos 
radicales de lo que parece, ya que pueden estar alentados a contrarrestar el 
dominio de los nacionalistas españoles radicales en el Gobierno de España 
(Pérez-Nievas y Fraile, 2000). Muchos de estos votantes pueden tener, por 
tanto, preferencias sinceras moderadas. Pero el relieve de la dimensión naciona-
lista puede inducirlos a votar estratégicamente en diferentes tipos de elecciones.

Durante muchos años hubo más abstenciones diferenciales que votos 
duales. Pero ocurrió lo contrario durante el ciclo 2011-2015. Por un lado, la 
participación aumentó en todo tipo de elecciones. Por otra parte, el voto dual 
se ha ampliado a un voto múltiple. En ocho de las diez ciudades más pobladas 
de Cataluña, cuatro partidos diferentes han recibido el mayor número de 
votos en las cuatro elecciones a nivel municipal, autonómico, estatal y euro-
peo en 2014-2015; en las otras dos ciudades, lo fueron tres partidos; en total, 
seis partidos diferentes fueron los más votados en alguna elección en alguna de 
las diez ciudades más pobladas.

2.	 DISGREGACIÓN DEL SISTEMA DE PARTIDOS

En los poco institucionalizados sistemas políticos catalán y español, los 
partidos políticos lo han sido todo. Y cuando el sistema de representación ha 
entrado en crisis, los partidos han pagado todo el coste. En Cataluña, desde 
2010 ha habido más polarización y más fragmentación del sistema de parti-
dos, más participación electoral, una proliferación de referendos y consultas 
locales, y un auge de movilizaciones callejeras y otras formas no institucionales 
de acción política, todo ello paralelamente al hundimiento de la reputación de 
las instituciones políticas formales.

El mayor aumento de la movilización política tuvo lugar fuera de los pro-
cesos electorales e institucionales. Dos organizaciones no gubernamentales 
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asumieron un papel prominente. El Ómnium Cultural fue creado en los años 
sesenta para promover la lengua y la cultura catalanas, pero recientemente se 
transformó en un movimiento que reclama la autodeterminación de Cata-
luña. La Asamblea Nacional Catalana (ANC) fue creada para promover la 
creación de un nuevo Estado catalán; sus dos presidentes hasta ahora habían 
sido miembros anteriores de ERC. Ambas organizaciones reunieron a varios 
cientos de miles de personas en una serie de marchas callejeras, cadenas y 
manifestaciones. Estas incluyen una contra la sentencia del Tribunal Consti-
tucional, bajo el lema «Somos una nación, nosotros decidimos», en 2010, y 
una serie en el Día Nacional de Cataluña con los lemas «Cataluña, un nuevo 
estado de Europa» en 2012, la cadena humana «Vía catalana a la independen-
cia» en 2013, «V» como voto de independencia en 2014, «Vía libre a la Repú-
blica Catalana» en 2015 y «A punto» en 2016.

Asimismo, la movilización en temas económicos y sociales también 
aumentó espectacularmente. La participación en manifestaciones y concen-
traciones tradicionalmente organizadas por sindicatos de trabajadores y parti-
dos políticos se mantuvo estable durante muchos años —alrededor del 13 % 
de la población total cada año—. Desde 2011 ha habido más conflictos, y 
estos han tenido una duración mayor. Las acciones organizadas por las nuevas 
plataformas, como el 15-M, Afectados por la Hipoteca y otros, han movili-
zado un total de personas equivalentes al 50 % de la población total por año 
(sin descontar las personas que participan en múltiples acciones). En total, las 
personas que declararon haber participado en manifestaciones legales durante 
un año ascendieron a un 32 % (Parés, 2013; CEO, 36, 2015).

Las movilizaciones masivas acompañaron a varias consultas y referendos 
alegales sobre la independencia. Por iniciativa de la CUP, la ciudad de Arenys 
de Munt organizó la primera en 2009, a la que siguieron  más de 500 muni-
cipios durante el año y medio siguiente. La participación total fue de alrede-
dor del 30 % del censo electoral de Cataluña.

De alguna manera inspirado en el referéndum sobre la independencia en 
Escocia, el Gobierno catalán organizó un «proceso participativo» (que más 
tarde sería declarado inconstitucional) con el apoyo de CiU, ERC, ICV y la 
CUP en 2014. Se presentó una pregunta doble sobre un Estado catalán y su 
calidad de independiente. Votó alrededor del 37 % del censo electoral, de los 
cuales alrededor del 80 % por un doble «sí» a un Estado independiente.

La CDC y la ERC, junto con la ANC, Ómnium y la Asociación de 
Municipios por la Independencia (AMI), firmaron una hoja de ruta en 2015. 
Comenzó con otras elecciones anticipadas al Parlamento de Cataluña, la ter-
cera en menos de cinco años, que fueron presentadas como un «plebiscito» 
por la independencia. Las dos candidaturas que dieron apoyo explícito a la 
independencia, JxS y CUP, obtuvieron en total un 48 % de los votos, lo que 
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equivalía, una vez más, a cerca del 37 % del censo electoral e implicaba una 
derrota de la apuesta plebiscitaria. En 2017, el Gobierno catalán presidido por 
Carles Puigdemont convocó un referéndum ilegal por la independencia que 
atrajo, según los organizadores, a un 37 % del electorado, una vez más (90 % 
votos «sí» con 42 % de participación). La consiguiente declaración de una 
República catalana fue seguida por la disolución del Gobierno catalán por el 
Gobierno español y unas nuevas elecciones en las que, por cuarta vez, los par-
tidos por la independecia recibieron el apoyo del 37 % del electorado (48 % 
de los votos con 80 % de participación).

En las democracias bien institucionalizadas, el sistema de partidos oscila 
entre polarización y fragmentación. O bien dos grandes partidos polarizados 
se alternan en el Gobierno, o un gran número de partidos a lo largo del espec-
tro ideológico permite la formación de coaliciones moderadas alrededor del 
centro, el centro-derecha o el centro-izquierda. En Cataluña, en cambio, el 
reciente proceso político ha provocado tanto una mayor polarización como 
una mayor fragmentación. Las distancias entre los partidos extremos son más 
altas que antes, mientras que el elevado número de partidos dificulta la forma-
ción de una mayoría.

ERC había sufrido algunas fugas cuando apoyó al presidente socialista 
José Montilla, pero recuperó apoyos tras cambiar su líder por Oriol Junqueras 
y formó candidaturas electorales para las elecciones municipales y europeas 
con disidentes socialistas. ERC —como partido de doble bisagra— fue un 
componente crucial de la candidatura por la independencia JxS. ICV y EUiA 
también se reunieron y formaron candidaturas electorales más amplias, Cata-
luña Sí Se Puede (CSQEP) y En Común Podemos (ECP), para las elecciones 
municipales, catalanas y españolas en 2015 y 2016.

En cambio, los partidos moderados del anterior consenso catalán sufrie-
ron grandes pérdidas. El PSC de centro-izquierda, privado de la palanca del 
PSOE en el Gobierno y sufriendo las promesas federalistas incumplidas, expe-
rimentó varias fugas de miembros del Parlamento y perdió votos por ambos 
lados, izquierdo y derecho.

La federación de centro-derecha y autonomista CiU se disolvió. UDC 
sufrió una escisión y perdió la representación parlamentaria. CDC participó en 
varias coaliciones electorales con socios menores, perdió votos tanto por el lado 
catalán como por el lado español, y fue refundada como Partido Demócrata 
Europeo Catalán (PDEC), explícitamente independentista. Aquí puede ser per-
tinente mencionar un plan seminal de Jordi Pujol, el líder fundador del partido 
y duradero presidente catalán. En un artículo de juventud había concebido un 
largo proceso histórico en el que los catalanes conducirían un tren hacia la plena 
liberación nacional que pasaría por varias estaciones, comenzando con la auto-
nomía, y en el camino iría «perdiendo vagones», es decir, iría desenganchando 
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grupos de apoyo que no estarían dispuestos a continuar el viaje hasta el final 
(Pujol, 1958). En la práctica posterior, las estaciones han sido bautizadas como 
catalanismo, nacionalismo, soberanismo e independentismo.

Todos estos movimientos han reducido la bidimensionalidad del espacio 
político catalán que antes hemos presentado. Si el centro-derecha catalanista 
desapareciera, todos los partidos se podrían ordenar cómodamente en un solo 
eje desde la extrema izquierda catalana independentista hasta la derecha espa-
ñola unitarista. El orden sería ahora:

CUP – ERC – ICV-Pod – PSC – C’s – PP

Esto comportaría una inversión casi completa de la configuración política 
que antes hemos identificado para los años ochenta y noventa: el eje izquierda 
española vs. derecha catalana habría sido sustituido por el eje izquierda catalana 
vs. derecha española. Pero en la configuración anterior las posiciones de los 
principales partidos eran relativamente moderadas y permitían la cooperación 
política e interinstitucional. En el proceso reciente, en cambio, las posiciones 
han sido cada vez más extremas y ha habido una creciente polarización.

Todo el proceso se ha desarrollado conjuntamente con un colapso de la 
reputación de las instituciones formales existentes. La mayoría de los partidos 
políticos han sido erosionados por una serie de escándalos que revelan una 
corrupción sistémica en la asignación de contratos públicos a cambio de dona-
ciones y financiamiento ilegal de los partidos. Los escándalos y los procesos 
judiciales han afectado principalmente a los partidos que habían ocupado la 
mayoría de los cargos de poder en los Gobiernos español, catalán y municipal, 
los cuales eran también los que habían apoyado el antiguo consenso constitu-
cional. Entre ellos están el expresidente de Cataluña Jordi Pujol y algunos de 
sus familiares, varios exconsejeros de la Generalidad de CDC y de UDC, el 
exalcalde de Barcelona y exvicepresidente del Gobierno español Narcís Serra y 
varios alcaldes del PSC, así como altos funcionarios del PP, entre ellos el exvi-
cepresidente del Gobierno español y director gerente del Fondo Monetario 
Internacional, Rodrigo Rato, y varios presidentes autonómicos y alcaldes en 
toda España. En un momento culminante de escándalos, el presidente Artur 
Mas reconoció que «no pondría la mano en el fuego por nadie» (La Sexta TV, 
28/09/2014).

Según una encuesta reciente, la política inspira desconfianza (al 51 % de 
las personas), los partidos políticos solo sirven para dividir al pueblo (56 %), 
todos los políticos son iguales (80 %), todos los que están en el poder siempre 
persiguen sus intereses personales (82 %), de modo que, en conjunto, la gran 
mayoría de la gente está poco o nada satisfecha con el modo como funciona la 
democracia (81 %) (ICPS, 2014).
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V.	 CONCLUSIÓN

Este artículo se ha centrado en el proceso político que ha conducido a la 
reciente apuesta por la independencia de Cataluña en el contexto de una vasta 
crisis económica, política y social de España. La dinámica política que ha lle-
vado a niveles crecientes de conflicto interterritorial se ha desarrollado en un 
marco institucional débil que permite e impulsa la formación y supervivencia 
de Gobiernos minoritarios y ofrece oportunidades e incentivos para estrate-
gias competitivas de líderes de grupos minoritarios y extremos.

El «Estado de las autonomías», que nunca tuvo un diseño consistente, no 
ha sido una fórmula institucional de equilibrio. Tras aproximadamente una 
generación, la escalada de la competencia interterritorial dio paso a una crisis 
general de las relaciones entre Cataluña y el Estado, que se ha entrelazado con 
una vasta crisis económica y una notable quiebra del sistema partidista espa-
ñol de representación. El resultado ha sido el desbaratamiento de la autono-
mía existente sin que se haya establecido una fórmula alternativa.
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María Lois: Construir Galicia(s). Lugar, elecciones y política nacionalista, 
Madrid, Trama Editorial, 2015, 292 págs.

Los actores políticos nacionalistas, según una arraigada percepción, 
definen y representan a la nación de una forma única y unívoca en toda la 
comunidad nacional a la que apelan; este sería el correlato de su considera-
ción de ese colectivo nacional como dotado de un carácter uniforme, homo-
géneo y singular, en el que los elementos comunes son enfatizados y las 
diferencias minimizadas o soslayadas. En su estudio Construir Galicia(s). 
Lugar, elecciones y política nacionalista, la profesora María Lois argumenta 
convincentemente en contra de esta percepción. La idea de la nación proyec-
tada desde posiciones nacionalistas puede, por el contrario, ser altamente 
diversificada y heterogénea, incluso restringiendo el análisis a una única for-
mación política. El caso del nacionalismo gallego, y en concreto del BNG, 
resulta al respecto sumamente ilustrativo. La autora de este estudio muestra 
y analiza las distintas formas en las que desde este partido se ha representado 
la nación gallega, según las diversas circunstancias específicas, a nivel local, de 
los colectivos humanos a los que se dirige. Esta investigación incide así en «la 
práctica local de la Nación», en «los significados locales de la Nación»; en su 
variación geográfica, y también cronológica. Como queda de manifiesto en el 
plural entre paréntesis del título, el BNG no ha construido discursivamente 
una Galicia, sino varias.

El trabajo de Lois muestra una estructura de gran coherencia en el desa-
rrollo de la argumentación. En un tema como el nacionalismo, que ha sido 
tratado desde una gran variedad de enfoques, resulta de gran utilidad su revi-
sión inicial de los planteamientos teóricos existentes. Desde un conocimiento 
profundo de la amplia producción académica en torno a esta temática, y los 
debates que ha generado, Lois aclara cuáles van a ser sus perspectivas teóricas 
de referencia.

El estudio pone el énfasis en los procesos por medio de los cuales se pro-
ducen y reproducen las percepciones colectivas de la nación, y en este sentido 
el concepto de comunidad imaginada, popularizado por Anderson, sirve para 
subrayar el carácter discursivo y construido del fenómeno nacional. La idea de 
nacionalismo banal, desarrollada por Michael Billig, está muy presente a lo 
largo del estudio, y enlaza con la pretensión de Lois de centrarse en los «pro-
cesos de construcción de la nación a nivel cotidiano». Las formas en las que se 
reproduce la nación, se nos recuerda, no se dan únicamente, ni siquiera fun-
damentalmente, a partir de discursos en los que la nación y lo nacional se 
ponen explícitamente de manifiesto, sino que se hallan presentes de forma 
implícita en infinidad de actividades cotidianas que socializan en una determi-
nada identidad nacional, y en una determinada forma de entenderla.
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Al profesor John Agnew, referente señero de la geografía política contem-
poránea, con quien la autora trabajó en su estancia predoctoral en UCLA, y 
autor del prólogo del libro, se debe buena parte de la conceptualización y 
desarrollo de la idea de lugar, un concepto central en esta investigación, como 
queda de manifiesto ya en el título. El énfasis del presente estudio se centra en 
el hecho de que la nación no solo, ni fundamentalmente, es representada y 
construida a través de símbolos y discursos comunes, dirigidos a la totalidad 
de la comunidad, sino que puede serlo de distintas formas, a partir de discur-
sos diferenciados dirigidos a diferentes lugares, es decir a diferentes ámbitos 
locales.

La perspectiva de lugar supone para Agnew una desestatalización de la 
perspectiva analítica, la puesta en cuestión de una arraigada tendencia a con-
siderar que los límites de la sociedad están contenidos en el Estado, conside-
rado el fundamento de la organización política y social. Agnew comenta que 
esta es una idea implícita, por ejemplo, en las referencias no problematizadas 
a la sociedad italiana o americana. En muchos sentidos, señala este autor, se 
pueden encontrar espacios relevantes distintos al delimitado por el Estado, 
individualizados por redes de socialización específicas, por condiciones socia-
les y económicas particulares, y por las propias percepciones subjetivas de los 
individuos. El mismo cuestionamiento que Agnew formula en relación al 
marco estatal es aplicable al marco de la comunidad autónoma, como Lois 
pone de manifiesto.

El estudio del BNG es particularmente ilustrativo en este sentido, por la 
forma en la que el discurso de esta formación política se ha modulado de 
forma diferente en relación a los distintos contextos en los que ha actuado. La 
investigación se acota cronológicamente en el periodo que abarca de 1975 a 
2002, desde el nacimiento y lento crecimiento del partido hasta su periodo de 
mayor impacto electoral. El énfasis se pone a partir de la década de los noventa, 
cuando el BNG, y con este el nacionalismo gallego, alcanza su mayor grado 
de apoyo electoral y representación política en las instituciones, superando los 
que había obtenido Coalición Galega en la década de los años ochenta. La 
existencia de un solo partido nacionalista, que progresivamente fue incorpo-
rando a diversas tendencias ideológicas, favoreció su crecimiento progresivo. 
En las autonómicas de 1997, el BNG obtuvo su mayor cuota electoral con un 
25 %, seguido de un 23 % en las de 2001. El pico de apoyo en las elecciones 
generales se obtiene en el año 2000, con un 18 %. Las elecciones al Parla-
mento Europeo del mismo año supusieron igualmente el mejor resultado del 
partido, con un 22 %.

Lois señala cómo en esos años de crecimiento el partido experimentó 
una clara evolución, pasando desde planteamientos frentistas, antisistemas y 
anticapitalistas, muy escorados a la izquierda en el espectro ideológico, a 
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presentarse como una organización ideológicamente transversal, con vocación 
de convertirse en formación hegemónica del nacionalismo gallego. Este pro-
ceso de concentración y asimilación de tendencias, gráficamente descrito 
como «sincretismo representacional», fue el presupuesto del ascenso electoral, 
pero contenía asimismo el germen de su posterior crisis y debilitamiento. La 
conjunción de sensibilidades tan distintas solo había podido darse con el coste 
de desdibujar los principios fundacionales, lo que aumentó según Lois la ten-
sión entre la lógica de la representación política (que prima los aspectos ideo-
lógicos) y la de la competición electoral (que ajusta estratégicamente la oferta 
del partido a las condiciones del mercado político). En el BNG se fue dando un 
deslizamiento del primer al segundo tipo de lógica, que derivó en su presenta-
ción como representante de un nacionalismo gallego más inclusivo y catch all. 
La alianza, de cara a las elecciones europeas de 2004, del BNG con los mayo-
res partidos nacionalistas catalán y vasco (PNV y CiU) ofrece un claro testi-
monio de este viraje ideológico hacia posiciones más centristas. El paso de un 
movimiento asambleario al reforzamiento de la figura del líder y del Consejo 
Nacional es otra muestra de esa evolución. De esta transformación emanan 
muchas de las tensiones internas que explican parcialmente el posterior declive 
del partido.

El éxito del BNG ha ido unido a una intensa actividad vinculada a pla-
taformas de movilización social, que dieron al partido un marcado carácter 
reivindicativo; su estrategia inicial fue básicamente de naturaleza reactiva, en 
forma de oposición activa a políticas ajenas, con énfasis en las cuestiones más 
polémicas e impopulares. Esta estrategia reportó al BNG (y a las organizacio-
nes sindicales nacionalistas) un gran impacto social y un alto grado de apoyo, 
relacionado con campañas y causas concretas. Aunque con los años se fue 
dando un mayor desarrollo de propuestas propias, en buena medida se man-
tuvo la percepción del partido como movilizador de la oposición más que 
como un posible gestor de proyectos políticos, algo que parece explicar que el 
amplio grado de identificación con su acción política reivindicativa no se tra-
dujese en un apoyo electoral mayoritario.

En relación al desarrollo de un discurso de la nación gallega, el BNG se 
ha individualizado en el espectro político con su presentación del marco terri-
torial de Galicia como espacio fundamental de referencia, conectando con 
amplios segmentos de la sociedad gallega. Las opciones políticas rivales, sin 
dejar de apelar a Galicia como referente, se han mostrado, desde una identifi-
cación nacional española, más identificadas con un marco simbólico-territo-
rial más amplio.

La apelación a una identidad nacional gallega es, según Lois, una de las 
razones fundamentales de la consolidación del BNG como fuerza política de 
primer orden. El partido se apoyó en una creciente interpretación de la vida 
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política en general en términos nacionalistas, al tiempo que la potenció. En este 
estudio se señalan varias razones de esta evolución. Entre ellas se encuentran los 
importantes cambios socioeconómicos de esta época, que supusieron el trán-
sito de una sociedad rural a una urbana, más centrada en el sector industrial y 
servicios. Incidió en un mismo sentido la puesta en funcionamiento de una 
administración autonómica, con sus instituciones propias y prácticas de auto-
gobierno. De este nuevo orden político-territorial resultarían, entre otros, la 
creación de una red de salud propia, la puesta en práctica de políticas de nor-
malización lingüística, y la creación de una televisión autonómica, que poten-
ció la percepción de Galicia como marco preferencial de referencia, territorial 
y humano. La construcción simbólica de la nación gallega por este medio se 
produce a menudo de forma banal, no explicitada, como ocurre también en la 
prensa escrita, que evolucionó en un mismo sentido.

Como un factor potenciador adicional, la incorporación de España a la 
Unión Europea en 1986 afectó a sectores centrales de la economía gallega, a 
prácticas e intereses que se entendían específicos de la región, de forma que 
fue creciendo la percepción de conflicto entre Galicia y las políticas decididas 
en Madrid o Bruselas.

El voto al BNG, sin embargo, como señala la autora, no reflejaba de 
forma invariable un aumento del nacionalismo, pues una parte considerable 
de este apoyo procedía de individuos en los que convivía un sentimiento espa-
ñol con la idea, desde una interpretación dominante de la política a partir del 
eje centro-periferia, de que el BNG era quien mejor defendía los intereses de 
Galicia. El análisis en este estudio del desarrollo del apoyo al BNG por muni-
cipios muestra cómo la opción por este partido solo parcialmente se explica 
por la consolidación de una nueva identidad nacionalista; al margen de esta, 
buen número de individuos vieron sus intereses, expectativas y preferencias 
mejor defendidos y representados por este partido. En particular, y esta es una 
de las hipótesis centrales del estudio, el BNG habría aglutinado y represen-
tado la hostilidad a ciertas intervenciones de los poderes públicos —autonó-
mico, estatal o europeo— con fines de transformación, reestructuración o 
burocratización. El BNG se convirtió en el principal cauce de expresión de 
actitudes de rechazo y descontento, y de formulación de demandas y reivindi-
caciones, que en cualquier caso se insertaron ciertamente dentro de un marco 
simbólico nacionalista.

Como ya se apuntó, este discurso articulado en clave nacionalista no era 
homogéneo sino que, al expresarse en consonancia con las distintas realidades 
compartimentadas sobre las que pretendía incidir, generó una pluralidad de 
ideas de la nación gallega en distintos lugares. El lugar, puntualiza Lois, no se 
corresponde con ninguna dimensión geográfica concreta, pues se pueden 
encontrar patrones específicos e individualizadores a muy distintos niveles. 
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Este puede ser, según el enfoque y entre otros, un barrio, una ciudad o, efec-
tivamente, un Estado. En este estudio se pone en relación la pluralidad de for-
mas en las que se ha representado la Nación gallega con patrones de voto, es 
decir, se estudia cómo han incidido distintas proyecciones de la nación en 
lugares con problemáticas diferentes, tomando el grado de apoyo electoral 
como indicador. La autora ha elegido por ello como referente territorial el 
municipio, por la gran importancia que la población atribuye a la gestión 
política en ese ámbito, además de que es la unidad mínima y más cercana a la 
población donde se celebran procesos electorales.

Para ilustrar esta diversidad en la representación de la nación, y su corres-
pondencia con la heterogeneidad de las motivaciones que han llevado al voto 
al BNG, la autora analiza y compara dos municipios: Allariz y Fene. Ambos 
han compartido un intenso apoyo al BNG, siendo por lo demás muy diferen-
tes en importantes variables; Allariz es rural, interior y con una población 
escasa, de 2500 habitantes; Fene es costero, urbano, industrializado, y con una 
población de 15 000. Como es de suponer, las problemáticas y reivindicacio-
nes locales son muy distintas en estos dos municipios, y, sin embargo, en 
ambos el BNG ha sabido capitalizar el descontento, y ha sido percibido como 
el mejor portavoz político de este. Lo anterior ha sido posible gracias a una 
diversificación que, tanto en la oposición como una vez llegado al Gobierno 
municipal, ha vinculado la idea de la Nación gallega a discursos, símbolos y 
prácticas políticas muy distintos. La comparación entre estos dos municipios 
ilustra cómo los contenidos que se asignan a la nación y el discurso conectado 
a esta son situacionales y varían en función del contexto social en el que 
actúan. Hay, resume Lois, «varias Galicias, con espacios y tiempos diferencia-
dos, dentro del nacionalismo del BNG».

El estudio concluye con una proyección de las afirmaciones y conclusio-
nes presentadas en el estudio al periodo cronológico posterior a aquel en el 
que se enmarca la investigación (1975-2002), marcado por un descenso con-
tinuado del apoyo al BNG. La autora señala ese mismo año 2002 como el 
punto de inflexión que marca el inicio del declive del partido. La X Asamblea 
Nacional de ese año supone el fin de la calma interna en la formación política, 
favorecida hasta entonces por los resultados electorales.

El mayor hito institucional del BNG estaba no obstante por llegar, con 
la participación del partido en 2005 en un Gobierno de coalición en la Xunta 
con el PSOE. El partido, sin embargo, ya había tenido un importante des-
censo en estas elecciones, y la participación en una experiencia de gobierno a 
nivel autonómico potenció las contradicciones que Lois ya advertía de manera 
latente en los años previos. Cabe recordar que en 2004 el BNG había concu-
rrido a las elecciones europeas en una coalición de partidos nacionalistas sub-
estatales (GALEUZKA) con un programa común en las reivindicaciones 
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nacionalistas, y en el que los planteamientos ideológicos de izquierdas queda-
ban en buena medida soslayados. Desde entonces se inicia una dinámica de 
división y pérdida de apoyo electoral del BNG, y de las opciones políticas 
nacionalistas gallegas en general.

La crisis del BNG es estos últimos años muestra, en fin, cómo la convi-
vencia de distintas Galicias, como resultado de la compartimentación local de 
los discursos de la nación, tiene sus limitaciones. La heterogeneidad en la repre-
sentación de la nación era más viable en un contexto de oposición y protesta, o 
mientras las políticas de gobierno se restringían al ámbito municipal. Resultó 
mucho más difícil compatibilizar armónicamente esta pluralidad cuando sur-
gió la necesidad de definir ideológicamente al partido con unas políticas pro-
pias en el entorno de la comunidad en su conjunto. Las diversas ideas de la 
nación que se proyectaban en los distintos lugares, vinculadas a determinadas 
expectativas y decisiones políticas, mostraban un dispar nivel de discordancia 
con la evolución del BNG como partido de Gobierno a nivel autonómico; esto 
parece explicar parcialmente por qué en unos casos, en unos lugares, el BNG 
mantuvo sus apoyos en un grado mucho más alto que en otros.

El estudio de María Lois es, en conclusión, un trabajo de gran valor e 
interés en un doble nivel. Por un lado explica las causas del nacimiento, desa-
rrollo y éxito electoral de un nacionalismo gallego con articulación política, 
representado por el BNG, prestando particular atención a su diversificación 
discursiva; esta es un importante factor explicativo tanto del inicial ascenso del 
partido como de sus posteriores problemas internos y paulatino declive. Por 
otro lado, en un plano más general, Construir Galicia(s) ilustra de forma ejem-
plar, frente a la arraigada percepción de que los actores políticos nacionalistas 
ofrecen una idea unívoca de la nación, la pluralidad de discursos a partir de los 
cuales estos pueden definir y representar una misma identidad nacional.

Mateo Ballester Rodríguez 
Universidad Complutense de Madrid
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Javier Ruipérez: El Título X de la Constitución española de 1978 a la luz 
de las funciones de la Reforma Constitucional (un estudio de teoría del derecho 
constitucional en cuanto ciencia conceptual y ciencia práctica), México, Editorial 
vLex, 2017, 424 págs.

Javier Ruipérez ha publicado en México el estudio más completo, exhaus-
tivo y detallado existente hasta el momento sobre el Título X de la Constitu-
ción española de 1978. La obra está dedicada a su maestro, el profesor Pedro 
de Vega, entrañable, admirado y añorado director que fue de esta revista. El 
libro examina el instituto de la reforma constitucional como categoría funda-
mental para la cabal comprensión del Estado constitucional desde sus oríge-
nes en el marco de los procesos revolucionarios de finales del siglo xviii. Desde 
esta óptica, se centra en las funciones que la reforma desempeña, y que ya fue-
ron advertidos y subrayados por Pedro de Vega en La reforma constitucional y 
la problemática del poder constituyente, obra clásica y difícilmente superable 
sobre este tema. Javier Ruipérez se sitúa en la senda trazada por su maestro y 
expone con rigor y brillantez el significado y alcance de cada una de esas fun-
ciones. Con esas premisas se analiza el contenido del Título X de la Constitu-
ción y se formulan una serie de críticas a la regulación de la reforma en España 
que, en el momento presente, revisten un indiscutible interés y actualidad.

La reforma constitucional es la gran asignatura pendiente del Estado 
alumbrado por la Constitución cuyo cuadragésimo aniversario nos dispone-
mos a celebrar. A lo largo de estas cuatro décadas, el procedimiento de reforma 
constitucional solo se ha activado en dos ocasiones (1992 y 2011) y en ambos 
casos por exigencias del proceso de integración europea. Esta situación es 
completamente anómala y contrasta con la normalidad con la que el instituto 
de la reforma funciona en otros países. Baste señalar, a título de ejemplo, que 
la Constitución alemana de 1949 ha sido reformada más de sesenta veces y la 
francesa de 1958 en quince ocasiones. La dificultad para llevar a cabo las refor-
mas constitucionales que nuestro país requiere obedece a razones políticas. La 
extremada polarización de la vida política impide alumbrar el consenso nece-
sario para adoptarlas. Ahora bien, junto a esas razones políticas, la desafortu-
nada regulación del Título X también contribuye a ello. Así, por ejemplo, aun 
cuando existe un consenso amplio para reformar la regulación de la sucesión 
de la Jefatura del Estado eliminando la prevalencia del varón, la extrema com-
plejidad del procedimiento previsto en el 168 ha determinado que, hasta hoy, 
dicha reforma no se haya aprobado.

En este contexto, el libro de Javier Ruipérez resulta muy esclarecedor y 
su lectura imprescindible para comprender la relación existente entre el diseño 
del instituto de la reforma contenido en el Título X de la Constitución, la 
interpretación del mismo formulada por una parte de la doctrina y el Tribunal 
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Constitucional, y los recelos y temores con los que, en sede política, se con-
templa cualquier operación reformista. Ruipérez pone de manifiesto cómo el 
principal defecto del Título X es la inclusión en él de un sintagma «revisión 
total» que ha llegado a identificarse con el concepto de destrucción constitu-
cional. De esta forma, se hace imposible distinguir un cambio en la Constitu-
ción de un cambio de Constitución. O lo que es lo mismo, se acaba 
confundiendo la revolución con la reforma. Ruipérez —siguiendo a Pedro de 
Vega— concibe el poder de reforma constitucional como un poder consti-
tuido y por tanto limitado tanto formal como materialmente. La facultad de 
reformar la constitución es una facultad que en cuanto establecida por el 
poder constituyente y atribuida a un poder constituido no puede ser legítima-
mente empleada para destruir el texto constitucional y sustituirlo por otro dis-
tinto. Esa posibilidad solo está al alcance de un nuevo poder constituyente. A 
través de un fecundo diálogo con los principales referentes de la doctrina del 
derecho público, sobre todo alemana, Ruipérez expone cómo la distinción 
entre poder constituyente (absoluto e ilimitado) y poder de reforma (consti-
tuido y limitado) es un elemento esencial del Estado constitucional. Distin-
ción que obliga a entender la reforma constitucional, ante todo y, sobre todo, 
como un instrumento de defensa de la Constitución. Y, con estas premisas, 
somete a una profunda crítica el Título X de la Constitución española que 
dista mucho de haber dejado clara esa distinción y la necesaria comprensión 
de la reforma como instrumento de defensa del propio texto constitucional.

El libro está estructurado en seis capítulos. Los dos primeros son de 
orden y contenido metodológico y en los cuatro restantes se analizan sucesiva-
mente las diversas funciones que la reforma constitucional desempeña: instru-
mento para la corrección de errores técnicos (capítulo tercero); mecanismo 
para el mantenimiento de la realidad constitucional (capítulo cuarto); técnica 
de salvaguardia del poder constituyente frente a la actuación de los poderes 
constituidos (capítulo quinto); e instrumento para la articulación de la conti-
nuidad jurídica del Estado (capítulo sexto). El análisis de cada una de estas 
cuatro funciones se contrasta con la regulación contenida en el Título X, y con 
los problemas específicos que han surgido en la praxis política y constitucional 
de España.

Como primera función de la reforma se examina la relativa a la correc-
ción de cuantos errores técnicos pudo cometer el constituyente en el proceso 
de elaboración y aprobación del texto constitucional. Función que ya fue 
advertida en el contexto revolucionario francés por Sieyès. Desde esta óptica y 
por lo que se refiere a España, Ruipérez considera que la apertura indefinida 
del Estado autonómico como consecuencia de la constitucionalización del 
principio dispositivo es «uno de los más graves defectos técnicos contenidos 
en el Texto Constitucional». La desconstitucionalización parcial del reparto de 
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competencias entre el poder central y los poderes autonómicos y la atribución 
al legislador estatuyente de funciones materialmente constituyentes es un 
defecto técnico muy grave que podría y debería resolverse mediante la opor-
tuna reforma constitucional. En este capítulo el autor examina todos los pro-
blemas que plantea el principio dispositivo y ofrece fórmulas para solventarlos. 
Se trata, por ello, de una notable contribución al debate actual sobre la nece-
saria reforma de nuestro sistema de descentralización política. El autor no se 
pronuncia sobre si la reforma debe potenciar las competencias del poder cen-
tral o de los poderes territoriales puesto que esa decisión corresponde a los 
políticos. Lo que se pone de manifiesto es la necesidad de corregir el gran error 
que, desde un punto de vista técnico, está implícito en el principio disposi-
tivo, y que no es otro que provocar una apertura indefinida del proceso cons-
tituyente (De Vega, Tomás y Valiente). Ahora bien, no se puede olvidar que el 
defecto técnico se explica por razones exclusivamente políticas que distan 
mucho de haber desaparecido: la falta de un consenso político sobre el modelo 
de organización territorial y la adopción, a falta de verdadero acuerdo, de un 
compromiso apócrifo (Schmitt) que se limitó a aplazar el problema y referirlo 
al legislador.

En el capítulo cuarto se examina la segunda de las funciones de la reforma: 
su condición de mecanismo para el mantenimiento de la realidad constitucio-
nal. La reforma sirve para mantener la adecuación entre la realidad jurídica
normativa y la realidad política, económica y social subyacente. Esa adecuación 
es una exigencia fundamental de todo Estado constitucional y para responder 
a ella está la reforma constitucional. Se trata, como reconoce el autor, de la fun-
ción más conocida. La reforma constitucional es necesaria tanto para cubrir 
«lagunas inadvertidas» como para suprimir disposiciones que «hayan satisfecho 
ya su finalidad». En el caso de España, Ruipérez advierte la referencia a la par-
ticipación de España en el proceso de integración europea como una de las 
lagunas más evidentes que exige una reforma que vaya más allá de la efectuada 
en los arts. 13 y 135. Las consideraciones sobre el particular revisten una nota-
ble actualidad, puesto que, junto al tema territorial ya mencionado, la intro-
ducción de una cláusula europea es otra de las cuestiones que figura en todas 
las «agendas» reformistas.

Por otro lado, la reforma también resultaría necesaria para suprimir las 
disposiciones transitorias. Entre estas cabe mencionar no solo las expresa-
mente calificadas como tales sino todas aquellas del Título VIII relativas al 
proceso de construcción del Estado autonómico y que ya han agotado sus 
efectos. Estas reformas guardan relación con las estudiadas en el capítulo ante-
rior y, en última instancia, suponen reemplazar —en palabras del también 
añorado Luis Ortega— un Título que regula la creación del Estado autonó-
mico por otro que discipline su funcionamiento.
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Ahora bien, ninguna de esas reformas se ha llevado a cabo. En este con-
texto, Ruipérez somete a crítica los procedimientos de reforma previstos en los 
arts. 167 y 168. El procedimiento de reforma debe ser lo suficientemente com-
plicado para evitar reformas arbitrarias o irreflexivas, pero no tanto como para 
impedir las reformas necesarias que los cambios de la realidad social y política 
exigen. Con esa premisa, el autor entiende que el procedimiento previsto en el 
167 garantiza un correcto equilibrio entre ambos extremos, mientras que el del 
168 es de una complejidad extrema además de contradictorio (de «procedi-
miento para evitar la reforma» lo calificó Pedro de Vega). No obstante, Ruipé-
rez critica la exclusión de la iniciativa popular y el carácter meramente 
facultativo del referéndum en el 167. En su opinión, el referéndum como acto 
de control —a la vista de lo que ocurrió en 2011 con la reforma del art. 135 
que critica duramente— debería exigirse en todo caso. La crítica al 168 se fun-
damenta en la arbitraria selección de las materias por él protegidas; en la exi-
gencia simultánea de disolución de Cortes y referéndum; y en la expresa 
previsión de una posible «revisión total» cuya distinción con un cambio o des-
trucción de la Constitución dista mucho de quedar clara. Se defiende por ello 
la conveniencia de suprimir el art. 168 utilizando, eso sí —porque otra cosa 
sería un fraude constitucional—, el procedimiento previsto en él.

La tercera de las funciones examinadas es la relativa a salvaguardar la 
voluntad constituyente frente a la actuación de los poderes constituidos (capí-
tulo quinto). La reforma constitucional permite compatibilizar el principio 
político democrático con el principio jurídico de supremacía constitucional. 
Esta es la función principal de la reforma y la que la configura como un ins-
trumento de defensa de la Constitución. El principio político democrático 
supone que el pueblo como titular del poder constituyente aprueba la Cons-
titución, pero cuando el Estado constitucional ya existe, en su interior no hay 
soberano posible: «Todos los poderes que actúan en el Estado son poderes 
constituidos, que han sido creados por la Constitución, y que reciben de ella 
todas sus competencias. Se excluye así, por incompatible, cualquier ejercicio 
de la soberanía una vez que el Código Constitucional ha entrado en vigor». El 
dogma político de la soberanía popular se transforma en el dogma jurídico de 
la supremacía constitucional. Ruipérez explica como esto fue posible merced 
al surgimiento de la rigidez constitucional. Esto es, del establecimiento de 
procedimientos específicos y diferentes del legislativo ordinario para reformar 
la Constitución. Solo con ellos se puede garantizar que la Constitución es ley 
suprema y por ello no puede ser modificada como una ley cualquiera.

El Título X de la Constitución cumple también esta función. Garantizar 
la supremacía normativa de la Constitución. Pero para ello hay que considerar 
al poder de reforma como un poder limitado no solo formalmente sino tam-
bién materialmente. Por esta razón, el autor critica en primer lugar, y como 
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hemos visto, la previsión de la reforma total prevista en el 168 y, en segundo 
lugar, la doctrina del Tribunal Constitucional (SSTC 48/2003, 103/2008 y 
31/2010) sobre esta cuestión, en la medida en que rechaza la existencia de 
límites materiales al poder de reforma.

En el capítulo sexto y último, se examina la reforma como instrumento 
para articular la continuidad jurídica del Estado. Este capítulo es fundamental 
porque en él se expone la problemática de los límites materiales a la actuación 
del poder de reforma. Concebido el poder de reforma como un poder material-
mente limitado, ninguna duda cabe de que la determinación del contenido, 
significado y alcance de esos límites es el principal problema a afrontar. Y junto 
a él, y para que el asunto no quede en el ámbito de la metafísica política, el otro 
problema es el del establecimiento de mecanismos jurídicos para velar porque 
esos límites sean efectivamente respetados. Ruipérez reconoce que «la opción 
del constituyente por no introducir cláusulas de intangibilidad viene, de nuevo, 
a complicar las cosas». A mayor abundamiento, los arts. 161 1 a de la Consti-
tución y el 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional guardan silencio 
sobre la posibilidad de enjuiciar la constitucionalidad de una reforma constitu-
cional. El autor subraya que, a pesar de ese silencio, la existencia de dos proce-
dimientos de reforma requiere que el Tribunal Constitucional pueda velar 
tanto porque no se reforme por el 167, materias que están reservadas al 168, 
como porque los procedimientos en sí sean respetados. Además, entiende que 
«un juez constitucional, como buen intérprete, debe saber deducir del propio 
Texto Constitucional el núcleo irreformable». Y es muy duro, por ello, con el 
ATC 9/2012 en el que el Tribunal inadmitió el recurso planteado contra la 
reforma constitucional del art. 135 efectuada en 2011. El Tribunal estaba obli-
gado a examinar si la reforma afectaba, o no, a materias protegidas por el art. 
168 porque en el caso de que lo hiciera, la reforma hubiera incurrido en una 
inconstitucionalidad formal. Comparto plenamente la crítica del autor. Mi 
única discrepancia con él reside en la valoración del contenido de la reforma del 
art. 135. A lo largo del libro se reitera que dicha reforma es incompatible con 
el Estado social y con el Estado democrático. Por el contrario, entiendo que 
cabe una interpretación del art. 135 conforme con el Estado social y democrá-
tico de derecho. Pero no es este el lugar para proceder a ese debate.

El análisis exhaustivo y detallado, apoyado en un sólido aparato crítico 
—efectuado por Javier Ruipérez en esta obra—, de las funciones que cumple 
la reforma constitucional reviste un indiscutible interés teórico y práctico. 
Desde un punto de vista teórico, incardina el instituto de la reforma dentro 
del proceso de creación y consolidación del Estado constitucional y lo vincula 
con los principios y valores del mismo. Como hemos visto, en el libro se 
expone y desarrolla, con rigor, una teoría del poder de reforma como poder 
limitado. Desde un punto de vista práctico, denuncia no solo las 
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incoherencias y contradicciones del Título X, sino que, también, examina 
aquellos ámbitos en que resulta preciso que el poder de reforma actúe: singu-
larmente, el ámbito de la organización territorial del Estado.

En última instancia, la crítica fundamental que el autor formula al 
Título X —y que compartimos plenamente— es que en él no queda clara la 
distinción entre reforma constitucional —como operación jurídica material-
mente limitada— y destrucción o cambio de Constitución. La inexistencia de 
cláusulas de intangibilidad, unida a la doctrina del Tribunal Constitucional 
sobre la reforma total de la Constitución, dificulta la comprensión de la 
reforma en España como un instrumento de defensa del texto constitucional. 
Y esto, a su vez, explica la muy escasa utilización de los procedimientos de 
reforma del Título X. El temor fundado de que el Título X, y concretamente 
el art. 168 de la Constitución (erróneamente confundido con el propio poder 
constituyente), pueda ser eventualmente utilizado no para su mejora, perfec-
cionamiento y, en definitiva, defensa, sino para su destrucción, es una de las 
causas que explican que la reforma constitucional sea la gran asignatura pen-
diente de la Constitución de 1978.

Al fin y al cabo, la experiencia histórica nos ofrece dramáticos ejemplos de 
las catastróficas consecuencias que se derivan de no aceptar la existencia de 
límites materiales para el poder de reforma, y de considerar que sus únicos lími-
tes son de carácter procedimental. La ley de plenos poderes de Hitler de 24 de 
marzo de 1933 que supuso la definitiva aniquilación de la Constitución de 
Weimar se aprobó por unanimidad en el Reichsrat y por el resultado abruma-
dor de 441 votos favorables frente a 94 en contra en el Reichstag. El art. 76 de 
la Constitución de Weimar disponía que la reforma constitucional atribuida al 
órgano legislativo debía ser aprobada por una mayoría cualificada de dos ter-
cios de ambas Cámaras. Tan indiscutible como que dichos requisitos formales 
se verificaron resulta que la Constitución de Weimar fue destruida y reempla-
zada por un régimen totalitario.

Desde las anteriores consideraciones, hemos de concluir que el libro del 
profesor Ruipérez contiene una meritoria teoría sobre el instituto y las funcio-
nes de la reforma constitucional y una rigurosa y fundamentada crítica del 
Título X de la Constitución, cuyos objetivos últimos son evitar que se produz-
can situaciones como la de Alemania en 1933. Es decir, que la reforma se uti-
lice —fraudulentamente— para dar cobertura a una revolución.

Javier Tajadura Tejada 
Universidad de País Vasco


